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ARTICULO 72 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene la palabra el diputado Alberto Amador Leal del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
para presentar una iniciativa que reforma el artículo 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
hasta por 10 minutos.

El diputado Narciso Alberto Amador Leal:

Muchas gracias, señor Presidente.

Le pediría, si fuera tan gentil, de incorporar esta iniciativa
de manera íntegra en el Diario de los Debates y me permi-
tiré, compañeras, compañeros diputados, una breve refle-
xión sobre el contenido de la misma.

Entre las facultades legislativas del Presidente de la Repú-
blica, el veto presidencial es una de carácter reactivo que le
permite al jefe del Ejecutivo defender el statu quo respecto
de las tentativas de cambio de las mayorías legislativas.

En las democracias presidencialistas contemporáneas, el
veto desempeña un papel central para que opere el sistema
de pesos y contrapesos y por ende de equilibrio entre dos
poderes, teóricamente el veto es el vínculo más consisten-
te y directo del Presidente con el proceso legislativo, así
como el principal contrapeso del Ejecutivo Federal sobre el
Poder Legislativo.

No obstante en nuestra Constitución hay algunas lagunas,
existen algunas disposiciones que se oponen a que tal equi-
librio de poderes, resulte en beneficio del propio proceso
legislativo y del desempeño de la República, de ahí que
recientemente dos compañeros diputados, los dos coterrá-
neos míos poblanos, uno del PRD, el diputado Luis Miguel
Barbosa haya propuesto el 5 de abril una iniciativa de re-
formas al artículo 72, entre otras cosas para que no sea una
condición, la mayoría calificada, en el propósito de superar
el veto presidencial. 

A este respecto cabe mencionar que la Constitución de
1857 estableció al igual que el actual ordenamiento consti -
tucional, la mayoría calificada para superar dicho veto del
Ejecutivo. 

Posteriormente y dadas las tensiones suscitadas entre el
Ejecutivo y el Legislativo en las reformas al artículo 71 de
la Constitución se modificó la forma de votación para su-
perar dicho veto presidencial, quedando establecido que las
iniciativas vetadas por el Presidente de la República, una
vez regresadas al Congreso, podrían ser aprobadas sin el
consentimiento presidencial únicamente con la mayoría
absoluta de los votos. 

Esto significa que ya existe el antecedente histórico y que
de nueva cuenta en reformas posteriores incluyendo la
Constitución de 1917, esta condición de la mayoría califi-
cada fue restablecida. 

También el compañero diputado Eduardo Rivera, del gru-
po parlamentario de Acción Nacional, propuso una inicia-
tiva de reformas a este artículo, a efecto de estipular los
plazos en los cuales el Ejecutivo Federal tiene la posibili-
dad y la obligación de hacer esta publicación. 

El veto presidencial ha sido escasamente utilizado en Mé-
xico durante las últimas décadas dado el arreglo institucio-
nal que imperaba en nuestro régimen político. 

Hay que recordar que entre 1917 y el 2002 el presidente
Ejecutivo Federal, recurrió al veto sólo en 225 ocasiones.
En Estados Unidos por ejemplo, tan sólo en la administra-
ción del Presidente Roosevelt, el veto fue ejercido en 631
ocasiones, de las cuales sólo en 10 casos fue superado en el
Congreso de ese país.

A nuestro juicio hay dos cuestiones centrales, compañeras,
compañeros diputados, que tendríamos que revisar: por un
lado el que de mantenerse la votación calificada no existen
incentivos de la fracción parlamentaria del partido en el
Gobierno o no existen suficientes incentivos para una le-
gislación dinámica, una legislación que responda al man-
dato popular y a los intereses nacionales. 
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Tal es el caso de las dos iniciativas recientemente vetadas
por el Presidente de la República, una del más alto interés
para el bienestar familiar de los miembros de las Fuerzas
Armadas que inexplicablemente ha sido vetado supuesta-
mente por falta de presupuesto, cuando sabemos que hay
otras partidas presupuestales que pueden ser disminuidas y
que no recogió con sensibilidad el Ejecutivo esta pro-
puesta, esta iniciativa por cierto construida en la propia
Comisión de Marina de esta Cámara.

No existen incentivos porque si la fracción parlamentaria
que está en el Gobierno evidentemente en consonancia con
el Ejecutivo, tiene el derecho de veto y para superarlo se re-
quiere la mayoría calificada, necesariamente va a ser nece-
sario el voto de esa fracción parlamentaria.

Habría situaciones hipotéticas en que esto no sería necesa-
rio bajo la idea de que o el supuesto de que esa fracción
parlamentaria en el Gobierno no asista a una sesión o asis-
tan muy pocos y que las fracciones opositoras hicieran ma-
yoría. 

De tal suerte que a mi juicio uno de los problemas que tie-
ne hoy el Congreso mexicano y que se ha reflejado en esta
parálisis de la que somos objeto permanente, es justamen-
te que para romper ese veto presidencial se requiere un
acuerdo político que no es posible superar por las oposi-
ciones a la fracción que está en el Gobierno.

Y el otro tema tiene qué ver, compañeras, compañeros
diputados, con que de hecho, en los términos que está pu-
blicado, está redactado el artículo 72, no hay posibilidad de
un veto parcial, lo que sí se da en otras constituciones.

En nuestro caso, el Presidente tiene que regresar la inicia-
tiva observada en su conjunto, con lo cual aspectos ya
aprobados por el Congreso, que pueden ser de enorme be-
neficio social y de interés nacional, quedan igualmente sin
efecto, como es el caso de las reformas al SAT, que fueron
igualmente vetadas por el Presidente de la República.

En consecuencia, me he permitido proponer en esta inicia-
tiva una modificación al inciso b) del artículo 72 para esta-
blecer la posibilidad de que el veto pueda ser parcial y una
reforma al inciso c) del propio artículo 72 para establecer
que en el supuesto de que un proyecto de ley, una iniciati-
va, una reforma sea regresada por el Ejecutivo a la Cáma-
ra de origen, éste deberá ser discutido de nuevo y si fuese
confirmado por la mayoría de los votos de los miembros

que integran dicha Cámara, pasará otra vez a la Cámara re-
visora.

Si por ésta fuese sancionado por la misma mayoría, es de-
cir, 50% más uno de los miembros que integren esa Cáma-
ra, el proyecto será ley o decreto y volverá al Ejecutivo
para su promulgación.

Es decir, se deja una mayor flexibilidad en la contabiliza-
ción de los votos, en el número de votos para superar el
veto presidencial, pero no una mayoría simple o una ma-
yoría absoluta de los presentes en ese momento en la se-
sión, sino una mayoría absoluta de los miembros integran-
tes de cada una de las cámaras, con lo cual de alguna forma
igualmente se preserva el principio de rigidez para modifi-
car nuestra máxima Norma Constitucional.

Muchas gracias, compañeras y compañeros.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Los suscritos, diputados federales integrantes de la LVIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, en ejerci-
cio de la facultad que nos otorga el artículo 70 y la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y con fundamento en la fracción II del
artículo 55 y en el artículo 62 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo y reforma un inciso al artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de veto presidencial.

Exposición de Motivos

Entre las facultades legislativas del Presidente de la Repú-
blica, el veto presidencial es una de carácter reactivo que le
permite al jefe del Ejecutivo defender el status quo de las
tentativas de cambio de las mayorías legislativas. De aquí
que Elisur Arteaga considere al veto “un medio de defen-
sa” y moderación de los Poderes Ejecutivos frente a deci-
siones de las asambleas legislativas.

En las democracias presidencialistas contemporáneas, el
veto desempeña un papel central para que opere el sistema
de pesos y contrapesos y, por ende, de equilibrio entre dos
poderes. Teóricamente, el veto es el vínculo más consis-
tente y directo del Presidente con el proceso legislativo; así
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como el principal contrapeso del Presidente sobre el Poder
Legislativo.

En México, las normas que regulan el veto presidencial
contienen lagunas e imprecisiones jurídicas que hasta hace
pocos años no representaban riesgo alguno. Las facultades
metaconstitucionales de la institución presidencial sobre el
proceso político impedían que esas lagunas jurídicas se
tradujeran en conflictos políticos.

Durante los últimos años, dos casos en especial han gene-
rado controversia sobre los alcances del veto presidencial
en México: el ejercicio de veto al Presupuesto federal y a
proyectos de reforma a la Constitución aprobados por el
Congreso. A pesar del potencial de conflicto que poseen
estas controversias, no se ha avanzado en la reforma del
texto constitucional para aclarar las ambigüedades o para
transformar el veto en un instrumento de colaboración en-
tre poderes.

En la Cámara de Diputados ya han sido señaladas con lu-
cidez algunas lagunas jurídicas de las que adolece la regu-
lación del veto presidencial, y han sido propuestas algunas
iniciativas para eliminar vacíos e imprecisiones jurídicas.

Por ejemplo, el 5 de abril de 2001, el diputado Luis Miguel
Barbosa Huerta, del Partido de la Revolución Democrática,
propuso replantear los términos y condiciones de proce-
dencia del veto, en lo que se refiere a la mayoría exigida
para superarlo y a los casos en que no procede por disposi-
ción constitucional expresa.

Por ello, el diputado Barbosa Huerta propuso reformar el
inciso c) del artículo 72 de la Constitución, para reducir la
exigida mayoría calificada de dos terceras partes del nú-
mero total de votos para superar el veto, a una simple ma-
yoría absoluta de los miembros presentes. De igual mane-
ra su iniciativa pretende adicionar el inciso j) del artículo
72 constitucional, para incluir en los casos en que no pro-
cede el veto por disposición constitucional expresa, a la
Ley de Ingresos, el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción y las reformas constitucionales.

A este respecto, cabe mencionar que la Constitución de
1857 estableció, al igual que el actual ordenamiento cons-
titucional, la mayoría calificada para superar el veto del
Ejecutivo. Posteriormente y dadas las tensiones suscitadas
entre el Ejecutivo y el Legislativo, en las reformas al artí-
culo 71 de la Constitución realizadas el 13 de noviembre de
1874, se modificó la forma de votación para superar el ve-

to presidencial, quedando establecido que las iniciativas
vetadas por el Presidente de la República, una vez regresa-
das al Congreso, podrían ser aprobadas, sin el consenti-
miento presidencial, únicamente con la mayoría absoluta
de los votos.

Asimismo, el diputado Eduardo Rivera Pérez, del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, en la sesión del
20 de marzo del año pasado, manifestó que “el veto presi-
dencial, lejos de ser una facultad propia de un régimen
donde existe un presidencialismo exacerbado, debe ser una
forma de colaboración entre los Poderes Legislativo y Eje-
cutivo, a la vez que es un elemento para llevar ponderación
en actos de naturaleza grave, como las leyes y un instru-
mento valioso en el juego de pesos y contrapesos que, pa-
ra establecer equilibrio entre dos poderes dispone la Cons-
titución”.

Según los términos en los que está redactado el artículo 72
constitucional, agregó el diputado Rivera Pérez, “el Ejecu-
tivo puede mantener por tiempo indefinido la publicación
de la ley, y con ello su eficacia ante su falta de vigencia.
Consecuentemente, no puede soslayarse dicha circunstan-
cia, por lo que con el ánimo de avanzar en el perfecciona-
miento y fortalecimiento del Poder Legislativo, es que se
considera necesario establecer una normatividad constitu-
cional que dé seguridad y certidumbre a las decisiones le-
gislativas”.

De aquí que el diputado Rivera Pérez propusiera adicionar
un último párrafo al artículo 72 constitucional para señalar
que: “a fin de disponer que si transcurrido el plazo que el
Ejecutivo tiene para hacer observaciones a la ley o decreto
que se le remita para su publicación y no lo hiciere, se con-
siderará promulgada y el Presidente del Congreso de la
Unión ordenará su publicación”.

Estos ejemplos nos dan idea de lo mucho que deberá tra-
bajar el Congreso de la Unión para adecuar el veto presi-
dencial a las nuevas circunstancias del país, y convertirlo
en una herramienta útil para el equilibrio de poderes, al
mismo tiempo que sea funcional para la eficacia del traba-
jo legislativo y la colaboración entre poderes.

El veto presidencial fue escasamente utilizado en México
durante las últimas décadas. El arreglo institucional que
imperaba en nuestro sistema político aminoraba considera-
blemente la probabilidad de que el veto fuera ejercido por
el Presidente. Un indicador de esto es que entre 1917 y
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2002 el Presidente mexicano recurrió al veto sólo en 225
ocasiones.

Esta cifra es muy baja si la comparamos con las frecuen-
cias con las que otros Presidentes de América Latina o el
Presidente de Estados Unidos utilizaron este recurso cons-
titucional. En Estados Unidos, por ejemplo, tan sólo en la
administración del Presidente Franklin D. Roosevelt el ve-
to fue ejercido en 631 ocasiones, de las cuales sólo en 10
casos fue superado en el Congreso.

En el México actual, la nueva pluralidad del Congreso y la
nueva experiencia de gobiernos divididos han dado lugar a
situaciones en las cuales el Presidente disiente del Congre-
so sin que haya claridad sobre sus facultades para vetar ini-
ciativas y reformas aprobadas por el Legislativo.

A nuestro juicio, un problema importante a superar es el de
la condición de contar con las dos terceras partes de los vo-
tos para imponer el criterio del Legislativo sobre el Ejecu-
tivo. Es decir, en los hechos y de acuerdo con la distribu-
ción del poder en las Cámaras del Congreso, se necesita la
suma de los votos del partido en el gobierno, en este caso
Acción Nacional, para formar mayoría calificada. Sólo en
condiciones hipotéticas, en el supuesto de que los legisla-
dores del PAN en su mayoría no asistieran a sesión y el res-
to de las bancadas hicieran quórum, sería posible que las
oposiciones sumen las dos terceras partes de los votos pre-
sentes.

Esto significa que ni el gobierno ni el partido en el gobier-
no, tienen suficientes incentivos para aprobar reformas o
iniciativas de ley. Esta es una de las razones que explica la
actual parálisis legislativa.

Es por ello que se propone una reforma al inciso c) del ar-
tículo 72 de la Constitución, para establecer que se reque-
rirá la mayoría absoluta de los miembros que integran ca-
da una de las Cámaras, es decir, la mitad más uno para
superar el veto presidencial.

Nos parece que una reforma de esta naturaleza sería un ver-
dadero catalizador del equilibrio de poderes, al mismo
tiempo mantiene el principio de rigidez para modificar la
Constitución o las leyes al establecer que la mayoría abso-
luta sería aplicada no al número de diputados o senadores
presentes, sino a la totalidad de los miembros que integran
las Cámaras.

De esta manera, el inciso c) del artículo 72 quedaría en los
siguientes términos:

c) El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en par-
te por el Ejecutivo, será devuelto, con sus observaciones, a
la Cámara de su origen. Deberá ser discutido de nuevo por
ésta y si fuese confirmado por la mayoría de los votos de
los miembros que integran dicha Cámara, pasará otra vez a
la Cámara revisora. Si por ésta fuese sancionado por la
misma mayoría, el proyecto será ley o decreto y volverá al
Ejecutivo para su promulgación.

La otra cuestión a resolver concierne a la naturaleza del ve-
to, de tal suerte que una reforma a un ordenamiento vigen-
te o una nueva ley puedan tener efectos aun parcialmente.

Como se sabe, el veto le permite al Presidente rechazar u
obstaculizar las resoluciones emanadas de ambas Cámaras
del Congreso. De manera genérica podemos decir que hay
tres tipos de veto: el parcial, el total y el “de bolsillo”.

El primero es considerado el más efectivo de todos. Bajo
un esquema de veto parcial el Presidente devuelve al Con-
greso, con sus observaciones, aquellas partes del proyecto
de ley con las cuales, disiente y promulga el resto de la ini-
ciativa con la cual sí está de acuerdo. De esta manera, al-
gunas partes del proyecto se convierten en ley mientras el
resto se somete a una revisión ulterior en el Congreso, don-
de existe la posibilidad de que el Congreso supere, a través
de la mayoría calificada, el veto presidencial.

Como lo ha mencionado Luis Carlos Ugalde, el veto par-
cial propicia un “juego de suma positiva” entre los dos po-
deres. Permite al Ejecutivo desplegar una estrategia para
moverse hacia un punto donde mejore el estado de cosas
vigente y mantenga algunas de los rasgos del status quo
que encuentra preferibles a las alternativas sugeridas.

En el caso del veto total, el Presidente no puede regresar al
Congreso una parte del proyecto en cuestión para su revi-
sión y promulgar lo demás. Bajo este esquema, cuando el
Presidente emite observaciones al proyecto de ley debe de-
volverlo completo al Poder Legislativo incluidas las dispo-
siciones que sí apoya, y mientras el veto no sea superado
por una mayoría calificada en ambas Cámaras, nada en la
legislación habrá cambiado. En situaciones extremas, se
puede retrasar la promulgación de un paquete legal urgen-
te tan sólo por el rechazo presidencial a alguna de sus cláu-
sulas.
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Dada la lentitud para volver a aprobar un proyecto de ley
que ha sido vetado (periodo de espera, nuevas discusiones
en ambas Cámaras, votaciones por mayoría calificada), el
costo de vetar en algunas materias (proyectos educativos,
de impuestos, de salud) puede llegar a ser tan alto como el
de promulgar un proyecto con errores y omisiones.

Por último tenemos el “veto de bolsillo”, que existe cuan-
do la Constitución no obliga al Ejecutivo a promulgar o re-
gresar en un plazo determinado el proyecto de ley aproba-
do en la asamblea. En la práctica esto significa que el
Presidente puede “congelar” cierta iniciativa al “ignorar”
que alguna vez le fue enviada.

Por lo general, en los vetos parciales y totales se da un pla-
zo al Presidente no mayor a diez días hábiles para optar por
aprobar o devolver con observaciones el proyecto de ley.
Al término del plazo fijado, si el Ejecutivo no ha tomado
alguna determinación respecto al proyecto, éste se promul-
ga de manera automática. En contraste, el “veto de bolsi-
llo” impide una auténtica colaboración entre poderes y ter-
mina por sujetar completamente al Legislativo a la
voluntad del Ejecutivo.

En México, el Presidente cuenta con poder de veto total. La
Constitución dice en su artículo 72:

“...b) Se reputará aprobado por el Poder Ejecutivo, todo
proyecto no devuelto con observaciones a la Cámara de su
origen, dentro de 10 días útiles; a no ser que corriendo es-
te término, hubiere el Congreso cerrado o suspendido sus
sesiones, en cuyo caso la devolución deberá hacerse el pri-
mer día útil en que el Congreso esté reunido... c) El pro-
yecto de ley o decreto desechado en todo o en parte por el
Ejecutivo, será devuelto, con sus observaciones, a la Cá-
mara de su origen. Deberá ser discutido de nuevo por ésta
y si fuese confirmado por las dos terceras partes del núme-
ro total de votos, pasará otra vez a la Cámara revisora. Si
por ésta fuese sancionado por la misma mayoría, el pro-
yecto será ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su pro-
mulgación.”

Cabe dejar bien claro que la distinción entre veto parcial y
total no descansa en la capacidad de hacer observaciones a
una parte o a la totalidad de una iniciativa; en el veto par-
cial, el Ejecutivo tiene la capacidad de vetar una parte del
proyecto y promulgar el resto. En contraste, el veto total
obliga al Ejecutivo a regresar al Congreso todo el proyecto
sin posibilidad de promulgar una o varias de sus partes.

A lo largo de la historia independiente de México, el veto
ha sido total. Lo que se ha modificado son los plazos de
que dispone el Presidente para presentar sus observaciones.

Dada la nueva pluralidad partidista del Congreso mexica-
no, el veto total de que dispone el Presidente impide avan-
zar al gobierno mexicano en reformas graduales, ya que la
lógica del juego es “todo o nada”; es decir, o se avanza mu-
cho o simplemente no se avanza. Aunque las negociacio-
nes al interior del Congreso pueden acercar las posiciones
entre legisladores y funcionarios del Ejecutivo, en rubros
importantes de reformas esa negociación no siempre da los
resultados esperados, como lo muestra el caso de la refor-
ma fiscal aprobada en diciembre de 2001.

Debido a que la condición de gobierno dividido segura-
mente prevalecerá en el futuro y esta nueva condición de
nuestro sistema político puede aminorar progresiva y peli-
grosamente la velocidad del trabajo legislativo, parece con-
veniente proveer al Ejecutivo de la facultad de veto parcial,
la cual le permitiría sacar adelante aquellas partes de pa-
quetes legislativos que acusen urgencia mientras se resuel-
ven los puntos más controvertidos con mayor detenimien-
to.

En aras de la colaboración entre poderes y de acotar a la
Presidencia sin hacer de ella una institución inoperante, así
como de la intención de poner fin a claroscuros jurídicos
presentes en nuestra Constitución, el veto parcial en nues-
tra Constitución debe incorporarse y recibir especial aten-
ción en la agenda legislativa. Las Constituciones de Brasil
y Argentina contemplan el veto parcial en sus artículos 66
y 80 respectivamente.

En vista de las anteriores consideraciones, y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 70 y la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta so-
beranía la siguiente:

Iniciativa de decreto que propone adicionar y reformar
el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de veto presidencial.

Artículo Unico. Se adiciona un párrafo al inciso b) y se
modifica el inciso c) del artículo 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:
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Artículo 72. ...

a) ...

...

b) ...

El Poder Ejecutivo podrá vetar total o parcialmente todo
proyecto de ley o decreto. El veto parcial hará observacio-
nes únicamente a algunos parágrafos, numerales o incisos
del proyecto. Las partes no observadas de los proyectos ve-
tados parcialmente podrán ser aprobadas y publicadas por
el Poder Ejecutivo en caso de que posean autonomía nor-
mativa y si su aprobación parcial no altera el espíritu ni la
unidad del proyecto sancionado, por el Congreso.

c) El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en par-
te por el Ejecutivo, será devuelto, con sus observaciones, a
la Cámara de su origen. Deberá ser discutido de nuevo por
ésta y si fuese confirmado por la mayoría de los votos de
los miembros que integran dicha Cámara, pasará otra vez a
la Cámara revisora. Si por ésta fuese sancionado por la
misma mayoría, el proyecto será ley o decreto y volverá al
Ejecutivo para su promulgación.

d) ... 

e) ...

f) ...

g) ...

h) ...

i) ...

j) ...

Tampoco podrá hacerlas al decreto de convocatoria a se-
siones extraordinarias que expida la Comisión Permanente.

Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, San Lázaro, a 25 de marzo de 2003.—
Diputados: Alberto Amador Leal (rúbrica), Araceli Do-

mínguez Ramírez (rúbrica), Concepción González Molina
(rúbrica), Adela Cerezo Bautista (rúbrica), Jaime Alcánta-
ra Silva, Cutberto Cantorán Espinosa (rúbrica), Víctor Dí-
az Palacios (rúbrica), Benito Vital Ramírez, Melitón Mora-
les Sánchez (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene la palabra la diputada Adela del Carmen Graniel
Campos, del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, para presentar una iniciativa que refor-
ma diversas disposiciones de la Ley General de Salud.

La diputada Adela del Carmen Graniel Campos:

Con el permiso de la Presidencia; honorable Asamblea: 

La suscrita, diputada a la LVIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, someto a la con-
sideración de esta honorable Asamblea la presente inicia-
tiva de reformas a la Ley General de Salud, bajo la si-
guiente 

EXPOSICION DE MOTIVOS

En México existe una considerable demanda de trasplan-
tes. En los últimos cinco años se ha realizado un promedio
anual de 3 mil 500 trasplantes. Empero, entre 1 l y mil 500
personas más se suman a la demanda cada año.

México registra una baja tasa de donación de órganos.
Mientras en España se realizan 50 procedimientos por cada
millón de habitantes, en nuestro país sólo se hace uno.

Según cifras oficiales del sector salud, se requieren cada
año 7 mil riñones, 10 mil córneas, 500 hígados y 500 cora-
zones.
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En años recientes y como resultado de las campañas infor-
mativas, la sociedad mexicana se va familiarizando con el
proceso de la donación, así como de la alternativa de un
trasplante.

En contraste, sigue prevaleciendo la falta de una cultura de
donación de órganos, al igual que existen dificultades para
que las personas acepten la definición de muerte cerebral.

De acuerdo con el Centro Nacional de Transplantes, en
México el concepto de la pérdida de la vida bajo la moda-
lidad de “muerte cerebral”, no es conocida por la pobla-
ción, por lo que se atribuye a esta falta de información, la
escasa donación de órganos cadavéricos.

El objetivo de la presente iniciativa es la de reforzar la le-
gislación vigente en materia de transplante de órganos y en
este contexto facilitar la donación a quienes requieren un
órgano para seguir viviendo.

Es en este orden de ideas que se propone la modificación
al artículo 314 de la Ley General de Salud, para precisar la
definición de “cadáveres”, con objeto de dejar muy claro
para cuando la ley lo refiera.

Por otro lado se sugiere modificar el artículo 333 para po-
sibilitar la realización de un transplante entre personas que
no sean familiares, así como también se garantiza que la
persona pueda revocar su deseo de donar en cualquier mo-
mento.

También se sugiere modificar el artículo 343 con objeto de
que se verifique la pérdida de la vida del donante por muer-
te cerebral o el paro cardiaco irreversible. 

Asimismo se propone modificar el artículo 344 con objeto
de precisar los signos de muerte cerebral.

Finalmente se sugiere modificar el artículo 345 con objeto
de que con el consentimiento de los familiares no exista
impedimento para que se prescinda de los medios artificia-
les que evitan que en quien se presenta la muerte cerebral
comprobada, se manifieste el paro cardiaco.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en las dis-
posiciones invocadas en el proemio, presento la siguiente
iniciativa de decreto que reforma la Ley General de Salud
con el propósito de reformar la legislación vigente en ma-
teria de donación y transplante de órganos.

INICIATIVA 

Con proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de la Ley General de Salud:

Artículo primero. Se reforma la fracción II del artículo
314 de la Ley General de Salud para quedar como sigue:

“Artículo 314. Para efectos de este título se entiende por,
fracción II cadáver, el cuerpo humano en el que se haya
comprobado la pérdida de la vida.”

Artículo segundo. Se reforma la fracción VI del artículo
333 de la Ley General de Salud para quedar como sigue: 

“Artículo 333. Para realizar transplantes entre vivos, de-
berán de cumplirse los siguientes requisitos respecto del
donante.

Fracción VI. Los transplantes se realizarán, de preferencia,
entre personas que tengan parentesco por consanguinidad
civil o de afinidad. Sin embargo, cuando no exista un do-
nador relacionado por algún tipo de parentesco, será posi-
ble realizar una donación siempre y cuando se cumpla con
los siguientes requisitos:

a) Obtener resolución favorable el Comité de Transplantes
de la institución hospitalaria donde se vaya a realizar el
transplante, previa evaluación médica, clínica y sicológica.

b) El interesado en donar deberá otorgar su consentimien-
to expreso ante notario público, y en ejercicio del derecho
que le concede la presente ley, manifestando que ha recibi-
do información completa sobre el procedimiento por médi-
cos, autorizados, así como precisar que el consentimiento
es altruista, libre, conciente y sin que medie remuneración
alguna.

El consentimiento del donante para los transplantes entre
vivos podrá ser revocable en cualquier momento previo al
transplante.” 

Artículo tercero. Se reforma el artículo 343 de la Ley Ge-
neral de Salud para quedar como sigue:

“Artículo 343. La pérdida de vida ocurre cuando se pre-
sentan la muerte cerebral o el paro cardiaco irreversible. 

La muerte cerebral se determina cuando se verifican los si-
guientes signos:
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Primero. Ausencia completa y permanente de conciencia.

Segundo. Ausencia permanente de respiración espontá-
nea, y

Tercero. Ausencia de los reflejos del tallo cerebral mani-
festado para reflexiva pupilar, ausencia de movimientos
oculares en pruebas restribulares y ausencia de respuesta a
estímulos no selectivos. Se deberá descartar que dichos
signos sean producto de intoxicación aguda por narcóticos,
sedantes, barbitúricos o sustancias neurotrópicas.

Artículo cuarto. Se reforma el artículo 344 de la Ley Ge-
neral de Salud para quedar como sigue: 

Artículo 344. Los signos de la muerte cerebral deberán co-
rroborarse por cualquiera de las siguientes pruebas:

1o. Angiografía cerebral bilateral que demuestre ausencia
de circulación cerebral ó

2o. Electroencefalograma que demuestre ausencia total de
actividad eléctrica corroborado por un médico especialista.

Artículo quinto. Se reforma el artículo 345 de la Ley Ge-
neral de Salud para quedar como sigue: 

Artículo 345. No existirá impedimento alguno para que
a solicitud y con la autorización de las siguientes perso -
nas: el o la cónyuge, el concubinario o la concubina, los
descendientes, los ascendientes, los hermanos, el adopta-
do o el adoptante conforme el orden expresado se pres-
cinda de los medios artificiales que evitan que en quien
presenta la muerte cerebral comprobada se manifiesta el
paro cardiaco.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa de decreto que reforma la Ley General de Sa-
lud, con el propósito de reforzar la legislación vigente en
materia de donación y trasplante de órganos, a cargo de la
diputada Adela del Carmen Graniel Campos, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

La suscrita, diputada a la LVIII Legislatura del H. Congre-
so de la Unión, con fundamento en la fracción II del artí -
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en el artículo 55, fracción II, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General, someto a
la consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa de reformas a la Ley General de Salud, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los trasplantes de órganos, tejidos y células significan una
oportunidad contra los padecimientos crónico-degenerati-
vos cuya consecuencia es la insuficiencia de algún órgano.
En México existe una considerable demanda de trasplan-
tes: en los últimos cinco años se ha realizado un promedio
anual de 3 mil 500. Empero, entre mil y mil 500 personas
se suman a la demanda cada año.

A pesar de que la población mexicana se caracteriza por su
altruismo, existen diferentes actitudes y creencias frente a
esa práctica, además de falta de información al respecto. Se
requiere reforzar la divulgación sobre la legislación al res-
pecto e informar de la infraestructura, los procedimientos
normativos y los trámites para realizar un trasplante.

México registra una baja tasa de donación de órganos:
mientras que en España se realizan 50 procedimientos por
cada millón de habitantes, en nuestro país sólo se hace uno.
Según cifras oficiales del sector salud, se requieren cada
año 7 mil riñones, 10 mil córneas, 500 hígados y 500 cora-
zones.

La donación de órganos se define como el acto de dar algo
de sí mismo a otro sujeto que lo requiere, por lo que la do-
nación se concibe como una intención de solidaridad y al-
truismo. De esa manera, el consentimiento expreso es un
elemento esencial para la donación de órganos, tejidos y
sangre.

Una persona se convierte en donador cuando manifiesta la
voluntad de que se utilicen sus órganos, tejidos o células de
manera expresa o tácita en beneficio de otra por medio de
las técnicas de trasplante.

Los trasplantes de órganos y tejidos humanos consisten en
transferir un tejido u órgano de su sitio original a otro dife-
rente funcionando. Esto puede ser dentro de un mismo in-
dividuo, o bien, de un individuo a otro, con el propósito de
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restaurar las funciones perdidas del mismo, sustituyéndolo
por uno sano.

La Ley General de Salud establece en el Título Decimo-
cuarto las disposiciones para el control sanitario de la dis-
posición de órganos, tejidos, células y cadáveres de seres
humanos. Cabe destacar que, de conformidad con la frac-
ción I del artículo 313 de la ley en comento, “compete a la
Secretaría de Salud el control sanitario de las donaciones y
trasplantes de órganos, tejidos y células de seres humanos,
por conducto del órgano desconcentrado Centro Nacional
de Trasplantes”.

Los trasplantes son una intervención quirúrgica mediante
la cual se utilizan los conocimientos de anatomía, fisiolo-
gía, cirugía, farmacología y las nuevas tecnologías de so-
porte vital para integrar a un cuerpo vivo ciertos órganos y
tejidos cuyo origen está en la anatomía y fisiología de otro
cuerpo.

En años recientes y como resultado de las campañas infor-
mativas, la sociedad mexicana se va familiarizando con el
proceso de donación, así como con la alternativa de un
trasplante. En contraste, sigue prevaleciendo la falta de una
cultura de donación de órganos y existen dificultades para
que las personas acepten la definición de muerte cerebral.

Una vez que el cerebro deja de realizar sus funciones, la
persona ha fallecido, aunque sus órganos continúen fun-
cionando por medios artificiales. El cuerpo humano está
compuesto de diversos tipos de células, las cuales tienen
tiempos diversos de muerte, por lo que la ciencia médica
determina que a la muerte de los hemisferios y tallo cere-
brales, la persona debe ser considerada cadáver.

De acuerdo con el Centro Nacional de Trasplantes, en Mé-
xico el concepto de pérdida de la vida bajo la modalidad de
muerte cerebral no es conocido por la población, por lo que
se atribuye a esta falta de información la escasa donación
de órganos cadavéricos.

El objetivo de la presente iniciativa es reforzar la legisla-
ción vigente en materia de trasplantes de órganos y, en es-
te contexto, facilitar la donación a quienes requieren un ór-
gano para seguir viviendo. En ese orden de ideas, se
propone la modificación del artículo 314 de la Ley Gene-
ral de Salud para precisar la definición de cadáver, con ob-
jeto de dejarlo muy claro cuando la ley lo refiera.

Por otro lado, se sugiere modificar el artículo 333 para po-
sibilitar la realización de un trasplante entre personas que
no sean familiares, así como garantizar que la persona pue-
da revocar en cualquier momento su deseo de donar.

También se sugiere modificar el artículo 343, con objeto de
que se verifique la pérdida de la vida del donante por muer-
te cerebral o paro cardiaco irreversible. Asimismo, se pro-
pone modificar el artículo 344, a fin de precisar los signos
de muerte cerebral.

Finalmente, se sugiere modificar el artículo 345, con obje-
to de que, con el consentimiento de los familiares, no exis-
ta impedimento para que se prescinda de los medios artifi-
ciales que evitan que en quien se presenta la muerte
cerebral comprobada se manifieste el paro cardiaco.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
señala en el artículo 4º que “toda persona tiene derecho a la
protección de la salud. La ley definirá las bases y modali-
dades para el acceso a los servicios de salud”. Considera-
mos que se necesitan medidas de tipo legal, social, econó-
mico y educativo para reforzar la divulgación sobre la
legislación, los procedimientos normativos y los trámites
para realizar trasplantes.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en las dis-
posiciones invocadas en el proemio, presento la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la Ley
General de Salud, con el propósito de reforzar la legis-
lación vigente en materia de donación y trasplante de
órganos.

Artículo Primero. Se reforma la fracción II del artículo
314 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 314. Para efectos de este título, se entiende por:

I. ...

II. Cadáver, el cuerpo humano en que se haya comprobado
la pérdida de la vida;

III. ...

IV. ...

V. ...
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VI. ...

VII. ...

VIII. ...

IX. ...

X. ...

XI. ...

XII. ...

XIII. ...

XIV. ...

Artículo Segundo. Se reforma la fracción VI del artículo
333 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 333. Para realizar trasplantes entre vivos, deberán
cumplirse los siguientes requisitos respecto del donante:

I. ...

II. ...

III. ...

IV. ...

V. ...

VI. Los trasplantes se realizarán de preferencia entre per-
sonas que tengan parentesco por consanguinidad, civil o de
afinidad. Sin embargo, cuando no exista un donador rela-
cionado por algún tipo de parentesco, será posible realizar
una donación, siempre y cuando se cumplan los siguientes
requisitos:

a) Obtener resolución favorable del comité de trasplantes
de la institución hospitalaria donde se vaya a realizar el
trasplante, previa evaluación médica, clínica y psicológica;

b) El interesado en donar deberá otorgar su consentimien-
to expreso ante notario público y en ejercicio del derecho
que le concede la presente ley, manifestando que ha recibi-
do información completa sobre el procedimiento por médi-
cos autorizados, así como precisar que el consentimiento es

altruista, libre, consciente y sin que medie remuneración
alguna.

El consentimiento del donante para los trasplantes entre vi-
vos podrá ser revocable en cualquier momento previo al
trasplante.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 343 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 343. La pérdida de la vida ocurre cuando se pre-
sentan la muerte cerebral o el paro cardiaco irreversible.

La muerte cerebral se determina cuando se verifican los si-
guientes signos:

I. Ausencia completa y permanente de conciencia;

II. Ausencia permanente de respiración espontánea; y

III. Ausencia de los reflejos del tallo cerebral, manifestada
por arreflexia pupilar, ausencia de movimientos oculares
en pruebas vestibulares y ausencia de respuesta a estímulos
nociceptivos.

Se deberá descartar que dichos signos sean producto de in-
toxicación aguda por narcóticos, sedantes, barbitúricos o
sustancias neurotrópicas.

Artículo Cuarto. Se reforma el artículo 344 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 344. Los signos de la muerte cerebral deberán co-
rroborarse por cualquiera de las siguientes pruebas:

I. Angiografía cerebral bilateral que demuestre ausencia de
circulación cerebral; o

II. Electroencefalograma que demuestre ausencia total de
actividad eléctrica, corroborado por un médico especia-
lista.

Artículo Quinto. Se reforma el artículo 345 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 345. No existirá impedimento alguno para que, a
solicitud y con la autorización de las siguientes personas:
el o la cónyuge, el concubinario o la concubina, los des-
cendientes, los ascendientes, los hermanos, el adoptado o
el adoptante, conforme al orden expresado, se prescinda de
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los medios artificiales que evitan que en quien se presenta
la muerte cerebral comprobada se manifieste el paro car-
diaco.

Artículo Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de marzo de
2003.— Dip. Adela del Carmen Graniel Campos (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Túrnese a la Comisión de Salud.

LEY ADUANERA

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene la palabra el diputado Omar Fayad Meneses, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
para presentar una iniciativa que reforma el artículo 121 de
la Ley Aduanera.

El diputado Omar Fayad Meneses: 

Muchas gracias, señor Presidente: compañeras y compañe-
ros diputados:

Vengo ahora a presentarles una iniciativa para reformar el
artículo 121 de la Ley Aduanera que hemos preparado un
grupo de diputados que estamos trabajando en el grupo que
ve precisamente el tema aduanero en la Comisión de Ha-
cienda y tiene qué ver con el régimen a que están sujetas en
las entradas al país, en las salidas del país, en los puertos y
aeropuertos, las denominadas tiendas libres de impuestos,
que en realidad son depósitos fiscales que autoriza la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público en términos de la
propia ley. Y autoriza en estos depósitos fiscales a que
exista la exposición y venta tanto de mercancías nacionales
como extranjeras.

En la actualidad las mercancías que se venden en estos co-
mercios no están sujetas al pago de los impuestos al co-
mercio exterior ni a las cuotas compensatorias obviamente
y siempre y cuando la compra que se realice por parte de

los pasajeros pues se haga para salir del país, para llevar la
mercancía fuera del país y la entrega de las mercancías se
lleve a cabo precisamente en los puntos de salida del terri -
torio para que las lleven los pasajeros consigo.

Estas tiendas libres de impuestos ubicadas en nuestros
puertos y aeropuertos se encuentran en todos los casos en
las zonas posteriores al control de acceso de pasajeros in-
ternacionales. Es decir, donde sólo pueden permanecer
aquellos pasajeros que están próximos a salir del país. En
los puntos marítimos las tiendas están ubicadas en el recin-
to fiscal contiguo al mismo y en ambos casos el control de
los inmuebles, de sus instalaciones, de las vías de acceso y
de las oficinas están a cargo en todo momento de las auto-
ridades aduaneras.

No obstante el éxito comercial que tiene este tipo de régi-
men de venta, en los últimos meses y tras los fatales even-
tos acontecidos en septiembre de 2001, el número de pasa-
jeros internacionales que arriba y posteriormente abandona
el territorio nacional descendió considerablemente. Hecho
que igualmente ha ocasionado la disminución de los ingre-
sos fiscales que se obtienen en nuestro país por el concep-
to de las contribuciones y en específico los impuestos di-
rectos que se reciben de estas tiendas.

Ante tal situación esta iniciativa está planteando una alter-
nativa para contribuir a equilibrar esta pérdida en los in-
gresos a través de la captación de las divisas y recuperación
de las mismas en la compra de productos nacionales.

La propuesta consiste en complementar un esquema de
tiendas de referencia, permitiendo que quienes llegan a te-
rritorio nacional procedentes de vuelos internacionales,
puedan también tener acceso a la compra y a la entrega de
mercancías no sujetas al pago de impuesto al comercio ex-
terior y de cuotas compensatorias, siempre que se trate de
las que comprende el equipaje de pasajeros en viajes inter-
nacionales, de conformidad con lo que prevé el artículo 61
fracción IV de la ley y demás disposiciones aplicables. Es-
to es, que sea hasta el monto de la propia franquicia que to-
dos los pasajeros tienen derecho a introducir al país, pero
con el efecto de que éste puede ser aplicado aquí en nues-
tro país en territorio nacional.

Por el contrario, aquellas mercancías que excedan la fran-
quicia mencionada, estarán sujetas al pago de los impues-
tos y cuotas compensatorias correspondientes. 



Este mismo sistema ya se encuentra implementado y desa-
rrollado desde hace varios años en aeropuertos como el ca-
so de Brasil, Argentina, Chile, Perú, Paraguay, por citar los
casos de América Latina que más pudieran ser el símil de
nuestro país. Y el objeto principal de la propuesta es que
las divisas permanezcan aquí en el territorio nacional y con
ello se permita la creación de empleos y la obtención de re-
cursos fiscales por parte del Gobierno. 

El objeto principal de esta propuesta también resulta que
aprovechando el hecho de que cada pasajero nacional y ex-
tranjero tiene derecho a introducir al territorio mexicano un
monto de hasta 300 dólares, siempre y cuando cumpla con
las características y las reglas de carácter general en mate-
ria de comercio exterior que corresponda, evidentemente
esto permitiría que esos recursos sean gastados aquí en el
territorio nacional y no en el extranjero.

La puesta en marcha de este proyecto en México permiti-
ría en primera instancia crear nuevos empleos; estaríamos
hablando de una planta de nuevos empleos, de nuevos tra -
bajadores que tendrían que trabajar en estos centros, con
una inversión que podría ir más arriba del millón y medio
de dólares.

Este régimen estaría ubicado precisamente antes de la revi-
sión fiscal, en el que las ventas se realizarían en presencia
de autoridades hacendarias, dando preferencia a productos
nacionales. La venta total de productos nacionales podría
llegar a los 11.5 millones de dólares anuales.

En la proyección sobre la operación de esta reforma, se
considera que el Gobierno Federal podría obtener por in-
gresos anuales derivados de contribuciones, alrededor de
3.8 millones de dólares y por rentas en los aeropuertos al-
rededor de 10 millones de dólares anuales, sin olvidar que
las empresas generarían un impuesto sobre la renta de alre-
dedor de 1.7 millones de dólares anuales. 

Es conveniente señalar que este esquema ya había sido im-
plementado en México, se implementó durante los años de
1984 y 1985, pero desafortunadamente en aquel momento
la autoridad administrativa y no la hacendaria, la fiscal o la
aduanera, sino quien se encargaba de la administración de
los aeropuertos, la Dirección General de Aeropuertos y
Servicios Auxiliares, argumentando un asunto de espacio,
suprimió y canceló la posibilidad de seguir adelante con un
proyecto de esta naturaleza que hoy a todas luces fue posi-
ble replantear y que en todo momento, bueno, pues nunca
se argumentó algún objetivo de otro carácter para haberlo

sacado de operación sino simplemente era un asunto de es-
pacios.

Sin duda esta propuesta tiene la cualidad de crear más em-
pleos, aumentar la recaudación tributaria y elevar la pro-
ductividad y calidad de vida de muchos mexicanos y por
eso es que este grupo de trabajo ha considerado pertinente
el incluir esta propuesta en el paquete de propuestas que es-
tamos formulando el grupo de trabajo que toca y se rela-
ciona con los temas aduaneros.

Por su atención, muchas gracias. 

Es cuanto, señor Presidente. 

«Compañeras y compañeros diputados:

Los suscritos diputados federales, integrantes de los distin-
tos grupos parlamentarios de la LVIII Legislatura del H.
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que nos
otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de este honorable Pleno la presente iniciati-
va de decreto por el que se reforma la fracción I del artícu-
lo 121 de la Ley Aduanera, sobre ventas libres de contri-
buciones a pasajeros de vuelos internacionales a su llegada
al territorio nacional, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las tiendas libres de impuestos ubicadas en los puertos aé-
reos internacionales, fronterizos y marítimos de altura, co-
nocidas como duty free, son depósitos fiscales autorizados
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en térmi-
nos de la Ley Aduanera, para la exposición y venta de mer-
cancías nacionales y extranjeras.

En la actualidad, las mercancías vendidas en estos comer-
cios no están sujetas al pago de impuestos al comercio ex-
terior y las cuotas compensatorias, siempre y cuando la
compra la realicen pasajeros que salgan del país y la entre-
ga de dichas mercancías se lleve a cabo en los puntos de sa-
lida del territorio nacional, debiendo llevarlas consigo al
extranjero.

Por ello, las tiendas libres de impuesto ubicadas en aero-
puertos se encuentran en las zonas posteriores al control de
acceso de pasajeros internacionales, es decir, en donde só-
lo pueden permanecer los pasajeros que están próximos a
salir del país. En los puertos marítimos, las tiendas están
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ubicadas en el recinto fiscal, o contiguas al mismo. En am-
bos casos, el control de estos inmuebles, sus instalaciones,
vías de acceso y oficinas, están a cargo de las autoridades
aduaneras.

No obstante el éxito comercial obtenido con este régimen
de venta, en los últimos meses, y tras los fatales eventos
acontecidos en septiembre del 2001, el número de pasaje-
ros internacionales que arriban y posteriormente abando-
nan del territorio nacional descendió considerablemente,
hecho que igualmente ha ocasionado la disminución de los
ingresos fiscales obtenidos por concepto de contribuciones,
y en específico, los impuestos directos que se reciben de
dichas tiendas.

Ante tal situación, la presente iniciativa plantea una alter-
nativa para contribuir a equilibrar esta pérdida en los in-
gresos, a través de la captación de las divisas y recupera-
ción de las mismas en la compra de productos nacionales.

Esta consiste en complementar el esquema de las tiendas
de referencia, permitiendo que quienes llegan al territorio
nacional procedentes de vuelos internacionales, puedan
también tener acceso a la compra y entrega de mercancías
no sujetas al pago de impuestos al comercio exterior y de
cuotas compensatorias, siempre que se trate de las que
comprenden el equipaje de pasajeros en viajes internacio-
nales, de conformidad con lo previsto en el artículo 61,
fracción IV, de la Ley Aduanera y demás disposiciones
aplicables.

Por el contrario, las mercancías que excedan la franquicia
mencionada, estarán sujetas al pago de los impuestos y
cuotas compensatorias correspondientes.

Este mismo sistema se encuentra implementado y desarro-
llado desde hace varios años en los aeropuertos de Brasil,
Argentina, Chile, Perú, Venezuela y Paraguay, entre otros
países de América Latina.

El objeto principal de esta propuesta, es que las divisas per-
manezcan en el territorio nacional y que con ello se permi-
ta la creación de empleos y de recursos fiscales de los go-
biernos.

Lo anterior, aprovechando el hecho de que cada pasajero
nacional o extranjero, tiene derecho a introducir al territo-
rio mexicano un monto hasta de 300 dólares como franqui-
cia, siempre y cuando cumpla con las características de las

Reglas de Carácter General en Materia de Comercio Exte-
rior correspondientes.

La puesta en marcha de este proyecto en México, permiti-
ría, en primera instancia, crear alrededor de 220 nuevos
empleos con una inversión inicial de 1.5 millones de dóla-
res.

Las nuevas tiendas estarían ubicadas, precisamente, antes
de pasar la revisión fiscal y las ventas se realizarían en pre-
sencia de las autoridades hacendarias, dando preferencia a
productos nacionales. La venta total de productos naciona-
les podría llegar a 11.5 millones de dólares anuales.

En la proyección sobre la operación de esta reforma, se
considera que el Gobierno Federal podría obtener por in-
gresos anuales derivados de contribuciones, alrededor de
3.8 millones de dólares; y por rentas en los aeropuertos, al-
rededor de 10 millones de dólares anuales, sin olvidar que
las empresas generarían un Impuesto Sobre la Renta de al-
rededor de 1.7 millones dólares anuales.

Es conveniente señalar que este esquema fue implementa-
do en México en los años 1984 y 1985; pero desafortuna-
damente, bajo el argumento de problemas de espacio, la
Dirección General de Aeropuertos y Servicios Auxiliares
dio por terminada la presencia del mismo, no obstante que
en su momento, la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co no tuvo inconveniente en el funcionamiento de las mis-
mas, sino por el contrario, apoyó su continuidad, ya que le
permitían obtener ingresos fiscales.

Sin duda, esta propuesta de reforma tiene la cualidad de
crear más empleos, aumentar la recaudación tributaria y
elevar la productividad y la calidad de vida de muchos me-
xicanos.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo
dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos
a la consideración de este honorable Pleno el presente pro-
yecto de

Iniciativa de decreto por el que se reforma la fracción I
del artículo 121 de la Ley Aduanera, sobre ventas libres
de contribuciones a pasajeros de vuelos internacionales
a su llegada al territorio nacional.

Artículo Unico.- Se reforma la fracción I del artículo 121
de la Ley Aduanera, para quedar como sigue:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003133



Artículo 121. …

I. Para la exposición y venta de mercancías extranjeras y
nacionales en puertos aéreos internacionales, fronterizos y
marítimos de altura. En este caso las mercancías no se su-
jetarán al pago de impuestos al comercio exterior y de cuo-
tas compensatorias, siempre que las ventas se hagan a pa-
sajeros que salgan del país directamente al extranjero y la
entrega de dichas mercancías se realice en los puntos de sa-
lida del territorio nacional, debiendo llevarlas consigo al
extranjero.

Cuando la venta se haga a los pasajeros que arriben al país
directamente del extranjero y dicha venta así como la en-
trega de las mercancías se realice en los establecimientos
autorizados por la Secretaría, cumpliendo los requisitos de
control que se establezcan mediante reglas, las mercancías
no se sujetarán al pago de impuestos al comercio exterior y
de cuotas compensatorias, siempre que se trate de las que
comprenden el equipaje de pasajeros en viajes internacio-
nales, de conformidad con lo previsto en el artículo 61,
fracción IV, de la ley y demás disposiciones aplicables. Las
mercancías que excedan la franquicia mencionada, estarán
sujetas al pago de los impuestos y cuotas compensatorias
correspondientes.

Las autoridades aduaneras controlarán los establecimientos
mencionados en los dos párrafos anteriores, sus instalacio-
nes, vías de acceso y oficinas.

La autorización a que se refiere esta fracción sólo se otor-
gará a personas morales constituidas de conformidad con
las leyes mexicanas, siempre que otorguen las garantías y
cumplan con los demás requisitos que establezca la Secre-
taría mediante reglas. En el caso de los aeropuertos, se re-
querirá que los locales se encuentren ubicados en zonas
posteriores al control de acceso de pasajeros internaciona-
les y en el caso de los puertos marítimos, deberán encon-
trarse en el recinto fiscal o contiguo al mismo. Tratándose
de los establecimientos a que se refiere el segundo párrafo
de esta fracción, se requerirá que los locales se encuentren
en la zona reservada para pasajeros internacionales dentro
del aeropuerto internacional o puerto marítimo de que se
trate antes de la zona de declaración y revisión aduanal co-
rrespondiente.

La autorización podrá otorgarse hasta por un plazo de diez
años, el cual podrá prorrogarse por un plazo igual si lo so-

licita el interesado durante la vigencia de la autorización,
siempre que se cumpla con los requisitos que establezca la
Secretaría mediante reglas.

Los particulares que obtengan la autorización a que se re-
fiere esta fracción deberán pagar en las oficinas autoriza-
das, a más tardar el día diecisiete del mes de que se trate,
un aprovechamiento del 5% sobre los ingresos brutos obte-
nidos por la venta de las mercancías en el mes inmediato
anterior.

Procederá la cancelación de la autorización conforme al
procedimiento previsto en el artículo 144-A de esta ley,
cuando los locales objeto de la autorización dejen de en-
contrarse en las zonas establecidas o se incurra en alguna
otra causa de revocación establecida en esta ley o en la au-
torización.

II. y III. …

IV. …

…

…

Transitorios

Primero. La presente reforma entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opongan a la
presente reforma.

Diputados: César Monraz Sustaita, Francisco García Cabe-
za de Vaca, Rosalinda López Hernández, Omar Fayad Me-
neses (rúbrica).

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.
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LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma el artículo 222
de la Ley General de Salud. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se le
dispensa la lectura al dictamen.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al Dictamen en virtud de
que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, Presidente. Se le dis-
pensa la lectura.

«Comisión de Salud.

Dictamen con Proyecto de Decreto que reforma el artículo
222 de la Ley General de Salud.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Salud le fue turnada para su estudio y
dictamen la Iniciativa con Proyecto de Decreto que refor-
ma el artículo 222 de la Ley General De Salud, para, esta
iniciativa es presentada por el Diputado Federico Granja
Ricalde, del grupo parlamentario del PRI, en la sesión de la
Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura el 21 de no-
viembre de 2002. 

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en las atribuciones que le otorgan los artículos 39
numerales 1o. y 3o., 43, 44 y 45 y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89, 93 y 94 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consideración
de los miembros de la honorable Asamblea, el Presente
dictamen de conformidad con la siguiente 

METODOLOGIA 

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la ini-
ciativa mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe: 

I. En el Capítulo de “Antecedentes” se da constancia del
proceso legislativo, en su trámite de inicio, recibo de turno
para el dictamen de la referida iniciativa y de los trabajos
previos de la Comisión. 

II. En el Capítulo correspondiente a “Contenido de la Ini-
ciativa” se exponen los motivos y alcance de la propuesta
de reforma en estudio. 

III. En el Capítulo de “Consideraciones”, la Comisión dic-
taminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de res-
paldar en lo general la iniciativa en análisis.

ANTECEDENTES 

1. En sesión celebrada por el Pleno de la Cámara de Dipu-
tados el 21 de noviembre de 2002, el diputado Federico
Granja Ricalde, del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presentó la Iniciativa con Proyec-
to de Decreto que reforma el artículo 222 de la Ley Gene-
ral de Salud, para minimizar el riesgo de colocar en el
mercado medicamentos que puedan dañar la salud. 

2. La Mesa Directiva, en la misma fecha acordó turnarla a
la Comisión de Salud de la honorable Cámara de Diputa-
dos, correspondiente a la LVIII Legislatura. 

3. Por ello de conformidad con lo que establece el artículo
44 en su numeral 4 de la Ley Orgánica del Congreso, la
Mesa Directiva de la Comisión de Salud, encomendó a su
Primera Subcomisión denominada “Administración de Sa-
lud” preparara el dictamen respectivo, por lo cual ésta llevó
a cabo reuniones de trabajo entre sus integrantes, en las que
se analizaron y discutieron ampliamente la iniciativa, tanto
en su exposición de motivos, como la reforma propuesta. 

4. Asimismo, los integrantes de la Comisión se encargaron
de preparar el dictamen tomando en consideración las
aportaciones de los Diputados de los diversos grupos par-
lamentarios, además de las opiniones que se recogieron de
la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
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Sanitarios e Investigación realizada por los miembros de la
Comisión que resuelve.

II. Contenido de la Iniciativa 

En la exposición de motivos el diputado hace referencia al
derecho a la protección de la Salud, consagrado en el pá-
rrafo tercero del artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, se refiere, entre otras co-
sas, a la protección de la sociedad contra los riesgos a su
salud, que pueden propiciarse por la falta de definiciones
claras y sólidas respecto de los requisitos que han de cum-
plir los establecimientos que participan en el proceso de
producción de medicamentos. 

Menciona que la evolución en la globalización, el libre
mercado, el crecimiento poblacional que implica aumento
en el consumo, propician diversos efectos en las activida-
des comerciales e industriales en nuestro país, algunos po-
sitivos y otros que al perseguir sólo la obtención de utili-
dades a costa del abatimiento de costos y cualidades
pueden resultar en riesgo a la sociedad, sobre todo tratán-
dose de la producción de medicamentos. 

Asimismo expresa que una medida que permitió la protec-
ción de la salud en el proceso de producción de medica-
mentos es el requisito de planta, que han de cumplir fábri -
cas o laboratorios, figura que inicia su consolidación a
nuestro País a partir de su definición en el Reglamento de
Insumos para la Salud de febrero de 1998, en particular en
los artículos 109, 112, 131, 162 y 168. 

Expone el diputado proponente que en nuestro caso impli-
ca la adopción de procedimientos y Buenas Prácticas de
Fabricación que minimicen el riesgo de colocar en el mer-
cado productos medicinales que puedan dañar la salud de
quienes los consuman. Dichas prácticas son de carácter
preventivo, anteriores a la venta de medicamentos y tiene
qué ver con las características de las instalaciones donde se
fabrican y almacenan y el que se cuente con un responsa-
ble sanitario, un Director General y la estructura técnica
humana y física plenamente identificable, entre otras cosas. 

El cumplimiento de las medidas que implican el requisito
de planta, debe ser verificado por la autoridad sanitaria me-
diante inspecciones a fábricas o laboratorios, por lo cual di-
chos establecimientos han de localizarse en el territorio na-
cional. Sin dicho requisito, la autoridad sanitaria conocería

de problemas de salud ocasionados por medicamentos dis-
ponibles en el mercado después de ocurrido los daños. 

Señala que Otro efecto positivo de la consolidación del
concepto requisito de planta, es el relativo a la seguridad
jurídica de quienes tengan que consumir medicamentos,
pues en el indeseable caso de que algún medicamento re-
sulte defectuoso y ello resulte en daños a la salud de un pa-
ciente, las instituciones, de salud, los médicos y los propios
pacientes afectados, tendrán la certeza jurídica de hacer va-
ler sus derechos al demandar la reparación de daño a em-
presas localizadas en nuestro país. 

Por lo que manifiesta que la institución del requisito de
planta ha de fortalecerse al pasar a formar parte expresa de
la Ley General de Salud y de esta forma contribuir a evitar
acciones nocivas a la ciudadanía que se transforman en
riesgos a la salud, por la posibilidad de que determinadas
conductas del comercio de medicamentos se constituyan
en verdaderos actos de simulación de planta, en perjuicio
no sólo de la ciudadanía, sino aún de la industria de medi-
camentos localizada en el territorio nacional, que cumple
responsablemente con todos los requisitos que exigen la
ley y la ética industrial, propiciando una competencia des-
leal. 

CONSIDERACIONES 

A continuación, esta comisión dictaminadora expresa los
argumentos de valoración de la propuesta y de los motivos
que sustentan la decisión de respaldar en lo general la ini-
ciativa en análisis, considerando que la salud es un factor
de suma importancia para el bienestar y desarrollo de la so-
ciedad, y en esta tarea las empresas farmacéuticas tienen
una gran responsabilidad: fabricar medicamentos de cali-
dad, eficacia y seguridad comprobada. 

Los integrantes de esta Comisión de Salud consideran per-
tinente impulsar la presente iniciativa, pues es de vital im-
portancia para la salud de los mexicanos, que se establez-
can las bases para el desarrollo e implementación de bue-
nas practicas de fabricación en la industria farmacéutica
nacional. 

Consideramos importante señalar que el objetivo básico y
central del uso de fármacos, es modificar el curso natural
de la enfermedad disminuyendo la morbi-mortalidad de la
población. Consideramos los integrantes de esta Comisión
de Salud, que la realización de este objetivo es la meta del
Sistema Nacional de Salud, así como el uso de medica-
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mentos eficaces, con la finalidad de salvaguardar la salud
de los mexicanos y mexicanas. 

Debemos enfatizar que la calidad y eficacia del medica-
mento, es la base fundamental para evitar que se desenca-
denen alteraciones en la patología existente, que ponga en
riesgo la vida del paciente. En el caso de las enfermedades
crónico-degenerativas como la hipertensión si ésta no es
controlada con el fármaco apropiado, en forma rápida se
desarrollan alteraciones anatomopatológicas, esclerosis ar-
teriolar generalizada, acelerando la aterogenesis y riesgos
de aneurismas, hemorragia intracraneal, estenosis hasta fi-
brilación ventricular causando infartos y la muerte, es por
ello que la administración de un fármaco apropiado en
cuanto a su efectividad es trascendental para mantener la
salud de los individuos, el emplear fármacos que no cuen-
tan con los parámetros que garantizan esta acción, el esta-
do de salud del paciente se agrava súbitamente, aumentan-
do días de recuperación, disminuyendo su capacidad
productiva, y aunque el medicamento sea más económico
el deterioro del núcleo familiar se ve afectado, pues las en-
fermedades que no tratadas correctamente, son causa de
tratamiento intrahospitalario, lo que origina un daño eco-
nómico y el deterioro del paciente, pues muchos padeci-
mientos dejan daños irreversibles que requieren tratamien-
to permanente incluyendo terapia física de rehabilitación;
lo anterior como ya se comentó causa un aumento al gasto
familiar, y lo que resulto en un principio más barato origi-
no a corto plazo daños a la salud y gastos inesperados. 

De lo anterior, los miembros de esta comisión dictamina-
dora concluimos que el uso de un medicamento que no ga-
rantiza su efectividad, lejos de aliviar perjudica la salud,
economía y bienestar de la población. 

Por otro lado, los miembros de esta comisión dictaminado-
ra, consideramos importante resaltar que, el uso y la admi-
nistración del medicamento apropiado, es decir, aquel que
reúne los requisitos de calidad, eficacia y seguridad, podrá
mejorar valiosamente la salud de los mexicanos, disminuir
la morbi-mortalidad y mejorar su calidad de vida. 

Debemos mencionar que la Norma Oficial Mexicana
NOM-059-SSA1-1993, buenas prácticas de fabricación
para establecimientos de la industria químico farmacéutica
dedicados a la fabricación de medicamentos Públicada en
DOF el 31 jul. 1998, contempla los requisitos que deben de
cubrir los establecimientos dedicados a la fabricación de
los medicamentos, no obstante lo anterior, esta iniciativa

busca reforzar dicha obligación insertándola de forma ex-
presa en la Ley General de Salud. 

Para ayudar a las buenas prácticas de fabricación de medi-
camentos, los establecimientos dedicados a dicha actividad
deben llevar a cabo, además de los requisitos exigidos por
medio de las normas oficiales mexicanas las siguientes ac-
ciones: 

• Actualizar y sensibilizar al personal estratégico sobre el
conjunto de lineamientos, actividades, operaciones y pro-
cesos, así como instalaciones con los que deben cumplir
durante el proceso de fabricación de medicamentos, para
garantizar la calidad de los mismos. 

• Efectuar una revisión periódica e integral del conjunto de
lineamientos, actividades, operaciones y procesos, así como
las instalaciones con los que deben cumplir las empresas
durante el proceso de fabricación de medicamentos, para
garantizar la calidad de los mismos. 

• Contribuir a que la empresa cumpla con el marco regula-
torio de la Secretaría de Salud, y por ende, con las inspec-
ciones que se realizan de manera permanente por la Secre-
taría.

Como ya lo menciona el diputado proponente, la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, otorga a to-
dos los individuos en su artículo 4o., párrafo tercero, el de-
recho a la protección de la salud, garantía que implica no
sólo el acceso a los servicios de atención médica, sino que
también incluye la protección de la sociedad contra riesgos
a la salud que pueden ser ocasionados por el uso, entre
otros, de medicamentos que carecen de seguridad, calidad
y eficacia en su elaboración o fabricación. Dicha protec-
ción a la salud, en su componente de protección contra
riesgos sanitarios, se ejerce a través del control y regula-
ción sanitaria, atribución que compete a la Comisión Fede-
ral para la Protección contra Riesgos Sanitarios. Por otro
lado la fabricación de medicamentos se encuentra regulada
por la legislación sanitaria, a la cual compete el otorga-
miento de registros sanitarios. 

Esta comisión dictaminadora coincide con el diputado pro-
ponente en que los avances tecnológicos y científicos en
materia de medicamentos, así como las prácticas de globa-
lización, el libre mercado, el crecimiento plobacional que
implica el aumento en el consumo entre otros efectos pro-
duce que al perseguir sólo la obtención de utilidades a cos-
ta del abatimiento de costos y cualidades pueden resultar
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en riesgo a la sociedad, sobre todo tratándose de estos pro-
ductos, por lo que a fin de que la autoridad sanitaria cuen-
te con el sustento jurídico que le permita tener la certeza de
que se llevan a cabo las buenas prácticas de fabricación de
medicamentos, impulsamos la iniciativa propuesta por el
diputado lo que permitirá que se garantice la eficiencia, ca-
lidad y seguridad en la elaboración de los medicamentos. 

Como lo expresa la exposición de motivos de la iniciativa
la institución del requisito de planta debe de fortalecerse
por lo que debe pasar a formar parte expresa de la Ley Ge-
neral de Salud para de esta forma contribuir a evitar accio-
nes nocivas a la ciudadanía que se transforma en riesgos a
la salud, por la posibilidad de que determinadas conductas
de comercio de medicamentos se constituyan en verdade-
ros actos de simulación de planta, en perjuicio no sólo de
la ciudadanía, sino aún de la industria de medicamentos lo-
calizada en el territorio nacional, que cumple responsable-
mente con todos los requisitos que exige la ley y la ética in-
dustrial, propiciando una competencia desleal. 

Es importante destacar que la presente iniciativa comple-
menta la iniciativa de reforma del artículo 376 caducidad
de registros sanitarios, aprobada por el pleno de esta Co-
misión en días pasados, y que comparte la intención de la
presente de asegurar la salud de los mexicanos garantizan-
do a éstos que los medicamentos que se expenden en nues-
tro territorio tienen la calidad, eficacia y seguridad sufi-
ciente para disminuir y en su caso erradicar las afecciones
de salud que padecen o puedan padecer. 

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta Co-
misión de Salud con las atribuciones que le otorga el ar-
tículo 73 fracción XVI, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos así como los artículos 45 nu-
meral 6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso de
los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior de los Estados Unidos Mexica-
nos, ponemos a consideración el siguiente: 

Dictamen con proyecto de decreto que reforma el artículo
222 de la Ley General de Salud. 

Artículo único. Se reforma el artículo 222 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue: 

“Artículo 222. La Secretaría de Salud sólo concederá la
autorización correspondiente a los medicamentos, cuando
se demuestre que las sustancias que contengan, reúnan las

características de eficacia, seguridad y calidad y tomaran
en cuenta, en su caso, lo dispuesto por el artículo 428 de
esta Ley. 

Para ser titular del registro sanitario de un medicamento se
requiere contar con licencia sanitaria de fábrica o laborato-
rio de medicamentos o productos biológicos para uso hu-
mano.” 

ARTICULO TRANSITORIO 

Unico. El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Diputados: María Eugenia Galván Antillón (rúbrica), Presi-
denta; Eduardo A. Leines Barrera (rúbrica), Rafael Orozco
Martínez (rúbrica), Adela del Carmen Graniel Campos (rú-
brica), Héctor Esquiliano Solís (rúbrica), secretarios; Sa-
muel Aguilar Solís, Juan Alcocer Flores (rúbrica), Fran-
cisco J. Cantú Torres (rúbrica), Celia Martínez Bárcenas,
María Luisa Araceli Domínguez Ramírez (rúbrica), Neftalí
S. Escobedo Zoletto (rúbrica), María de las Nieves García
Fernández (rúbrica), Federico Granja Ricalde (rúbrica),
Policarpo Infante Fierro (rúbrica), Arturo León Lerma (rú-
brica), Francisco S. López Brito (rúbrica), Santiago López
Hernández, Enrique Meléndez Pérez, Magdalena Núñez
Monreal, Felipe Olvera Nieto, Manuel Wistano Orozco
Garza (rúbrica), Julieta Prieto Furhken, Víctor Antonio
García Dávila, Pedro Miguel Rosaldo Salazar, Luis Miguel
Santibáñez García (rúbrica), Arcelia Arredondo García,
Olga M. Uriarte Rico, Carlos A. Valenzuela Cabrales (rú-
brica), José S. Velázquez Hernández, Juvenal Vidrio Rodrí-
guez (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene la palabra por la comisión para fundamentar el dic-
tamen de conformidad con el artículo 108 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el diputado don Federico Granja
Ricalde.

El diputado Federico Granja Ricalde: 

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros diputados:

Vengo a nombre de la Comisión de Salud para fundamen-
tar ante esta Asamblea el dictamen con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 222 de la Ley General de Salud,
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para incluir la obligación para quienes ostentan la titulari-
dad de registros sanitarios, de contar también con licencia
sanitaria de fábrica o laboratorio de medicamentos o pro-
ductos biológicos.

Los diputados federales de las distintas fracciones parla-
mentaria que integramos esta comisión, compartimos la
fuerte convicción de que es necesario fortalecer con instru-
mentos jurídicos y legales, para garantizar el ejercicio ca-
bal del derecho a la protección de la salud, consagrado en
el párrafo tercero del artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de nuestro país.

Para nosotros, las responsabilidades constitucionales en
materia de salud no pueden limitarse a estar sujetas de in-
terpretación de leyes o reglamentos. Entendemos a la salud
como un estado completo de bienestar físico y mental que
permite a cada ciudadano la realización plena de sus capa-
cidades y le otorga mayores oportunidades en el desarrollo
social y productivo. 

Tenemos muy claro que el activo más valioso con que
cuenta nuestro país es precisamente nuestra población;
como sociedad no podemos plantearnos un futuro mejor si
no creamos las condiciones mediante las cuales los indivi-
duos pueden participar en la construcción con todas sus ca-
pacidades personales.

Bajo este contexto el dictamen que hoy proponemos a la
Asamblea es un pronunciamiento por procurar definiciones
claras y sólidas para evitar partidos normativos que den pie
a simulaciones o desviaciones que puedan poner en riesgo
la salud de los mexicanos.

Considero importante subrayar que como legisladores, como
representantes populares debemos estar atentos a exigirle a
la autoridad la mejora continua del Sistema de Salud Na-
cional, pero también considero necesario recalcar que es
nuestra responsabilidad de proporcionarle los instrumentos
legales que le permitan controlar y regular a otros actores
del sistema.

La apertura comercial, el fenómeno de la globalización y el
libre mercado ha empujado a los sectores industriales a pri-
vilegiar el lucro por sobre la ética, la responsabilidad co-
lectiva.

Todos conocemos y podemos dar ejemplo de cómo en mu-
chos sectores industriales han aparecido nuevos productos
de menor calidad a los existentes en nuestro mercado, pero

altamente competitivos en los precios y que con base en
esto se apropian de buena parte del consumo nacional.

Esto no debe suceder en la industria farmacéutica nacional,
suministrar a un enfermo un medicamento que no reúne los
parámetros que avalen su acción es poner en grave riesgo
al paciente. Creo que todos los legisladores compartimos la
idea de que aunque el medicamento sea más económico,
debemos privilegiar la comercialización de fármacos cuya
eficacia y calidad sea comprobable.

Si no plasmamos claramente esta convicción, muchos in-
dustriales podrían caer en la tentación de dejar de invertir
en investigación y en procesos productivos de alta calidad
para transformarse en distribuidores de productos fabrica-
dos en otras naciones y eso sería muy lamentable.

Tomemos en cuenta que las principales industrias farma-
céuticas vienen de las naciones europeas o de Estados Uni-
dos, estas industrias están generando enorme economía a
escala compitiendo para apropiarse por mercados que ya
no son locales sino internacionales; sin embargo, la inter-
nacionalización del comercio de fármacos no se ha tradu-
cido en mejor acceso y el desarrollo acelerado de nuestros
productos que atiendan a la población de las naciones me-
nos desarrolladas.

Por ello, los grandes industriales de los fármacos le han da-
do la prioridad a la investigación de productos que se
orientan a mejorar la apariencia o la satisfacción de la va-
nidad humana, destinando para ello grandes cantidades y
recursos económicos y humanos en perjuicio de la genera-
ción de nuevos medicamentos que contrarrestan las enfer-
medades que afectan a nuestra población.

En este sentido, el requisito de fábrica es un elemento in-
dispensable de las buenas prácticas de fabricación de me-
dicamentos, sólo exigiendo su cumplimiento estaremos ga-
rantizando la salud de nuestros conciudadanos y
contribuyendo a modificar los cursos naturales de la enfer-
medad, disminuyendo con ello la morbimortalidad de
nuestra población.

Compañeras y compañeros diputados: los miembros de la
Comisión de Salud estamos firmemente convencidos de
que adoptando claramente este concepto es como sosten-
dremos a la ética científica en el ámbito farmacéutico; otor-
garemos seguridad jurídica a los pacientes; facilitaremos el
cumplimiento de las responsabilidades de la autoridad
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sanitaria y contribuiremos a consolidar el ejercicio del de-
recho a la protección de la salud entre todos los mexicanos.

Creemos también que aprobando este proyecto de decreto,
esta honorable Asamblea estará dando un nuevo paso para
asegurar que en el mercado nacional no se comercializarán
productos medicinales que puedan dañar a la salud; estare-
mos ratificando el alto compromiso que sostenemos los le-
gisladores con el futuro más justo y de mayor bienestar so-
cial para todos.

Muchas gracias. Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Está a discusión en lo general y en lo particular el artículo
único del proyecto de decreto...

En virtud de que no se registró ningún diputado para fijar
posición por los grupos parlamentarios, se consulta a la
Asamblea si algún ciudadano diputado desea inscribirse en
pro o en contra, en lo general o en lo particular del dicta-
men...

No habiendo quien haga uso de la palabra, consulte la Se-
cretaría a la Asamblea si el artículo único del proyecto de
decreto se encuentra suficientemente discutido en lo gene-
ral y en lo particular.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

En votación económica se pregunta a la Asamblea si se en-
cuentra suficientemente discutido el artículo único del pro-
yecto de decreto en lo general y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo..

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Suficientemente discutido. Se pide a la Secretaría se abra el
sistema electrónico por 10 minutos para proceder a la vo-
tación del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior. Abrase el sistema electrónico por 10
minutos para proceder a la votación del proyecto de de-
creto.

Se emitieron 384 votos en pro; uno en contra y cero abs-
tenciones. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Aprobado el proyecto de decreto por 384 votos. 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma el artículo 222 de la Ley General
de Salud. 

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma los artículos
114, 115, 210 y 212 de la Ley General de Salud. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se le
dispensa la lectura al dictamen.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen en virtud de que
se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, Presidente. Se le dis-
pensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.
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Honorable Asamblea: a la Comisión de Salud de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, fue turnada
para su estudio y dictamen una iniciativa que reforma los
artículos 114, 115, 210 y 212 de la Ley General de Salud;
misma que presento el diputado Neftalí Salvador Escobe-
do Zoletto, a nombre de integrantes del Partido Acción
Nacional, en la sesión del 17 de octubre de 2002. 

Los integrantes de esta Comisión de Salud, con fundamen-
to en las atribuciones que les otorgan los artículos 39 nu-
merales 1 fracción XXXI y 3; 43, 44 y 45 y demás relati-
vos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89 y de-
más relativos y aplicables del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, sometemos a la consideración de los miembros
de esta honorable Asamblea, el presente dictamen, mismo
que se realiza bajo la siguiente: 

METODOLOGIA 

Las comisiones encargadas del análisis y dictamen de las
iniciativas mencionadas anteriormente, desarrollan su tra-
bajo conforme el procedimiento que a continuación se des-
cribe: 

I. En el capítulo de “antecedentes” se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de tur-
no para el dictamen de la referida iniciativa y de los traba-
jos previos de la comisión dictaminadora. 

II. En el capitulo correspondiente a “contenido de la ini-
ciativa”, se sintetiza el alcance de la propuesta de reformas
en estudio. 

III. En el capítulo de “consideraciones”, la comisión dicta-
minadora expresa los argumentos de valoración de la pro-
puesta y de los motivos que sustentan la decisión de res-
paldar en lo general la iniciativa en análisis.

I. Antecedentes 

1. En sesión celebrada el día 17 de octubre del 2002, el di -
putado Neftalí Salvador Escobedo Zoletto, a nombre de in-
tegrantes del Partido Acción Nacional presentó para su es-
tudio y dictamen una iniciativa que reforma los artículos
114, 115, 210 y 212 de la Ley General de Salud, por lo cual
la Presidencia de la Mesa Directiva turnó en esa misma fe-
cha la iniciativa mencionada para su estudio y dictamen. 

2. A su vez esta Comisión encargada de preparar el dicta-
men analizó la facultad del Congreso para legislar en la
materia, de esto se desprendió que nuestra Carta Magna en
su artículo 4o., garantiza el derecho a la protección de la
salud que tiene toda persona. Así también, el artículo 73
fracción XVI de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos faculta al Congreso de la Unión para le-
gislar en materia de salubridad general. 

3. Asimismo se elaboró el dictamen tomando en conside-
ración las aportaciones de los diputados de los diversos
grupos parlamentarios pertenecientes a las comisiones de
Salud, así como las opiniones que se recogieron de

En el siguiente capítulo se exponen los motivos y alcance
de las propuestas de reformas y adiciones planteados en las
iniciativas en estudio. 

II. Contenido de la iniciativa 

Afirma el diputado proponente en su exposición de moti-
vos, que la garantía individual salvaguardada en nuestra
Ley Fundamental, referente a que “toda persona tiene de-
recho a la protección de la salud”, así como los cuerpos
normativos que de forma simétrica la sustentan, señalan la
responsabilidad del Gobierno para alcanzar el desarrollo de
la sociedad, sin duda, la materia de productos alimenticios
y nutrición que conlleva el postulado constitucional, no es
la excepción. 

Considera que la iniciativa sobre productos alimenticios y
nutrición tiene especial importancia, en virtud de que es un
esfuerzo legislativo que propone evitar y eliminar la con-
fusión, prevaleciente hasta la fecha, que consiste en aclarar
el etiquetado de ciertos productos que se comercializan como
alimentos, sin ser más que sustitutos de éstos, a fin de que
la población sepa exactamente qué consume; informándo-
le al consumidor sobre la veracidad y cabal señalamiento
de las fórmulas y propiedades de los productos que ad-
quiere, así como los contenidos exactos de sus componen-
tes químicos (que pueden ser clasificados en carbohidratos,
lípidos, proteínas, vitaminas, agua y fibra). Además, se
propone como una estrategia integral en pro de la salud,
que en el etiquetado de los productos se incluya un cuadro
de su valor nutrimental con referencia a las dosis diarias re-
comendadas por la autoridad sanitaria, para que a elección
del consumidor, equilibre y complemente su dieta alimen-
ticia, permitiendo así el buen mantenimiento de la vida y
de las funciones del cuerpo. 
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Señala que el Estado siempre debe velar por la veracidad
de la información técnica de los productos que se comer-
cializan, a fin de prevenir una acción eminentemente dolo-
sa por parte de los productores en contra del consumidor,
la cual puede consistir en ofrecer un producto que conten-
ga elementos esenciales, fórmulas o propiedades distintas a
las descritas. 

La iniciativa en comento afirma que la propuesta legislati-
va pretende eliminar competencias desleales en el ámbito
nacional y en productos de importación; ordenar el merca-
do de productos, ya que al distinguir un producto de otro se
permite una segmentación de los mismos en cuanto a su
objeto, calidad y precio; contar con instrumentos que esta-
blezcan claramente, en el etiquetado, las especificaciones
físico-químicas que le permitan ostentar la denominación
comercial que le corresponde; y consolidar la regulación de
productos a través de determinar el cumplimiento de la cer-
tificación realizada por organismos públicos y/o privados
independientes, según se establezca en los ordenamientos
reguladores. 

Considera el proponente que de aprobarse esta iniciativa se
incentivará la participación de la iniciativa privada, al ge-
nerar las condiciones legales necesarias para crear los con-
sensos entre: fabricantes, envasadores, importadores, co-
merciantes, organismos de certificación, instituciones de
investigación, organismos del sector privado y público, que
tengan relación con cada producto, a fin de establecer las
características y adecuada utilización del etiquetado de
productos alimenticios. También se estará promoviendo la
adecuada nutrición de la población, toda vez que se permi-
tirá a la ciudadanía informarse y decidir sobre los alimen-
tos y requerimientos nutricionales diarios que debe emplear,
considerando las fórmulas, recomendaciones y guías dieté-
ticas, en los productos de todo el país. 

III. Consideraciones 

En la investigación y estudio de la iniciativa referida, los
integrantes de la comisión dictaminadora, coincidentes con
lo expuesto en la exposición de motivos, Consideran que la
iniciativa sobre productos alimenticios y nutrición tiene es-
pecial importancia, en virtud de que propone evitar y eli-
minar la confusión, prevaleciente hasta la fecha, que con-
siste en aclarar el etiquetado de ciertos productos que se
comercializan como alimentos, sin ser más que sustitutos
de éstos, a fin de que la población sepa exactamente qué
consume; informándole al consumidor sobre la veracidad y
cabal señalamiento de las fórmulas y propiedades de los

productos que adquiere, así como los contenidos exactos
de sus componentes químicos (que pueden ser clasificados
en carbohidratos, lípidos, proteínas, vitaminas, agua y fi-
bra). Además, se propone como una estrategia integral en
pro de la salud, que en el etiquetado de los productos se in-
cluya un cuadro de su valor nutrimental con referencia a las
dosis diarias recomendadas por la autoridad sanitaria, para
que a elección del consumidor, equilibre y complemente su
dieta alimenticia, permitiendo así el buen mantenimiento
de la vida y de las funciones del cuerpo. 

La alimentación es el acto de proporcionar al cuerpo los
nutrientes a través de su ingesta. Es un proceso consciente
y voluntario, por lo tanto, está en la información y educa-
ción a la comunidad el poder modificar el consumo de los
mismos. Consideramos que la calidad de la alimentación
depende principalmente de factores económicos, cultura-
les-étnicos y de información. Debemos entender por nutri-
ción, como el conjunto de procesos fisiológicos por los
cuales el organismo recibe, transforma y utiliza las sustan-
cias químicas contenidas en los alimentos, estos procesos
se definen como la digestión, absorción y el transporte de
los nutrientes de los alimentos hasta los tejidos. 

El estado de salud de una persona depende de la calidad de
nutrición de las células que constituyen los tejidos. Para
comprender con claridad la importancia del valor nutricio-
nal de los alimentos que la población en general consume,
es necesario explicar la función del proceso digestivo y las
principales necesidades que requiere el organismo para las
actividades que ejecuta fisiológicamente, entendiendo por
igual que todos los seres vivos deben proporcionar a las cé-
lulas que lo componen una variedad de sustancias para ser
utilizadas como fuente de energía. Todas las células nece-
sitan hidratos de carbono, grasas, proteínas, vitaminas,
agua y minerales, algunas de estas sustancias están conte-
nidas en moléculas muy grandes que no entran en las célu-
las, y deben ser fragmentadas en moléculas más pequeñas
que puedan entrar en ellas; a este proceso se le denomina
digestión. 

Existen dos tipos de digestión: 

a) Mecánica llevada a cabo por los dientes y por la peris-
talsis que son movimientos musculares involuntarios que
se originan para transportar el bolo alimenticio del esófago
al estómago, y 

b) La digestión química, que es llevada a cabo por las en-
zimas y los jugos gástricos que aceleran las reacciones
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químicas del metabolismo y transforman las macromolé-
culas de los alimentos en moléculas más simples, por ejem-
plo, el pan contiene almidón, las enzimas digestivas se en-
cargan de transformarlas en moléculas de glucosa, que es
un azúcar más simple que el almidón. Algunas enzimas que
actúan en la digestión son la pepsina y la tripsina, que in-
tervienen en la asimilación de las proteínas de la carne, o la
renina, que degrada las proteínas de la leche. 

Las glándulas encargadas para la secreción de jugos diges-
tivos son el páncreas y el hígado. Cada uno de ellos cum-
ple con una función específica y esencial para que se lleve
a cabo la digestión. Los nutrientes son las diferentes sus-
tancias que todos los seres vivos toman del ambiente para
su conservación y desarrollo, los alimentos son aquellos
nutrientes que pueden proporcionar al organismo energía
útil y sustancias que favorecen a la reposición de las pro-
teínas. 

De acuerdo a su composición química, los alimentos se
clasifican en inorgánicos y orgánicos. Los inorgánicos son
el agua y los minerales, los orgánicos son las proteínas, los
hidratos de carbono (azúcares), los lípidos (grasas) y las vi-
taminas, según su función nutricional, los alimentos se cla-
sifican en energéticos, plásticos y reguladores; los energé-
ticos son aquellos que son ricos en hidratos de carbono y/o
grasas, los alimentos plásticos son los alimentos en donde
predominan las proteínas y el calcio y los reguladores son
alimentos ricos en vitaminas y minerales. 

Los alimentos son la fuente para obtener energía y mante-
ner un óptimo estado de salud con un armónico desarrollo
del individuo, para ello intervienen varios órganos y siste-
mas, como la aportación del oxígeno, que es proporciona-
do por el aparato respiratorio y para distribuirlo es necesa-
ria la función de los vasos sanguíneos, aportados por el
sistema circulatorio. 

Para llevar a cabo todos los procesos que permitan conser-
var la salud del individuo, el organismo humano requiere
un suministro continuo de nutrientes; estos nutrientes no se
ingieren directamente, sino que forman parte de los ali -
mentos. Las múltiples combinaciones en que la naturaleza
ofrece los diferentes nutrientes nos dan una amplia varie-
dad de alimentos que el ser humano puede consumir. 

Se puede hacer una primera distinción entre los compo-
nentes de cualquier alimento en base a las cantidades en
que están presentes: los llamados macronutrientes, que son
los que ocupan la mayor proporción de los alimentos, como

son las proteínas, glúcidos (hidratos de carbono) y lípidos
(grasas). También se podría incluir a la fibra y al agua, que
están presentes en cantidades considerables en la mayoría
de los alimentos, pero como no aportan calorías no suelen
considerarse nutrientes, los llamados micronutrientes, sólo
están presentes en pequeñísimas proporciones, entre los
micronutrientes se encuentran las vitaminas y los minera-
les 

Entre los macronutrientes se encuentran los glúcidos ó hi-
dratos de carbono, cuya función principal es aportar ener-
gía al organismo; el cerebro y el sistema nervioso sola-
mente utilizan glucosa para obtener energía de esta manera
se evita la presencia de residuos tóxicos (como el amonia-
co, que resulta de quemar proteínas) en contacto con las
delicadas células del tejido nervioso. 

Desde un punto de vista nutricional, y considerando sólo
los elementos con mayor representación cuantitativa en la
dieta común y ordinaria de los individuos, podemos consi-
derar diferentes tipos de glúcidos: 

a) Almidones (o féculas): están presentes en los cereales,
las legumbres, etc. Los almidones están formados por el
encadenamiento de moléculas de glucosa, y las enzimas
que lo descomponen son llamadas amilasas, que están pre-
sentes en la saliva y los fluidos intestinales. Para poder di-
gerir los almidones es preciso someterlos a un tratamiento
con calor previo a su ingestión (cocción, tostado, etcétera).
El almidón crudo no se digiere y produce trastornos diges-
tivos. El grado de absorción de un almidón depende del ta-
maño y de la complejidad de las ramificaciones de las ca-
denas de glucosa que lo forman. 

b) Azúcares: Se caracterizan por su sabor dulce. Pueden ser
azúcares sencillos (monosacáridos) o complejos (disacári-
dos). Están presentes en las frutas (fructosa), leche (lacto-
sa), azúcar blanca (sacarosa), miel (glucosa+fructosa), et-
cétera.

Los azúcares simples o monosacáridos: glucosa, fructosa y
galactosa se absorben en el intestino sin necesidad de di-
gestión previa, por lo que son una fuente muy rápida de
energía. Los azúcares complejos deben ser transformados
en azúcares sencillos para ser asimilados. 

Entre los azúcares complejos o disacáridos, destaca la sa-
carosa (componente principal del azúcar de caña o de la re-
molacha azucarera) que está formada por una molécula de
glucosa y otra de fructosa. Esta unión se rompe mediante la
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acción de una enzima llamada sacarosa, liberándose la glu-
cosa y la fructosa para su asimilación directa. Otros disa-
cáridos son la maltosa, formada por dos unidades de glu-
cosa y la lactosa o azúcar de la leche, formada por una
molécula de glucosa y otra de galactosa. Para separar la
lactosa de la leche y poder digerirla en el intestino es nece-
saria una enzima llamada lactosa normalmente esta enzima
está presente sólo durante la lactancia, por lo que muchas
personas tienen problemas para digerir la leche, otro com-
ponente importante en la base de la nutrición es la fibra, la
cual está presente en las verduras, frutas, frutos secos, ce-
reales integrales y legumbres enteras. Son moléculas tan
complejas y resistentes que no se digieren con facilidad y
llegan al intestino grueso sin asimilarse. 

Algunos tipos de fibra retienen varias veces su peso de
agua, por lo que son la base de una buena movilidad intes-
tinal al aumentar el volumen y ablandar los residuos intes-
tinales. 

Debido al efecto que provoca al retrasar la absorción de los
nutrientes, es indispensable en el tratamiento de la diabetes
para evitar la hiperglicemia. También aporta algo de ener-
gía al absorber los ácidos grasos que se liberan de su fer-
mentación bajo la acción de la flora intestinal, los lípidos o
grasas, al igual que los glúcidos, se utilizan en su mayor
parte para aportar energía al organismo, pero también son
imprescindibles para otras funciones como la absorción de
algunas vitaminas (las liposolubles), la síntesis de hormo-
nas y como material aislante y de relleno de órganos inter-
nos. También forman parte de las membranas celulares y
de las vainas que envuelven los nervios. Las grasas están
presentes en los aceites vegetales (oliva, maíz, girasol, ca-
cahuete, etcétera), que son ricos en ácidos grasos insatura-
dos, y en las grasas animales (tocino, mantequilla, mante-
ca de cerdo, etc.), ricas en ácidos grasos saturados. Las
grasas de los pescados contienen mayoritariamente ácidos
grasos insaturados. 

Se recomienda que las grasas de la dieta aporten entre un
20% y un 30% de las necesidades energéticas diarias. Pero
nuestro organismo no hace el mismo uso de los diferentes
tipos de grasa, por lo que este 30% deberá estar compues-
to por un 10% de grasas saturadas (grasa de origen animal),
un 5% de grasas insaturadas (aceite de oliva) y un 5% de
grasas poliinsaturadas (aceites de semillas y frutos secos).
Además, hay ciertos lípidos que se consideran esenciales
para el organismo, como el ácido linoleico o el linoléni-
co, que si no están presentes en la dieta en pequeñas can-
tidades se producen enfermedades y deficiencias hormo-

nales. Estos son los llamados ácidos grasos esenciales o
vitamina F. 

Si la ingesta de grasas es mayor de la recomendada, se in-
crementa el riesgo de padecer enfermedades cardiovascu-
lares como la arteriosclerosis, y los infartos de miocardio. 

Otro nutriente que forma parte de la alimentación son las
proteínas, las cuales desempeñan un mayor número de fun-
ciones en las células de todos los seres vivos. Por un lado,
forman parte de la estructura básica de los tejidos (múscu-
los, tendones, piel, uñas, etcétera) y por otro, desempeñan
funciones metabólicas y reguladoras (asimilación de nu-
trientes, transporte de oxígeno y de grasas en la sangre, in-
activación de sustancias tóxicas etcétera). También son los
elementos que definen la identidad de cada ser vivo, ya que
son la base de la estructura del código genético (ADN) y de
los sistemas de reconocimiento de organismos extraños en
el sistema inmunitario. 

En la dieta de los seres humanos se puede distinguir entre
proteínas de origen vegetal o de origen animal. Las proteí-
nas de origen animal están presentes en las carnes, pesca-
dos, aves, huevos y productos lácteos en general. Las de
origen vegetal se pueden encontrar abundantemente en los
frutos secos, la soya, las legumbres, los champiñones y los
cereales completos (con germen). Las proteínas de origen
vegetal, tomadas en conjunto, son menos complejas que las
de origen animal. 

Puesto que cada especie animal o vegetal está formada por
su propio tipo de proteínas incompatibles con los de otras
especies, para poder asimilar las proteínas de la dieta pre-
viamente deben ser fraccionadas en sus diferentes aminoá-
cidos. Esta descomposición se realiza en el estómago e in-
testino, bajo la acción de los jugos gástricos y las diferentes
enzimas. Los aminoácidos obtenidos pasan a la sangre, y se
distribuyen por los tejidos, donde se combinan de nuevo
formando las diferentes proteínas específicas de nuestra es-
pecie. 

Las proteínas del cuerpo están en un continuo proceso de
renovación. Por un lado, se degradan hasta sus aminoáci-
dos constituyentes y por otro, se utilizan estos aminoácidos
junto con los obtenidos de la dieta, para formar nuevas pro-
teínas en base a las necesidades del momento. A este me-
canismo se le llama recambio proteico. Las proteínas de la
dieta se usan, principalmente, para la formación de nuevos
tejidos o para el reemplazo de las proteínas presentes en el
organismo (función plástica). No obstante, cuando las
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proteínas consumidas exceden las necesidades del organis-
mo, sus aminoácidos constituyentes pueden ser utilizados
para obtener de ellos energía. Sin embargo, la combustión de
los aminoácidos tiene un grave inconveniente: la elimina-
ción del amoniaco y las aminas que se liberan en estas reac-
ciones químicas. Estos compuestos son altamente tóxicos
para el organismo, por lo que se transforman en urea en el
hígado y se eliminan por la orina al filtrarse en los riñones. 

A pesar de la versatilidad de las proteínas, los humanos no
están fisiológicamente preparados para una dieta exclusi-
vamente proteica. Estudios realizados en este sentido pron-
to detectaron la existencia de importantes dificultades neu-
rológicas. El componente más preciado de las proteínas es
el nitrógeno. A la relación entre el nitrógeno proteico que
ingerimos y el que perdemos se le llama balance nitroge-
nado. Debemos ingerir al menos la misma cantidad de ni-
trógeno que la que perdemos. Durante el crecimiento o la
gestación, el balance debe ser siempre positivo. 

El ser humano necesita un total de veinte aminoácidos, de
los cuales, nueve no es capaz de sintetizar por sí mismo y
deben ser aportados por la dieta. Estos nueve son los deno-
minados aminoácidos esenciales, y si falta uno de ellos no
será posible sintetizar ninguna de las proteínas en la que
sea requerido dicho aminoácido. Esto puede dar lugar a di-
ferentes tipos de desnutrición, según cual sea el aminoáci-
do limitante. Los aminoácidos esenciales son el triptófano,
la lisina y la metionina, los déficit de aminoácidos esencia-
les afectan mucho más a los niños que a los adultos. 

El conjunto de los aminoácidos esenciales sólo está pre-
sente en las proteínas de origen animal. En la mayoría de
los vegetales siempre hay alguno que no está presente en
cantidades suficientes. Se define el valor o calidad biológi-
ca de una determinada proteína por su capacidad de apor-
tar todos los aminoácidos necesarios para los seres huma-
nos. La calidad biológica de una proteína será mayor
cuanto más similar sea su composición a la de las proteínas
de nuestro cuerpo. De hecho, la leche materna es el patrón
con el que se compara el valor biológico de las demás pro-
teínas de la dieta. 

Por otro lado, no todas las proteínas que ingerimos se di-
gieren y asimilan. La utilización neta de una determinada
proteína, o aporte proteico neto, es la relación entre el ni -
trógeno que contiene y el que el organismo retiene. Hay
proteínas de origen vegetal, como la de la soya, que a pe-
sar de tener menor valor biológico que otras proteínas de

origen animal, su aporte proteico neto es mayor por asimi-
larse mucho mejor en nuestro sistema digestivo. 

La cantidad de proteínas que se recomiendan es de 40 a 60
gr. al día para un adulto sano. La Organización Mundial de
la Salud y las RDA USA recomiendan un valor de 0,8 gr.
por kilogramo de peso por día, durante el crecimiento, el
embarazo o la lactancia estos requerimientos aumentan.
Las proteínas consumidas en exceso, que el organismo no
necesita para el crecimiento o para el recambio proteico, se
queman en las células para producir energía. A pesar de
que tienen un rendimiento energético igual al de los hidra-
tos de carbono, su absorción es más compleja y dejan resi-
duos metabólicos, como el amoniaco, que son tóxicos para
el organismo. 

Otro aporte nutricional se obtienen a través de las vitami-
nas, las cuales son sustancias orgánicas imprescindibles en
los procesos metabólicos que tienen lugar en la nutrición
de los seres vivos, sin ellas el organismo no es capaz de
aprovechar los elementos constructivos y energéticos su-
ministrados por la alimentación. Normalmente se utilizan
en el interior de las células como precursoras de las coen-
zimas, a partir de las cuales se elaboran las miles de enzi-
mas que regulan las reacciones químicas de las que viven
las células. 

Por otra parte es importante destacar el valor energético o
valor calórico de un alimento el cual es proporcional a la
cantidad de energía que puede proporcionar al quemarse en
presencia de oxígeno. Este aporte se mide en calorías, que
es la cantidad de calor necesario para aumentar en un gra-
do la temperatura de un gramo de agua. Como su valor re-
sulta muy pequeño, en dietética se toma como medida la
kilocaloría (1Kcal = 1000 calorías) Cuando un alimento
tiene 100 Calorías, en realidad se interpreta que dicho ali-
mento tiene 100 kilocalorías, por cada 100 gr. de peso. Las
dietas de los humanos adultos contienen entre 1000 y 5000
kilocalorías por día. 

Cada grupo de nutrientes energéticos, glúcidos, lípidos o
proteínas, tiene un valor calórico diferente y más o menos
uniforme en cada grupo. Para facilitar los cálculos del va-
lor energético de los alimentos se toman valores estándar
para cada grupo: un gramo de glúcidos o de proteínas libe-
ra al quemarse unas cuatro calorías, mientras que un gramo
de grasa produce nueve. De ahí que los alimentos ricos en
grasa tienen un contenido energético mucho mayor que los
formados por glúcidos o proteínas. De hecho, toda la energía
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que se acumula en el organismo como reserva a largo pla-
zo se almacena en forma de grasas. 

Tenemos conocimiento que no todos los alimentos que se
consumen se queman para producir energía; sino que una
parte de ellos se usan para reconstruir las estructuras del or-
ganismo o facilitar las reacciones químicas necesarias para
el mantenimiento de la vida. Las vitaminas y los minerales,
así como los oligoelementos, el agua y la fibra se conside-
ra que no aportan calorías. Las tablas de composición de
los alimentos de los contenidos de macro y micronutrien-
tes, se encuentra una referencia de la densidad o valor ener-
gético de cada alimento. 

Por lo anteriormente expuesto podemos concluir que es de
vital importancia que todos los productos para consumo
humano contengan en su etiquetado, la información nutri-
cional de las sustancias que lo contienen, de acuerdo a las
tablas internacionales; esto ayudará a decidir el tipo de pro-
ducto a consumir, mejorando así la calidad nutricional de
los mexicanos. 

Esta Comisión Dictaminadora coincide con la iniciativa en
estudio, en el sentido de que el artículo 212 faculta a la Se-
cretaría de Salud a autorizar las etiquetas y contraetiquetas,
por tanto se debe impulsar a que éstas contengan tablas de
valor nutricional comparativas entre lo que contiene el ali-
mento y bebida no alcohólica y lo que requiere para aten-
der y mejorar la nutrición de la población de acuerdo al ar-
tículo 114 de la Ley General de Salud. Por lo anteriormente
expuesto los integrantes de está Comisión de Salud con las
atribuciones que le otorga el artículo 73 fracción XVI de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos así
como los artículos 45 numeral 6, inciso e y f de la Ley Or-
gánica del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, 87
y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, emitimos el siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 114, 210 y 212 de la Ley General de Salud. 

Artículo primero. Se reforman los artículos 114, 115 frac-
ción IV, 210 y 212 de la Ley General de Salud, para quedar
como siguen: 

Artículo 114... 

La Secretaría de Salud, las entidades del sector salud y los
gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos
ámbitos de competencia, formularán y desarrollarán pro-

gramas de nutrición, promoviendo la participación en los
mismos de los organismos nacionales e internacionales cu-
yas actividades se relacionen con la nutrición, alimentos, y
su disponibilidad, así como de los sectores sociales y pri-
vado. 

Artículo 115... 

I. a la III... 

IV. Normar el valor nutritivo y características de la ali-
mentación en establecimientos de servicios colectivos y en
alimentos y bebidas no alcohólicas. 

V. a la VIII...

Artículo 210. Los productos que deben expenderse empa-
cados o envasados llevarán etiquetas que deberán cumplir
con las normas oficiales mexicanas que al efecto se emitan,
y en el caso de alimentos y bebidas no alcohólicas, éstas se
emitirán a propuesta de la Secretaría de Salud, sin menos-
cabo de las atribuciones de otras dependencias compe-
tentes. 

Artículo 212. La naturaleza del producto, la fórmula, la
composición, calidad, denominación distintiva o marca,
denominación genérica y específica, etiquetas y contraeti-
quetas, deberán corresponder a las especificaciones esta-
blecidas por la Secretaría de Salud, de conformidad con las
disposiciones aplicables, y responderán exactamente a la
naturaleza del producto que se consume, sin modificarse;
para tal efecto se observará lo señalado en la fracción VI
del artículo 115. 

Las etiquetas o contraetiquetas para los alimentos y bebi-
das no alcohólicas, deberán incluir datos de valor nutricio-
nal, y tener elementos comparativos con los recomendados
por las autoridades sanitarias, a manera de que contribuyan
a la educación nutricional de la población. 

En la marca o denominación de los productos, no podrán
incluirse clara o veladamente indicaciones con relación a
enfermedades, síndromes, signos o síntomas, ni aquellos
que refieran datos anatómicos o fisiológicos. 

ARTICULOS TRANSITORIOS 

Primero. El presente decreto iniciará su vigencia al día si-
guiente después de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación. 
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Segundo. Las autoridades en su respectivo ámbito de com-
petencia, contarán con un plazo de dos años contados a par-
tir de la vigencia del presente decreto, para modificar las dis-
posiciones reglamentarias, de las Normas Oficiales
Mexicanas y cualquier otro ordenamiento aplicable, a fin de
lograr el cabal cumplimiento y objetivo del presente decreto. 

Tercero. Una vez que las autoridades modifiquen las dis-
posiciones reglamentarias, los usuarios contarán con un
año para regularizarse. 

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados.— México,
DF., a 20 de marzo de 2003.— Así lo acordaron y lo fir-
maron los diputados integrantes de la Comisión de Sa-
lud.— Diputados: María Eugenia Galván Antillón (rúbri-
ca), Presidenta; Eduardo A. Leines Barrera (rúbrica),
Rafael Orozco Martínez (rúbrica), Adela del Carmen Gra-
niel Campos (rúbrica), Héctor Esquiliano Solís (rúbrica),
secretarios; Samuel Aguilar Solís, Juan Alcocer Flores,
Francisco J. Cantú Torres, Celia Martínez Bárcenas, Ma-
ría Luisa Araceli Domínguez Ramírez, Neftalí S. Escobedo
Zoletto (rúbrica), María de las Nieves García Fernández
(rúbrica), Federico Granja Ricalde, Policarpo Infante Fie-
rro (rúbrica), Arturo León Lerma (rúbrica), Francisco S.
López Brito (rúbrica), Santiago López Hernández, Enrique
Meléndez Pérez, Magdalena Núñez Monreal, Felipe Olve-
ra Nieto, Manuel Wistano Orozco Garza, Julieta Prieto
Furhken, Víctor Antonio García Dávila (rúbrica), Pedro
Miguel Rosaldo Salazar (rúbrica), Luis Miguel Santibáñez
García (rúbrica), Ernesto Saro Boardman (con licencia),
Olga M. Uriarte Rico (rúbrica), Carlos A. Valenzuela Ca-
brales (rúbrica), José S. Velázquez Hernández, Juvenal Vi-
drio Rodríguez (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene la palabra el diputado Salvador Escobedo Zoletto,
por la comisión, para fundamentar el dictamen de confor-
midad con el artículo 108 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hasta por 10 minutos. 

El diputado Neftalí Salvador Escobedo Zoletto:

Toda persona tiene derecho a la protección a la salud y sin
duda la materia de productos alimenticios y nutrición que
conlleva el postulado constitucional no es la excepción. 

El aclarar el etiquetado de ciertos productos que se comer-
cializan como alimentos sin ser más que sustitutos de éstos,

a fin de que la población sepa exactamente qué consume,
informándole al consumidor sobre la veracidad y cabal se-
ñalamiento de las fórmulas y propiedades de los productos
que adquiere, así como los contenidos exactos de sus com-
ponentes químicos, se propone como una estrategia inte-
gral en pro de la salud.

Para ello, que el etiquetado de los productos incluya un
cuadro de su valor nutrimental con referencias a las dosis
diarias recomendadas por la autoridad sanitaria, para que a
elección del consumidor equilibre y complemente su dieta
alimenticia, permitiendo así el buen mantenimiento de la
vida y de las funciones del cuerpo, es uno de los fines pri-
mordiales de esta iniciativa.

El Estado siempre debe de velar por la veracidad de la in-
formación técnica de los productos que se comercializan, a
fin de prevenir una acción eminentemente dolosa por parte
de los productores en contra del consumidor, la cual puede
consistir en ofrecer un producto que contenga elementos
esenciales, fórmulas o propiedades distintas a las descritas. 

La propuesta legislativa pretende eliminar competencias
desleales en el ámbito nacional y en productos de importa-
ción, ordenar el mercado de productos, ya que al distinguir
un producto de otro se permite una segmentación de los
mismos en cuanto a su objeto, calidad y precio eliminando
así la confusión en el consumidor, contar con instrumentos
que establezcan claramente en el etiquetado las especifica-
ciones físico-químicas que le permitan ostentar la denomi-
nación comercial que le corresponde y consolidar la regu-
lación de productos a través de determinar el cumplimiento
de la certificación realizada por organismos públicos y/o
privados independientes, según se establezca en los orde-
namientos reguladores.

De aprobarse esta iniciativa se incentivará la participación
de la iniciativa privada al generar las condiciones legales
necesarias para crear los consensos entre fabricantes, enva-
sadores, importadores, comerciantes, organismos de certi-
ficación, instituciones de investigación, organismos del
sector privado y público que tengan relación con cada pro-
ducto a fin de establecer las características y adecuada uti-
lización del etiquetado de productos alimenticios.

También se estará promoviendo la adecuada nutrición de la
población, toda vez que se permitirá a la ciudadanía infor-
marse y decidir sobre los alimentos y requerimientos nutri-
cionales diarios que debe emplear considerando las fórmu-
las, recomendaciones y guías dietéticas de los productos de
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todo el país, se educará en salud a la población en base al
conocimiento de su alimentación.

Además de proponer como una estrategia integral en pro de
la salud, que en el etiquetado de los productos se incluya
un cuadro de su valor nutrimental con referencia a las do-
sis diarias recomendadas por la autoridad sanitaria, para
que la elección del consumidor equilibre y complemente su
dieta alimenticia, permitiendo así el buen mantenimiento
de la vida y de las funciones del cuerpo.

A nombre de todos los integrantes de la Comisión de Sa-
lud, de todos los partidos políticos representados en esta
Cámara, solicito a todos ustedes su apoyo para aprobar
esta iniciativa de ley que modifica los artículos 114, 115,
210 y 220 de la Ley General de Salud, en lo referente a lo
etiquetado de alimentos y bebidas no alcohólicas. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Está a discusión en lo general y en lo particular el artículo
único del proyecto de decreto...

No habiendo quien haya solicitado el uso de la palabra
para fijar la posición de los grupos parlamentarios ni se ha
registrado ningún diputado o diputada, para hacer uso de la
palabra a favor o en contra de lo general o en lo particular,
consulte la Secretaría a la Asamblea si el artículo único del
proyecto de decreto se encuentra suficientemente discutido
en lo general y en lo particular.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

En votación económica se pregunta a la Asamblea si se en-
cuentra suficientemente discutido el artículo único del pro-
yecto de decreto en lo general y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico por
10 minutos para proceder a la votación del proyecto de
decreto.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior. Abrase el sistema electrónico por
10 minutos para proceder a la votación del proyecto de de-
creto.

(Votación.)

Señor Presidente, se emitieron 373 votos en pro, cero en
contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Aprobado el proyecto de decreto por 373 votos. Apro-
bado en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto que reforma los artículos 114, 115, 210 y 212 de la
Ley General de Salud. 

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma, adiciona y de-
roga diversas disposiciones de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se le
dispensa la segunda lectura.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se dispensa la lectura al dictamen, en virtud de que
se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, Presidente. Se le dis-
pensa la segunda lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Comisión de
Comercio y Fomento Industrial. 

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Comercio y Fomento Industrial, de la H.
Cámara de Diputados, correspondiente a la LVIII Legisla-
tura, le fue turnada para su estudio y dictamen las siguien-
tes: 

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIO-
NA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA
LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR,
presentada el 9 de diciembre de 2002, por el C. Lic. Vi-
cente Fox Quesada, Presidente Constitucional de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, lo anterior que en ejercicio de la
facultad conferida en la fracción I del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
sometió a la consideración del Honorable Congreso de la
Unión. 

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS AR-
TICULOS 24 Y 26 DE LA LEY FEDERAL DE PRO-
TECCION AL CONSUMIDOR, PARA DAR MAYORES
FACULTADES A LA PROFECO, presentada el 21 de no-
viembre de 2002, por el C. Diputado Alfredo Hernández
Raigosa del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, lo anterior que en ejercicio de la frac-
ción II, del Artículo 71, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, sometió a la consideración del
Honorable Congreso de la Unión. 

La Comisión de Comercio y Fomento Industrial, con fun-
damento en los artículos 39 y 45, párrafo sexto, incisos d),
e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en los artículos 58, 60, 87, 88 y
94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al es-
tudio y análisis de las Iniciativas descritas, al tenor de los
siguientes: 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. En sesión celebrada en esta H. Cámara de Di-
putados, el día 21 de noviembre de 2002, los CC. Secreta-

rios de la misma, dieron cuenta al pleno de la Iniciativa que
presentó el C. Diputado Alfredo Hernández Raigosa del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. El C. Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite “Túrnese a la Comisión de Comercio y
Fomento Industrial”. 

SEGUNDO. En sesión celebrada en esta H. Cámara de Di-
putados, el día 9 diciembre de 2002, los CC. Secretarios de
la misma, dieron cuenta al Pleno de la Iniciativa que pre-
sentó el C. Lic. Vicente Fox Quesada, Presidente Constitu-
cional de los Estados Unidos Mexicanos. El C. Presidente
de la Mesa Directiva acordó dar el siguiente trámite: “Túr-
nese a la Comisión de Comercio y Fomento Industrial”. 

TERCERO. Mediante oficio núm. CCFI/002175/ 
2002 de fecha 25 de noviembre de 2002, y oficio núm.
CCFI/002240/2002 de fecha 10 de diciembre de 2002, se
dio cuenta a los integrantes de la Comisión de Comercio y
Fomento Industrial del contenido de estas Iniciativas. 

CUARTO. La Iniciativa del C. Diputado Alfredo Hernán-
dez Raigosa, propone que la atribución de la Profeco en el
sentido de vigilar y verificar el cumplimiento de precios y
tarifas fijados, registrados o autorizados por la Secretaría
de Economía, pueda ejercerla “por sí misma o en coordi-
nación” con otras dependencias legalmente facultadas para
inspeccionar precios. Asimismo establece que la Profeco
tendrá un plazo de 60 días hábiles para realizar las accio-
nes tendientes a “resarcir el daño” provocado en perjuicio
del consumidor, y finalmente, plantea la existencia de un
Consejo Ciudadano que determine la procedencia de una
denuncia. 

QUINTO. La iniciativa del Ejecutivo Federal, tiene por ob-
jeto fortalecer los mecanismos de protección del consumi-
dor, dotando simultáneamente a la Procuraduría Federal
del Consumidor (Profeco) de mayores elementos jurídicos
que permitan aumentar y mejorar su eficacia en el ejercicio
de sus atribuciones; así como realizar precisiones a la Ley,
y establecer reglas explícitas de supletoriedad, puesto que
la Ley, en algunos casos, es ambigua e incompleta. 

De igual manera, tiene el propósito de proveer una mayor se-
guridad jurídica a los particulares, estableciendo para ello
procedimientos más claros y transparentes; y finalmente,
también adecuar la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor a nuevas prácticas comerciales, es decir, actualizarla
para brindar mayor protección al consumidor ante nuevas
conductas y formas en que se realiza el comercio. 
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En razón de lo anterior, es importante partir del hecho de
que la Profeco es un organismo descentralizado de servicio
social cuyo propósito fundamental es procurar la protec-
ción y defensa de los derechos de los consumidores y que
de conformidad con el artículo 3o. de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, le corresponde vigilar que se
cumpla con lo dispuesto en la propia Ley y sancionar su in-
cumplimiento. 

Asimismo, es importante señalar que las relaciones entre
consumidores y proveedores está investida de una dinámi-
ca producto de los vertiginosos movimientos de los merca-
dos no sólo nacionales sino globales, lo que hace indispen-
sable dotar a los consumidores de las herramientas e
instrumentos necesarios que le permitan ejercer sus dere-
chos de manera más ágil y eficaz por tratarse de la parte dé-
bil de la relación de consumo. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Que con base en los antecedentes indicados, la
Comisión de Comercio y Fomento Industrial, con las atri-
buciones antes señaladas se abocó a dictaminar las Inicia-
tivas de referencia. 

SEGUNDO. Que en 1975 se expidió la Ley Federal de
Protección al Consumidor con lo que se creó la Profeco, y
el 24 de diciembre de 1992 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación la Nueva Ley Federal de Protección al
Consumidor. De esta manera, México ocupa el segundo lu-
gar en América Latina en expedir una Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor y el primero en crear una Procura-
duría Federal del Consumidor. 

TERCERO. Que la Profeco, tiene la tarea de hacer respe-
tar los intereses de la sociedad como población consumi-
dora; representar colectivamente a los consumidores ante
toda clase de proveedores de bienes y servicios; actuar como
conciliador en las diferencias entre consumidores y prove-
edores; y, en general, velar por el cumplimiento eficaz de
las normas tutelares de los consumidores. 

CUARTO. Que la Iniciativa del Ejecutivo Federal es una
reforma integral, donde es necesario destacar los principa-
les rubros que contiene y que se describen a continuación: 

La iniciativa pretende actualizar y precisar la actual ley con
objeto de fortalecer las acciones de la Profeco y otorgar
mayor seguridad jurídica a los consumidores. Se proponen
diversas adecuaciones a los procedimientos, se incorporan

definiciones y mecanismos procesales tendientes a hacer
más transparente la actuación de la Institución. 

La Iniciativa aborda temas muy importantes, entre los que
destacan los siguientes: 

1. Protección al consumidor intermedio; 

2. Competencia de Profeco; 

3. Fortalecimiento de atribuciones de Profeco; 

4. Presentación de denuncias y reclamaciones; 

5. Medidas precautorias; 

6. Acciones de grupo; 

7. Publicidad e información; 

8. Autofinanciamiento; 

9. Problemática inmobiliaria; 

10. Procedimientos de verificación y vigilancia; 

11. Publicación de modelos de contratos de adhesión; 

12. Bonificación o compensación; 

13. Dictamen técnico-título ejecutivo; 

14. Actualización de sanciones y medidas de apremio; 

15. Casos particularmente graves para la imposición de
sanciones; y 

16. Condonación de multas.

I. Protección al consumidor intermedio 

Se amplía la aplicación de la ley a los denominados “con-
sumidores intermedios”, que son aquellas personas físicas
que adquieren, almacenan, utilizan o consumen bienes o
servicios con objeto de integrarlos en procesos de produc-
ción, transformación, comercialización o prestación de ser-
vicios a terceros. 

Conforme a la adición propuesta al artículo 99 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor (LFPC), las reclama-
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ciones de este tipo de consumidores serán procedentes
siempre que el monto de la operación motivo de la recla-
mación no exceda de $300,000.00. 

Lo que se desea es ampliar la protección de la ley a aque-
llas personas que sin ser consumidores finales (taxistas,
misceláneas, talleres, artesanos, etc.) no tienen acceso a los
medios de justicia administrativa que prevé la ley y que por
el monto de las reclamaciones resultaría incosteable acudir
a los tribunales. 

II. Competencia de la Profeco 

En el artículo 5o. se precisa la competencia de la Profeco
para conocer sobre reclamaciones derivadas de los servi-
cios mercantiles que presten las instituciones u organiza-
ciones cuya supervisión y vigilancia está a cargo de las co-
misiones nacionales bancarias y de valores; seguros y
fianzas; del Sistema del Ahorro para el Retiro u otras de
naturaleza análoga. 

Con esta modificación se aclara que la Profeco es compe-
tente para conocer de las operaciones y servicios mercanti-
les que realicen las instituciones mencionadas, quedando
excluidos los servicios regulados por las leyes financieras. 

Con objeto de evitar confusiones respecto de la competencia
de la Profeco, se exceptúan de la aplicación de la Ley Fede-
ral de Protección al Consumidor los servicios que prestan las
sociedades de información crediticia (buró de crédito). 

III. Fortalecimiento de atribuciones de la Profeco 

En el artículo 24, fracción XII, se establece la atribución de
la Profeco para celebrar acuerdos interinstitucionales, con-
forme a lo dispuesto por la Ley Sobre la Celebración de
Tratados. 

En el artículo 24, fracciones XIV y XIX se atribuye a la
Profeco la facultad expresa de vigilar y verificar, en el ám-
bito de su competencia, el cumplimiento de la Ley Federal
Sobre Metrología y Normalización (LFMN) y para aplicar
las sanciones y medidas establecidas en dicho ordenamien-
to. Lo anterior, con objeto de evitar las impugnaciones que
en el ámbito del Poder Judicial de la Federación se realizan
respecto de las actuaciones de la Procuraduría sustentadas
en dicha ley. 

Por otra parte, la Iniciativa faculta a la Profeco en el ar-
tículo 24, fracción XIV-bis, para verificar que las pesas,

medidas y los instrumentos de medición que se utilicen en
transacciones comerciales, industriales o de servicios, sean
los adecuados, y en su caso, realizar el ajuste de dichos ins-
trumentos en los términos de la Ley Federal Sobre Metro-
logía y Normalización. 

IV. Presentación de quejas o reclamaciones 

Se establece la flexibilidad necesaria a efecto de que el
consumidor pueda desahogar las quejas o reclamaciones en
el lugar de los hechos motivo de las mismas, en el de su do-
micilio, el del proveedor, o en el que el consumidor desa-
rrolla su actividad habitual. 

La Iniciativa propone, además, la modernización de los
medios a través de los cuales el consumidor puede presen-
tar las quejas o reclamaciones, como la vía telefónica, elec-
trónica o cualquiera otro medio. 

V. Medidas Precautorias 

Se adiciona un artículo 25-bis, con objeto de incorporar en
la LFPC una serie de medidas precautorias (colocación de
sellos, suspensión de la publicidad, inmovilización de pro-
ductos, etc.) que permitan a la Profeco evitar que se lesio-
nen los intereses y derechos de los consumidores ante prác-
ticas comerciales poco transparentes, sin necesidad de
tener que aplicar supletoriamente otras leyes. Este precep-
to confiere mayor fortaleza a las acciones de la Procuradu-
ría y otorga mayor seguridad jurídica a los particulares res-
pecto de la actuación de la autoridad. 

VI. Acciones de grupo 

Las acciones de grupo son aquellas que se instauran ante la
autoridad jurisdiccional con objeto de salvaguardar el inte-
rés de una colectividad de consumidores. 

En el artículo 26 se precisa la intervención de la Profeco
respecto de este tipo de acciones, acotando la facultad dis-
crecional que actualmente le confiere la ley y establecien-
do que las mismas se ejercerán en función de la gravedad
y el número de reclamaciones que se hubieren presentado
en contra de un proveedor. 

La Profeco o los consumidores que hubieren sufrido daños
y perjuicios por conductas de una o varias personas, podrán
presentar la reclamación respectiva con base en la senten-
cia de la autoridad judicial. De esta manera, se establece la
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opción al consumidor para que directamente pueda presen-
tar el incidente correspondiente, o bien, para que la Procu-
raduría lo haga en su representación. 

VII. Publicidad e información 

Se amplía el alcance del artículo 32 de la LFPC, para in-
cluir la información o publicidad relativa a marcas y deno-
minaciones de origen, a efecto de que la misma se ajuste a
los criterios de veracidad a que se refiere dicho precepto.
Asimismo, se define la publicidad engañosa o abusiva. 

VIII. Autofinanciamiento 

1. Se reforma el artículo 63 con objeto de establecer que los
sistemas de comercialización consistentes en la integración
de grupos de consumidores que aportan periódicamente su-
mas de dinero para ser administradas por un tercero, úni-
camente podrán operar para efectos de adquisición de bienes
nuevos determinados o determinables, sean muebles o in-
muebles destinados a la habitación, en los términos que se-
ñale el Reglamento respectivo. 

2. Para la operación de los referidos sistemas de comercia-
lización se requerirá de la autorización de la Secretaría de
Economía, misma que se otorgará previo cumplimiento de
diversos requisitos tendientes a garantizar el adecuado fun-
cionamiento de estos mecanismos a favor de los consumi-
dores. Así, el solicitante deberá, entre otras cosas, acreditar
su capacidad administrativa y demostrar la viabilidad eco-
nómica, financiera y operativa del sistema, presentando para
ello un plan general de funcionamiento del sistema y un
manual que detalle los procedimientos de su operación. 

3. Cabe destacar que quienes obtengan la autorización res-
pectiva deberán registrar los contratos de adhesión que pre-
tendan utilizar, ante la Procuraduría Federal del Consumi-
dor, así como contratar auditores externos para efectos de
revisar el funcionamiento de los sistemas respectivos; di-
chos auditores deberán contar con la autorización de la Se-
cretaría de Economía. 

4. Por último, se establece que la Profeco podrá determinar
la suspensión temporal de la celebración de nuevos contra-
tos cuando el o los proveedores hubieren incurrido de ma-
nera grave o reiterada en violaciones a las disposiciones
aplicables. Asimismo, se establecen las causas por las que
la Secretaría podrá revocar la autorización otorgada a un
proveedor, entre las que destacan el indebido registro con-
table de las operaciones, la pérdida de la capacidad admi-

nistrativa de la empresa o de la viabilidad económica, fi-
nanciera y operativa del sistema.

IX. Problemática inmobiliaria 

1. Se modifica el artículo 73 con objeto de ampliar la co-
bertura de aplicación de la ley, pues actualmente está limi-
tada a fraccionadores o constructores de viviendas destina-
das a casa-habitación. Así, quedarán sujetos a la ley, los
actos relacionados con el fraccionamiento, construcción,
promoción y compraventa de bienes inmuebles destinados
a casa-habitación. 

2. Se establece que los contratos relacionados con las acti-
vidades señaladas deberán registrarse ante la Profeco. De
igual forma, se impone la obligación al proveedor de pro-
porcionar al consumidor la información técnica, financiera
y comercial necesaria para que pueda optar sobre la sus-
cripción o no del contrato correspondiente. 

3. Se adiciona un artículo 73-bis, con el propósito de seña-
lar la información y documentación básica que el provee-
dor deberá proporcionar al consumidor en el caso de ope-
raciones de compra-venta de inmuebles, entre las que
destaca el título de propiedad del inmueble, el proyecto
ejecutivo, pago de contribuciones y servicios, autorizacio-
nes de uso de suelo, licencias de construcción, etcétera. 

4. Se adiciona un artículo 73-ter, que establece los requisi-
tos mínimos que deberán satisfacer los contratos que deban
registrarse ante la Profeco, mismos que entre otras cosas,
tendrán que indicar claramente los derechos y obligaciones
del proveedor y del consumidor, así como lo relativo a las
garantías para el cumplimiento de los contratos y las penas
convencionales aplicables a ambos.

X. Procedimientos de verificación y vigilancia 

Se modifican los artículos 96 y 97, y se adicionan los ar-
tículos 97-bis, 97-ter y 97-quater con el propósito de dife-
renciar los procedimientos aplicables para que la Profeco
lleve a cabo sus acciones de verificación y vigilancia. 

Se establece que para la verificación y vigilancia que reali-
ce la Procuraduría, ésta actuará conforme a lo dispuesto en
la LFPC y conforme al procedimiento previsto en la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo. Asimismo, se
señala claramente que en materia de verificación y vigilan-
cia del cumplimiento de normas oficiales mexicanas, se es-
tará a lo dispuesto por la Ley Federal sobre Metrología y
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Normalización. Por último, se dispone que la Profeco po-
drá practicar verificaciones aun tratándose de vehículos en
tránsito. 

Con las propuestas planteadas se pretende superar la emi-
sión de resoluciones desfavorables tanto del Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa, como de los juz-
gados y tribunales del Poder Judicial de la Federación, en
las que hasta ahora se ha cuestionado la competencia y fa-
cultades de la Procuraduría en esta materia. En este senti-
do, la precisión de los procedimientos permitirá otorgar
mayor transparencia a la actuación de la autoridad, así co-
mo mayor seguridad jurídica a los particulares a quienes se
instruyan este tipo de procedimientos. 

XI. Publicación de modelos de contratos de adhesión 

Se adiciona un artículo 87-bis que dispone que la Procura-
duría podrá publicar en el Diario Oficial de la Federación
modelos de contratos de adhesión que podrán ser utilizados
por los proveedores, quienes sólo darán aviso a aquella de
su utilización, reduciendo trámites y acortando plazos para
el cumplimiento de la ley. 

XII. Bonificación o compensación 

Con objeto de dotar al consumidor de un mecanismo ad-
ministrativo y ágil que le permita hacer efectivos de una
manera más eficaz sus derechos, a diferencia de lo que
ocurre con la reclamación de daños y perjuicios ante ins-
tancias judiciales, se propone que en determinados casos,
la ley otorgue al consumidor el derecho de obtener una bo-
nificación o compensación como consecuencia de la afec-
tación de sus intereses legales por los proveedores: 

1. Por falta de veracidad en las condiciones prometidas o
sugeridas por el proveedor (art. 37), así como por incum-
plimiento de una promoción u oferta (art. 50). 

2. Cuando se trate de productos o servicios potencialmente
peligrosos para el consumidor y el proveedor no incluya un
instructivo que advierta sobre sus características nocivas y
explique el uso recomendado y los posibles efectos de su
aplicación inadecuada (art. 41). 

3. Por el suministro de partes y refacciones sujetas a nor-
mas de cumplimiento obligatorio y que no cumplan con los
requisitos correspondientes (art. 60). 

4. Cuando con motivo de la deficiencia de un servicio de
mantenimiento o reparación, un bien se pierda o deteriore
de tal modo que resulte inapropiado para su uso (art. 61). 

5. Cuando la cosa u objeto del contrato tenga defectos o vi-
cios ocultos que la hagan impropia para los usos a que ha-
bitualmente se destine, o no ofrezca la seguridad que se es-
pere de ella y de su uso razonable (art. 82). 

6. a) Cuando la cantidad entregada sea menor a la indica-
da en el envase o cuando se utilicen instrumentos de me-
dición que no cumplan con las disposiciones aplicables
(art. 92, fr. I); 

b) Cuando no se cumpla con las normas oficiales mexica-
nas aplicables (art. 92, fr. II), y 

c) Cuando el bien reparado no quede en estado adecuado
para su uso dentro del plazo de garantía (art. 92, fr. III).

XIII. Dictamen técnico-título ejecutivo 

Con objeto de otorgar al consumidor una efectiva protec-
ción de sus derechos en aquellos casos en que el proveedor
incumplido no acceda a la conciliación, se establece que la
Procuraduría podrá emitir un dictamen técnico en el que se
cuantificará la obligación contractual y que tendrá el ca-
rácter de título ejecutivo. De este modo, el consumidor po-
drá hacer cumplir sus derechos ante la instancia judicial de
manera más accesible y sin perjuicio de que la Profeco
continúe con el procedimiento para sancionar al proveedor
en los casos en que su conducta viole la Ley. 

XIV. Actualización de sanciones y medidas de apremio 

En los artículos 126, 127 y 128 se modifica el criterio para
la cuantificación de multas, estableciéndose que las mis-
mas habrán de referirse en cantidades fijas, para lo cual la
Profeco actualizará cada año las referidas multas en con-
cordancia con la inflación mediante el empleo del índice
nacional de precios al consumidor publicado por el Banco
de México. 

Los nuevos montos de las multas, son los siguientes: 

1. De $150.00 a $600,000.00; 

2. De $300.00 a $1,200,000.00; 

3. De $450.00 a $2,200,000.00.
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En los casos particularmente graves, la sanción oscilará de
$900,000.00 a $3,150,000.00. Las anteriores sanciones se
duplicarán en caso de reincidencia. 

De igual modo, se estimó conveniente también incremen-
tar el monto de las medidas de apremio cuyo monto máxi-
mo es de doscientas veces el salario mínimo ($ 8,000 apro-
ximadamente) en la actual ley, y hasta un máximo de
$15,000.00 que ahora se propone. 

XV. Casos particularmente graves para la imposición de
sanciones 

Con objeto de superar las tesis de los diversos tribunales
federales, incluso las relativas a problemas de inconstitu-
cionalidad, y con el propósito de evitar que se estime que
la Profeco tiene un amplio margen de discrecionalidad en
la imposición de sanciones relevantes, se adiciona un ar-
tículo 128-quarter, que indica los casos que se considerarán
particularmente graves, para efectos de sancionar con clau-
sura de un establecimiento, misma que podrá ser hasta de
90 días, total o parcial (art. 128-bis). 

Los casos particularmente graves, son los siguientes: 

1. Aquellos que de seguir operando el proveedor, se pudie-
ran afectar los derechos e intereses de un grupo de consu-
midores; 

2. Cuando la infracción de que se trate pudiera poner en pe-
ligro la vida, la salud o la seguridad de un grupo de consu-
midores; 

3. Aquellas infracciones que se cometan en relación con
bienes, productos o servicios que por la temporada o las
circunstancias especiales del mercado afecten los derechos
de un grupo de consumidores o constituyan una práctica
abusiva; 

4. Aquellas conductas que se cometan aprovechando la es-
casez, lejanía o dificultad en el abastecimiento de un bien
o en la prestación de un servicio; 

5. Cuando se trate de productos básicos de consumo gene-
ralizado, como alimentos, gas natural o licuado de petró-
leo, gasolina o productos sujetos a precios o tarifas esta-
blecidos o registrados por la Secretaría o por cualquier otra
autoridad competente; y 

6. La reincidencia en las conductas infractoras sancionadas
por el artículo 128 de la ley.

XVI. Condonación de multas 

A fin de garantizar la transparencia de las acciones de la
Profeco, se reforma el artículo 134 para establecer que en
materia de verificación y vigilancia no procede el ejercicio
de la facultad de condonar, reducir o conmutar multas. En
el caso de reclamaciones (servicios al consumidor) sólo
procederá dicha figura en tanto se satisfaga el interés del
consumidor. 

QUINTO. Que la propuesta del C. diputado Alfredo Her-
nández Raigosa de modificar la fracción XIII del artículo
24 de la Ley en comento, para insertar la frase “por sí mis-
ma o en coordinación”, se considera innecesaria, dado que
la redacción actual no condiciona a la Profeco a ejercer esa
atribución conjuntamente con otra dependencia, ya que
ello es, en todo caso, una facultad, no una obligación que
limite la actuación de la Institución. 

Asimismo, la Iniciativa del Ejecutivo Federal reforma esta
misma fracción, para quedar como sigue: XIII. Vigilar y
verificar el cumplimiento de las disposiciones en materia
de precios y tarifas establecidos o registrados por la autori-
dad competente y coordinarse con otras autoridades legal-
mente facultadas para inspeccionar precios para lograr la
eficaz protección de los intereses del consumidor y, a la vez
evitar duplicación de funciones. 

Respecto a adicionar una fracción XXII al artículo 24, para
establecer que la Profeco tendrá un plazo de 60 días hábi-
les para realizar las acciones tendientes a “resarcir el daño”
provocado en perjuicio del consumidor. 

Esta comisión dictaminadora considera improcedente esta
propuesta, ya que de acuerdo con el procedimiento de con-
ciliación previsto actualmente por la Ley, esa Procuraduría
notifica a un proveedor sobre la presentación de una recla-
mación dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su re-
cepción, según se establece en el artículo 103. De esta ma-
nera, el mecanismo de conciliación se activa muy pronto,
llevándose a cabo la audiencia respectiva por lo menos
cuatro días después de la fecha de notificación de la queja
al proveedor, de conformidad con el artículo 111. 

Finalmente, referente a establecer la existencia de un Conse-
jo Ciudadano que determine la procedencia de una denuncia.
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Esta comisión dictaminadora considera que esta propuesta
puede resultar útil si se determina en la Ley que la Profeco
podría contar con un Consejo Consultivo que opine sobre la
posibilidad de ejercer acciones de grupo en casos específi-
cos, atendiendo a su gravedad y afectación a los consumido-
res. No obstante, habría que señalar que la existencia de es-
te órgano no debe limitar la atribución de la Profeco. 

SEXTO. Que los CC. diputados integrantes de la Comisión
de Comercio y Fomento Industrial que dictamina, conclu-
yen que la iniciativa del C. Lic. Vicente Fox Quesada, Pre-
sidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y
del C. diputado Alfredo Hernández Raigosa son positivas
para fortalecer las facultades y el desempeño de la Profeco,
y garantizar con ello, que la responsabilidad que tiene en-
comendada se realice en un marco de legalidad suficiente
para las autoridades en la materia; proteger al consumidor. 

RESULTANDOS 

PRIMERO. Con fundamento en los considerandos verti-
dos en el presente dictamen, se aprueba la iniciativa del C.
Lic. Vicente Fox Quesada, Presidente Constitucional de los
Estados Unidos Mexicanos y del C. diputado Alfredo Her-
nández Raigosa del grupo parlamentario del Partido Revo-
lución Democrática, en los siguientes términos. 

SEGUNDO. La Comisión de Comercio y Fomento Indus-
trial presenta al Pleno de esta Honorable Asamblea para su
discusión, y en su caso aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIO-
NA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA
LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman el primero y segundo
párrafos y las fracciones I, V, VI, y VIII del artículo 1o.; las
fracciones I, III y IV del artículo 2o.; el primer párrafo del
artículo 5o.; el artículo 6o.; el artículo 7o.; el primer párra-
fo del artículo 8o.; el artículo 9o.; el primer párrafo que pa-
sa a ser segundo del artículo 13; el artículo 16; el artículo
17; el primer párrafo del artículo 18; el primer párrafo del
artículo 19; el artículo 21; la fracción III del artículo 23; las
fracciones V, VIII, XII, XIII, XIV, XVI, XVIII, XIX, XX y
XXI del artículo 24; el primer párrafo y las fracciones I y
II del artículo 25; la fracción I y el segundo párrafo que
pasa a ser tercero del artículo 26; las fracciones I y VII del
artículo 27; el primer párrafo del artículo 31; el artículo 32;

las fracciones I, II y el segundo párrafo del artículo 35; el
artículo 37; el artículo 41; el primer párrafo del artículo 47;
la fracción I del artículo 48; el artículo 49; el artículo 50; el
artículo 56; el primer párrafo que pasa a ser segundo del ar-
tículo 58; el artículo 60; el artículo 61; el primer párrafo del
artículo 63; el primer párrafo del artículo 65; las fracciones
III y IV del artículo 66; el primer párrafo del artículo 73; el
artículo 75; la fracción VII del artículo 76-bis; el segundo
párrafo del artículo 79; el primer párrafo del artículo 82; el
artículo 85; el primer párrafo al artículo 86-bis; el artículo
87; el primer párrafo y las fracciones I, II y III del artículo
92; el artículo 93; el artículo 94; el primer párrafo del ar-
tículo 95; el primer párrafo del artículo 96; el primer pá-
rrafo del artículo 97; el primer párrafo del artículo 98; el
primer párrafo y la fracción III del artículo 99; el primer
párrafo del artículo 100; el artículo 103; la fracción IV y el
segundo párrafo del artículo 104; el primer párrafo y los in-
cisos b) y c) de la fracción I del artículo 105; el último pá-
rrafo del artículo 106; el segundo párrafo del artículo 111;
el artículo 113; el primero, segundo y tercer párrafos del ar-
tículo 114; el primer párrafo del artículo 116; el primer pá-
rrafo del artículo 117; el artículo 120; el artículo 122; el
primer párrafo del artículo 123; el artículo 126; el artículo
127; el artículo 128; el artículo 129; la fracción III del artí -
culo 132; el artículo 134 y el artículo 135; Se adicionan la
fracción IX al artículo 1; el párrafo segundo del artículo 5;
el artículo 7 BIS; el segundo y tercer párrafo del artículo 8;
el artículo 8 BIS; el segundo párrafo del artículo 10; el pri-
mer párrafo del artículo 13; el segundo párrafo del artículo
18; el artículo 18 BIS; el segundo y último párrafos de ar-
tículo 19; las fracciones XIV bis y XXII del artículo 24; las
fracciones III y IV al artículo 25; el artículo 25 BIS; el se-
gundo, cuarto y quinto párrafos del artículo 26; un segun-
do párrafo al artículo 32; un tercer párrafo que pasa a ser el
último párrafo del artículo 35; un segundo párrafo, pasan-
do el segundo a ser tercero del artículo 43; el segundo pá-
rrafo del artículo 44; el primer párrafo del artículo 58; el
segundo, tercero, cuarto y quinto párrafos del artículo 63;
el artículo 63 BIS; el artículo 63 TER; el artículo 63 QUA-
TER; el artículo 63 QUINTUS; la fracción V al artículo 66;
el segundo y tercero párrafos del artículo 73; el artículo 73-
BIS; el artículo 73 TER; el segundo párrafo del artículo 77;
el segundo y tercero párrafos del artículo 82; el tercer pá-
rrafo del artículo 86; un párrafo segundo al artículo 86 BIS;
el artículo 87 BIS; el artículo 87 TER; el artículo 90 BIS;
la fracción IV y el último párrafo del artículo 92; el artícu-
lo 92 BIS; el artículo 92 TER; el segundo párrafo del artí -
culo 95; el segundo párrafo del artículo 96; el segundo pá-
rrafo del artículo 97; el artículo 97 BIS; el artículo 97 TER;
el artículo 97 QUATER; el artículo 98 BIS; el artículo 98

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003155



TER; la fracción IV y un segundo párrafo recorriéndose el
segundo a ser el tercero y último párrafo del artículo 99; el
párrafo segundo del artículo 100; los párrafos tercero, cuar-
to y quinto del artículo 104; el inciso d) de la fracción I del
artículo 105; el segundo párrafo del artículo 113; los párra-
fos cuarto y sexto del artículo 114; el artículo 114 BIS; el
artículo 114 TER; el párrafo segundo del artículo 117; el
segundo párrafo del artículo 123; el artículo 124 BIS; el ar-
tículo 128 BIS; el artículo 128 TER; el artículo 128 QUA-
TER; el artículo 129 BIS; el segundo párrafo del artículo
133; y el segundo párrafo del artículo 134; y se Derogan el
segundo y tercer párrafos del artículo 31; el último párrafo
del artículo 105; el segundo párrafo del artículo 128; y los
artículos 136 al 143, para quedar como sigue: 

ARTICULO 1o. La presente ley es de orden público e in-
terés social y de observancia en toda la República. Sus dis-
posiciones son irrenunciables y contra su observancia no
podrán alegarse costumbres, usos, prácticas, convenios o
estipulaciones en contrario. 

El objeto de esta ley es promover y proteger los derechos y
cultura del consumidor y procurar la equidad, certeza y se-
guridad jurídica en las relaciones entre proveedores y con-
sumidores. 

... 

I. La protección de la vida, salud y seguridad del consumi-
dor contra los riesgos provocados por productos, prácticas
en el abastecimiento de productos y servicios considerados
peligrosos o nocivos; 

II a IV. 

V. El acceso a los órganos administrativos con vistas a la
prevención de daños patrimoniales y morales, individuales
o colectivos, garantizando la protección jurídica, económi-
ca, administrativa y técnica a los consumidores; 

VI. El otorgamiento de información y de facilidades a los
consumidores para la defensa de sus derechos; 

VII...

VIII. La real y efectiva protección al consumidor en las
transacciones efectuadas a través del uso de medios con-
vencionales, electrónicos, ópticos o de cualquier otra tec-
nología y la adecuada utilización de los datos aportados, y 

IX. El respeto a los derechos y obligaciones derivados de
las relaciones de consumo y las medidas que garanticen su
efectividad y cumplimiento.

... 

ARTICULO 2o...

I. Consumidor: la persona física o moral que adquiere, rea-
liza o disfruta como destinatario final bienes, productos o
servicios. Se entiende también por consumidor a la perso-
na física que adquiera, almacene, utilice o consuma bienes
o servicios con objeto de integrarlos en procesos de pro-
ducción, transformación, comercialización o prestación de
servicios a terceros, únicamente para los casos a que se re-
fieren los artículos 99 y 117 de esta ley. 

II... 

III. Secretaría: la Secretaría de Economía, y 

IV. Procuraduría: la Procuraduría Federal del Consumidor.

ARTICULO 5o. Quedan exceptuadas de las disposiciones
de esta ley, los servicios que se presten en virtud de una re-
lación o contrato de trabajo, los servicios profesionales que
no sean de carácter mercantil y los servicios que presten las
sociedades de información crediticia. 

Asimismo, quedan excluidos los servicios regulados por
las leyes financieras que presten las Instituciones y Orga-
nizaciones cuya supervisión o vigilancia esté a cargo de las
comisiones nacionales Bancaria y de Valores; de Seguros y
Fianzas y del Sistema de Ahorro para el Retiro u otras de
naturaleza análoga. 

ARTICULO 6o. Estarán obligados al cumplimiento de esta
ley los proveedores y los consumidores. Las entidades de
las administraciones públicas federal, estatal, municipal y
del gobierno del Distrito Federal, están obligadas en cuan-
to tengan el carácter de proveedores o consumidores. 

ARTICULO 7o. Todo proveedor está obligado a informar
y respetar los precios, tarifas, garantías, cantidades, calida-
des, medidas, intereses, cargos, términos, plazos, fechas,
modalidades, reservaciones y demás condiciones conforme
a las cuales se hubiera ofrecido, obligado o convenido con
el consumidor la entrega del bien o prestación del servicio,
y bajo ninguna circunstancia serán negados estos bienes o
servicios a persona alguna. 
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ARTICULO 7o.-BIS. El proveedor está obligado a exhi-
bir de manera visible el monto total a pagar por los bienes,
productos o servicios que ofrezca al consumidor. 

ARTICULO 8o. Los precios o tarifas de los bienes, pro-
ductos y servicios que se ofrezcan en el mercado serán de-
terminados libremente, con excepción de los que se sujeten
a precio máximo en los términos de la Ley Federal de
Competencia Económica y de las tarifas que conforme a lo
dispuesto por otras disposiciones sean establecidas por las
autoridades competentes. 

Los proveedores están obligados a respetar el precio máxi-
mo y las tarifas establecidas conforme al párrafo anterior. 

Los consumidores podrán solicitar a los proveedores, en
los establecimientos en donde enajenen bienes o presten
servicios, ejemplares de esta ley con objeto de que puedan
consultarla y puedan hacer valer sus derechos. 

ARTICULO 8o.-BIS. La Procuraduría elaborará material
informativo, de orientación y de educación a los consumi-
dores y acordar con los proveedores su divulgación en los
lugares o establecimientos respectivos. 

La Procuraduría establecerá módulos o sistemas de aten-
ción y orientación a los consumidores en función de la
afluencia comercial, del número de establecimientos y ope-
raciones mercantiles, de la temporada del año y conforme
a sus programas y medios, debiéndose otorgar a aquélla las
facilidades necesarias para ello. 

ARTICULO 9o. Los proveedores de bienes o servicios in-
curren en responsabilidad administrativa por los actos pro-
pios que atenten contra los derechos del consumidor y por
los de sus colaboradores, subordinados y toda clase de vi-
gilantes, guardias o personal auxiliar que les presten sus
servicios, independientemente de la responsabilidad perso-
nal en que incurra el infractor. 

ARTICULO 10... 

Los proveedores no podrán aplicar métodos o prácticas co-
merciales coercitivas y desleales, ni cláusulas o condicio-
nes abusivas o impuestas en el abastecimiento de produc-
tos o servicios. Asimismo, tampoco podrán prestar
servicios adicionales a los originalmente contratados que
no hubieren sido solicitados o aceptados expresamente, por
escrito o por vía electrónica, por el consumidor. 

ARTICULO 13. La Procuraduría verificará a través de vi-
sitas, requerimientos de información o documentación,
monitoreos, o por cualquier otro medio el cumplimiento de
esta ley. Para efectos de lo dispuesto en este precepto, los
proveedores, sus representantes o sus empleados están
obligados a permitir al personal acreditado de la Procura-
duría el acceso al lugar o lugares objeto de la verificación. 

Las autoridades, proveedores y consumidores están obliga-
dos a proporcionar a la Procuraduría, en un término no ma-
yor de quince días, la información o documentación nece-
saria que les sea requerida para el cumplimiento de sus
atribuciones, así como para sustanciar los procedimientos a
que se refiere esta Ley, excepto cuando se demuestre que la
información requerida sea de estricto uso interno o no ten-
ga relación con el procedimiento de que se trate. Dicho pla-
zo podrá ser ampliado por una sola vez. 

ARTICULO 16. Los proveedores y empresas que utilicen
información sobre consumidores con fines mercadotécni-
cos o publicitarios están obligados a informar gratuitamen-
te a cualquier persona que lo solicite si mantienen infor-
mación acerca de ella. De existir dicha información,
deberán ponerla a su disposición si ella misma o su repre-
sentante lo solicita, e informar acerca de qué información
han compartido con terceros y la identidad de esos terce-
ros, así como las recomendaciones que hayan efectuado.
La respuesta a cada solicitud deberá darse dentro de los
treinta días siguientes a su presentación. En caso de existir
alguna ambigüedad o inexactitud en la información de un
consumidor, éste se la deberá hacer notar al proveedor o a
la empresa, quien deberá efectuar dentro de un plazo de
treinta días contados a partir de la fecha en que se le haya
hecho la solicitud, las correcciones que fundadamente in-
dique el consumidor, e informar las correcciones a los ter-
ceros a quienes les haya entregado dicha información. 

Para los efectos de esta ley, se entiende por fines mercado-
técnicos o publicitarios el ofrecimiento y promoción de
bienes, productos o servicios a consumidores. 

ARTICULO 17. En la publicidad que se envíe a los con-
sumidores se deberá indicar el nombre, domicilio, teléfono
y, en su defecto, la dirección electrónica del proveedor; de
la empresa que, en su caso, envíe la publicidad a nombre
del proveedor, y de la Procuraduría. 

El consumidor podrá exigir directamente a proveedores es-
pecíficos y a empresas que utilicen información sobre con-
sumidores con fines mercadotécnicos o publicitarios, no
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ser molestado en su domicilio, lugar de trabajo, dirección
electrónica o por cualquier otro medio, para ofrecerle bienes,
productos o servicios, y que no le envíen publicidad. Asi-
mismo, el consumidor podrá exigir en todo momento a
proveedores y a empresas que utilicen información sobre
consumidores con fines mercadotécnicos o publicitarios,
que la información relativa a él mismo no sea cedida o
transmitida a terceros, salvo que dicha cesión o transmisión
sea determinada por una autoridad judicial. 

ARTICULO 18. La Procuraduría podrá llevar, en su caso,
un registro público de consumidores que no deseen que su
información sea utilizada para fines mercadotécnicos o pu-
blicitarios. Los consumidores podrán comunicar por escri-
to o por correo electrónico a la Procuraduría su solicitud de
inscripción en dicho registro, el cual será gratuito. 

ARTICULO 18-BIS. Queda prohibido a los proveedores
y a las empresas que utilicen información sobre consumi-
dores con fines mercadotécnicos o publicitarios y a sus
clientes, utilizar la información relativa a los consumidores
con fines diferentes a los mercadotécnicos o publicitarios,
así como enviar publicidad a los consumidores que expre-
samente les hubieren manifestado su voluntad de no reci-
birla o que estén inscritos en el registro a que se refiere el
artículo anterior. Los proveedores que sean objeto de pu-
blicidad son corresponsables del manejo de la información
de consumidores cuando dicha publicidad la envíen a tra-
vés de terceros. 

ARTICULO 19. La Secretaría determinará la política de
protección al consumidor, que constituye uno de los instru-
mentos sociales y económicos del Estado para favorecer y
promover los intereses y derechos de los consumidores. Lo
anterior, mediante la adopción de las medidas que procuren
el mejor funcionamiento de los mercados y el crecimiento
económico del país. 

Dicha Secretaría está facultada para expedir normas oficia-
les mexicanas y normas mexicanas respecto de: 

I a IX… 

La Secretaría, en los casos en que se requiera, emitirá cri-
terios y lineamientos para la interpretación de las normas a
que se refiere este precepto.

ARTICULO 21. El domicilio de la Procuraduría será la
Ciudad de México y establecerá delegaciones en todas las
entidades federativas y el Distrito Federal. Los tribunales

federales serán competentes para resolver todas las contro-
versias en que sea parte. 

ARTICULO 23. El patrimonio de la Procuraduría estará
integrado por: 

I a II…

III.- Los recursos que le aporten las dependencias y entida-
des de la administración pública federal, estatal, municipal
y del gobierno del Distrito Federal. 

IV a V…

ARTICULO 24…

I a IV… 

V. Formular y realizar programas de educación para el con-
sumo, así como de difusión y orientación respecto de las
materias a que se refiere esta ley; 

VI a VII ... 

VIII. Promover y realizar directamente, en su caso, progra-
mas educativos y de capacitación en las materias a que se
refiere esta ley y prestar asesoría a consumidores y provee-
dores ; 

IX a XI ... 

XII. Celebrar convenios y acuerdos de colaboración con
autoridades federales, estatales, municipales, del gobierno
del Distrito Federal y entidades paraestatales en beneficio
de los consumidores; así como acuerdos interinstituciona-
les con otros países, de conformidad con las leyes respec-
tivas. 

XIII. Vigilar y verificar el cumplimiento de las disposicio-
nes en materia de precios y tarifas establecidos o registra-
dos por la autoridad competente y coordinarse con otras
autoridades legalmente facultadas para inspeccionar pre-
cios para lograr la eficaz protección de los intereses del
consumidor y, a la vez evitar duplicación de funciones; 

XIV. Vigilar y verificar el cumplimiento de las disposicio-
nes contenidas en esta Ley y, en el ámbito de su compe-
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tencia, las de la Ley Federal sobre Metrología y Normali -
zación, así como de las normas oficiales mexicanas y de-
más disposiciones aplicables, y en su caso determinar los
criterios para la verificación de su cumplimiento; 

XIV-bis. Verificar que las pesas, medidas y los instrumen-
tos de medición que se utilicen en transacciones comercia-
les, industriales o de servicios sean adecuados y, en su caso,
realizar el ajuste de los instrumentos de medición en térmi-
nos de lo dispuesto en la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización; 

XV... 

XVI. Procurar la solución de las diferencias entre consu-
midores y proveedores y, en su caso, emitir dictámenes en
donde se cuantifiquen las obligaciones contractuales del
proveedor, conforme a los procedimientos establecidos en
esta ley; 

XVII... 

XVIII. Promover y apoyar la constitución de organizacio-
nes de consumidores, proporcionándoles capacitación y
asesoría, así como procurar mecanismos para su autoges-
tión; 

XIX. Aplicar las sanciones y demás medidas establecidas
en esta ley, en la Ley Federal sobre Metrología y Normali-
zación y demás ordenamientos aplicables. 

XX. Requerir a los proveedores o a las autoridades compe-
tentes a que tomen medidas adecuadas para combatir, dete-
ner, modificar o evitar todo género de prácticas que lesio-
nen los intereses de los consumidores, y cuando lo
considere pertinente publicar dicho requerimiento; 

XXI. Ordenar se informe a los consumidores sobre las ac-
ciones u omisiones de los proveedores que afecten sus in-
tereses o derechos, así como la forma en que los proveedo-
res los retribuirán o compensarán, y 

XXII. Las demás que le confieran esta ley y otros ordena-
mientos.

ARTICULO 25.- La Procuraduría, para el desempeño de
las funciones que le atribuye la ley, podrá aplicar las si-
guientes medidas de apremio: 

I. Apercibimiento; 

II. Multa de $150.00 a $15,000.00; 

III. En caso de que persista la infracción podrán imponerse
nuevas multas por cada día que transcurra sin que se obe-
dezca el mandato respectivo, hasta por $6,000.00, y 

IV. El auxilio de la fuerza pública.

ARTICULO 25 BIS.- La Procuraduría podrá aplicar las
siguientes medidas precautorias cuando se afecte o pueda
afectar la vida, la salud, la seguridad o la economía de una
colectividad de consumidores: 

I. Inmovilización de envases, bienes, productos y trans-
portes; 

II. El aseguramiento de bienes o productos en términos de
lo dispuesto por el artículo 98 TER de esta ley; 

III. Suspensión de la comercialización de bienes, productos
o servicios; 

IV. Colocación de sellos de advertencia, y 

V. Ordenar la suspensión de información o publicidad a
que se refiere el artículo 35 de esta ley.

Las medidas precautorias se dictarán dentro del procedi-
miento correspondiente y se levantarán una vez que se
acredite el cese de las causas que hubieren originado su
aplicación. En su caso, la Procuraduría hará del conoci-
miento de otras autoridades competentes la aplicación de la
o las medidas a que se refiere este precepto. 

ARTICULO 26... 

I. Sentencia que declare que una o varias personas han
realizado una conducta que ha ocasionado daños o perjui-
cios a consumidores y, en consecuencia, proceda la repara-
ción por la vía incidental a los interesados que acrediten su
calidad de perjudicados. La indemnización de daños y per-
juicios que en su caso corresponda no podrá ser inferior al
veinte por ciento de los mismos; o 

II... 

La Procuraduría en representación de los consumidores
afectados podrá ejercer por la vía incidental la reclamación
de los daños y perjuicios que correspondan, en base a la
sentencia emitida por la autoridad judicial. 
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Las atribuciones que este artículo otorga a la Procuraduría
se ejercitarán previo análisis de su procedencia, tomando
en consideración la gravedad, el número de reclamaciones
o denuncias que se hubieran presentado en contra del pro-
veedor o la afectación general que pudiera causarse a los
consumidores en su salud o en su patrimonio. 

La Procuraduría estará exenta de presentar garantía alguna
ante las autoridades judiciales competentes, para el ejerci-
cio de las acciones señaladas en las fracciones I y II. 

Para determinar la procedencia de la denuncia, la Procura-
duría podrá contar con el apoyo de un Consejo Ciudadano,
que opine sobre la posibilidad de ejercer acciones de grupo
en casos específicos, atendiendo a su gravedad y afectación
a los consumidores. Este Consejo Ciudadano estará con-
formado por tres personas de probada honestidad.

ARTICULO 27... 

I. Representar legalmente a la Procuraduría, así como otor-
gar poderes a servidores públicos de la misma, para repre-
sentarla en asuntos o procedimientos judiciales, adminis-
trativos y laborales. 

II y III ... 

IV. Informar al Secretario de Economía sobre los asuntos
que sean de la competencia de la Procuraduría; 

V y VI ... 

VII. Establecer los criterios para la imposición de sancio-
nes que determina la ley, así como para dejarlas sin efecto,
reducirlas, modificarlas o conmutarlas, cuando a su criterio
se preserve la equidad; observando en todo momento lo
dispuesto por los artículos 132 y 134 del presente ordena-
miento; 

VIII y IX ... 

X. Expedir el estatuto orgánico de la Procuraduría, previa
aprobación del Secretario de Economía, y 

XI. ...

ARTICULO 31.- Para la elaboración de sus planes y pro-
gramas de trabajo, la Procuraduría podrá llevar a cabo con-
sultas con representantes de los sectores público, social y

privado, así como con organizaciones de consumidores.
Asimismo, asesorará a la Secretaría en cuestiones relacio-
nadas con las políticas de protección al consumidor y opi-
nará sobre los proyectos de normas oficiales mexicanas y
sobre cualquiera otra medida regulatoria que pueda afectar
los derechos de los consumidores. 

ARTICULO 32.- La información o publicidad relativa a
bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier
medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exen-
tos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, deno-
minaciones de origen y otras descripciones que induzcan o
puedan inducir a error o confusión por engañosas o abu-
sivas. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por información o
publicidad engañosa o abusiva aquélla que refiere caracte-
rísticas o información relacionadas con algún bien, pro-
ducto o servicio que pudiendo o no ser verdaderas, inducen
a error o confusión por la forma inexacta, falsa, exagerada,
parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta. 

ARTICULO 35... 

I. Ordenar al proveedor que suspenda la información o pu-
blicidad que viole las disposiciones de esta ley y, en su
caso, al medio que la difunda; 

II. Ordenar que se corrija la información o publicidad que
viole las disposiciones de esta ley en la forma en que se es-
time suficiente, y 

III. ...

Para los efectos de las fracciones II y III, deberá conceder-
se al infractor la garantía de audiencia a que se refiere el ar-
tículo 123 de este ordenamiento. 

Cuando la Procuraduría instaure algún procedimiento ad-
ministrativo relacionado con la veracidad de la informa-
ción, podrá ordenar al proveedor que en la publicidad o
información que se difunda, se indique que la veracidad
de la misma no ha sido comprobada ante la autoridad
competente. 

ARTICULO 37. La falta de veracidad en los informes,
instrucciones, datos y condiciones prometidas o sugeridas,
además de las sanciones que se apliquen conforme a esta
ley, dará lugar al cumplimiento de lo ofrecido o, cuando
esto no sea posible, a la reposición de los gastos necesarios
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que pruebe haber efectuado el adquirente y, en su caso, al
pago de la bonificación o compensación a que se refiere el
artículo 92 de esta ley. 

ARTICULO 41. Cuando se trate de productos o servicios
que de conformidad con las disposiciones aplicables, se
consideren potencialmente peligrosos para el consumidor o
lesivos para el medio ambiente o cuando sea previsible su
peligrosidad, el proveedor deberá incluir un instructivo que
advierta sobre sus características nocivas y explique con
claridad el uso o destino recomendado y los posibles efec-
tos de su uso, aplicación o destino fuera de los lineamien-
tos recomendados. El proveedor responderá de los daños y
perjuicios que cause al consumidor la violación de esta dis-
posición, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92
TER de esta ley. 

ARTICULO 43...

Tratándose de servicios, los proveedores que ofrezcan di-
versos planes y modalidades de comercialización, deberán
informar al consumidor sobre las características, condicio-
nes y costo total de cada uno de ellos. En el caso de que
únicamente adopten un plan específico de comercializa-
ción de servicios, tales como paquetes o sistemas todo in-
cluido, deberán informar a los consumidores con oportuni-
dad y en su publicidad, lo que incluyen tales planes y que
no disponen de otros. 

... 

ARTICULO 44...

Los resultados de las investigaciones, encuestas y monito-
reos publicados por la Procuraduría no podrán ser utiliza-
dos por las empresas o proveedores con fines publicitarios
o comerciales. 

ARTICULO 47. No se necesitará autorización ni aviso pa-
ra llevar a cabo promociones, excepto cuando así lo dis-
pongan las normas oficiales mexicanas, en los casos en que
se lesionen o se puedan lesionar los intereses de los consu-
midores. 

... 

ARTICULO 48...

I. En los anuncios respectivos deberán indicarse las condi-
ciones, así como el plazo de duración o el volumen de los

bienes o servicios ofrecidos; dicho volumen deberá acredi-
tarse a solicitud de la autoridad. Si no se fija plazo ni volu-
men, se presume que son indefinidos hasta que se haga del
conocimiento público la revocación de la promoción o de
la oferta, de modo suficiente y por los mismos medios de
difusión, y 

II. ..

ARTICULO 49. No se podrán realizar promociones en las
que se anuncie un valor monetario para el bien, producto o
servicio ofrecido, notoriamente superior al normalmente
disponible en el mercado. 

ARTICULO 50. Si el autor de la promoción u oferta no
cumple su ofrecimiento, el consumidor podrá optar por
exigir el cumplimiento, aceptar otro bien o servicio equi-
valente o la rescisión del contrato y, en todo caso, tendrá
derecho al pago de la diferencia económica entre el precio
al que se ofrezca el bien o servicio objeto de la promoción
u oferta y su precio normal, sin perjuicio de la bonificación
o compensación a que se refiere el artículo 92 TER de
esta ley. 

ARTICULO 56. El contrato se perfeccionará a los cinco
días hábiles contados a partir de la entrega del bien o de la
firma del contrato, lo último que suceda. Durante ese lap-
so, el consumidor tendrá la facultad de revocar su consen-
timiento sin responsabilidad alguna. La revocación deberá
hacerse mediante aviso o mediante entrega del bien en for-
ma personal, por correo registrado, o por otro medio feha-
ciente. La revocación hecha conforme a este artículo deja
sin efecto la operación, debiendo el proveedor reintegrar al
consumidor el precio pagado. En este caso, los costos de
flete y seguro correrán a cargo del consumidor. Tratándose
de servicios, lo anterior no será aplicable si la fecha de
prestación del servicio se encuentra a diez días hábiles o
menos de la fecha de la orden de compra. 

ARTICULO 58. El proveedor de bienes, productos o ser-
vicios no podrá negarlos o condicionarlos al consumidor
por razones de género, nacionalidad, étnicas, preferencia
sexual, religiosas o cualquiera otra particularidad. 

Los proveedores de bienes y servicios que ofrezcan éstos al
público en general, no podrán establecer preferencias o dis-
criminación alguna respecto a los solicitantes del servicio,
tales como selección de clientela, condicionamiento del
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consumo, reserva del derecho de admisión, exclusión a
personas con discapacidad y otras prácticas similares, sal-
vo por causas que afecten la seguridad o tranquilidad del
establecimiento, de sus clientes o de las personas discapa-
citadas, o se funden en disposiciones expresas de otros or-
denamientos legales. Dichos proveedores en ningún caso
podrán aplicar o cobrar tarifas superiores a las autorizadas
o registradas para la clientela en general, ni ofrecer o apli-
car descuentos en forma parcial o discriminatoria. Tampo-
co podrán aplicar o cobrar cuotas extraordinarias o com-
pensatorias a las personas con discapacidad por sus
implementos médicos, ortopédicos, tecnológicos, educati-
vos o deportivos necesarios para su uso personal, inclu-
yéndose el perro guía en el caso de invidentes. 

... 

ARTICULO 60. Las personas dedicadas a la reparación de
toda clase de productos deberán emplear partes y refaccio-
nes nuevas y apropiadas para el producto de que se trate,
salvo que el solicitante del servicio autorice expresamente
que se utilicen otras. Cuando las refacciones o partes estén
sujetas a normas de cumplimiento obligatorio, el uso de re-
facciones o partes que no cumplan con los requisitos da al
consumidor el derecho a exigir los gastos necesarios que
pruebe haber efectuado y, en su caso, a la bonificación a
que se refiere el artículo 92-ter de esta ley. 

ARTICULO 61. Los prestadores de servicios de manteni-
miento o reparación deberán bonificar al consumidor en
términos del artículo 92-ter si por deficiencia del servicio
el bien se pierde o sufre tal deterioro que resulte total o par-
cialmente inapropiado para el uso a que esté destinado. 

ARTICULO 63. Los sistemas de comercialización consis-
tentes en la integración de grupos de consumidores que
aportan periódicamente sumas de dinero para ser adminis-
tradas por un tercero, únicamente podrán operar para efec-
tos de adquisición de bienes nuevos determinados o de-
terminables, sean muebles o inmuebles destinados a la
habitación, en los términos que señale el reglamento res-
pectivo, y sólo podrán ponerse en práctica previa autoriza-
ción de la Secretaría. 

El plazo de operación de los sistemas de comercialización
no podrá ser mayor a cinco años para bienes muebles y de
diez años para bienes inmuebles. 

La Secretaría otorgará la autorización para la operación de
los referidos sistemas de comercialización, que en todos

los casos será intransmisible, cuando se cumplan con los
siguientes requisitos: 

I. Que el solicitante sea una persona moral mexicana cons-
tituida como sociedad anónima de conformidad con la le-
gislación aplicable, y que tenga por objeto social única-
mente la operación y administración de sistemas de
comercialización a que se refiere el presente artículo; 

II. Que el solicitante acredite su capacidad administrativa,
además de la viabilidad económica, financiera y operati-
va del sistema, en términos de los criterios que fije la Se-
cretaría; 

III. Que el o los contratos de adhesión que pretenda utilizar
el solicitante contengan disposiciones que salvaguarden los
derechos de los consumidores, en los términos de esta ley
y del reglamento correspondiente; 

IV. Que el solicitante presente a la Secretaría un plan gene-
ral de funcionamiento del sistema y un proyecto de manual
que detalle los procedimientos de operación del sistema, a
efecto de que dicha dependencia cuente con los elementos
suficientes para otorgar, en su caso, la autorización; 

V. Que el solicitante presente mecanismos para el cumpli-
miento de sus obligaciones como administrador del siste-
ma respecto de la operación de cada grupo, en los términos
que prevea el reglamento, y 

VI. Los demás que determine el reglamento.

Una vez que el solicitante obtenga la autorización a que se
refiere este precepto, y antes de comenzar a operar el o los
sistemas de comercialización de que se trate, deberá solici-
tar el registro del o los contratos de adhesión correspon-
dientes ante la Procuraduría Federal del Consumidor. 

El reglamento detallará y precisará aspectos tales como ca-
racterísticas de los bienes y servicios que puedan ser obje-
to de los referidos sistemas de comercialización; el conte-
nido mínimo de contratos de adhesión; características,
constitución y, en su caso, autorización y liquidación de
grupos de consumidores; plazos de operación de los siste-
mas; determinación de aportaciones y tipos de cuotas y
cuentas; adjudicaciones y asignaciones; gastos de adminis-
tración, costos, penas convencionales, devoluciones e inte-
reses que deben cubrir los consumidores; manejo de los re-
cursos por parte de los mencionados proveedores; rescisión
y cancelación de contratos; constitución de garantías,
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seguros y cobranza; revisión o supervisión de la operación
de los mencionados sistemas por parte de terceros especia-
listas o auditores externos; características de la información
que los proveedores deban proporcionar al consumidor, a
las autoridades competentes y a los auditores externos; y
criterios sobre la publicidad dirigida a los consumidores. 

ARTICULO 63-BIS. En la operación de los sistemas de
comercialización a que se refiere el artículo anterior, que-
da prohibida la comercialización de bienes que no estén de-
terminados o no sean determinables; la constitución de
grupos cuyos contratos de adhesión no venzan en la misma
fecha; la transferencia de recursos o financiamiento de
cualquier tipo, ya sea de un grupo de consumidores a otro,
o a terceros; la fusión de grupos de consumidores y la reu-
bicación de consumidores de un grupo a otro; así como
cualquier otro acto que contravenga lo dispuesto en esta ley
y el reglamento respectivo, o que pretenda eludir su cum-
plimiento. 

Cualquier cantidad que deba ser cubierta por los consumi-
dores, deberá estar plenamente identificada y relacionada
con el concepto que le haya dado origen, debiendo desti-
narse exclusivamente al pago de los conceptos que corres-
pondan, conforme a lo dispuesto en el propio reglamento. 

No podrán participar en la administración, dirección y con-
trol de sociedades que administren los sistemas de comer-
cialización: 

I. Las personas que tengan litigio civil o mercantil en con-
tra del proveedor de que se trate; 

II. Las personas condenadas mediante sentencia ejecutoria-
da por delito intencional que merezca pena corporal, o que
estén inhabilitadas para desempeñar empleo, cargo o comi-
sión en el sistema financiero; 

III. Los quebrados y concursados que no hubieren sido re-
habilitados, y 

IV. Los terceros especialistas o auditores externos y las per-
sonas que realicen funciones de dictaminación, de inspec-
ción o vigilancia de los proveedores.

ARTICULO 63-TER. Las sociedades que administren los
sistemas de comercialización a que se refiere este precep-
to, tendrán el carácter de proveedores en términos de lo
dispuesto por el artículo 2o. de esta ley. 

La Procuraduría podrá determinar que uno o varios pro -
veedores suspendan de manera temporal la celebración de
nuevos contratos con los consumidores, cuando a su juicio
el o los proveedores hubieren incurrido de manera grave o
reiterada en violaciones a las disposiciones que correspon-
dan, sin perjuicio de las sanciones que resulten aplicables.
No obstante lo anterior, durante el tiempo en que subsista
la suspensión mencionada, el o los proveedores deberán
continuar operando los sistemas de comercialización cum-
pliendo las obligaciones asumidas con los consumidores,
de conformidad con las disposiciones respectivas. 

ARTICULO 63-QUATER. Serán causas de revocación
de la autorización otorgada al proveedor, las siguientes: 

I. No iniciar operaciones dentro del plazo de seis meses a
partir del otorgamiento de la autorización correspondiente,
o la suspensión de operaciones sin causa justificada por un
periodo superior a seis meses; 

II. La realización de actividades contrarias a la ley, al re-
glamento y a las demás disposiciones aplicables, así como
la no observancia de las condiciones conforme a las cuales
se haya otorgado la autorización; 

III. La no presentación de información que le requieran la
Secretaría, la Procuraduría o los auditores que correspon-
dan, o que la que presenten sea falsa, imprecisa o incom-
pleta; 

IV. El indebido o inoportuno registro contable de las ope-
raciones que haya efectuado el proveedor respecto de cada
uno de los grupos constituidos, o por incumplimiento de
sus obligaciones fiscales; 

V. Por dejar de tener el proveedor capacidad administrati-
va para cumplir con sus obligaciones, así como por la pér-
dida de la viabilidad económica, financiera y operativa del
sistema, y 

VI. Por cambio de objeto social, liquidación, concurso
mercantil o disolución del proveedor.

Cuando la Procuraduría detecte que el proveedor ha incu-
rrido en alguna de las causas de revocación previstas en este
artículo, lo hará del conocimiento de la Secretaría. 

Para los efectos de lo dispuesto por este precepto, la Se-
cretaría notificará al proveedor la causal de revocación en
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la que éste hubiere incurrido, a fin de que éste manifieste
lo que a su derecho convenga, en un plazo de cinco días há-
biles. En caso de que la resolución definitiva que se emita
determine la revocación de la autorización, el proveedor
pondrá a la sociedad correspondiente en estado de disolu-
ción y liquidación sin necesidad de acuerdo de la asamblea
de accionistas. 

Salvo por lo previsto en el presente ordenamiento, la diso-
lución y liquidación de la sociedad deberán realizarse de
conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Socie-
dades Mercantiles. 

En el caso de decretarse la revocación a que se refiere este
artículo, el proveedor deberá establecer los mecanismos y
procedimientos que le permitan llevar a cabo la liquidación
de los grupos existentes, así como cumplir con las obliga-
ciones contraídas con los consumidores. 

ARTICULO 63-QUINTUS. La Secretaría y la Procuradu-
ría, en el ámbito de sus competencias, verificarán el cum-
plimiento de esta ley, del reglamento y de las demás dispo-
siciones aplicables. Asimismo, supervisarán la operación
de los sistemas de comercialización a que se refiere este
precepto, pudiendo requerir para ello información y docu-
mentación a los proveedores, así como establecer las me-
didas preventivas y correctivas que correspondan. De igual
manera, supervisarán el proceso de liquidación de grupos a
que se refiere el artículo anterior, salvaguardando, en el
ámbito de su competencia, los intereses de los consumido-
res. 

Los proveedores estarán obligados a contratar terceros es-
pecialistas o auditores externos para efecto de revisar el
funcionamiento de los sistemas respectivos. Dichos espe-
cialistas o auditores externos deberán contar con la autori-
zación de la Secretaría en los términos que señale el Re-
glamento y su actividad estará sujeta a las reglas que este
último contenga. Los especialistas o auditores externos de-
berán entregar a la Secretaría y a la Procuraduría la infor-
mación que éstas les requieran. 

La Procuraduría podrá sancionar a los especialistas o audi-
tores externos que no cumplan con las obligaciones que les
fije el Reglamento, conforme a lo dispuesto en el artículo
128 de esta ley, sin perjuicio de las demás acciones legales
que correspondan. Asimismo, la Procuraduría podrá solici-
tar a la Secretaría la revocación de la autorización que ésta
les hubiere otorgado. 

ARTICULO 65. La venta o preventa de un servicio de
tiempo compartido sólo podrá iniciarse cuando el contrato
respectivo esté registrado en la Procuraduría y cuando es-
pecifique: 

I a VI ...

ARTICULO 66...

I y II ... 

III. Informar al consumidor el monto total a pagar por el
bien, producto o servicio de que se trate, que incluya, en su
caso, número y monto de pagos individuales, los intereses,
comisiones y cargos correspondientes, incluidos los fijados
por pagos anticipados o por cancelación; proporcionándo-
le debidamente desglosados los conceptos correspondien-
tes; 

IV. Respetarse el precio que se haya pactado originalmen-
te en operaciones a plazo o con reserva de dominio, salvo
lo dispuesto en otras leyes o convenio en contrario, y 

V. En caso de haberse efectuado la operación, el proveedor
deberá enviar periódicamente al consumidor, por el medio
que éste elija, un estado de cuenta que contenga, entre otros
rubros, la información relativa a cargos, pagos, intereses y
comisiones.

ARTICULO 73. Los actos relacionados con inmuebles só-
lo estarán sujetos a esta ley, cuando los proveedores sean
fraccionadores, constructores, promotores y demás perso-
nas que intervengan en la asesoría y venta al público de vi-
viendas destinadas a casa habitación o cuando otorguen al
consumidor el derecho de usar inmuebles mediante el sis-
tema de tiempo compartido, en los términos de los artícu-
los 64 y 65 de la presente ley. 

Los contratos relacionados con las actividades a que se re-
fiere el párrafo anterior, deberán registrarse ante la Procu-
raduría. 

La Procuraduría llevará un registro de las personas señala-
das en el párrafo primero en los términos que establezca la
norma oficial mexicana correspondiente. 

ARTICULO 73-BIS. Tratándose de los actos relacionados
con inmuebles a que se refiere el artículo anterior, el pro-
veedor deberá poner a disposición del consumidor al me-
nos lo siguiente: 
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I. En caso de preventa, el proveedor deberá exhibir un
inmueble muestra, el proyecto ejecutivo de construcción
completo y la maqueta respectiva; 

II. Los documentos que acrediten la propiedad del inmue-
ble. Asimismo, deberá informar sobre la existencia de gra-
vámenes que afecten la propiedad del mismo, los cuales
deberán quedar cancelados al momento de la firma de la
escritura correspondiente; 

III. La personalidad del vendedor y la autorización del pro-
veedor para promover la venta; 

IV. Información sobre las condiciones en que se encuentre
el pago de contribuciones y servicios públicos; 

V. Para el caso de inmuebles nuevos o preventas, las auto-
rizaciones, licencias o permisos expedidos por las autori-
dades correspondientes para la construcción, relativas a las
especificaciones técnicas, seguridad, uso de suelo, la clase
de materiales utilizados en la construcción; servicios bási-
cos con que cuenta, así como todos aquellos con los que
debe contar de conformidad con la legislación aplicable.
En el caso de inmuebles usados que no cuenten con dicha
documentación, se deberá indicar expresamente en el con-
trato la carencia de éstos; 

VI. Los planos estructurales, arquitectónicos y de instala-
ciones o, en su defecto, un dictamen de las condiciones es-
tructurales del inmueble. En su caso, señalar expresamente
las causas por las que no cuenta con ellos, así como el pla-
zo en el que tendrá dicha documentación; 

VII. Información sobre las características del inmueble,
como son la extensión del terreno, superficie construida, ti -
po de estructura, instalaciones, acabados, accesorios, lugar
o lugares de estacionamiento, áreas de uso común con
otros inmuebles, porcentaje de indiviso en su caso, servi-
cios con que cuenta y estado físico general del inmueble; 

VIII. Información sobre los beneficios que en forma adi-
cional ofrezca el proveedor en caso de concretar la opera-
ción, tales como acabados especiales, encortinados, azule-
jos y cocina integral, entre otros; 

IX. Las opciones de pago que puede elegir el consumidor,
especificando el monto total a pagar en cada una de las op-
ciones; 

X. En caso de operaciones a crédito, el señalamiento del
tipo de crédito de que se trata, así como el monto total a
pagar que incluya, en su caso, la tasa de interés que se va a
utilizar, comisiones y cargos. En el caso de la tasa variable,
deberá precisarse el instrumento o procedimiento aplicable
para tal efecto; 

De ser el caso, los mecanismos para la modificación o re-
negociación de las opciones de pago, las condiciones bajo
las cuales se realizaría y las implicaciones económicas,
tanto para el proveedor como para el consumidor; 

XI. Las condiciones bajo las cuales se llevará a cabo el pro-
ceso de escrituración, así como las erogaciones distintas
del precio de la venta que deba realizar el consumidor, ta-
les como gastos de escrituración, impuestos, avalúo, admi-
nistración, apertura de crédito y gastos de investigación.
De ser el caso, los costos por los accesorios o complemen-
tos; 

XII. Las condiciones bajo las cuales el consumidor puede
cancelar la operación, y 

XIII. Se deberá indicar al consumidor sobre la existencia y
constitución de garantía hipotecaria, fiduciaria o de cual-
quier otro tipo, así como su instrumentación.

ARTICULO 73-TER. El contrato que se pretenda regis-
trar en los términos de párrafo segundo del artículo 73, de-
berá cumplir al menos, con los siguientes requisitos: 

I. Lugar y fecha de celebración del contrato; 

II. Estar escrito en idioma español, sin perjuicio de que
puedan ser expresados, además, en otro idioma. En caso de
diferencias en el texto o redacción, se estará a lo manifes-
tado en el idioma español; 

III. Nombre, denominación o razón social, domicilio y re-
gistro federal de contribuyentes del proveedor, de confor-
midad con los ordenamientos legales sobre la materia; 

IV. Nombre, domicilio y, en su caso, registro federal de
contribuyentes del consumidor; 

V. Precisar las cantidades de dinero en moneda nacional,
sin perjuicio de que puedan ser expresadas también en mo-
neda extranjera; en el caso de que las partes no acuerden un
tipo de cambio determinado, se estará al tipo de cambio
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que rija en el lugar y fecha en que se realice el pago, de
conformidad con la legislación aplicable; 

VI. Descripción del objeto del contrato; 

VII. El precio total de la operación, la forma de pago, así
como las erogaciones adicionales que deberán cubrir las
partes; 

VIII. Relación de los derechos y obligaciones, tanto del
proveedor como del consumidor; 

IX. Las penas convencionales que se apliquen tanto al pro-
veedor como al consumidor por el incumplimiento de las
obligaciones contraídas, las cuales deberán ser recíprocas y
equivalentes, sin perjuicio de lo dispuesto por los ordena-
mientos legales aplicables; 

X. En su caso, las garantías para el cumplimiento del con-
trato, así como los gastos reembolsables y forma para su
aplicación; 

XI. El procedimiento para la cancelación del contrato de
adhesión y las implicaciones que se deriven para el prove-
edor y el consumidor; 

XII. Fecha de inicio y término de ejecución de la actividad
o servicio contratado, así como la de la entrega del bien ob-
jeto del contrato; 

XIII. En los casos de operaciones de compraventa de in-
muebles, el proveedor deberá precisar en el contrato, las
características técnicas y de materiales de la estructura, de
las instalaciones y acabados; 

De igual manera, deberá señalarse que el inmueble cuenta
con la infraestructura para el adecuado funcionamiento de
sus servicios básicos; 

XIV. En el caso de operaciones de compraventa, deberán
señalarse los términos bajo los cuales habrá de otorgarse su
escrituración. El proveedor en su caso, deberá indicar que
el bien inmueble deberá estar libre de gravámenes a la fir-
ma de la escritura correspondiente, y 

XV. Las demás que se exijan conforme a la presente ley pa-
ra el caso de los contratos de adhesión.

ARTICULO 75. En los contratos de adhesión relaciona-
dos con inmuebles se estipulará la información requerida

en el capítulo VII, fecha de entrega, especificaciones, pla-
zos y demás elementos que individualicen el bien, así co-
mo la información requerida en el artículo 73-TER. Los
proveedores no podrán recibir pago alguno hasta que cons-
te por escrito la relación contractual, excepto el relativo a
gastos de investigación. 

ARTICULO 76-BIS...

I a VI...

VII.- El proveedor deberá abstenerse de utilizar estrategias
de venta o publicitarias que no proporcionen al consumidor
información clara y suficiente sobre los servicios ofreci-
dos, en especial tratándose de prácticas de mercadotecnia
dirigidas a la población vulnerable, como los niños, ancia-
nos y enfermos, incorporando mecanismos que adviertan
cuando la información no sea apta para esa población.

ARTICULO 77... 

Para los efectos del párrafo anterior la garantía no podrá ser
inferior a 60 días contados a partir de la entrega del bien o
la prestación total del servicio. 

ARTICULO 79... 

El cumplimiento de las garantías es exigible, indistinta-
mente, al productor y al importador del bien o servicio, así
como al distribuidor, salvo en los casos en que alguno de
ellos o algún tercero asuma por escrito la obligación. El
cumplimiento de las garantías deberá realizarse en el do-
micilio en que haya sido adquirido o contratado el bien o
servicio, o en el lugar o lugares que exprese la propia póli-
za. El proveedor deberá cubrir al consumidor los gastos ne-
cesarios erogados para lograr el cumplimiento de la garan-
tía en domicilio diverso al antes señalado. 

ARTICULO 82. El consumidor puede optar por pedir la
restitución del bien o servicio, la rescisión del contrato o la
reducción del precio, y en cualquier caso, la bonificación o
compensación, cuando la cosa u objeto del contrato tenga
defectos o vicios ocultos que la hagan impropia para los
usos a que habitualmente se destine, que disminuyan su ca-
lidad o la posibilidad de su uso, o no ofrezca la seguridad
que dada su naturaleza normalmente se espere de ella y de
su uso razonable. Cuando el consumidor opte por la resci-
sión, el proveedor tiene la obligación de reintegrarle el pre-
cio pagado y, en su caso, los intereses a que se refiere el se-
gundo párrafo del artículo 91 de esta ley. 
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La bonificación o compensación a que se refiere el párrafo
anterior se determinará conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 92 ter de esta ley. 

Lo anterior sin perjuicio de la indemnización que en su
caso corresponda por daños y perjuicios. 

ARTICULO 85. Para los efectos de esta ley, se entiende
por contrato de adhesión el documento elaborado unilate-
ralmente por el proveedor, para establecer en formatos uni-
formes los términos y condiciones aplicables a la adquisi-
ción de un producto o la prestación de un servicio, aun
cuando dicho documento no contenga todas las cláusulas
ordinarias de un contrato. Todo contrato de adhesión cele-
brado en territorio nacional, para su validez, deberá estar
escrito en idioma español y sus caracteres tendrán que ser
legibles a simple vista, en los términos que se indiquen en
el Reglamento correspondiente. Además, no podrá impli-
car prestaciones desproporcionadas a cargo de los consu-
midores, obligaciones inequitativas o abusivas, o cualquier
otra cláusula o texto que viole las disposiciones de esta ley. 

ARTICULO 86...

... 

Los contratos de adhesión sujetos a registro deberán conte-
ner una cláusula en la que se determine que la Procuradu-
ría será competente en la vía administrativa para resolver
cualquier controversia que se suscite sobre la interpreta-
ción o cumplimiento de los mismos. 

ARTICULO 86-BIS. En los contratos de adhesión de
prestación de servicios deben incluirse por escrito o por vía
electrónica los servicios adicionales, especiales, o conexos,
que pueda solicitar el consumidor de forma opcional por
conducto y medio del servicio básico. 

El proveedor sólo podrá prestar un servicio adicional o co-
nexo no previsto en el contrato original si cuenta con el
consentimiento expreso del consumidor, ya sea por escrito
o por vía electrónica. 

ARTICULO 87. En caso de que los contratos de adhesión
requieran de registro previo ante la Procuraduría, los pro-
veedores deberán presentarlos ante la misma antes de su
utilización y ésta se limitará a verificar que los modelos se
ajusten a lo que disponga la norma correspondiente y a las
disposiciones de esta ley, y emitirá su resolución dentro de
los 30 días siguientes a la fecha de presentación de la soli-

citud de registro. Transcurrido dicho plazo sin haberse emi-
tido la resolución correspondiente, los modelos se entende-
rán aprobados y será obligación de la Procuraduría regis-
trarlos, quedando en su caso como prueba de inscripción la
solicitud de registro. Para la modificación de las obligacio-
nes o condiciones de los contratos que requieran de regis-
tro previo será indispensable solicitar la modificación del
registro ante la Procuraduría, la cual se tramitará en los tér-
minos antes señalados. 

ARTICULO 87-BIS. La Procuraduría podrá publicar en el
Diario Oficial de la Federación, el modelo de aquellos con-
tratos que deban ser registrados de conformidad con el ar-
tículo 86 de esta ley, a fin de que los proveedores puedan
utilizarlos. En tales casos, el proveedor únicamente dará
aviso a la Procuraduría sobre la adopción del modelo de
contrato para efectos de registro. 

Cuando el proveedor haya dado aviso a la Procuraduría
para adoptar un contrato conforme al modelo publicado, no
podrá modificarlo ni incluir otras cláusulas o excepciones
a su aplicación, sin haber cumplido con lo dispuesto en el
artículo 87 TER. En caso de no hacerlo, dichas modifica-
ciones, adiciones o excepciones se tendrán por no puestas. 

ARTICULO 87-TER. Cuando el contrato de adhesión de
un proveedor contenga variaciones respecto del modelo de
contrato publicado por la Procuraduría a que se refiere el
artículo anterior, el proveedor deberá solicitar su registro
en los términos del procedimiento previsto en el artículo 87. 

ARTICULO 90-BIS. Cuando con posterioridad a su re-
gistro se aprecie que un contrato contiene cláusulas que
sean contrarias a esta ley o a las normas oficiales mexica-
nas, la Procuraduría, de oficio o a petición de cualquier
persona interesada, procederá a la cancelación del registro
correspondiente. 

En tales casos, la Procuraduría procederá conforme al pro-
cedimiento establecido en el artículo 123 de esta ley. 

ARTICULO 92. Los consumidores tendrán derecho, a su
elección, a la reposición del producto o a la devolución de
la cantidad pagada, y en todo caso, a una bonificación o
compensación, en los siguientes casos: 

I. Cuando el contenido neto de un producto o la cantidad
entregada sea menor a la indicada en el envase, recipiente,
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empaque o cuando se utilicen instrumentos de medición
que no cumplan con las disposiciones aplicables, consi-
derados los límites de tolerancia permitidos por la nor -
matividad; 

II. Si el bien no corresponde a la calidad, marca, o especi-
ficaciones y demás elementos sustanciales bajo los cuales
se haya ofrecido o no cumple con las normas oficiales me-
xicanas; 

III. Si el bien reparado no queda en estado adecuado para
su uso o destino, dentro del plazo de garantía, y 

IV. En los demás casos previstos por esta ley.

...

Si con motivo de la verificación la Procuraduría detecta el
incumplimiento de alguno de los supuestos previstos por
este precepto, podrá ordenar que se informe a los consumi-
dores sobre las irregularidades detectadas para el efecto de
que puedan exigir al proveedor la bonificación o compen-
sación que corresponda, en los términos del artículo 98-
BIS. 

ARTICULO 92-BIS. Los consumidores tendrán derecho a
la bonificación o compensación cuando la prestación de un
servicio sea deficiente, no se preste o proporcione por cau-
sas imputables al proveedor, o por los demás casos previs-
tos por la ley. 

ARTICULO 92-TER. La bonificación o compensación a
que se refieren los artículos 92 y 92 bis no podrá ser menor
al veinte por ciento del precio pagado. El pago de dicha bo-
nificación o compensación se efectuará sin perjuicio de la
indemnización que en su caso corresponda por daños y per-
juicios. 

Para la determinación del pago de daños y perjuicios, la au-
toridad judicial considerará el pago de la bonificación o
compensación que en su caso hubiese hecho el proveedor. 

La bonificación o compensación que corresponda tratán-
dose del incumplimiento a que se refiere el artículo 92,
fracción I, podrá hacerla efectiva el consumidor directa-
mente al proveedor presentando su comprobante o recibo
de pago del día en que se hubiere detectado la violación por
la Procuraduría, y no podrá ser menor al veinte por ciento
del precio pagado. 

ARTICULO 93. La reclamación a que se refiere el artí-
culo 92 podrá presentarse indistintamente al vendedor, al
fabricante o importador, a elección del consumidor, dentro
de los dos meses siguientes a la fecha en que se haya reci-
bido el producto, siempre que no se hubiese alterado por
culpa del consumidor. El proveedor deberá satisfacer la re-
clamación en un plazo que no excederá de quince días con-
tados a partir de dicha reclamación. El vendedor, fabrican-
te o importador podrá negarse a satisfacer la reclamación si
ésta es extemporánea, cuando el producto haya sido usado
en condiciones distintas a las recomendadas o propias de su
naturaleza o destino o si ha sufrido un deterioro esencial,
irreparable y grave por causas imputables al consumidor. 

ARTICULO 94. Las comprobaciones de calidad, especifi-
caciones o cualquier otra característica, se efectuarán con-
forme a las normas oficiales mexicanas; a falta de éstas,
conforme las normas mexicanas o a los métodos o proce-
dimientos que determinen la Secretaría o la dependencia
competente del Ejecutivo Federal, previa audiencia de los
interesados. 

ARTICULO 95. Los productos que hayan sido repuestos
por los proveedores o distribuidores, deberán serles re-
puestos a su vez contra su entrega, por la persona de quien
los adquirieron o por el fabricante, quien deberá, en su
caso, cubrir el costo de su reparación, devolución, bonifi-
cación o compensación que corresponda, salvo que la cau-
sa sea imputable al proveedor o distribuidor. 

En caso de que el producto en cuestión cuente con un do-
cumento que ampare la evaluación de la conformidad del
mismo emitido por alguna de las personas acreditadas o
aprobadas a que se refiere la Ley Federal sobre Metrología
y Normalización, tales personas deberán cubrir al provee-
dor la bonificación o compensación que corresponda. 

ARTICULO 96. La Procuraduría, con objeto de aplicar y
hacer cumplir las disposiciones de esta ley, cuando no co-
rresponda a otra dependencia, practicará la vigilancia y ve-
rificación necesarias en los lugares donde se administren,
almacenen, transporten, distribuyan o expendan productos
o mercancías o en los que se presten servicios, incluyendo
vehículos en tránsito. 

Para la verificación y vigilancia a que se refiere el párrafo
anterior, la Procuraduría actuará de oficio conforme a lo
dispuesto en esta ley y en los términos del procedimiento
previsto por la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo, y tratándose de la verificación del cumplimiento de
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normas oficiales mexicanas, de conformidad con la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización. 

ARTICULO 97. Cualquier persona podrá denunciar ante
la Procuraduría las violaciones a las disposiciones de esta
ley, la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, nor-
mas oficiales mexicanas y demás disposiciones aplicables.
En la denuncia se deberá indicar lo siguiente: 

I. Nombre y domicilio del denunciado o, en su caso, datos
para su ubicación; 

II. Relación de los hechos en los que basa su denuncia, in-
dicando el bien, producto o servicio de que se trate, y 

III. En su caso, nombre y domicilio del denunciante.

La denuncia podrá presentarse por escrito, de manera ver-
bal, vía telefónica, electrónica o por cualquier otro medio. 

ARTICULO 97-BIS. La orden de verificación a que se re-
fiere el artículo 65 de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo deberá ser exhibida y entregada en original a
la persona con quien se entienda la diligencia. Si ésta se
niega a recibirla, dicha circunstancia se asentará en el acta
respectiva, sin que ello afecte la validez del acto. 

ARTICULO 97-TER. Cuando con motivo de una visita
de verificación se requiera efectuar toma de muestras para
verificar el cumplimiento de esta ley, en el acta se deberá
indicar el número y tipo de muestras que se obtengan. 

Para la toma y análisis de las muestras a que se refiere el
párrafo anterior, se procederá en los siguientes términos: 

I. Se tomarán por triplicado, una para el análisis de la Pro-
curaduría, otra quedará en poder del visitado quien podrá
efectuar su análisis, y la tercera tendrá el carácter de mues-
tra testigo que quedará en poder del visitado y a disposi-
ción de la Procuraduría. A las muestras se colocarán sellos
que garanticen su inviolabilidad; 

II. El resultado del análisis emitido por la Procuraduría se
le notificará al visitado en los términos del artículo 104 de
esta ley; 

III. En caso de que el visitado no esté de acuerdo con los
resultados deberá exhibir el análisis derivado de la muestra

dejada en su poder y además, la muestra testigo, dentro de
los cinco días siguientes a la recepción de los resultados de
la Procuraduría; 

IV. En tales casos, la Procuraduría ordenará el análisis de
la muestra testigo en su laboratorio. El análisis se realizará
en presencia de los técnicos designados por las partes, de-
biéndose levantar una constancia de ello. El dictamen deri-
vado de este último, será definitivo, y 

V. En caso de tratarse de análisis o pruebas no destructivas,
las muestras serán devueltas al visitado a su costa; en caso
de que éste no las recoja en un plazo de treinta días a par-
tir de la notificación respectiva, dichas muestras se podrán
donar para fines lícitos o destruir.

ARTICULO 97-QUATER. Si durante el procedimiento
de verificación se detecta alguno de los supuestos previstos
en el artículo 25 BIS de esta ley, se aplicarán, en su caso,
las medidas precautorias que correspondan, asentándose
dicha circunstancia en el acta respectiva. Lo anterior, sin
perjuicio de iniciar el procedimiento previsto por el artícu-
lo 123 de esta ley. 

ARTICULO 98. Se entiende por visita de verificación la
que se practique en los lugares a que se refiere el artículo
96 de acuerdo con lo dispuesto en esta ley, debiéndose: 

I a IV…

ARTICULO 98-BIS. Cuando con motivo de una verifica-
ción la Procuraduría detecte violaciones a esta ley y demás
disposiciones aplicables, podrá ordenar se informe a los
consumidores individual o colectivamente, inclusive a tra-
vés de medios de comunicación masiva, sobre las acciones
u omisiones de los proveedores que afecten sus intereses o
derechos, así como la forma en que los proveedores los re-
tribuirán o compensarán, debiendo éstos acreditar el cum-
plimiento de dicha orden. En caso de no hacerlo, se aplica-
rán las sanciones que correspondan. 

ARTICULO 98-TER. La Procuraduría podrá ordenar el
aseguramiento de bienes o productos que se comercialicen
fuera de establecimiento comercial cuando no cumplan con
las disposiciones aplicables, conforme al procedimiento
que al efecto se establezca y que se publique en el Diario
Oficial de la Federación, y lo hará del conocimiento de las
autoridades competentes a fin de que adopten las medidas
que procedan. 
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ARTICULO 99. La Procuraduría recibirá las quejas o re-
clamaciones de los consumidores con base en esta ley, las
cuales podrán presentarse en forma escrita, oral, telefónica,
electrónica o por cualquier otro medio idóneo cumpliendo
con los siguientes requisitos: 

I y II ...

III. Señalar nombre y domicilio del proveedor que se con-
tenga en el comprobante o recibo que ampare la operación
materia de la reclamación o, en su defecto, el que propor-
cione el reclamante, y 

IV. Señalar el lugar o forma en que solicita se desahogue su
reclamación.

Las reclamaciones de las personas físicas que adquieran,
almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios con ob-
jeto de integrarlos en procesos de producción, transforma-
ción, comercialización o prestación de servicios a terceros,
serán procedentes siempre que el monto de la operación
motivo de la reclamación no exceda de $300,000.00. 

... 

ARTICULO 100. Las reclamaciones podrán desahogarse
a elección del reclamante, en el lugar en que se haya origi -
nado el hecho motivo de la reclamación; en el del domici-
lio del reclamante, en el del proveedor, o en cualquier otro
que se justifique, tal como el del lugar donde el consumi-
dor desarrolla su actividad habitual o en el de su residen-
cia. 

En caso de no existir una unidad de la Procuraduría en el
lugar que solicite el consumidor, aquélla hará de su cono-
cimiento el lugar o forma en que será atendida su reclama-
ción. 

ARTICULO 103. La Procuraduría notificará al proveedor
dentro de los quince días siguientes a la fecha de recepción
y registro de la reclamación, requiriéndole un informe por
escrito relacionado con los hechos, acompañado de un ex-
tracto del mismo. 

ARTICULO 104... 

I a III … 

IV. Cuando se trate de resoluciones o acuerdos que impon-
gan una medida de apremio o una sanción; 

V a VII...

Las notificaciones personales deberán realizarse por notifi-
cador o por correo certificado con acuse de recibo del pro-
pio notificado o por cualquier otro medio fehaciente auto-
rizado por la ley o por el destinatario, siempre y cuando
éste manifieste por escrito su consentimiento. 

En caso de que el destinatario no hubiere señalado domici-
lio para oír y recibir notificaciones o lo hubiere cambiado
sin haber avisado a la Procuraduría, ésta podrá notificarlo
por estrados. 

Tratándose de actos distintos a los señalados con anteriori-
dad, las notificaciones podrán efectuarse por estrados, pre-
vio aviso al destinatario, quien podrá oponerse a este he-
cho, así como por correo con acuse de recibo o por
mensajería; también podrán efectuarse por telegrama, fax,
vía electrónica u otro medio similar previa aceptación por
escrito del interesado. 

La documentación que sea remitida por una unidad admi-
nistrativa de la Procuraduría vía electrónica, fax o por cual-
quier otro medio idóneo a otra unidad de la misma para
efectos de su notificación, tendrá plena validez siempre
que la unidad receptora hubiere confirmado la firma elec-
trónica del servidor público que remite la documentación y
que ésta se conserve íntegra, inalterada y accesible para su
consulta.

ARTICULO 105. Las reclamaciones se podrán presentar
dentro del término de un año, en cualquiera de los siguien-
tes supuestos: 

I...

a)... . . . 

b) A partir de que se pague el bien o sea exigible el servi-
cio, total o parcialmente; 

c) A partir de que se reciba el bien, o se preste el servicio, o 

d) A partir de la última fecha en que el consumidor acredi-
te haber directamente requerido al proveedor el cumpli-
miento de alguna de las obligaciones pactadas por éste. 

II...

a)... . . . 
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b) ...

ARTICULO 106.. 

I a VI … 

La Procuraduría realizará la notificación correspondiente y
ordenará su entrega al consignatario o, en su caso, al órga-
no judicial competente. Una vez agotados los medios lega-
les para la entrega del billete de depósito, sin que ello hu-
biese sido posible, prescribirán a favor de la Procuraduría
los derechos para su cobro en un término de tres años, con-
tados a partir de la primera notificación para su cobro.

ARTICULO 111...

La conciliación podrá celebrarse vía telefónica o por otro
medio idóneo, en cuyo caso la Procuraduría o las partes
podrán solicitar que se confirmen por escrito los compro-
misos adquiridos. 

ARTICULO 113. Previo reconocimiento de la personali-
dad y de la relación contractual entre las partes el concilia-
dor expondrá a las partes un resumen de la reclamación y
del informe presentado, señalando los elementos comunes
y los puntos de controversia, y las exhortará para llegar a
un arreglo. Sin prejuzgar sobre el conflicto planteado, les
presentará una o varias opciones de solución, salvaguar-
dando los derechos del consumidor. 

Tratándose de bienes o servicios de prestación o suminis-
tro periódicos tales como energía eléctrica, gas o teleco-
municaciones, el sólo inicio del procedimiento conciliato-
rio suspenderá cualquier facultad del proveedor de
interrumpir o suspender unilateralmente el cumplimiento de
sus obligaciones en tanto concluya dicho procedimiento. 

ARTICULO 114. El conciliador podrá en todo momento
requerir a las partes los elementos de convicción que esti-
me necesarios para la conciliación, así como para el ejerci-
cio de las atribuciones que a la Procuraduría le confiere la
ley. Asimismo, podrá acordar la práctica de diligencias que
permitan acreditar los hechos constitutivos de la reclama-
ción. Las partes podrán aportar las pruebas que estimen ne-
cesarias para acreditar los elementos de la reclamación y
del informe. 

El conciliador podrá suspender cuando lo estime pertinen-
te o a instancia de ambas partes, la audiencia de concilia-

ción hasta en tres ocasiones. Asimismo, podrá requerir la
emisión de un dictamen a través del cual se cuantifique en
cantidad líquida la obligación contractual. 

En caso de que se suspenda la audiencia, el conciliador se-
ñalará día y hora para su reanudación, dentro de los quince
días siguientes, donde en su caso, hará del conocimiento de
las partes el dictamen correspondiente, las cuales podrán
formular durante la audiencia observaciones al mismo. 

La Procuraduría podrá emitir un acuerdo de trámite que
contenga el dictamen a que se refieren los párrafos anterio-
res, que constituirá título ejecutivo no negociable a favor
del consumidor, salvo prueba en contrario; dicho título se
ejecutará por la vía jurisdiccional respectiva, dentro de la
cual el proveedor podrá controvertir el monto del título y
oponer las excepciones que estime convenientes. El acuer-
do de la Procuraduría no pondrá fin al procedimiento ni
tendrá fuerza vinculatoria para las partes. 

De toda audiencia se levantará el acta respectiva. En caso
de que el proveedor no firme el acta, ello no afectará su va-
lidez, debiéndose hacer constar dicha negativa. 

Para la sustanciación del procedimiento de conciliación a
que se refiere el presente capítulo, se aplicará supletoria-
mente el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

ARTICULO 114-BIS. El dictamen a que se refiere el artí-
culo anterior se efectuará en base a las siguientes conside-
raciones: 

I. Se calculará el monto de la obligación contractual, aten-
diendo a las cantidades originalmente pactadas por las
partes; 

II. Se analizará el grado de cumplimiento efectuado por el
proveedor con relación a la obligación objeto del procedi-
miento; 

III. Con los datos antes señalados, se estimará la obligación
incumplida y, en su caso, la bonificación a que se refiere el
artículo 92 TER, y 

IV. La bonificación señalada en la fracción anterior, se cal-
culará conforme al siguiente criterio: 

a) En los casos en que el consumidor hubiere entregado la
totalidad del monto de la operación al proveedor, la bonifi-
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cación será del 30% del monto de la obligación contractual
que se determine en el dictamen; 

b) Cuando el consumidor hubiere entregado más del 50%
de la totalidad del monto de la operación al proveedor, la
bonificación será del 25% del monto de la obligación con-
tractual que se determine en el dictamen; 

c) En los supuestos en los que el consumidor hubiere en-
tregado hasta el 50% de la totalidad del monto de la opera-
ción al proveedor, la bonificación será del 20% del monto
de la obligación contractual que se determine en el dicta-
men, y 

d) En los demás casos, la bonificación correspondiente se-
rá del 20% del monto de la obligación contractual que se
determine en el dictamen.

Las bonificaciones señaladas con anterioridad, se fijarán
sin perjuicio de las sanciones a que se hubiese hecho
acreedor el proveedor o de que sean modificadas por la
autoridad judicial. 

ARTICULO 114-TER. El dictamen emitido deberá conte-
ner lo siguiente: 

I. Lugar y fecha de emisión;

II. Identificación de quien emite el dictamen; 

III. Nombre y domicilio del proveedor y del consumidor 

IV. La obligación contractual y tipo de bien o servicio de
que se trate; 

V. El monto original de la operación y materia de la recla-
mación; 

VI. La determinación del importe de las obligaciones a car-
go del proveedor, y 

VII. La cuantificación líquida de la bonificación al consu-
midor.

La determinación del importe consignado en el dictamen,
para efectos de ejecución se actualizará por el transcurso
del tiempo desde el momento en que se emitió hasta el mo-
mento en que se pague, tomando en consideración los cam-
bios de precios en el país, de conformidad con el factor de

actualización que arroje el índice nacional de precios al
consumidor que mensualmente dé a conocer el Banco de
México. 

La acción ejecutiva derivada del dictamen prescribirá a un
año de su emisión. 

ARTICULO 116. En caso de no haber conciliación, el
conciliador exhortará a las partes para que designen como
árbitro a la Procuraduría o a algún árbitro independiente
para solucionar el conflicto. Para efectos de este último
caso, la Procuraduría podrá poner a disposición de las par-
tes información sobre árbitros independientes. 

...

ARTICULO 117. La Procuraduría podrá actuar como ár-
bitro entre consumidores y proveedores cuando los intere-
sados así la designen y sin necesidad de reclamación o pro-
cedimiento conciliatorio previos, observando los
principios de legalidad, equidad y de igualdad entre las
partes. 

Cuando se trate de aquellas personas físicas que adquieren,
almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios con ob-
jeto de integrarlos en procesos de producción, transforma-
ción, comercialización o prestación de servicios a terceros,
la Procuraduría podrá fungir como árbitro siempre que el
monto de lo reclamado no exceda de $300,000.00. 

ARTICULO 120. En el juicio arbitral de estricto derecho
las partes formularán compromiso en el que fijarán las re-
glas del procedimiento, acordes con los principios de lega-
lidad, equidad e igualdad entre las partes. En el caso de que
las partes no las propongan o no se hayan puesto de acuer-
do, el árbitro las establecerá. En todo caso se aplicará su-
pletoriamente el Código de Comercio y a falta de disposi-
ción en dicho Código, el ordenamiento procesal civil local
aplicable. 

ARTICULO 122. Las resoluciones que se dicten durante
el procedimiento arbitral admitirán como único recurso el
de revocación, que deberá resolverse por el árbitro desig-
nado en un plazo no mayor de tres días. El laudo arbitral
sólo estará sujeto a aclaración dentro de los dos días si-
guientes a la fecha de su notificación. 

ARTICULO 123. Para determinar el incumplimiento de
esta ley y en su caso para la imposición de las sanciones a
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que se refiere la misma, la Procuraduría notificará al pre-
sunto infractor de los hechos motivo del procedimiento y le
otorgará un término de diez días hábiles para que rinda
pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho con-
venga. En caso de no rendirlas, la Procuraduría resolverá
conforme a los elementos de convicción de que disponga. 

Cuando la Procuraduría detecte violaciones a normas ofi-
ciales mexicanas e inicie el procedimiento a que se refiere
este precepto en contra de un proveedor por la comerciali-
zación de bienes o productos que no cumplan con dichas
normas, notificará también al fabricante, productor o im-
portador de tales bienes o productos el inicio del procedi-
miento previsto en este artículo. La Procuraduría determi-
nará las sanciones que procedan una vez concluidos los
procedimientos en cuestión. 

...

...

...

ARTICULO 124-BIS. Para la sustanciación del procedi-
miento por infracciones a la ley a que se refiere el presen-
te capítulo, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

ARTICULO 126. Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 8 BIS, 11, 15, 16 y demás disposiciones que no
estén expresamente mencionadas en los artículos 127 y
128, serán sancionadas con multa de $150.00 a
$600,000.00. 

ARTICULO 127. Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 7 BIS, 13, 17, 18 BIS, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38,
39, 40, 41, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 50, 52, 53, 54, 55, 57, 58,
59, 60, 61, 62, 66, 67, 68, 69, 70, 72, 75, 77, 78, 79, 81, 82,
85, 86 QUATER, 87 BIS, 90, 91, 93, 95 y 113 serán san-
cionadas con multa de $300.00 a $1,200,000.00. 

ARTICULO 128. Las infracciones a lo dispuesto por los
artículos 7, 8, 10, 12, 44, 63, 63 QUINTUS, 65, 73, 73 BIS,
73 TER, 74, 76 BIS, 80, 86 BIS, 87, 87 TER, 92, 92 TER,
98 BIS y 121 serán sancionadas con multa de $450.00 a
$2,200,000.00. 

ARTICULO 128-BIS. En casos particularmente graves, la
Procuraduría podrá sancionar con clausura total o parcial,

la cual podrá ser hasta de noventa días y con multa de
$900,000.00 a $3,150,000.00. 

ARTICULO 128-TER. Se considerarán casos particular-
mente graves: 

I. Aquellos en que de seguir operando el proveedor, se pu-
dieran afectar los derechos e intereses de un grupo de con-
sumidores; 

II. Cuando la infracción de que se trate pudiera poner en
peligro la vida, la salud o la seguridad de un grupo de con-
sumidores; 

III. Aquellas infracciones que se cometan en relación con
bienes, productos o servicios que por la temporada o las
circunstancias especiales del mercado afecten los derechos
de un grupo de consumidores; 

IV. Aquellas conductas que se cometan aprovechando la
escasez, lejanía o dificultad en el abastecimiento de un bien
o en la prestación de un servicio; 

V. Cuando se trate de productos básicos de consumo gene-
ralizado, como alimentos, gas natural o licuado de petró-
leo, gasolina o productos sujetos a precio máximo o a pre-
cios o tarifas establecidos o registrados por la Secretaría o
por cualquiera otra autoridad competente, y 

VI. La reincidencia en la comisión de infracciones a los ar-
tículos señalados en el artículo 128 de esta ley.

ARTICULO 128-QUATER. Se sancionará con la prohi-
bición de comercialización de bienes o productos, cuando
habiendo sido suspendida ésta, se determine que no es po-
sible su acondicionamiento, reproceso, reparación o susti-
tución. 

En el caso de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Procu-
raduría podrá ordenar la destrucción de los bienes o pro-
ductos que correspondan. 

Tratándose de servicios, la prohibición de comercializa-
ción procederá cuando habiendo sido suspendida, no se ga-
rantice que su prestación pueda realizarse conforme a las
disposiciones de esta ley. 

ARTICULO 129. En caso de reincidencia se podrá aplicar
multa hasta por el doble de las cantidades señaladas en los
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artículos 126, 127, 128, 128-BIS, e inclusive arresto admi-
nistrativo hasta por treinta y seis horas. 

ARTICULO 129-BIS. La Procuraduría actualizará cada
año por inflación los montos referidos en pesos en los ar-
tículos 25, 99, 117, 126, 127, 128, 128 BIS y 133 de esta
ley. A más tardar el día 30 de diciembre de cada año, la
Procuraduría publicará en el Diario Oficial de la Federa-
ción los montos actualizados que estarán vigentes en el si-
guiente año calendario. 

Para estos efectos, la Procuraduría se basará en la variación
observada en el valor del Indice Nacional de Precios al
Consumidor, publicado por el Banco de México entre la úl-
tima actualización de dichos montos y el mes de noviem-
bre del año en cuestión. 

ARTICULO 132... 

I a II...

III. Si se trata de reincidencia, así como el número de in-
fracciones cometidas; 

IV a V...

ARTICULO 133...

Cuando por un mismo hecho u omisión se cometan varias
infracciones a las que esta ley imponga una sanción, el to-
tal de las mismas no deberá rebasar de: $6.300,000.00. 

ARTICULO 134. La autoridad que haya impuesto alguna
de las sanciones previstas en esta ley la podrá condonar, re-
ducir o conmutar, para lo cual apreciará las circunstancias
del caso, las causas que motivaron su imposición, así como
la medida en que la reclamación del consumidor haya
quedado satisfecha, sin que la petición del interesado cons-
tituya un recurso. 

La autoridad no podrá ejercer la facultad referida en este
precepto, respecto de las sanciones impuestas con motivo
de los procedimientos de verificación y vigilancia del
cumplimiento de esta ley y demás disposiciones aplicables. 

ARTICULO 135. En contra de las resoluciones de la Pro-
curaduría dictadas con fundamento en las disposiciones de
esta Ley y demás derivadas de ella, se podrá interponer re-
curso de revisión, en los términos de la Ley Federal de Pro-

cedimiento Administrativo. 

ARTICULO 136. SE DEROGA. 

ARTICULO 137. SE DEROGA. 

ARTICULO 138. SE DEROGA. 

ARTICULO 139. SE DEROGA. 

ARTICULO 140. SE DEROGA. 

ARTICULO 141. SE DEROGA. 

ARTICULO 142.- SE DEROGA. 

ARTICULO 143. SE DEROGA. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a los no-
venta días siguientes de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación, salvo lo dispuesto en los artículos transi-
torios siguientes. 

SEGUNDO. El artículo 92 TER entrará en vigor ciento
ochenta días después de la publicación del presente Decreto. 

TERCERO. La reforma al artículo 114, en lo relativo a la
emisión del dictamen por parte de la Procuraduría, así
como la reforma al artículo 26 y los artículos 114-BIS y
114-TER entrará en vigor un año después de la publicación
del presente Decreto, sujeto a la disponibilidad presupues-
tal para la operación de las unidades necesarias en la Pro-
curaduría para realizar las funciones establecidas en tales
artículos. 

CUARTO. El artículo 18; la fracción IV y el párrafo se-
gundo del artículo 99, así como las reformas al artículo
100, al último párrafo del artículo 104 y al párrafo segun-
do del artículo 117 entrarán en vigor 9 meses después de la
publicación del presente Decreto. 

QUINTO. El procedimiento de cancelación de registro a
que se refiere el artículo 90-BIS, sólo procederá respecto
de los contratos que se registren a partir de la entrada en vi-
gor del presente Decreto. 

SEXTO. Las operaciones derivadas de los sistemas de co-
mercialización a que se refiere el artículo 63 de la ley, que
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se hubieren llevado a cabo en fecha anterior a la entrada en
vigor del presente Decreto, les continuarán siendo aplica-
bles hasta el vencimiento de los contratos y la liquidación
de los grupos existentes a la fecha, las disposiciones que
las regulaban. 

Las sociedades que actualmente administren dichos siste-
mas de comercialización no podrán abrir nuevos grupos de
consumidores al amparo de tales disposiciones ni celebrar
nuevos contratos de adhesión. No obstante lo anterior, du-
rante los 60 y ciento veinte días naturales inmediatos si-
guientes a la fecha de entrada en vigor del presente De-
creto, según se trate de bienes muebles e inmuebles,
respectivamente, las referidas sociedades podrán celebrar
contratos de adhesión ajustándose a las disposiciones men-
cionadas en el párrafo anterior, exclusivamente cuando co-
rrespondan a grupos de consumidores que aún se encuen-
tren en proceso de integración. 

SEPTIMO. A partir de la entrada en vigor de este Decre-
to, las sociedades mencionadas únicamente podrán abrir
nuevos grupos de consumidores y celebrar los correspon-
dientes contratos de adhesión, cuando cuenten con la auto-
rización de la Secretaría en términos del artículo 63 y cum-
plan con las disposiciones aplicables. 

OCTAVO. Para los efectos del artículo sexto transitorio, la
Secretaría y la Procuraduría en el ámbito de sus competen-
cias supervisarán el proceso de liquidación de los grupos,
determinando para ello los lineamientos que correspondan. 

NOVENO. Las sociedades a que se refiere el artículo sex-
to transitorio, deberán presentar a la Secretaría la informa-
ción relativa, entre otros rubros, a la operación del sistema,
al número de contratos, número de grupos, plazos, situa-
ción que guarden los consumidores en la forma y términos
que para tal efecto establezca la misma. La Secretaría po-
drá solicitar a las mencionadas sociedades que realicen au-
ditorías externas respecto de grupos de consumidores cons-
tituidos conforme a las disposiciones vigentes hasta antes
de la entrada en vigor del presente Decreto. 

El incumplimiento a las obligaciones de presentar la infor-
mación o a realizar las auditorías a que se refiere este ar-
tículo, será sancionado en términos de lo dispuesto por el ar-
tículo 128 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

Dado en Palacio Legislativo.— de San Lázaro, a 12  de fe-
brero de 2003.— Diputados: Diego Alonso Hinojosa Ague-

rrevere, Presidente (rúbrica); José Ramón Mantilla y Gon-
zález de la Llave, secretario (rúbrica); Ildefonso Guajardo
Villarreal, secretario; Antonio Silva Beltrán, secretario (rú-
brica); Francisco Agundis Arias, secretario; José Bañales
Castro (rúbrica); Orlando Alfonso García Flores (rúbrica);
Moisés Alcalde Virgen; Jaime Salazar Silva (rúbrica);
Francisco Javier Ortiz Esquivel (rúbrica); Francisco Luis
Treviño Cabello (rúbrica); María Teresa Tapia Bahena (rú-
brica); Jorge Urdapilleta Núñez (rúbrica); Carlos Nicolás
Villegas Flores (rúbrica); Samuel Yoselevitz Fraustro (rú-
brica); Miguel Castro Sánchez; Elías Dip Rame; Araceli
Domínguez Ramírez (rúbrica); Rubén Benjamín Félix
Hays; Jaime Hernández González (rúbrica); Julián Luza-
nilla Contreras (rúbrica); Hermilo Monroy Pérez (rúbrica);
Manuel Payán Novoa; Roberto Ruiz Angeles; Jorge Schet-
tino Pérez; Adolfo Zamora Cruz; Miroslava García Suárez;
Rafael Servín Maldonado (rúbrica); Gregorio Urías Ger-
mán (rúbrica); Norma Patricia Riojas Santana (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene la palabra el diputado Adolfo Zamora Cruz por la co-
misión, para fundamentar el dictamen de conformidad con
el artículo 108 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
hasta por 10 minutos.

El diputado Adolfo Zamora Cruz:

Dictamen de la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros legisladores:

Tomo la palabra a nombre de las diputadas y los diputados
que integramos la Comisión de Comercio y Fomento In-
dustrial, para presentar el dictamen a la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección
al Consumidor, mismas que incluye las iniciativas que pre-
sentaron el diputado Alfredo Hernández Raigosa, del Par-
tido de la Revolución Democrática y el titular del Poder
Ejecutivo Federal, así como las aportaciones de otros le-
gisladores de las diversas fracciones parlamentarias pre-
sentadas al interior de esta unidad legislativa. De esta ma-
nera, es de destacar que el dictamen fue aprobado por una-
nimidad de todos los integrantes de la comisión.
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El Ejecutivo Federal y el Congreso de la Unión en sus res-
pectivos ámbitos de competencia, tenemos la responsabili-
dad de crear y modificar leyes que sean de aplicación ge-
neral, pero también actualizarlas, mejorarlas y reforzarlas
para que no se conviertan en letra muerta o que la propia
ley se convierta en un instrumento en contra de los consu-
midores.

Del análisis que realizó la comisión y cuyos aspectos fun-
damentales constan en el dictamen que tienen en sus ma-
nos, se detectó que actualmente la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor tiene imprecisiones en los procedi-
mientos que establece, lo que disminuye la eficiencia de la
actuación de la Procuraduría Federal del Consumidor en su
tarea de defensa del consumidor, lo que provoca que éste
deba acudir a defenderse a los tribunales.

La ley provoca confusión sobre la competencia de la Pro-
curaduría Federal del Consumidor en algunos aspectos de
las relaciones de consumo, monto obsoleto de sus sancio-
nes, falta de criterios transparentes para la aplicación de las
sanciones, normatividad laxa de algunas actividades, falta
de protección a cierto tipo de consumidores, falta de crite-
rios para la presentación de consumidores por la Profeco
ante tribunales y falta de mecanismos para dotar de más in-
formación al consumidor, así como para capacitar al pro-
veedor que no cumpla con la ley.

El objetivo de la reforma a la Ley Federal del Consumidor
es: favorecer el buen funcionamiento de los mercados, me-
jorar la protección al consumidor y el comportamiento de
los proveedores de bienes y servicios, lo que ayuda a redu-
cir costos de transacción.

Además, es importante subrayar el papel de la Profeco co-
mo una institución fundamental de protección al consumi-
dor y como un agente indispensable para corregir las dis-
torsiones que se presentan en los mercados.

Lo más relevante de la iniciativa presentada es lo siguien-
tes:

Primero. Ampliar la protección al consumidor y extender-
la a nuevos sujetos.

Protección al consumidor intermedio. La ley sólo protege a
consumidores finales, el objetivo es ampliar la protección
al consumidor intermedio que sea persona física cuya re-
clamación no sea mayor de 300 mil pesos, que al no ser
consumidor final, no tiene acceso a la justicia administrati-

va y que por el monto de las reclamaciones les resulta in-
costeable acudir a los tribunales como es el caso de peque-
ños comerciantes o de los productores del campo que pue-
den resultar beneficiados con esta medida.

Privacidad de la información. La reforma a la ley pretende
evitar que los proveedores hagan mal uso de los datos per-
sonales de los consumidores, prohibiendo su utilización
para fines diferentes a los mercadotécnicos o publicitarios.

Asimismo, la Profeco podrá llevar un registro público de
consumidores que no deseen que su información sea utili-
zada con fines mercadotécnicos o publicitarios.

No discriminación. La ley es poco precisa ante la discrimi-
nación, por lo que se hacen explícitos los motivos por los
que se sanciona la discriminación y se precisan las faculta-
des para que la Profeco actúa por quejas, denuncias o veri-
ficación en los casos de discriminación por género, nacio-
nalidad, etnia, creencia o preferencia sexual.

Segundo. Dotar de mayor información al consumidor y al
proveedor, enfoque preventivo, información y publicidad.
Se amplía el alcance de la Ley Federal de Protección al
Consumidor para incluir la información o publicidad rela-
tiva a marcas y denominaciones de origen, a efecto de que
la misma se ajuste a los criterios de veracidad a que se re-
fiere dicho precepto. Asimismo, se define la publicidad en-
gañosa o abusiva. 

Las operaciones a crédito. La ley no impone al proveedor
la obligación de informar al consumidor sobre los detalles
de la operación contratada, quien debería proporcionarle al
consumidor información detallada para que evalúe adecua-
damente los alcances de una operación crediticia.

De este modo, el proveedor deberá proporcionar al consu-
midor el monto total a pagar por el bien, incluidos los inte-
reses, comisiones, cargos, por cargos anticipados o cance-
laciones de contratos y el número y monto de los pagos
individuales.

Asimismo, el proveedor deberá enviar al consumidor un
estado de cuenta de forma periódica en la modalidad que
elija el consumidor.

Tercero. Reforzar la normatividad de distintas actividades. 

Operaciones con inmuebles. La protección de la ley es in-
suficiente en operaciones con inmuebles, se busca reforzar
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la regulación de operación en la que el consumidor com-
promete buena parte de su patrimonio y dotarlo de la in-
formación suficiente para realizar este tipo de operaciones,
así como de la documentación que acredite todo lo relativo
a la operación.

La propuesta es ampliar la cobertura de la ley para regular
los actos relacionados con la promoción y venta de bienes
inmuebles destinados a casa-habitación; los contratos de-
berán registrarse en la Profeco y el proveedor deberá en-
tregar al consumidor toda la información necesaria de la
operación, también se establecen los requisitos mínimos de
los contratos a registrarse ante la Profeco.

Quinto. Actualización de monto de sanciones y precisiones
de otras medidas.

La actualización de las sanciones, en los artículos relativos
a las sanciones, en los artículos relativos a las sanciones, se
modifica el criterio para la cuantificación de multas, esta-
bleciéndose que las mismas habrán de referirse en cantida-
des fijas y la Profeco actualizará cada año las referidas
multas en concordancia con la inflación, mediante el em-
pleo del Indice Nacional de Precios al Consumidor publi-
cado por el Banco de México.

Así se incrementan sustancialmente los montos de las mul-
tas:

Primero. De 150 a 600 mil.

Segundo. De 300 a 1 millón 200 mil y de 450 a 2 millones
200 mil.

En los casos particularmente graves, la sanción oscilará de
900 mil a 3 millones 150 mil.

Las anteriores sanciones se duplicarán en caso de reinci-
dencia.

De igual modo, se estimó conveniente también incremen-
tar el monto de las medidas de apremio, cuyo monto máxi-
mo es de 200 veces el salario mínimo en la actual ley y has-
ta un máximo de 15 mil pesos que ahora se proponen.

De forma adicional quiero comentar, que por acuerdo de
la mesa de la Comisión de Comercio y Fomento Indus-
trial, se realizaron modificaciones a la iniciativa en co-
mento, posterior a su publicación en la Gaceta Parla-

mentaria en sus artículos 63 y 73-bis, las cuales quedan
de la siguiente manera:

“Artículo 63. Los sistemas de comercialización consisten-
tes en la integración de grupos de consumidores que apor-
tan periódicamente sumas de dinero, para ser administra-
das por un tercero, únicamente podrán operar para efectos
de adquisición de bienes y ahí es donde se tacha la palabra
nuevos queda únicamente, bienes determinados o determi-
nables, sean muebles, se añade la palabra, nuevos o in-
muebles destinados a la habitación en los términos que se-
ñale el reglamento respectivo, y sólo podrán ponerse en
práctica previa autorización de la Secretaría.

Artículo 63. Que el solicitante sea una persona moral me-
xicana constituida como sociedad anónima, de conformi-
dad con la legislación aplicable, y que tenga por objeto so-
cial únicamente la operación y administración de sistemas
de comercialización a que se refiere el presente artículo, se
añade, así como las actividades necesarias para su adecua-
do desempeño

Artículo 73-bis. En la operación de los sistemas de comer-
cialización a que se refiere el artículo anterior, queda prohi-
bida la comercialización de bienes que no estén determina-
dos o no sean determinables, la constitución de grupos cuyos
contratos de adhesión no venzan en la misma fecha, se aña-
de, considerando como fecha de vencimiento a la de liqui-
dación del grupo de que se trate -y prosigue-. La transferen-
cia de recursos o financiamientos de cualquier tipo, ya sea de
un grupo de consumidores a otro o a terceros, la fusión de
grupos de consumidores y la reubicación de consumidores
de un grupo a otro, así como cualquier otro acto que contra-
venga lo dispuesto de esta ley y el reglamento respectivo, a
lo que pretenda eludir su cumplimiento.”

En razón de lo anterior, para nosotros es importante traba-
jar por el mejoramiento de nuestra legislación y de lograr
beneficios para los consumidores, puesto que todos los so-
mos. Por ello, los diputados que integramos la Comisión de
Comercio y Fomento Industrial, aprobamos este dictamen
y los invitamos a sumarse a este proyecto. 

Muchas gracias.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Consulte la Secretaría a la Asamblea en votación económi-
ca si se aceptan las modificaciones propuestas por la comi-
sión.
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Diputado Salvador Rocha Díaz, activen el sonido en la cu-
rul por favor.

El diputado Salvador Rocha Díaz (desde su curul): 

Señor Presidente para solicitar a la Mesa si nos pudiesen
pasar copia escrita de las modificaciones al dictamen pu-
blicado en la Gaceta, habida cuenta que es muy difícil que
podamos retener en la memoria lo que acaba de ser leído.
Quisiéramos recibir por escrito las modificaciones que se
presentan al dictamen, para poder formar nuestro criterio al
respecto.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Se instruye a Servicios Parlamentarios para que se repartan
copia de las modificaciones propuestas por la comisión a
todas las señoras y señores diputados.

En tal virtud, desahogaremos el posicionamiento por los
grupos parlamentarios y se consultará a la Asamblea si son
de aceptarse las modificaciones, una vez que hayan sido
entregadas en las curules a todos los integrantes de la
Asamblea.

Se han inscrito por el Partido de la Sociedad Nacionalista,
la diputada Norma Patricia Riojas Santana; por el Partido
de la Revolución Democrática, el diputado Alfredo Her-
nández Raigosa; por el Partido Acción Nacional la diputa-
da María Teresa Tapia Bahena y por el Partido Revolucio-
nario Institucional el diputado Antonio Silva Beltrán.

En tal virtud, tiene el uso de la palabra la diputada Norma
Patricia Riojas Santana, hasta por cinco minutos.

La diputada Norma Patricia Riojas Santana:

Con el permiso de la Presidencia; compañeros y compañe-
ras legisladores:

Los legisladores del Partido de la Sociedad Nacionalista
siempre hemos votado a favor de todas aquellas propuestas
que busquen el fortalecimiento de un Estado nacionalista y
de un México para los mexicanos.

En esta ocasión, congruentes con este principio, hacemos
uso de esta tribuna para manifestar nuestro voto a favor del
dictamen con proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor.

Si bien es cierto que la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor nace para reglamentar el artículo 28 constitucional
y cumplir con las políticas y protección al consumidor,
también es cierto que esta ley necesita de adecuaciones ju-
rídicas que le permitan estar acorde a las exigencias actua-
les del comercio para ser una ley ágil, justa y eficaz que
cumpla no sólo con las exigencias internacionales, sino con
la protección interna al consumidor en general.

Es por estas razones que los integrantes de la Comisión de
Comercio y Fomento Industrial, en un esfuerzo conjunto y
con la voluntad política de todos los partidos representados
al interior de la comisión, nos dimos a la tarea de trabajar
en conjunto con funcionarios de la Profeco, con la finali -
dad de dictaminar las iniciativas presentadas por el titular
del Ejecutivo Federal y el diputado Alfredo Hernández
Raigosa.

Entre los puntos importantes de esta reforma, destaca el es-
tablecimiento, en el artículo 2o., fracción I, la figura jurídi-
ca de los consumidores intermedios, la actualización del
monto de las sanciones, ya que éstas actualmente son irri-
sorias.

Por otro lado, se fortalece principalmente en los artículos
5o., 24, 128-quarter, entre otros, la competencia de la Pro-
feco, en virtud de que en el dictamen se le faculte para co-
nocer sobre las reclamaciones de los servicios mercantiles
para celebrar acuerdos interinstitucionales, para vigilar y
verificar el cumplimiento de la Ley Federal de Metrología
y Normalización; asimismo se le otorga en el artículo 25-
bis la atribución de realizar medidas precautorias como la
colocación de sellos, suspensión de la comercialización y
publicidad, la inmovilización de productos y servicios
cuando existan prácticas comerciales que afecten o puedan
afectar la vida, la salud, la seguridad o la economía de la
colectividad de los consumidores.

Para los nacionalistas son adecuadas las modificaciones
para hacer más expedito el procedimiento para la presenta-
ción y desahogo de las quejas y reclamaciones, pues el
consumidor podrá presentarlas por vía electrónica, telefó-
nica o por cualquier otro medio idóneo.

De igual forma, resultan oportunas las modificaciones a los
artículos que tratan sobre los contratos de adición que uti-
lizan los proveedores, ya que de esta forma proporcionare-
mos a los consumidores condiciones de igualdad en cuan-
to al conocimiento y alcance legal de los propios contratos
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que sancionan, a fin de evitar abusos y prestaciones des-
proporcionadas.

Con el afán de ampliar el margen de la protección al con-
sumidor, esta comisión determinó procedente señalar que
en las relaciones en que el consumidor facilite datos confi-
denciales al proveedor o a las empresas con fines merca-
dotécnicos o publicitarios, éstos de ninguna manera podrán
darles un fin distinto al específico para que se le hubiere
proporcionado o señalándole la prohibición de ceder o
transmitir esta información a terceros, a no ser que exista
consentimiento expreso de aquél.

Con objeto de dar una respuesta más eficaz al consumidor,
se plantea un esquema normativo para reforzar las figuras
de la bonificación o compensación, para reclamar la in-
demnización por los daños y perjuicios en un momento
pactado para que pudiera sufrir. A este respecto en el dic-
tamen se prevé que la Procuraduría emita un dictamen
cuantitativo obligado, asimismo tendrá carácter de título
ejecutivo. 

Asimismo, los nacionalistas estamos seguros de que con
estas reformas contribuiremos a crear una cultura de con-
sumo crítica, consciente y responsable en donde el propio
consumidor se convierta en un instrumento vigilante del
Estado que coadyuve en la protección al consumidor. 

Para los nacionalistas…

¿Señor Presidente, me permite concluir?

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Continúe, señora diputada. 

La diputada Norma Patricia Riojas Santana:

Para los nacionalistas, los del Partido de la Sociedad Na-
cionalista, describir en cinco minutos todas estas bondades
de esta reforma es imposible. Sin embargo, los nacionalis-
tas en un ejercicio serio y responsable, exhortamos a todos
los legisladores a emitir su voto a favor de este dictamen,
ya que de aprobarse el mismo proporcionaremos a todos
los gobernados seguridad jurídica en sus relaciones comer-
ciales y crearemos las condiciones mínimas para el ejerci-
cio de nuestros derechos fundamentales, teniendo como
premisa fundamental que la patria es primero. 

Es cuanto, señor Presidente. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra el diputado Alfredo Hernández
Raigosa, por el Partido de la Revolución Democrática.

Tiene el uso de la palabra la diputada María Teresa Tapia
Bahena, del Partido Acción Nacional, hasta por 10 mi-
nutos.

La diputada María Teresa Tapia Bahena:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros diputados; honorable Asamblea: 

A nombre de los diputados que integramos el grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional, tomo la palabra an-
te este pleno, para apoyar el dictamen de la Comisión de
Comercio y Fomento Industrial, a las iniciativas de decre-
to por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor, que sin duda implica un esfuerzo notable a favor del
consumidor.

En una economía de mercado la competitividad y la efi-
ciencia son dos grandes objetivos que deben de seguir las
empresas para tratar de permanecer en el mismo. Sin em-
bargo, en la actualidad ser eficiente y competitivo no ga-
rantizan una participación en un sector o en una industria,
es el consumidor quien finalmente incide en el número de
empresas que permanecen en el mercado, dada la capaci-
dad para satisfacer sus necesidades. 

Muchas veces las empresas en su búsqueda por ganar un
mayor porcentaje de consumidores y generar mayores uti-
lidades, desarrollan estrategias que en ocasiones atentan
contra la libertad de los consumidores o abusan de la bue-
na fe de éstos. Es ahí donde la actividad del Gobierno es
fundamental para proteger al consumidor. 

El principal objetivo de la protección al consumidor debe
ser: adecuar de la mejor manera el resultado de las transac-
ciones comerciales con las expectativas de los consumido-
res, mediante el cumplimiento de contratos, disposiciones,
convenios, acuerdos, garantías etcétera. 

En otras palabras la protección al consumidor debe ser tal
que las expectativas de los consumidores se cumplan des-
de el momento mismo en que se celebra la transacción para
la adquisición de un bien o servicio. Esto debe ser así porque
las correcciones posteriores a un evento indeseable, no
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siempre devuelven las cosas al estado en que se encontra-
ban antes de celebrar la transacción y resulta costosa su
reparación, tanto para el proveedor como para el consu-
midor.

En este marco la política de protección al consumidor in-
centiva un mejor funcionamiento de los mercados para au-
mentar el bienestar general. Las fallas del mercado, sobre
todo en materia de información, justifican la intervención
del Estado. No obstante, esta intervención debe ser la es-
trictamente necesaria para el mejor desenvolvimiento de
las relaciones comerciales.

En su momento la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22
de diciembre de 1975, recogió preceptos que pretendían
proteger al consumidor, que se encontraban dispersos en la
legislación civil y mercantil para darles, en un principio,
unidad y congruencia y colocarlos en un mismo ordena-
miento en el marco de una economía cerrada, con protec-
ción del Estado a la industria y al comercio.

La política de protección al consumidor es un instrumento
del Estado para incidir en el mejor funcionamiento de los
mercados y mayor transparencia en las relaciones comer-
ciales.

El dictamen que se presente subraya el papel de la Procu-
raduría Federal del Consumidor, Profeco, como una insti-
tución fundamental para coadyuvar y corregir las distorsio-
nes que se presentan en los mercados a través de la
alineación de intereses entre productores, distribuidores y
consumidores.

Debemos recordar que la Profeco es un organismo descen-
tralizado de servicio social, cuyo propósito fundamental es
procurar la protección y defensa de los derechos de los
consumidores y que, de conformidad con el artículo 3o. de
la Ley Federal de Protección al Consumidor, le correspon-
de vigilar que se cumpla con lo dispuesto en la propia ley
y sancionar su incumplimiento.

Se atribuye a la Profeco la facultad expresa de vigilar y ve-
rificar, en el ámbito de su competencia, el cumplimiento de
la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y para
aplicar las sanciones y medidas establecidas en dicho orde-
namiento.

Lo anterior con objeto de evitar las impugnaciones que en
el ámbito del Poder Judicial de la Federación se realizan

respecto de las actuaciones de la Procuraduría, sustentadas
en dicha ley.

Actualmente la ley no prevé el uso de tecnologías moder-
nas para presentar reclamaciones o recibir notificaciones.
Entonces, el proyecto de reformas objeto del dictamen bus-
ca facilitar al consumidor la presentación de reclamaciones
y denuncias y la recepción de notificaciones por todos los
medios disponibles.

Así, la Profeco recibirá reclamaciones y denuncias presen-
tadas por cualquier medio electrónico: fax, Internet, teléfo-
no, etcétera.

También se amplían las opciones de espacio donde el con-
sumidor puede desahogar sus reclamaciones, como es el
lugar de los hechos, el domicilio del reclamante o del pro-
veedor, el lugar donde el consumidor desarrolla su activi-
dad habitual y su lugar de residencia.

Se procura con esto acercar la autoridad al ciudadano para
facilitarle el ejercicio de sus derechos.

El proyecto de reformas procura dotar de mejores herra-
mientas a la Profeco para que, realizando pocas acciones,
se beneficie a un mayor número de consumidores, por lo
que se mejora la regulación sobre las acciones de grupo,
que son aquellas que se instauran ante la autoridad juris-
diccional con objeto de salvaguardar el interés de una co-
lectividad de consumidores.

La propuesta acota la facultad discrecional que actualmen-
te le confiere la ley a la Profeco y establece que las mismas
se ejercerán en función de la gravedad y el número de re-
clamaciones que se hubieren presentado en contra de un
proveedor.

En la reforma se propone proteger al consumidor hasta que
se aclare la situación de la queja y agotare el proceso de
conciliación que se siga ante la Profeco.

Es de todos conocido que proveedores de bienes o servi-
cios de suministro público, tales como energía eléctrica,
gas o telecomunicaciones, ante cualquier intento de aclara-
ción o ante la recepción de una reclamación ante la Profe-
co, de inmediato proceden a cortar el suministro de bienes
o servicios.
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Ante tal situación se propone que el proveedor no pueda
suspender este servicio hasta que concluya el procedimien-
to de conciliación.

La Profeco o los consumidores que hubiesen sufrido daños
y perjuicios por conductas de una o varias personas, podrán
presentar la reclamación respectiva con base en la senten-
cia de la autoridad judicial.

De esta manera se establece la opción al consumidor para
que directamente pueda presentar el incidente correspon-
diente o bien para que la Procuraduría lo haga en su repre-
sentación.

Esta propuesta de reformas, también amplía la aplicación
de la ley a los consumidores intermedios. Es decir, a las
personas físicas que consumen bienes y servicios para in-
tegrarlos al proceso productivo.

También se amplía la cobertura de aplicación de la ley a ac-
tos relacionados con el fraccionamiento, construcción, pro-
moción y compraventa de bienes inmuebles destinados a
casa-habitación.

Una propuesta de reforma importante es el incremento del
monto a pagar con sanciones y medidas de apremio, así
como su actualización mediante el empleo del Indice Na-
cional de Precios al Consumidor, publicado por el Banco
de México. 

Esto sin lugar a dudas es un mecanismo eficiente que
desincentiva una conducta poco honesta por parte de los
oferentes del mercado.

Como se puede apreciar, se busca por una parte fortalecer
a los consumidores al dotarlos de herramientas más mo-
dernas para que con un mínimo de tiempo y esfuerzo pue-
dan hacer valer sus derechos y por otra se otorga a la auto-
ridad un mejor marco jurídico ara que su actuación se
encuentre revestida de legalidad y de legitimidad.

Por lo anteriormente expuesto los diputados del grupo par-
lamentario del Partido Acción Nacional apoyamos este
dictamen de la Comisión de Comercio y Fomento Indus-
trial, ya que no dudamos que estas adecuaciones al ordena-
miento vigente otorgarán mayores elementos de certidum-
bre a los participantes en el mercado.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra hasta por 10 minutos el dipu-
tado...

El diputado Francisco Agundis Arias (desde su curul): 

Señor Presidente...

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Activen el sonido en la curul del diputado Agundis.

El diputado Francisco Agundis Arias (desde su curul): 

Gracias, señor Presidente.

Solicitaría a usted de la manera más atenta que todas las
personas que no están autorizadas a permanecer en este re-
cinto, como lo es el subprocurador de la Profeco y su gen-
te, sean tan amables de ubicarse en la posición que les co-
rresponde.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Obséquiese la petición y se hace un atento llamado a las
personas que no son legisladores para que ocupen sus lu-
gares designados.

Tiene la palabra hasta por 10 minutos el diputado Alfredo
Hernández Raigosa.

El diputado Alfredo Hernández Raigosa: 

Con su permiso, señor Presidente:

El problema del acceso a la justicia en México puede ser
analizado desde diversas ópticas, pero las conclusiones son
casi siempre las mismas; las dificultades metodológicas,
técnicas y económicas han dado como resultado diagnósti-
cos sobre los mismos problemas: lentitud en los procesos,
honerosidad de los juicios, excesivos formulismos en los
códigos procesales, deficiente organización en los tribuna-
les, así como burocratismo y corrupción en muchos de los
funcionarios públicos.

Ante los contrastes, las desigualdades y la inequidades,
cabe plantearnos si en la sociedad actual, con las condicio-
nes que prevalecen se garantiza el acceso y el ejercicio de
los derechos y libertades prescritas por las leyes, si todos
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los gobernados cuentan con los medios para actuar y de-
fenderse ante cualquier órgano o autoridad jurisdiccional,
administrativa o particular. Y si el Estado cuenta con los
medios para asegurar una resolución oportuna y justa en lo
material.

Es de esta manera como nosotros visualizamos que hoy por
hoy en una sociedad democrática que se precia de vivir en
un Estado de Derecho no podemos soslayar que la defensa
del consumidor juega un papel determinante en las relacio-
nes comerciales y en las relaciones en una sociedad de con-
sumo como la sociedad mexicana.

Por ello nuestra fracción parlamentaria ha reconocido en sí
que el asunto de los consumidores no puede ser un asunto
solamente coyuntural, sino se convierte en un asunto cen-
tral que beneficia directamente cuando hay una aplicación
transparente de la justicia al consumidor, aquel consumidor
que históricamente ha sido desvalido, desprotegido y deja-
do en un estado pleno de indefensión en muchos de sus as-
pectos comerciales y de consumo.

Por esa razón, desde que llegamos a esta Legislatura toma-
mos en nuestras manos la defensa de luchas que por mu-
chos años habían quedado de lado, como el asunto del ul-
traje cotidiano de los gaseros a las madres, a los
consumidores y a las amas de casa que compran un cilin-
dro de gas o compran litros en sus tanques estacionarios.
Tomamos también en nuestras manos, como una bandera
verdaderamente importante y prioritaria para nuestra frac-
ción parlamentaria el asunto del respeto a los consumido-
res de energía eléctrica, porque cotidianamente se le ven
violados sus derechos sin la posibilidad de una defensa.

También desde esta tribuna denunciamos con precisión y
con claridad que entre una autoridad y otra no hay la capa-
cidad de entendimiento, de reconocimiento y mucho me-
nos de solución para proteger el bolsillo de millones de me-
xicanos que utilizan el medio de compra-venta para
satisfacer sus necesidades cotidianas.

De esta manera nuestra fracción encabezó un paquete de
reformas que intenta darle una protección a aquellos que no
tienen voz, que no han tenido voz y que hoy queremos re-
conocer desde esta tribuna, que desde el consumidor más
humilde hasta aquellos que hacen grandes transacciones
con esta iniciativa se tiene una protección que garantice,
primero, una coordinación entre autoridades como la he-
mos vivido nosotros, entre la Profeco, Energía y Hacienda,
donde ni siquiera puede haber un elemento de coordinación

obvio para resolver los problemas que he señalado ya en
diferentes momentos en esta tribuna.

Por ello, creemos que es central aprobar esta reforma, por-
que le estamos dando oportunidad a una instancia del Go-
bierno Federal que aparece con un reconocimiento impor-
tante por parte de la sociedad al mediar en los asuntos de
los consumidores y de los proveedores.

Sin embargo, la Profeco seguirá chata, seguirá limitada, si
nosotros no le damos alas para volar en una sociedad don-
de un ombudsman como es el de la Profeco debe de dar es-
ta protección a los consumidores e ir a fondo para sancio-
nar la voracidad, el abuso, el atraco vil, de muchos de los
proveedores que todos los días, desde el propio servicio
público y privado, hacen escarnio y lastiman, laceran, el
bolsillo de los mexicanos cuando van a hacer una opera-
ción comercial o una operación de consumo.

Esta iniciativa, pues, intenta revalorar lo que en el mundo
hoy es una franja importante de la sociedad, darle la con-
tundencia el peso y los apoyos necesarios a todos aquellos
consumidores que lamentablemente no han tenido esta
oportunidad de defensa y que solamente se ha quedado en
la alegre composición y no han ido al fondo para sancionar
a aquellos que abusan y que lastiman, como ya lo he seña-
lado, el bolsillo del los consumidores.

Creemos pues, que con esta iniciativa los trámites se deben
de agilizar. No puede existir pretexto para que un consu-
midor que ha sido vejado o abusado por parte del provee-
dor, no tenga expedita la aplicación de la justicia y la solu-
ción a la problemática que presenten en concreto, porque
para una ama de casa que va y compra tortillas o gas o acei-
te u otro producto de primera necesidad, cualquier merma,
cualquier exceso en el cobro o en el kilogramo o en el pro-
ducto que se consume, que tenga una limitación, afectará
en la semana, en la quincena o en el mes, lo que llaman las
familias mexicanas “el chivo”.

Por esa razón, para nosotros en el PRD esta iniciativa la
sentimos como una propuesta que tiene que ver con nues-
tras diversas facetas en la sociedad mexicana y que ello re-
presenta esta posibilidad de que hoy la Profeco retome con
certeza, con un pliego de normas y de herramientas con las
que se pueda defender con mayor eficiencia a los usuarios
y a los consumidores. 

Es por ello que en nombre de nuestra fracción parlamenta-
ria, la del PRD, hoy nos congratulamos y también nos
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debemos de felicitar porque en sí mismo la posibilidad de
aprobar esta iniciativa beneficiará a los que estamos senta-
dos en estas curules, pero también a aquellos que tradicio-
nalmente no han tenido voz para hacer efectivo su derecho
ante los tribunales, ante los órganos administrativos o ante
cualquier autoridad.

Por ello los exhorto, compañeras y compañeros diputados,
en nombre de nuestra fracción parlamentaria, a que aprue-
ben este dictamen en beneficio de millones y millones de
consumidores en nuestro país.

Por su atención, muchas gracias. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra hasta por 10 minutos, el diputa-
do Antonio Silva Beltrán.

El diputado Reyes Antonio Silva Beltrán:

Con el permiso de la Presidencia; señoras y señores dipu-
tados: 

Acudo a esta tribuna en representación del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, respec-
to a la iniciativa de decreto que reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al
Consumidor.

Esta iniciativa es resultado de un profundo y largo análisis
con todos los sectores económicos de la sociedad, con to-
dos los partidos políticos, con el sector gobierno y con los
consumidores, a la iniciativa del Ejecutivo Federal y a la
iniciativa del diputado Alfredo Hernández Raigosa, en
donde como priístas antepusimos la preocupación que te-
nemos para fomentar una adecuada regulación de los dere-
chos del consumidor, lo cual adquiere cada día más impor-
tancia ante la situación económica que se vive en el país.

Se hace indispensable dotar a los consumidores de las he-
rramientas e instrumentos necesarios que le permitan ejer-
cer sus derechos de manera ágil y eficaz. En suma, una ley
que proteja los intereses, patrimonio y derecho de los con-
sumidores en un mundo globalizado.

En este momento la Profeco no cuenta con las herramien-
tas jurídicas necesarias y actualizadas para que en su ámbi-
to de competencia pueda actuar quedando el consumidor

sin defensa real ante los embates de la mercadotecnia y pu-
blicidad que utilizan los prestadores de bienes o servicios.

En muchas ocasiones el consumidor abandona su reclama-
ción dejando impune la falta cometida por el proveedor lo
cual trae como consecuencia que este último siga vendien-
do o prestando malos bienes, productos o servicios lo que
provoca la frustración y decepción de la sociedad.

Esta honorable Asamblea consciente del compromiso que
tiene con la sociedad en general de cuidar sus intereses, ha
incrementado el presupuesto a la Profeco en los tres ejerci-
cios fiscales dotándolo en el año 2001 de 538 millones 870
mil pesos teniendo un incremento con respecto a 2000 de
16.71%.

Para el siguiente año, 2002, de 665 millones con un incre-
mento de 23.49% y para el presente ejercicio un incremen-
to del 5.15%. 

Lo anterior, considerando que la economía de nuestro país
pasa por un amplio proceso de globalización, moderniza-
ción y avance en las técnicas, formas y estilos de promo-
ción del consumo de bienes o servicios, se requiere con ur-
gencia hacer una serie de adecuaciones a la ley en comento.

Por tanto, propusimos entre otras, las siguientes adecua-
ciones a las iniciativas antes comentadas. 

Incorporamos en el cuerpo de la ley que los consumidores
podrán solicitar a los proveedores en los establecimientos
en donde enajenen bienes o presten servicios, ejemplares
de esta ley con objeto de que puedan consultarla y puedan
hacer valer sus derechos.

Definimos la figura del consumidor intermedio que no se
contemplaba antes para transacciones de un monto máxi-
mo de 300 mil pesos. 

Se estableció la facultad de obligatoriedad para la Profeco
en cuanto a la emisión de material informativo y establecer
módulos de atención y orientación a lo largo del año y de
esta forma no dejar desprotegido al ciudadano consumidor
en ninguna temporada.

Por mi grupo parlamentario promovió, como medida de
protección, la prohibición de servicios adicionales por par-
te de los proveedores a los que originalmente contratados y
que no hubieran sido solicitados o aceptados expresamen-
te, por escrito o por vía electrónica, con lo que se protege
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la decisión, libertad, integridad y privacidad de la elección
del consumidor.

Se dejó abierta a la Procuraduría la posibilidad de llevar un
Registro Público de Consumidores que no deseen que su
información sea utilizada para fines mercadotécnicos o pu-
blicitarios.

Como instituto político, creemos que es necesario fomen-
tar una cultura de educación para el consumo, para ello se
estableció que de entre las atribuciones de la Profeco está
el formular y realizar programas de Educación para el Con-
sumo. Buscando que las sanciones y medidas de apremio
sean acordes con las infracciones cometidas por parte de
los proveedores y prestadores de servicio buscando la dis-
minución de las mismas en beneficio del consumidor en los
artículos 126, 127 y 128 modificamos el criterio para la
cuantificación de multas, estableciéndose que las mismas
habrán de referirse en cantidades fijas.

También se otorgó a la Profeco la facultad de poder orde-
nar al proveedor, que suspenda la información o publicidad
que viole las disposiciones de esta ley y también al medio
que la difunda. 

Asimismo, queda estipulado que cuando la Profeco instau-
re algún procedimiento administrativo relacionado con la
veracidad de la información, podrá ordenar al proveedor
que en la publicidad o información que se difunda, se indi-
que que la veracidad de la misma no ha sido comprobada
ante la autoridad competente.

Cuántas veces hemos sido afectados por proveedores de
bienes o servicios que establecen condiciones, preferen-
cias o discriminación respecto a los términos para sumi-
nistrarlos. 

Por eso, propusimos adicionar que para la prestación de un
bien o servicio, no podrán condicionar el consumo para ob-
tener íntegramente el bien o servicio adquirido.

Conscientes que existen consumidores más vulnerables
que otros, se hizo mayor énfasis en que deba abstenerse el
proveedor de utilizar estrategias de venta o publicidad que
no proporcionen al consumidor información clara y sufi-
ciente, sobre todo lo ofrecido en especial tratándose de
prácticas de mercadotecnia dirigidas a la población como
niños, ancianos y enfermos.

Dentro del cuerpo de la ley, se asentó que los sistemas de
comercialización consistentes en la integración de grupo
de consumidores mejor conocidos como autofinanciamien-
to, que aportan periódicamente sumas de dinero para ser
administradas por un tercero, únicamente podrán operar
para efectos de adquisición de bienes determinados o de-
terminables, sean muebles o inmuebles destinados a la ha-
bitación y sólo podrán ponerse en práctica previa autoriza-
ción de la Secretaría de Economía, en donde el plazo de
operación en dichos sistemas no podrá ser mayor a cinco
años para bienes muebles y 10 años para bienes inmuebles.

En la operación de los sistemas de comercialización queda
prohibida la comercialización de bienes que no estén de-
terminados o no estén determinables; también se estableció
la venta o preventa de un servicio de tiempo compartido,
sólo podrá iniciarse cuando el contrato esté registrado en la
Procuraduría.

En toda operación de crédito al consumidor, se deberá in-
formar al consumidor del monto total a pagar por el bien,
producto o servicio al que se trate que incluya en su caso
número y monto de pagos individuales, los intereses, co-
misiones y cargos correspondientes.

De igual modo se estimó conveniente también incrementar
el monto de las medidas de apremio cuyo monto máximo
es de doscientas veces el salario mínimo y 8 mil pesos en
la actual ley, hasta un máximo de 15 mil.

Precisamente por la múltiple deficiencia y abuso de algu-
nos proveedores, los consumidores tienen como derecho la
bonificación o compensación que ésta no podrá ser menor
al 20% pactado.

Dentro de las consideraciones que la Profeco debe tener
para determinar las sanciones, adicionamos que la reinci-
dencia de un proveedor, es decir el número de infracciones
cometidas, será el elemento fundamental para aplicarle
sanciones más severas y así buscar una disminución en nú-
mero de faltas cometidas por los prestadores de bienes y
servicios.

Cada una de estas modificaciones reflejan el interés, la pre-
ocupación y el compromiso social que los legisladores del
PRI tenemos con la ciudadanía. Recordemos, todos somos
consumidores.
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Por todo lo anterior, exhorto a esta honorable Asamblea a
que apoyen el dictamen con las modificaciones propuestas
por la comisión.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Ha concluido la lista de oradores para posicionar a los gru-
pos parlamentarios y en virtud de que ha sido distribuido a
todos y cada uno de los integrantes de la Asamblea el do-
cumento que contiene las modificaciones propuestas por la
comisión, solicito a la Secretaría consulte a la Asamblea si
son de aceptarse.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se aceptan las modificaciones propuestas por la co-
misión. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Se aceptan las modificaciones propuestas por la
comisión, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

En consecuencia, está a discusión en lo general con las mo-
dificaciones propuestas por la comisión y aceptadas por la
Asamblea...

No habiendo quien haga uso de la palabra… 

Perdón, favor de activar el sonido en la curul del diputado
Amador Rodríguez Lozano.

El diputado Amador Rodríguez Lozano (desde su curul)

Señor Presidente, ¿estamos ya en la reserva de los artícu-
los?

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Estamos consultando a la Asamblea si algún diputado qui-
siera hablar en lo general, en pro o en contra.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si el dictamen se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si el dictamen se encuentra
suficientemente discutido en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se pregunta a la Asamblea si se va a re-
servar algún artículo para discutirlo en lo particular.

El diputado Amador Rodríguez Lozano, activen el sonido
en su curul.

El diputado Amador Rodríguez Lozano 
(desde su curul):

El artículo 26, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Diputado Salvador Rocha Díaz...

El diputado Salvador Rocha Díaz (desde su curul):

Los artículos 63, 63-bis, 63-ter, y los transitorios sexto,
séptimo y octavo.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

La diputada Lorena Beaurregard, activen el sonido en su
curul, por favor.

La diputada Lorena Beaurregard de los Santos
(desde su curul)::

El 26, señor Presidente.
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El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Francisco Agundis, activen el sonido en su curul, por favor.

El diputado Francisco Agundis Arias (desde su curul)::

Gracias, señor Presidente, el artículo 63, 63-bis y sexto
transitorio.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

El diputado Ildefonso Guajardo, activen el sonido en su cu-
rul por favor.

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal
(desde su curul)::

Sí, para reservar el sexto transitorio.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Han sido reservados los artículos 26, 63, 63-bis, 63-ter y
los transitorios sexto, séptimo y octavo. Se pide a la Secre-
taria se abra el sistema electrónico por 10 minutos para
proceder a la votación en lo general y en lo particular de los
artículos no impugnados con las modificaciones.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior, ábrase el sistema electrónico por 10 mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular de los artículos no impugnados.

(Votación.)

Se emitieron 396 votos en pro, 13 en contra y cero absten-
ciones.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Se aprueba en lo general con 396 votos a favor y en par-
ticular de los artículos no reservados, con las modifica-
ciones propuestas.

Han sido reservados los artículos 26, 63, 63-bis, 63-ter,
sexto, séptimo y octavo transitorios. La manera para
desahogar las reservas será la siguiente: artículo por artícu-
lo. En virtud de que se ha reservado el artículo 26 por el
diputado Amador Rodríguez Lozano, tanto por la diputada

Lorena Beaurregard de los Santos, tendrá el uso de la pala-
bra en un inicio el diputado Amador Rodríguez Lozano y
después la diputada Lorena Beaurregard, para que si consi-
dera pertinente la comisión dé respuesta inmediatamente
después a la argumentación.

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos el dipu-
tado Amador Rodríguez Lozano.

El diputado Amador Rodríguez Lozano:

Gracias, señor Presidente; amigas y amigos legisladores: 

En 1970 el presidente Echeverría, envió la iniciativa de ley
para crear la Procuraduría del Consumidor. Fue una insti-
tución muy atacada en sus inicios fundamentalmente por-
que hablaba de la intervención del Estado en la economía
para tutelar los derechos del más débil en el consumo. Des-
de entonces se habló de la necesidad de que se establecie-
ra en esta ley, la protección de los intereses difusos de la
sociedad como se conocen o de las acciones colectivas. 

¿Qué sucede cuando una persona compra en cualquier es-
tablecimiento comercial un refrigerador, una televisión,
una lavadora, un auto y ese artículo tiene un pequeño de-
fecto que no amerita que lo pueda regresar a la empresa y
se lo puedan cambiar por otro mejor, sino que es un de-
fecto de fabricación? En la actualidad el consumidor tie-
ne que pagar la ineficiencia y la ineficacia de los produc-
tores, porque no existe procedimiento para hacer valer ese
derecho.

La doctrina anglosajona conoce este derecho como la cláu-
sula colectiva llamada también class action o es una acción
colectiva que significa que una persona va ante el juez y
solicita que se abra una acción procesal en contra de una
empresa. El juez determina que el consumidor tiene razón
en su alegato y sanciona a esa empresa por una cantidad
por decir, 1 millón de pesos y en ese momento se abre la
acción colectiva. Todos los consumidores que tengan el
mismo problema que el que inició esa acción colectiva po-
drán acudir ante el juez y solicitar su adhesión, de tal ma-
nera que inmediatamente podrán ser indemnizados.

En Estados Unidos de América, en Inglaterra, en Francia y
en Italia cuando incluso una persona va y compra un artícu-
lo que ya fue dictaminado por una class action, en el caso
de un seguro por ejemplo de vida o un seguro de automó-
vil, en ese momento le notifican al consumidor que existe
una acción colectiva sobre ese producto y que si el consu-
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midor quiere, puede adherirse a esa acción. Esa es una ver-
dadera revolución del derecho del consumidor.

Desde hace tiempo en la ley existe la posibilidad de las ac-
ciones colectivas en la Ley de la Procuraduría del Consu-
midor, hoy se intenta avanzar aunque tímidamente en esta
propuesta, sin embargo el artículo 26 al final establece un
candado, que cuando se busque la posibilidad que haya una
acción colectiva, un consejo de tres personas de probada
honestidad, dice el artículo, determine si existe o no posi-
bilidad de iniciar la acción colectiva.

Amigas y amigos, no le pongamos este candado a esta ac-
ción colectiva, no determinemos que tres individuos de
probada honestidad, que no es realmente un consejo, tres
personas no es un consejo, sean las que determinen los de-
rechos de los consumidores, démosle a los consumidores y
a la Procuraduría la atribución de ejercitar esta acción co-
lectiva. 

Esto no es suficiente, requiere una reforma más de fondo
que cambie incluso el Código de Procedimientos Civiles,
pero aprobando esta reforma, eliminando este artículo 26,
estaremos dando un paso muy importante en la protección
del consumidor. Quitémosle este candado y dejemos que la
Procuraduría y los consumidores ejerzan sus derechos sin
ningún tipo de tutela.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Lorena Beaurregard.

La diputada Lorena Beaurregard de los Santos:

Con su permiso, señor Presidente.

Me he reservado el artículo 26 a partir de escuchar el plan-
teamiento que se hizo en relación a la esencia de estas mo-
dificaciones a la Ley Federal del Consumidor. 

Me parece que todos estamos de acuerdo en la necesidad
de proteger al consumidor y de pronto a partir de la ocu-
rrencia de la señora Martha Sahagún de Fox de firmar un
convenio con la Asociación Nacional de Tiendas de Auto-
servicio, donde las cantidades fraccionadas que sobraran se
iban a destinar a los fondos de la fundación “Vamos Méxi-
co”, hubo reiteradas denuncias ante la Procuraduría Fede-

ral del Consumidor, denuncias que no prosperaron porque
se solicitaba que hubiera dos testigos que demostraran que
los dependientes o las cajeras de las tiendas de autoservicio
no habían preguntado al cliente si estaban o no de acuerdo
en que esos centavos sobrantes de las cuentas fueran desti -
nados a la fundación “Vamos México”. Y creo que a partir
de esta discusión de estas propuestas de reformas a la Ley
Federal del Consumidor, surgen varias interrogantes:

¿Cómo proteger a los consumidores de ocurrencias de esta
naturaleza como las que ha tenido la señora Martha Saha-
gún de Fox? ¿Qué garantiza a los consumidores que la se-
ñora Sahagún en un alarde de tráfico de influencias, pre-
sionando a la Asociación Nacional de Tiendas de
Autoservicio, haciendo uso de que la señora es la primera
dama, firma este convenio y abusivamente a los consumi-
dores se les quita una fracción de centavos?

Lo importante de este asunto es que no se preguntaba al
consumidor si estaba en disposición de donar estos centa-
vos o estas fracciones a la Fundación Vamos México...

El diputado José Alejandro Zapata Perogordo
(desde su curul):

Señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Me permite diputada. ¿Diputado Alejandro Zapata? Acti-
ven el sonido en su curul.

El diputado José Alejandro Zapata Perogordo
(desde su curul):

Señor Presidente, yo nada más solicitaría instruya a la ora-
dora que se sujete al tema, al debate de artículo 26 para no
meter cuestiones adicionales que francamente nada tienen
que ver con este tema, menos aun calificativos.

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Continúe diputada Lorena Beaurregard.

La diputada Lorena Beaurregard de los Santos:

Para dar respuesta, señor Presidente al diputado Zapata Pe-
rogordo le diré que por supuesto que sí tiene que ver el
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tema. Estamos hablando de modificaciones a la Ley Fede-
ral de Consumidor y lo que se hizo en este convenio que se
firmó con la Asociación Nacional de Tiendas de Autoser-
vicio y la Fundación Vamos México, es violatorio a los
consumidores, claro que tiene que ver y aquí no se trata co-
mo pudiera pensarse, de calificar si es correcta o no la po-
sición de la señora Martha Sahagún en función de que es la
primera dama, por supuesto que es incorrecta y por su-
puesto que molesta al Partido Acción Nacional que este
tema se traiga a propósito de una discusión de la Ley Fe-
deral del Consumidor.

Lo que se está violando en este acuerdo es a los consumi-
dores, por supuesto que se está violando el derecho a los
consumidores, no se les preguntó, no procedió ninguna de
las denuncias ante la Procuraduría Federal del Consumidor
porque se exigía que un notario público diera fe que las ca-
jeras no habían preguntado a los clientes si estaban o no en
disposición de que se tomaran esas fracciones.

Y bueno, finalmente les diré que me sumo a la propuesta
del diputado Rodríguez Lozano, que creo que este Conse-
jo Ciudadano no debe estar integrado por las tres personas,
sino que se debe suprimir el último párrafo del artículo 26.

Lamento mucho que moleste a los compañeros diputados
de Acción Nacional, que se traiga aquí el tema de la seño-
ra Martha Sahagún, donde por supuesto que está usando su
influencia de primera dama para vulnerar la economía de
los consumidores en este país.

Gracias, señor diputado.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Solicito a la Secretaría consulte a la Asamblea si son de
aceptarse las modificaciones propuestas por los proponen-
tes.

El diputado Amador Rodríguez Lozano
(desde su curul):

Señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

¿Diputado Amador Rodríguez Lozano?

El diputado Amador Rodríguez Lozano (desde su curul)

Señor Presidente, quisiera pedirle si lo dejara hasta el final
porque están consultando en estos momentos los miembros
de la comisión con la Procuraduría del Consumidor a ver si
ellos aceptan que nosotros legislemos este punto.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Agradezco su posición diputado y su planteamiento, pero
estamos en un procedimiento parlamentario y está sujeto y
reservado el asunto.

Si usted me dispensa, si quisieran plantear la resolución, yo
instruyo a la Secretaría para que consulte a la Asamblea si
son de aceptarse las modificaciones, que es: suprimir el úl-
timo párrafo del artículo 26 reservado del dictamen a dis-
cusión. Si es de aceptarse la modificación propuesta por los
proponentes.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la Asamblea si son de aceptarse las modifica-
ciones propuestas por la diputada Beaurregard y el diputa-
do Rodríguez.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... 

La apreciación de esta Secretaría que se desecha, no se
aceptan.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Perdón Secretaria, no escuche.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Mayoría porque no se acepte.

El diputado Amador Rodríguez Lozano
(desde su curul):

Señor Presidente.
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El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Diputado Amador Rodríguez Lozano.

El diputado Amador Rodríguez Lozano
(desde su curul): 

Fue obvio que ganó la aceptación de que se elimine ese pá-
rrafo, por favor le pido que no quede duda.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Le agradezco su apreciación, pero el que puede hablar de
la obviedad o no es un servidor.

Instruya la Secretaría para que se abra el tablero electróni-
co hasta por tres minutos, a efecto de que se pueda quedar
preciso a toda la Asamblea el sentido de la votación, en el
entendido de que quien vote afirmativamente es para que
se acepte la modificación y quien vote en sentido negativo
es para que no se acepte la modificación y por tanto quede
en términos del dictamen distribuido.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161.

Abrase el sistema electrónico hasta por tres minutos.

(Votación.)

Se informa a la Presidencia que se han emitido 159 votos
en pro y 189 en contra y cinco abstenciones.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Se desechan las propuestas de modificación y se reserva el
artículo para su votación posterior en sus términos.

El siguiente artículo reservado es el número 63 del proyec-
to de dictamen a cargo del diputado Salvador Rocha Díaz
y el diputado Francisco Agundis Arias.

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos el dipu-
tado Salvador Rocha Díaz.

El diputado Salvador Rocha Díaz: 

Con su permiso, diputado Presidente; honorable Asamblea:

Todos los mexicanos debemos de estar reconocidos y sa-
tisfechos por la normatividad legal que a partir de 1975 y
gracias a la iniciativa del señor presidente don Luis Eche-
verría Alvarez, tenemos en relación a la protección de los
consumidores.

Creo que es ocasión pertinente, para rendir igualmente ho-
menaje al primer Procurador del Consumidor que lo fue el
señor licenciado don Salvador Pliego Montes, y quien con
absoluta entrega se dedicó a la protección de los consumi-
dores y dedicó varios años de su vida a fortalecer a la Pro-
curaduría.

Hoy, los consumidores mexicanos, tenemos una protección
que debe ser mejorada, como lo propone el dictamen que
nos ha presentado la Comisión de Comercio. No merece
más que aplauso las disposiciones que contiene esta inicia-
tiva que estamos hoy votando, y por eso creo que todos la
hemos votado a favor en lo general.

Sin embargo, no podemos dejar pasar algunos de los pro-
blemas jurídicos que presenta el artículo 63, y que son de
orden legislativo y de orden judicial. Desde el punto de vis-
ta legislativo, en mi carrera parlamentaria siempre me he
opuesto a que el Congreso de la Unión renuncie a sus fa-
cultades legislativas, en beneficio de las facultades regla-
mentarias del Poder Ejecutivo.

Creo que tenemos la ineludible responsabilidad de incor-
porar en las normas legales, los principios que en su mo-
mento puedan ser reglamentados por el Poder Ejecutivo,
pero de ninguna manera podemos renunciar a nuestra po-
testad legislativa, como lo estamos pretendiendo hacer en
el artículo 63 que hoy impugna.

En el primer párrafo dice: los sistemas de comercialización
consistentes en la integración de grupos de consumidores
que aportan periódicamente sumas de dinero para ser ad-
ministradas por un tercero, únicamente podrán operar para
efectos de la adquisición de bienes determinados o deter-
minables, sean muebles nuevos según la modificación o in-
muebles destinados a habitación, en los términos que seña-
la el reglamento respectivo, y sólo podrán ponerse en
práctica previa autorización de la Secretaría.

Estoy de acuerdo con el texto, con excepción de que no hay
normas legales que permitan emitir un reglamento al res-
pecto. No se señalan los principios que deben contenerse
en la ley y que puedan ser materia de ese reglamento.
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En la fracción II dice: “...entre los requisitos que debe sa-
tisfacer el solicitante de la autorización para un autofinan-
ciamiento, que el solicitante acredite su capacidad admi-
nistrativa, además de la viabilidad económica financiera y
operativa del sistema en términos de los criterios que fije la
Secretaría”. ¿En términos de los criterios que fije la Secre-
taría? Debe ser en los términos en que se puede hacer una
valuación técnica de una viabilidad económica, financiera
y operativa de un sistema, no en función de criterios que
fije la Secretaría. La Secretaría, para poder fijar criterios,
tendría que tener principios establecidos en la ley, que tam-
poco se encuentran establecidos.

Pero los dos puntos más grave es que dice que los requisi-
tos que deben cumplir los solicitantes, se señalan en la ley
las fracciones I a la V y luego la VI establece: “... los de-
más que determine el reglamento”. ¿Quiere decir que un
reglamento podrá señalar nuevos requisitos para obtener la
autorización, además de los que señala la ley? Los únicos
que podrían exigirse por la autoridad administrativa son los
que contenga la ley, quizá algunos de estos requisitos pue-
dan ser desarrollados en un reglamento en cuanto a su ma-
nera de cumplirse, pero de ninguna manera dejar a un re-
glamento la potestad para fijar requisitos que deben
contenerse en la ley.

El párrafo final es una monstruosidad jurídica verdadera-
mente inusitada: “... el reglamento detallará... y viene una
lista que no los voy a cansar con su lectura, que parece el
índice de lo que debería ser el contenido de la ley, cuando
menos en los principios básicos.

Entonces la primera parte de mi objeción estriba precisa-
mente... ¿Me permite terminar, señor Presidente?

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Concluya, señor diputado, por favor.

El diputado Salvador Rocha Díaz:

Estriba en que esta Cámara de Diputados no puede renun-
ciar a su facultad legislativa en beneficio del Ejecutivo;
pero además judicialmente esto es gravísimo, es obvio que
cuando se emitan los reglamentos va a haber multitud de
amparos en contra de los reglamentos, porque los regla-
mentos solamente pueden ser emitidos precisamente para
detallar las leyes y no para generar nuevas normas.

En consecuencia me permito proponer una nueva redac-
ción que pido a la Secretaría le dé lectura y dejo firmada
aquí en la mesa, que están en un solo documento todas las
propuestas relativas a las modificaciones que habré de pro-
poner. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Muchas gracias, señor diputado.

Solicito a la Secretaría dé lectura a la propuesta del artícu-
lo 63, del diputado Salvador Rocha Díaz.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Propuesta proyecto de Ley Profeco. 

Artículo 63. Los sistemas de comercialización consisten-
tes en la integración de grupos de consumidores que apor-
tan periódicamente sumas de dinero para ser administradas
por un tercero, podrán operar para efectos de adquisición
de bienes, sean muebles o inmuebles destinados a casa ha-
bitación o a la operación del pequeño comercio.

Para la constitución de empresas dedicadas a operar dichos
sistemas, se requerirá de la autorización de la Secretaría de
Economía, quien deberá otorgarla o negara en un plazo no
mayor de 120 días naturales, debiendo escuchar a la solici-
tante previamente a emitir su resolución negativa, permi-
tiendo la aportación de elementos y argumentos que sus-
tenten o complementen la solicitud original. 

El plazo de operación de los sistemas de comercialización
no podrán ser mayores a siete años para bienes muebles y
de 20 años para bienes inmuebles.

La Secretaría otorgará la autorización para la operación de
los referidos sistemas de comercialización que en todos los
casos serán intransmisibles cuando se cumpla con los si-
guientes requisitos:

Primero. Que el solicitante sea una persona moral, mexica-
na, constituida como sociedad anónima, de conformidad
con la legislación aplicable y que tenga por objeto social
preponderante la operación y administración de sistemas
de comercialización a que se refiere el presente artículo.
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Segundo. Que el solicitante acredite su capacidad adminis-
trativa, además de la viabilidad económica, financiera y
operativa del sistema.

Tercero. Que el o los contratos de adhesión a que se pre-
tende utilizar el solicitante contengan disposiciones que
salvaguarden los derechos de los consumidores en los tér-
minos de esta ley y del reglamento correspondiente.

Cuarto. Que el solicitante presente a la Secretaría un plan
general de funcionamiento del sistema y un proyecto de
manual que detalle los procedimientos de operación del
sistema. 

La Secretaría dentro del plazo señalado en el primer párra-
fo de este artículo, podrá requerir información que permita
valorar y evaluar los términos del plan y proyectos men-
cionados, detallando el propósito del requerimiento de in-
formación adicional. 

Quinto. Que el solicitante presente mecanismos para el
cumplimiento de sus obligaciones como administrador del
sistema respecto de la operación de cada grupo. 

Una vez que el solicitante obtenga la autorización a que se
refiere este precepto y antes de comenzar a operar el o los
sistemas de comercialización de que se trate, deberá solici-
tar el registro del o los contratos de adhesión correspon-
dientes ante la Procuraduría Federal del Consumidor, quien
deberá tramitar la inscripción en un plazo no mayor de 90
días naturales.

Los planes y proyectos a que se refiere la fracción IV de
este artículo, deberán detallar y precisar los aspectos, carac-
terísticas y descripción de los bienes y servicios que pue-
dan ser objeto de los referidos sistemas de comercializa-
ción, reglas de constitución y liquidación de grupos de
consumidores, plazos de operación de los sistemas, deter-
minación de aportaciones y tipo de cuotas y cuentas, adju-
dicaciones y asignaciones, gastos de administración, cos-
tos, penas convencionales, devoluciones e intereses que
deben cubrir los consumidores, manejo de los recursos por
parte de los mencionados proveedores, rescisión y cancela-
ción de contratos, constitución de garantías, seguros y co-
branzas, revisión o supervisión de los mencionados siste-
mas por parte de terceros, especialistas o auditores
externos. 

La información respecto del proveedor, servicios y produc-
tos que se proporcionarán al consumidor, a las autoridades

competentes y a los auditores externos y criterios sobre la
publicidad dirigida a los consumidores.

La Procuraduría deberá revisar y evaluar la información
contenida en los planes y proyectos de los solicitantes y
efectuará las recomendaciones y observaciones pertinen-
tes, para velar y proteger los intereses de los consumidores,
debiendo vigilar que los proveedores efectivamente cum-
plan el contenido de tales instrumentos en la prestación de
servicios.

Hasta aquí el artículo en referencia, 63. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Gracias, señora Secretaria. 

Tiene el uso de la palabra para desahogar su reserva del
mismo artículo el diputado Francisco Agundis Arias, hasta
por cinco minutos. 

El diputado Francisco Agundis Arias: 

Con el permiso de la Presidencia. 

El grupo parlamentario del Partido Verde, se reserva el ar-
tículo 63, debido a que éste sólo contempla el autofinan-
ciamiento para bienes inmuebles destinados a la habita-
ción. 

Es importante resaltar que el acceso a este tipo de crédito
debe de estar al alcance de aquellas personas que requieren
de financiamiento para adquirir algún inmueble para reali-
zar alguna actividad comercial y no sólo para casa-habita-
ción. 

Es aquí donde hay que apoyar a los changarros. Esto es
necesario debido a que en nuestro país es fundamental
promover la inversión en el campo productivo a través de
todo tipo de medios, ya que los programas destinados a la
promoción de microempresas, no son suficientes para lo-
grar un crecimiento económico que impulse el desarrollo
nacional. 

Por otro lado, buscamos que este servicio se destine a la
ampliación de bienes inmuebles; que las personas que bus-
quen tener una casa en mejores condiciones la puedan ob-
tener. 
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Esta ley, como comentaron algunos de los diputados que
me antecedieron, presenta beneficios concretos a los con-
sumidores, pero también es cierto que presenta ventajas
para algunos prestadores de bienes y servicios sobre los
consumidores. 

El Partido Verde buscó incluir dentro de esta iniciativa el
requisito de información comercial que deben contener
ciertos productos, información respecto a su naturaleza.
Esto es si contenían o contienen organismos genéticamen-
te modificados o no.

Desafortunadamente los intereses no lo permitieron. No
quieren que sepamos lo que consumimos. Por ésa y por
muchas otras razones es que el Partido Verde votó en con-
tra esta iniciativa que pudo haber sido una mejor iniciativa
para los consumidores. No tenía por qué procurar intereses
de particulares.

La reforma que proponemos al artículo 63 es la siguiente:

“Los sistemas de comercialización consistentes en la in-
tegración de grupos de consumidores que aportan perió-
dicamente sumas de dinero para ser administradas por un
tercero únicamente podrán operar para efecto de adquisi-
ción de bienes determinados o determinables, sean mue-
bles nuevos, inmuebles y ampliación de bienes inmuebles
en los términos que señala el reglamento respectivo y só -
lo podrán ponerse en práctica previa autorización de la
Secretaría.”

Dejo copia a la Secretaría de las modificaciones pro-
puestas. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Por la comisión ha solicitado el uso de la palabra el dipu-
tado Antonio Silva Beltrán. Tiene el uso de la palabra has-
ta por cinco minutos.

El diputado Reyes Antonio Silva Beltrán: 

Honorable Asamblea:

Quisiera, a nombre de la Comisión de Comercio y Fomen-
to Industrial, hacer algunas precisiones a la intervención
del diputado Salvador Rocha y del diputado Francisco
Agundis.

Primero que nada decir que los integrantes de esta comi-
sión jamás permitiríamos que se pusiera en ley una expre-
sión donde un reglamento pudiera ir más allá del espíritu
del legislador. Nos queda muy claro que lo que trata de es-
tablecer, en este artículo 63 relacionado con el reglamento
en una de sus fracciones, es que se remite a reglamento
desarrollar esta idea planteada dentro del articulado.

Nada impide, jurídicamente hablando, que la ley remita a
reglamento para el desarrollo de la normatividad adminis-
trativa, claro está, siempre y cuando el reglamento no vaya
más allá del espíritu de la ley.

Sin duda, reconocer que es una institución social de la cual
nos sentimos muy orgullosos los mexicanos desde su crea-
ción el 5 de febrero de 1976 y las modificaciones que tuvo
en 1992, cuando desaparece el Instituto Nacional del Con-
sumidor y es absorbido por la Profeco y que hoy día, dadas
las condiciones de globalización y consumismo que vivi-
mos en el país y los tratados de libre comercio, resulta fun-
damental apuntalar a la Profeco para que tenga las herra-
mientas jurídicas necesarias y suficientes para hacer de esta
ley una ley de protección al consumidor.

Quisiera informar a esta Asamblea que fueron múltiples las
modificaciones y adecuaciones que hicimos. En cuanto a
los bienes muebles, era muy importante que quedara que
fueran nuevos para evitar que hubiera malos manejos de
parte de estas organizaciones que conocemos comúnmente
como tandas o programas de autofinanciamiento. 

Esto permite proteger a quienes están ahorrando y cuidar
que no se vaya a abusar de ellos, de sus ahorros, como su-
cedió en un periodo inmediato reciente.

De igual manera quiero decirles que dentro del plazo que
se proponía, por parte del Ejecutivo, de siete años para que
se pudieran consolidar y retirar los recursos, acordamos en
la comisión que fuera de 10 años y muchas empresas dedi-
cadas a esto, pedían que fuera a 20 años, pero sabemos que
por cada año más que se busque en esto, corren un mayor
riesgo los consumidores o pequeños ahorradores que están
organizados en estos sistemas. 

En cuanto a la garantía, el plazo nos permite de alguna ma-
nera cuidar que no vaya a haber gente que no obstante con
la modificación de ley, se aproveche de muchos de estos
pequeños ahorradores que han encontrado en estos siste-
mas una forma de obtener una casa, un bien inmueble o un
bien mueble.
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Por lo que toca a la intervención del diputado Agundis, nos
preocupa sobre manera, primero la iniciativa del Ejecutivo
venía para bienes inmuebles nuevos; sin duda que el co-
mercio y el acceso de muchos ciudadanos a un bien in-
mueble seminuevo es común, ya lo prevé Infonavit, Fo-
vissste, todas estas instituciones que dotan de vivienda.
Pero lo que nos parece que tratar de meter en una ley de
protección al consumidor algo que corresponde y que esta
Honorable Asamblea aprobó cuando se pudo por consenso,
sacar la Ley de Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresas, que ése es el instrumento y la herra-
mienta para impulsar lo que seguramente y con toda razón
quiere el señor diputado Agundis y el Partido Verde Ecolo-
gista.

Con todo respeto, con toda atención, con todo comedi-
miento, pido a la honorable Asamblea demos por aprobado
el dictamen en los términos que ha sido propuesto, con las
adecuaciones de la Mesa Directiva y que invitemos a los
compañeros diputados tanto Salvador Rocha como Fran-
cisco Agudis, que posteriormente pudiéramos trabajar so-
bre ese tema.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Activen el sonido en la curul del diputado Agundis.

El diputado Francisco Agundis Arias (desde su curul): 

Solicito el uso de la palabra, para contestar alusiones per-
sonales.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos, para
contestar alusiones personales.

El diputado Francisco Agundis Arias: 

Con el permiso de la Presidencia:

Mi participación en esta tribuna fue para establecer los mo-
tivos que llevaron al Partido Verde a votar en contra de
esta iniciativa.

Quisiera aprovechar este momento para volverlos a esta-
blecer:

Si bien esta ley beneficia de manera concreta en temas
particulares a una gran cantidad de consumidores, tam-
bién pone en ventaja a algunos prestadores de bienes y
servicios.

Es una ley que tuvo más de un año para poderse elaborar;
creemos que faltaron cosas que se debieron haber incluido,
que eso sí darle certeza y cumplir con la obligación que tie-
nen los prestadores de bienes y servicios para con los con-
sumidores.

En particular, vuelvo a hacer referencia a la etiquetación de
productos genéticamente modificados. Esta ley no permite
que los mexicanos sepan lo que consumen, de qué está he-
cho y cómo está hecho. Este fue el sentido de nuestra posi-
ción.

En cuanto al artículo 63, es claro que si estamos dando un
crédito para uso habitacional, se puede dar con los mismos
mecanismos a uso comercial. 

La Secretaría tiene la facilidad a través de las reglas de ca-
rácter general, de establecer los mecanismos adecuados
para su correcto cumplimiento.

Este apoyo a las micro empresas, a los famosos changarros,
no se da por falta de voluntad.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Solicito a la Secretaría consulte a la Asamblea si son de
aceptarse las modificaciones propuestas por los diputados
Rocha Díaz y Francisco Agundis.

Perdón, primero la propuesta del diputado Salvador Rocha
Díaz.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi -
ca se consulta a la Asamblea si son de aceptarse las mo-
dificaciones propuestas por el diputado Salvador Rocha
Díaz.

Los diputados que estén porque se acepte, sírvanse mani-
festarlo...
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Los diputados que estén porque no se acepte, sírvanse ma-
nifestarlo... Mayoría porque no se acepte, señor Presi-
dente. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Desechada.

Consulte la Secretaría si son de aceptarse las modificacio-
nes propuestas por el diputado Agundis.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si son de aceptarse las modi-
ficaciones propuestas por el diputado Francisco Agundis
Arias.

Los diputados que estén porque se acepte, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén porque no se acepte, sírvanse ma-
nifestarlo...

No se acepta, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Desechada. 

Se reserva el artículo para su votación en sus términos, con
las modificaciones propuestas por la comisión en un acto
posterior.

Asimismo ha sido reservado el artículo 63-bis por el dipu-
tado Salvador Rocha Díaz y por el diputado Francisco
Agundis Arias. En tal virtud tiene el uso de la palabra, has-
ta por cinco minutos, el diputado Salvador Rocha Díaz.

El diputado Salvador Rocha Díaz: 

Con su permiso, diputado Presidente; honorable Asamblea:

Las propuestas que traigo para el artículo 63-bis son bási-
camente dos.

En el primer párrafo del artículo 63-bis se prohíbe la fusión
de grupos de consumidores y la reubicación de consumi-
dores de un grupo a otro. Se prohíbe tajantemente y sin dar
posibilidad alguna, ni siquiera a la Procuraduría Federal

del Consumidor, de aprobar algunas fusiones que sean
constructivas en beneficio de los propios consumidores.

He propuesto, en el documento que he entregado a la Se-
cretaría y que después pediré a la Presidencia instruya a la
Secretaría para que le dé lectura, que agreguemos un pá-
rrafo en el 63-bis a efecto de que la Procuraduría Federal
del Consumidor pueda aprobar fusiones de grupos de con-
sumidores o reubicación de consumidores porque esto es
en beneficio de los consumidores.

El sistema de autofinanciamiento opera a base de un deter-
minado número cerrado de participantes y si en un deter-
minado proyecto se requieren 100 participantes y nada más
hay 98 para un determinado tipo de producto y para otro ti -
po de producto hay 67 consumidores interesados de un gru-
po igualmente de 100, es absurdo que la ley prohíba que
con la autorización de la Procuraduría Federal del Consu-
midor se puedan fusionar estos grupos o reubicar algunos
de los consumidores. A lo mejor había un consumidor que
quería una casa de dos habitaciones y no se reúne la inte-
gridad del grupo, pero hay una en donde hay casas de tres
habitaciones y pudiesen hacer el esfuerzo para que fuese
reubicado en ese grupo y sin embargo la ley lo prohíbe ta-
jantemente, sin dar pues la posibilidad a la Procuraduría
Federal del Consumidor de que se someta a su considera-
ción la posible fusión o reubicación de consumidores.

La prohibición como está no está establecida en beneficio
del consumidor, porque se va a quedar sin ese medio de fi-
nanciamiento para la obtención del producto que le intere-
sa. Tampoco se trata de que lo pueda hacer la empresa de
autofinanciamiento sin ninguna participación de la autori-
dad encargada de vigilar su operación.

La propuesta que les presento pretende, precisamente, que
se den facultades a la Procuraduría Federal del Consumidor
a efecto de que pueda autorizar fusiones de grupos o reubi-
cación de consumidores.

Por otra parte, en la fracción II, se establece que las perso-
nas que no pueden participar en la administración, las per-
sonas condenadas mediante sentencia ejecutoriada por de-
lito intencional que merezca pena corporal o que estén
inhabilitadas para desempeñar empleo, cargo o comisión
en el sistema financiero. La expresión más genérica y más
protectora de los consumidores es que se aluda a las perso-
nas que estén inhabilitadas para ejercer el comercio por-
que, porque no es necesario esperarse a que estén inhabili-
tadas para operar en un sistema financiero, basta con que
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estén inhabilitadas para operar en algo más amplio que es
el sistema mercantil, para los efectos de que no puedan par-
ticipar en la administración de empresas de autofinancia-
miento.

Estas son las dos propuestas que he dejado en manos de la
Secretaría y pido a la Presidencia autorice se dé su lectura
para que lo conozca la Asamblea.

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Rocha. 

Le ruego a la diputada Secretaria dar lectura a las propues-
tas formuladas por el diputado Rocha, en relación con el
artículo 63-bis.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

“Artículo 63-bis. En la operación de los sistemas de co-
mercialización a que se refiere el artículo anterior, queda
prohibida la comercialización de bienes que no estén de-
terminados o no sean determinables. La constitución de
grupos cuyos contratos de adhesión no venzan en la misma
fecha, la transferencia de recursos o financiamiento de
cualquier tipo, ya se dé un grupo de consumidores a otro o
a tercero, la fusión de grupos de consumidores y la reubi-
cación de consumidores de un grupo a otro, así como cual-
quier otro acto que contravenga lo dispuesto en esta ley y
el reglamento respectivo o que pretenda eludir su cumpli-
miento.” 

Cuando por beneficio de los grupos de consumidores o por
razones de mercado resulte provechosa para las partes in-
volucradas, se podrá autorizar por parte de la Procuraduría
la consolidación de grupos de consumidores o pactar la mi-
gración de todos o parte de los consumidores a otros gru-
pos nuevos o ya constituidos, siempre y cuando se vele por
los intereses de los participantes en el esquema de comer-
cialización, sin que se pueda obligar o aceptar con motivo
de esta decisión a quienes decidan permanecer en su grupo
original.

Dicha autorización también podrá ser otorgada por la Pro-
curaduría, cuando por causas ajenas al proveedor, los bienes
o condiciones de comercialización dificulten la viabilidad
del grupo en cuestión. En tales casos el proveedor deberá

acreditar que el esquema alternativo representa ventajas o
provechos para los consumidores involucrados.

Cualquier cantidad que deba ser cubierta por los consumi-
dores, deberá estar plenamente identificada y relacionada
con el concepto que le haya dado origen, debiendo desti-
narse exclusivamente al pago de los conceptos que corres-
pondan conforme a lo dispuesto en el propio reglamento.

No podrán participar en la administración, dirección y con-
trol de sociedades que administren los sistemas de comer-
cialización: 

1. Las personas que tengan litigio civil o mercantil en con-
tra del proveedor de que se trate.

2. Las personas condenadas mediante sentencia ejecutoria-
da o por delito intencional que merezca pena corporal o
que estén inhabilitadas para ejercer el comercio.

3. Los quebrados y concursados que no hubieran sido re-
habilitados; y

4. Los terceros especialistas, auditores externos y las per-
sonas que realicen funciones de dictaminación, de inspec-
ción o vigilancia de los proveedores, incluyendo el cargo
de “comisario”.

Hasta ahí el documento.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señora diputada.

El señor diputado Francisco Agundis Arias ha hecho llegar
a esta mesa directiva su decisión de declinar a su participa-
ción en relación con el artículo 63, en tal virtud le ruego a
la Secretaría consultar en votación económica si son de ad-
mitirse las proposiciones planteadas por el señor diputado
Salvador Rocha Díaz, en relación con la modificación que
plantea al artículo 63-bis del proyecto de decreto en discu-
sión.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi -
ca se consulta a la Asamblea si son de aceptarse las mo-
dificaciones propuestas por el diputado Salvador Rocha
Díaz, al artículo 63-bis. 
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Los diputados que estén por la afirmativa, porque se acep-
te, sírvanse manifestarlo...

Los diputados que estén porque no se acepte, sírvanse ma-
nifestarlo... No se acepta, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se desechan las propuestas de modificación presenta-
das al artículo 63-bis y se reserva para su votación en
conjunto en momento posterior, con las modificaciones
que fueron formuladas y admitidas, presentadas por la
comisión.

A fin de presentar sus propuestas en relación con el artícu-
lo 63-ter, tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos
el señor diputado Salvador Rocha Díaz.

El diputado Salvador Rocha Díaz:

Con su permiso señor Presidente; honorable Asamblea: 

Muy breve intervención en relación al 63-ter. En el segun-
do párrafo se establece que “la Procuraduría podrá deter-
minar que uno o varios proveedores suspendan de manera
temporal la celebración de nuevos contratos con los consu-
midores”. Pero nunca señala la ley la temporalidad.

Esto obviamente tiene un defecto jurídico fundamental, la
suspensión puede ser indefinida, ¿cuál va a ser la duración
de esa suspensión durante los cuales la empresa no puede
generar nuevos contratos pero debe seguir cumpliendo con
los contratos ya celebrados? Creo que esta suspensión ob-
viamente viola la garantía de la seguridad jurídica en la
empresa que a esto se dedique y que resulta además en per-
juicio de los propios consumidores que estén pertenecien-
do a este determinado grupo, en tanto que la posibilidad de
incumplimiento de la empresa va a crecer exponencial-
mente.

La propuesta que someto a la consideración de ustedes, es
que se establezca que la Procuraduría podrá determinar
que, uno o varios proveedores suspendan hasta por 30 días
la celebración de nuevos contratos, etcétera toda vez que
en el 63-quarter se establecen las causas de revocación,
sino después de una suspensión de 30 días la empresa no
corrige las anomalías en que está incurriendo, pues proce-
dería que se revocara la autorización en lugar de que se
mantenga una suspensión indefinida que en primer lugar es
inconstitucional y que en segundo lugar va a colocar en ab-

soluta inseguridad tanto a la empresa como a los consumi-
dores. 

No se hace necesario la lectura, en mi opinión, salvo la me-
jor decisión de la Presidencia, en tanto que la única modi-
ficación es, establecer que se suspendan hasta por 30 días
en lugar de manera temporal sin definición de términos. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Rocha.

Identifique la diputada Secretaria la parte conducente de la
propuesta de modificación.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Sí, señor Presidente. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

¿Quiere leerlo por favor?

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

“La Procuraduría podrá, bajo su responsabilidad, determi-
nar que uno o varios proveedores suspendan por 30 días la
celebración de contratos con nuevos consumidores.”

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias.

Le ruego consultar a la Asamblea si son de admitirse las
propuestas formuladas por el señor diputado Rocha Díaz.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la Asamblea si son de aceptarse las modifica-
ciones propuestas por el diputado Salvador Rocha Díaz al
artículo 63-ter.

Los diputados que estén porque se acepte, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén porque no se acepte, sírvanse ma-
nifestarlo... Mayoría porque no se acepte, señor Presi-
dente.
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El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se desechan las propuestas de modificación al artículo
63-ter y se reserva para su votación en sus términos o
los términos del dictamen, en un momento posterior.

Fue reservado el artículo sexto transitorio por el diputado
Salvador Rocha Díaz, por el diputado Francisco Agundis
Arias y por el diputado Ildefonso Guajardo Villarreal. 

El diputado Agundis Arias ha hecho llegar a esta Mesa Di-
rectiva la notificación de declinar su participación. 

En consecuencia, tiene el uso de la palabra el señor diputa-
do Salvador Rocha Díaz hasta por cinco minutos.

El diputado Salvador Rocha Díaz: 

Con permiso señor Presidente; honorable Asamblea: 

Seré aún más breve que en la intervención anterior, habida
cuenta de que no percibo un ambiente propicio a escuchar
las razones sino a votar exclusivamente conforme el dicta-
men lo propone, sin embargo sí tengo una propuesta en re-
lación a los artículos sexto, séptimo y octavo, toda vez que
los artículos transitorios que son aquellas disposiciones
que permiten implementar el inicio de vigor de una ley, de
vigencia de una ley, están en este dictamen muy mal cons-
truidos.

Al punto, nada más para que ustedes lo perciban, que no se
señala plazo alguno para que las empresas soliciten la au-
torización de la Secretaría. Hay plazos para otras cuestio-
nes pero no plazos para que solicite la autorización de la
Secretaría, que es una de las reformas fundamentales que
contiene el artículo 63.

Para no cansarlos pido a la Secretaría, si la Presidencia lo
autoriza, que dé lectura al texto de los artículos sexto, sép-
timo y octavo transitorios que propongo a su considera-
ción.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado. 

¿Entiendo que ha usted planteado sus comentarios en rela-
ción con los tres transitorios? Correcto, vamos de cualquier
manera a sustanciarlos de manera individual, le ruego a la
Secretaría dar lectura a las propuestas de modificación al

artículo sexto… Sí, correcto, hay otros oradores entonces
damos lectura al artículo sexto transitorio.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Artículo sexto transitorio. Las operaciones derivadas de los
sistemas de comercialización a que se refiere el artículo 63
de la ley, que se hubieren llevado a cabo en fecha anterior
a la entrada en vigor del presente decreto, continuarán sien-
do aplicables hasta el vencimiento de los contratos y la li-
quidación de los grupos existentes a la fecha. Las disposi-
ciones que las regulaban.

Los nuevos grupos de consumidores que se contraten por
las sociedades que han venido operando hasta la fecha, es-
tán regidos por las nuevas disposiciones debiendo dichas
sociedades presentar solicitud de autorización dentro de los
60 días naturales siguientes a la fecha en que entre en vigor
el presente decreto.

En caso de que se niegue la autorización por parte de la Se-
cretaría, no se podrán contratar nuevos grupos a partir de la
negativa de dicha autoridad, iniciándose el proceso de di-
solución y liquidación conforme a lo previsto por la ley. 

Las referidas sociedades podrán celebrar contratos de adhe-
sión, ajustándose a las disposiciones mencionadas en el pá-
rrafo anterior, exclusivamente cuando correspondan a gru-
pos de consumidores que aún se encuentren en proceso de
integración, debiendo formalizar los grupos dentro de los
cuatro meses siguientes al inicio de la vigencia de este de-
creto.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, compañera diputada Secretaria. 

Tiene el uso de la palabra para presentar su posición en re-
lación con el artículo sexto transitorio, el señor diputado Il-
defonso Guajardo Villarreal hasta por cinco minutos.

A ver, activen el sonido en la curul del diputado Guajardo,
por favor. 

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal 
(desde su curul):

Sí, es básicamente un punto en el sexto transitorio por
acuerdo de la Mesa Directiva de la comisión, en donde
prácticamente se extiende el plazo de transición; el plazo
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establecido en el sexto transitorio, en el segundo párrafo, es
de 60 y 120 días naturales, la propuesta específica de la
Mesa Directiva es que cambiemos 120 días por 240 días.
Esto ya se vio con las fracciones parlamentarias en la Me-
sa Directiva de la comisión.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego diputado, que haga llegar a la Secretaría el texto
de la propuesta a la modificación, para poderla votar en su
momento.

A fin de desahogar la propuesta formulada por el diputado
Salvador Rocha Díaz para modificar el artículo sexto tran-
sitorio, que ha sido leída por la Secretaría, le ruego diputa-
da Secretaria consultar a la Asamblea si es de admitirse la
proposición del diputado Rocha Díaz.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si es de aceptarse la modifi -
cación propuesta por el diputado Salvador Rocha Díaz al
artículo sexto transitorio.

Los diputados que estén porque se acepte, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén porque no se acepte, sírvanse ma-
nifestarlo... No se acepta, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se desecha la propuesta de modificación formulada por el
señor diputado Salvador Rocha Díaz al artículo sexto tran-
sitorio. Le ruego a la diputada Secretaria dar lectura a la
formulada por el diputado Ildefonso Guajardo Villarreal en
nombre de las comisiones, entiendo, de la Mesa Directiva
de la comisión.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

“Artículo sexto transitorio, segundo párrafo. 

Las sociedades que actualmente administren dichos siste-
mas de comercialización no podrán abrir nuevos grupos de
consumidores al amparo de tales disposiciones ni celebrar
nuevos contratos de adhesión, no obstante lo anterior du-
rante los 60 y 240 días naturales inmediatos siguientes a la
fecha de entrada en vigor del presente decreto, según se

trate de bienes muebles e inmuebles respectivamente. Las
referidas sociedades podrán celebrar contratos de adhesión,
ajustándose a las disposiciones mencionadas en el párrafo
anterior, exclusivamente cuando correspondan a grupos de
consumidores que aún se encuentren en proceso de inte-
gración.”

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego diputada Secretaria consultar a la Asamblea si
son de admitirse las modificaciones propuestas.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la Asamblea si son de admitirse las modifica-
ciones propuestas por el diputado Ildefonso Guajardo Vi-
llarreal a nombre de la comisión. 

Los diputados que estén porque se acepten, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén porque no se acepte, sírvanse ma-
nifestarlo... Se acepta, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admiten las modificaciones propuestas por el diputado
Ildelfonso Guajardo Villarreal al artículo sexto transitorio
y se reserva para su votación con las modificaciones leídas
en un momento posterior.

El señor diputado Salvador Rocha Díaz presentó sus argu-
mentos en relación con las modificaciones que propone a
los artículos séptimo y octavo. Y fue su decisión expresa-
da en esta Mesa Directiva, que la Secretaría en todo caso
diera lectura a los textos de las modificaciones propuestas
a fin de sustanciarlas. Le ruego a la diputada Secretaria dar
lectura a los textos de las modificaciones propuestas a fin
de sustanciarlas.

Le ruego a la diputada Secretaria dar lectura a las propues-
tas de modificación al artículo séptimo transitorio del di-
putado Salvador Rocha Díaz.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

“Artículo séptimo transitorio. Para los efectos del artículo
sexto transitorio, la Secretaría supervisará al interventor
designado por la Procuraduría para llevar el proceso de
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liquidación de los grupos, determinando para ello los line-
amientos, calendarios y actividades que correspondan.”

Presidencia del diputado 
Armando Salinas Torre

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Consulte la Secretaría si es de aceptarse la modificación
propuesta.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la Asamblea, si es de aceptarse la modifica-
ción propuesta por el diputado Salvador Rocha Díaz.

Los diputados que estén porque se admita, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén porque no se admita, sírvanse ma-
nifestarlo...

No se admite, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Desechada. 

Dé lectura a la propuesta del diputado Salvador Rocha
Díaz respecto del octavo transitorio.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

“Artículo octavo transitorio. Las sociedades a que se refie-
re el artículo sexto transitorio, deberán presentar dentro de
los 180 días siguientes a la entrada en vigor de este decre-
to a la Secretaría la información relativa, entre otros rubros
a la operación del sistema, al número de contratos, número
de grupos, plazos, situación que guarden los consumidores
en la forma y términos que para tal efecto establezca la
misma.”

La Secretaría podrá solicitar, considerando la capacidad fi-
nanciera, legal y operativa de cada sociedad que realice au-
ditorías respecto de grupos de consumidores constituidos,
conforme a las disposiciones vigentes hasta antes de la en-
trada en vigor del presente decreto. La Procuraduría podrá
solicitar la validación de auditor externo de los rubros rele-
vantes, exponiendo los alcances y razones de su requeri-

miento. No se solicitará información o validación respecto
de la información que ya hubiere sido materia de evalua-
ción por parte de auditor externo, acompañada a la solici-
tud ni de la información estadística o financiera respaldada
actualmente al tiempo de cursar la solicitud a que se refie-
re el transitorio sexto.

El incumplimiento a las obligaciones de presentar la infor-
mación o a realizar las auditorías a que se refiere este artí -
culo, será sancionado en términos de lo dispuesto por el ar-
tículo 128 de la Ley Federal de Protección al Consumidor,
debiendo mediar dos requerimientos existiendo el corres-
pondiente apercibimiento, cuando no exista causa que jus-
tifique la demora en la atención del requerimiento.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Consulte la Secretaría a la Asamblea si es de aceptarse la
modificación propuesta al artículo octavo transitorio, por el
diputado Salvador Rocha Díaz.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si es de aceptarse la modificación propuesta por el di-
putado Salvador Rocha Díaz.

Los diputados que estén porque se admita, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén porque no se admita, sírvanse
manifestarlo... Mayoría porque no se admita, señor Pre-
sidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Desechada.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si están suficiente-
mente discutidos los artículos reservados en lo particular.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si se encuentran suficiente-
mente discutidos los artículos reservados.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Suficientemente discutido.

Me voy a permitir hacer una relatoría de lo que se somete-
rá a consideración.

El artículo 26 se pondría a votación en sus términos; el ar-
tículo 63, con la modificación propuesta por la comisión y
aceptada por la Asamblea; el artículo 63-bis, con la modi-
ficación propuesta por la comisión y aceptada por la Asam-
blea; el artículo 63-ter en sus términos; el artículo sexto
transitorio con la modificación propuesta por el diputado
Guajardo y compartido por la comisión; el artículo séptimo
transitorio en sus términos y el artículo octavo transitorio
en sus términos.

En tal virtud, se instruye a la Secretaría para que abra el
proceso de votación con el tablero electrónico, hasta por 10
minutos.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior. Abrase el sistema electrónico, hasta por
10 minutos, para proceder a la votación.

(Votación.)

Se emitieron 371 votos en pro, 17 en contra y siete absten-
ciones.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Aprobados en sus términos los artículos 26, 63-ter, sép-
timo y octavo transitorios, así como el artículo 63 y
63-bis con las modificaciones propuestas por la comi-
sión y aceptadas por la Asamblea y el artículo sexto
transitorio con las modificaciones propuestas por la co-
misión y el diputado Ildefonso Guajardo y aceptadas
por la Asamblea, por 371 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal, se reforma la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y la Ley del Presupuesto, Con-
tabilidad y Gasto Público Federal y se adiciona la Ley de
Planeación.

En virtud de que se encuentra publicada en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se dis-
pensa la lectura al dictamen.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez 
Gavilán: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen, en virtud de
que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente. Se
dispensa su lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Co-
misión de Gobernación y Seguridad Pública.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública fue
turnada para su estudio y dictamen, por la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados, la Minuta con Proyecto de
Decreto por el que se expide la Ley del Servicio Profesio-
nal de Carrera en la Administración Pública Federal; se re-
forman la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral y la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto
Público Federal; y se adiciona la Ley de Planeación; Así
como la Iniciativa de Decreto por el que se expide la Ley
Federal del Servicio Profesional de Carrera de la Adminis-
tración Pública Federal presentada por la Diputada Magda-
lena del Socorro Núñez Monreal, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 
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Esta Comisión, con fundamento en las facultades que le
otorgan los artículos 39, 45 numeral 6 y demás relativos de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y de-
más aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración de esta Honorable Asamblea el
presente dictamen, de conformidad con los siguientes 

ANTECEDENTES 

1. En sesión de esta H. Cámara de Diputados celebrada el
24 de octubre del presente año, la diputada Magdalena del
Socorro Núñez Monreal, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática, presentó Iniciativa de
Decreto por el que se expide la Ley Federal del Servicio
Profesional de Carrera de la Administración Pública Fede-
ral, misma que fue remitida por la Mesa Directiva a esta
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. 

2. Con fecha 29 de octubre del año en curso, la Mesa Di-
rectiva de esta H. Cámara de Diputados turnó a las Comi-
siones de Gobernación y Seguridad Pública la minuta re-
mitida por el Senado a efecto de elaborar el presente
dictamen. 

De conformidad con lo anterior, esta comisión expone las
siguientes 

CONSIDERACIONES 

I. La instauración de un Servicio Profesional de Carrera en
la Administración Pública Federal es una vieja aspiración
de los servidores públicos en México ya que sienta las ba-
ses para establecer una administración pública eficaz, aje-
na a los cambios políticos y capaz de servir profesional-
mente a la ciudadanía, la que demanda contar con
servidores públicos capaces, eficientes y profesionales que
puedan entregar servicios de calidad a la sociedad. 

Dicho servicio permitirá darle continuidad a los programas
sustanciales de gobierno, eliminar los trastornos en los
cambios de administración, conservar la experiencia de los
servidores públicos y motivarlos para que se profesionali-
cen y mejoren su desempeño, y así construir una adminis-
tración pública institucional al servicio del Estado y en be-
neficio de la sociedad. 

Lo anterior es coincidente en lo que expresa la Iniciativa de
Decreto por el que se expide la Ley Federal del Servicio

Profesional de Carrera de la Administración Pública Fede-
ral presentada en sesión del 24 de octubre del presente año,
por la Diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, donde se establece que “...Se trata de fortalecer
las instituciones a través de un servicio público profesional
que no se descomponga con los cambios políticos del país,
y como consecuencia, preserve su misión fundamental”. 

Es importante destacar las grandes coincidencias a lo largo
de toda la iniciativa de Decreto presentada por la Diputada
Magdalena Núñez Monreal, con respecto al Decreto que
esta Comisión dictaminadora está revisando. 

Atenta a lo anterior, esta Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública no pasa por alto la responsabilidad de este
Congreso de la Unión, de cumplir con su obligación cons-
titucional de emitir una ley necesaria en la materia. 

II. Esta Comisión dictaminadora es coincidente con los ra-
zonamientos expuestos por el Senado de la República en el
sentido de que es indispensable crear un ordenamiento que
establezca las bases de organización, funcionamiento y
desarrollo de un Servicio Profesional de Carrera en la Ad-
ministración Pública Federal que opere bajo los principios
de legalidad, eficiencia, objetividad, imparcialidad, equi-
dad y competencia por mérito. 

En este contexto el Servicio Profesional de Carrera permi-
tirá atraer a los mejores elementos al servicio público, eli -
minando consideraciones de tipo subjetivo en su recluta-
miento y selección. 

Del mismo modo, esta Comisión está de acuerdo en que los
criterios para el ingreso y permanencia en el servicio sean
el mérito y la capacidad en un marco de igualdad de opor-
tunidades, cuya garantía permitirá incentivar la capacita-
ción y la actualización de los servidores públicos así como
su buen desempeño. Es destacable que estos criterios de
reclutamiento y selección también están contenidos en la
Iniciativa de Decreto por el que se expide la Ley Federal
del Servicio Profesional de Carrera de la Administración
Pública Federal presentada por la Diputada Magdalena Nú-
ñez Monreal. 

III. De igual forma, esta Comisión considera acertada la
decisión de la colegisladora de incluir la disposición que
prohibe expresamente la discriminación a los aspirantes a
ingresar al Servicio Profesional en razón de su género,
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edad, capacidades diferentes, condiciones de salud, estado
civil, religión, origen étnico o condición social. 

IV. Respecto a la estructura de cargos para ser ocupados
por servidores profesionales de carrera, esta Comisión está
de acuerdo con los términos expuestos por el Senado, en el
sentido de reservarlos para ser ocupados a través de con-
cursos públicos y abiertos como lo establece esta Ley, toda
vez que esto permitirá hacer atractiva la carrera de servidor
público. Reservando los cargos de los primeros niveles de
la Administración Pública Federal a los funcionarios lla-
mados de Libre Designación que orientarán las prioridades
políticas del gobierno en turno. Dichos aspectos están con-
tenidos en la Iniciativa presentada por la diputada Magda-
lena Núñez Monreal. 

Del mismo modo, esta Comisión considera acertada la pre-
cisión que hace la Ley en relación a los Gabinetes de Apo-
yo, que permitirá la regularización del personal de apoyo
de los altos mandos del gobierno, tales como secretarios
particulares o asesores, sujetándolos al control presupues-
tal de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, trans-
parentando su escala salarial y diferenciándolos claramen-
te de los servidores profesionales de carrera. 

De igual forma, la Comisión considera oportuna la dispo-
sición que se ocupa de los casos en que por rigurosa ex-
cepción y plenamente justificados, un cargo reservado a los
servidores públicos de carrera, podrá ser desempeñado por
un funcionario de Libre Designación, sujetándose a los cri-
terios que al efecto emita la Secretaría de la Función Pú-
blica. En este sentido, la Comisión coincide con los crite-
rios de la colegisladora que señala: “...de no tomarse esta
disposición con la puntualidad debida, daría lugar a arbi-
trariedades en la definición de cargos, pudiendo llegar al
caso de eliminar paulatinamente los cargos de carrera, lo
cual sería inaceptable por las consecuencias perjudiciales
que esto traería para el desarrollo del Servicio y de sus
miembros...”. De igual modo, en el último párrafo del ar-
tículo 5o. de la Iniciativa presentada por la Diputada Mag-
dalena Núñez Monreal, se observan los mismos alcances. 

Al mismo tiempo es oportuno reiterar lo sostenido en el
dictamen del Senado de la República: “En el caso de que
servidores públicos de confianza ocupen puestos de carre-
ra de manera inusual y por determinación de la Secretaría
y el Comité de Profesionalización de su dependencia, de-
berán cubrir el perfil del puesto, lo cual asegura que se
cuente con las capacidades y habilidades que se requieren
para el desempeño de su trabajo”. 

V. A efecto de establecer con claridad los derechos y obli-
gaciones de los servidores profesionales de carrera, esta
Comisión considera muy atinado el Título Segundo del
Proyecto, ya que garantiza su estabilidad y permanencia, al
mismo tiempo que establece sus deberes y obligaciones
para que no incurran en las causales de separación o res-
ponsabilidad que la propia Ley señala, así como otros or-
denamientos relativos, tales como la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.
La Iniciativa presentada por la Diputada Magdalena Núñez
Monreal, contempla estos elementos en el Capítulo Único
del Título Quinto. 

En esta lógica, esta Comisión coincide con la Cámara de
Senadores en el sentido de que la Ley hace aportaciones
importantes hacia la transparencia y la honestidad de los
servidores públicos ya que los obliga a excusarse en asun-
tos donde puedan tener conflicto de intereses. 

VI. Con respecto al cuerpo normativo del sistema, esta Co-
misión considera que la estructura de siete subsistemas in-
cluye los aspectos necesarios para el óptimo desarrollo del
Servicio. La Iniciativa de la Diputada Núñez Monreal, con-
templa todos estos elementos aun y cuando se agrupan en
forma diferente. 

Esta Comisión dictaminadora coincide con la Cámara de
Senadores en lo que se refiere al Subsistema de Planeación
de Recursos Humanos, el cual permitirá determinar las ne-
cesidades de personal en el sector público en el corto y me-
diano plazo de una manera planeada, considerando el in-
greso y separación de servidores públicos, permitiendo la
racionalidad en la contratación de recursos humanos. Del
mismo modo, este subsistema permitirá establecer, en con-
junto con el Subsistema de Capacitación y Certificación de
Capacidades, las necesidades de formación requeridas por
la administración para ocupar los distintos puestos de la es-
tructura administrativa, y permitir así el ascenso y la movi-
lidad de los propios servidores profesionales de carrera. 

Para su operación eficaz, el Subsistema de Planeación de
Recursos Humanos contará con el Registro Unico del Ser-
vicio Profesional de Carrera y con el Catálogo de Puestos
de la Administración Pública Federal Centralizada. 

De igual forma, esta Comisión considera adecuado el Sub-
sistema de Ingreso que permitirá que los procesos de re-
clutamiento y selección de personal se realicen con base en
los principios de mérito y de igualdad de oportunidades.
Para ello la Ley establece claramente que el Ingreso al
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Servicio Profesional de Carrera, tanto al primer ingreso co-
mo a otros cargos de la jerarquía administrativa, se llevará
a cabo a través de convocatorias públicas y abiertas donde
podrán participar los servidores públicos y/o ciudadanos en
general que reúnan la características del perfil del puesto y
aprueben los exámenes respectivos. Es en este punto don-
de la Iniciativa presentada por la Diputada Magdalena Nú-
ñez Monreal, muestra mayores coincidencias con el dicta-
men de nuestra colegisladora. 

No obstante la difusión obligatoria de las convocatorias
para el ingreso, la Ley dispone que la Secretaría de la Fun-
ción Pública lleve a cabo eventos de inducción para atraer
a los ciudadanos con vocación de servicio público a los
concursos de ingreso, aspecto que esta Comisión conside-
ra pertinente. 

Lo mismo sucede en lo que se refiere al procedimiento de
selección, porque compartimos la intención del Senado en
cuanto a que la Ley determina que los aspirantes deberán
someterse a exámenes generales de conocimientos y habi-
lidades, así como a otros elementos de valoración que se
justifiquen en razón del tipo de cargo al que se aspire, por
medio de los Comités Técnicos de Profesionalización y Se-
lección de cada dependencia. Asimismo se establece que la
Secretaría de la Función Pública emita guías y lineamien-
tos generales para que se apliquen en dichas evaluaciones. 

Esta Comisión juzga pertinente lo que se refiere al Subsis-
tema de Desarrollo Profesional porque busca retener y mo-
tivar a los servidores públicos posibilitando que éstos ocu-
pen distintos puestos de igual o mayor jerarquía dentro de
la Administración Pública al desarrollar su plan de carrera.
Adicionalmente, los principios fundamentales coinciden
plenamente con la Iniciativa de la Diputada Magdalena
Núñez Monreal. 

La ley señala que las trayectorias de los servidores públi-
cos podrán ser verticales y/o horizontales, permitiéndole
movilidad al servidor público y contribuyendo directamen-
te a su motivación. 

Buscando que el horizonte profesional de los servidores
públicos sea lo más amplio posible, la Ley dispone que las
dependencias podrán celebrar convenios con distintas ins-
tituciones y autoridades tanto federales como locales, pú-
blicas y privadas para permitir el intercambio de recursos
humanos, con el fin de fortalecer el proceso de desarrollo

profesional y evitar el estancamiento o la desmotivación de
los servidores profesionales de carrera. 

Esta Comisión considera acertada la introducción del Subsis-
tema de Capacitación y Certificación de Capacidades que tie-
ne la finalidad de aumentar, mejorar y certificar los conoci-
mientos y habilidades de los servidores públicos con objeto de
que puedan mejorar su desempeño, se preparen para ocupar
cargos de mayor responsabilidad y puedan certificar las capa-
cidades profesionales que hayan adquirido en el ejercicio de
su función. En apoyo a esta consideración, la sección Segun-
da del Programa de Especialización contenida en la multicita-
da Iniciativa de Decreto presentada por la Diputada Magdale-
na Núñez Monreal se observan alcances equivalentes. 

Este subsistema considera que los servidores profesionales
de carrera que así lo requieran, además de la capacitación
que recibirán para el ejercicio de su función, podrán conti-
nuar con su educación formal en instituciones nacionales o
internacionales, en beneficio de la propia administración
pública, a través de apoyos. 

Con objeto de mantener el nivel profesional de los servi-
dores públicos, éstos deberán ser evaluados al final de ca-
da proceso de capacitación, y en el caso de que no aprue-
ben en dos ocasiones las evaluaciones correspondientes,
serán separados del servicio y causarán baja del Registro. 

Es atendible en esta Cámara de diputados el criterio de
nuestra colegisladora en el sentido de que cada cinco años
los servidores públicos deberán ser sometidos a una eva-
luación para certificar sus capacidades profesionales, con
el fin de asegurar que tienen actualizadas las habilidades y
conservan el perfil para ocupar el puesto. De esta manera,
el sistema mantendrá a los servidores públicos actualizados
y con el nivel de competencia necesaria para ofrecer servi-
cios de calidad a la ciudadanía, toda vez que la certifica-
ción es requisito indispensable para la permanencia en el
servicio. 

Esta Comisión dictaminadora considera que el Subsistema
de Evaluación del Desempeño es una de las piezas funda-
mentales para la operación del Sistema, porque busca eva-
luar tanto individual como colectivamente la actuación de
los servidores públicos en términos de los resultados espe-
rados por la ciudadanía, tanto en el nivel cualitativo como
cuantitativo, en los términos propuestos por la Ley. 

A partir de la reformas y adiciones a las Leyes de Planea-
ción, y de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, la
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evaluación del desempeño se articula con las metas y obje-
tivos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo y pre-
vé el otorgamiento de estímulos a los servidores que tengan
un desempeño sobresaliente. Esto permitirá incentivar el
buen desempeño y motivar a los servidores públicos a me-
jorar constantemente su trabajo y a aprovechar la capacita-
ción. 

Al mismo tiempo las evaluaciones del desempeño permiti-
rán aportar información para mejorar el funcionamiento de
las dependencias; servir como instrumento para detectar
necesidades de capacitación y, en caso de un desempeño no
satisfactorio, aplicar medidas correctivas o proceder a la
separación del servidor público. 

Como se establece en el cuerpo de la propia la Ley, el Sub-
sistema de Separación establece las condiciones en que ter-
mina el nombramiento de un servidor público o deja de
surtir efectos de manera temporal o permanente. La Dipu-
tada Magdalena Núñez Monreal, en su iniciativa aborda
este punto en el artículo 76, en donde se aprecian alcances
similares. 

Esta Comisión coincide con el Senado en que la Ley otor-
ga plena seguridad jurídica a los servidores profesionales
de carrera ya que se fundamenta en la garantía de que no
podrá ser removido de su cargo por razones políticas o por
causas y procedimientos no previstos en esta u otras leyes
aplicables. 

Dentro de las causas de separación, la Ley enumera la re-
nuncia, la defunción, la de sentencia privativa de la liber-
tad, y el incumplimiento de manera grave de sus responsa-
bilidades, en cuyo caso la Secretaría de la Función Pública
y los Comités Técnicos de Profesionalización y Selección
valorarán los hechos y respetarán la garantía de audiencia. 

Adicionalmente, la Ley prevé como causas de separación
las relativas a las evaluaciones de capacitación, certifica-
ción y desempeño, con el fin de asegurar el nivel de com-
petencia de los servidores públicos. 

En lo que se refiere a la separación temporal, se determi-
nan las condiciones y los casos por los que se pueden pedir
licencias para permitir a los servidores profesionales de ca-
rrera separarse temporalmente de su cargo, con la garantía
de reincorporarse a su cargo una vez terminada la licencia. 

Esta Comisión de Gobernación y Seguridad Pública coin-
cide plenamente con la colegisladora en lo que respecta al

Subsistema de Control y Evaluación en virtud de que per-
mite la evaluación general del sistema de manera perma-
nente para asegurar su adecuado funcionamiento y su co-
rrección en casos necesarios. 

VII. En cuanto a la Estructura Orgánica del Sistema, la Co-
misión dictaminadora considera adecuado que el Servicio
dependa del Titular del Poder Ejecutivo Federal a través de
la Secretaría de la Función Pública, antes Secretaría de
Contraloría y Desarrollo Administrativo, y que sea opera-
do por cada una de las dependencias. 

La inclusión del Consejo Consultivo del Sistema y de los
Comités Técnicos de Profesionalización y Selección, son
para esta Comisión, figuras adecuadas que le dan mayor
certidumbre al Servicio Profesional de Carrera. El Consejo
cumplirá funciones de asesoría y recomendación, mientras
que los Comités participarán en la planeación, formulación
de estrategias y análisis, además de ser pieza fundamental
en los procesos de selección. 

Es importante señalar que la iniciativa presentada por la di-
putada Magdalena Núñez Monreal, observa gran coinci-
dencia en la definición de la estructura de organización con
respecto al la contemplada en el Decreto que esta Comisión
dictaminadora revisa. 

VIII. Esta Comisión es coincidente con la Cámara de Se-
nadores en el sentido de que el procedimiento de selección
se lleve a cabo con apego al principio de legalidad, para lo
cual se contempla el recurso de revocación, contra las re-
soluciones derivadas de dicho procedimiento. 

Complementariamente, se establece qué autoridades y le-
gislación serán aplicables a las controversias a resolver,
existiendo dos vías legales posibles: la laboral y la admi-
nistrativa. 

MODIFICACIONES A LA MINUTA 

A. La Minuta establece con precisión y detalle las obliga-
ciones de los servidores públicos profesionales de carrera,
de tal manera que el incumplimiento de las mismas, origi-
naría que el nombramiento de los servidores deje de surtir
sus efectos. 

La estabilidad en el empleo o cargo dependerá del cumpli-
miento de las obligaciones señaladas en la ley y no de cri-
terios discrecionales que carecen de referentes normativos
para realizar la evaluación de la legalidad de la resolución. 
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Adicionalmente, la ley no establece qué conductas o viola-
ciones a las obligaciones podrían considerarse especial-
mente graves, ni tampoco los criterios para considerar que
son reiterados o constantes, al igual que el resto de los re-
quisitos que se señalan por la Minuta para considerar que
el nombramiento de un servidor público deje de surtir sus
efectos. 

Por lo tanto, se propone modificar la redacción del si-
guiente artículo 

Artículo 60. El nombramiento de los servidores profesio-
nales de carrera dejará de surtir efectos sin responsabilidad
para las dependencias, por las siguientes causas: 

I a III... 

IV. Por incumplimiento reiterado e injustificado de las
obligaciones que esta Ley le asigna; 

La valoración anterior deberá ser realizada por la Secreta-
ría de conformidad con el Reglamento, respetando la ga-
rantía de audiencia del servidor público; 

V y VI... 

VII. Cuando el resultado de su evaluación del desempeño
sea deficiente, en los términos que señale el reglamento;

... 

B. En virtud de que la Minuta, en el artículo primero de los
transitorios señalaba que la entrada en vigor de la ley sería
el 1o. de enero de 2003, que no fue posible aprobar el dic-
tamen antes de esta fecha, por lo que con la finalidad de
proponer una nueva fecha que permita comenzar a operar
la ley se modifica el artículo mencionado para quedar en
los siguientes términos: 

“Artículo Primero. Esta Ley entrará en vigor ciento
ochenta días después de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.” 

C. En virtud de que el ARTICULO SEGUNDO del Decre-
to, por el que se reforma la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, no tiene un artículo transitorio que
establezca con claridad la fecha de entrada en vigor de la
citada reforma, se adiciona un tercer artículo transitorio
para quedar en los siguientes términos: 

“Tercero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.” 

D. En el artículo segundo transitorio de la Ley del Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-
ral, se establece la obligación a cargo de la Secretaría la
emisión del Reglamento de la Ley, sin embargo, en virtud
de que dicha atribución le corresponde, de acuerdo a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
propone eliminar la parte correspondiente, para que se en-
tienda que el Reglamento lo deberá emitir la autoridad
competente, por lo tanto se propone la siguiente redacción,
en el primer párrafo del citado artículo: 

“Artículo segundo. El Reglamento de la presente Ley de-
berá emitirse en un plazo no mayor a 180 días, contados a
partir de la entrada en vigor de la misma.” 

E. Asimismo, toda vez que se consideró por esta Comisión
dictaminadora que por lo que respecta a las modificaciones
a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y
de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público
Federal, se realizan modificaciones únicamente con la fi-
nalidad de no dar lugar a duda alguna respecto de las frac-
ciones que no se reforman, es decir, se señalan expresa-
mente las fracciones que permanecen sin cambio. 

En la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
para quedar de la siguiente manera: 

“Artículo 31. A la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I a XVIII... 

XIX. Coordinar y desarrollar los servicios nacionales de
estadística y de información geográfica, así como estable-
cer las normas y procedimientos para su organización, fun-
cionamiento y coordinación; 

XX a XXIII... 

XXIV. Ejercer el control presupuestal de los servicios per-
sonales y establecer normas y lineamientos en materia de
control del gasto en ese rubro, y 

XXV...
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Artículo 37. A la Secretaría de la Función Pública corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I a VI... 

VI-bis. Dirigir, organizar y operar el sistema de Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-
ral en los términos de la Ley de la materia, dictando las re-
soluciones conducentes en los casos de duda sobre la inter-
pretación y alcances de sus normas; 

VII a XVII... 

XVIII. Aprobar y registrar las estructuras orgánicas y ocu-
pacionales de las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal y sus modificaciones, previo dicta-
men favorable de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público; 

XVIII-bis. Establecer normas y lineamientos en materia de
planeación y administración de personal; 

XIX a XXV... 

XXVI. Establecer las políticas generales en materia de los
servicios de informática de las dependencias y entidades de
la administración pública federal, y 

XXVII. Las demás que le encomienden expresamente las
leyes y reglamentos.”

En la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público
Federal, para quedar como sigue: 

“Artículo 19. El proyecto de presupuesto de egresos de la
federación se integrará con los documentos que se refieran a: 

I y II... 

III. Estimación de ingresos y proposición de gastos del
ejercicio fiscal para el que se propone, incluyendo el mon-
to y clasificación correspondiente a las percepciones que se
cubren en favor de los servidores públicos. 

Dichas percepciones incluyen lo relativo a sueldos, presta-
ciones y estímulos por cumplimiento de metas, recompen-
sas, incentivos o conceptos equivalentes a éstos; 

IV a IX...”

Por estas razones, estimamos conveniente regresar la Mi-
nuta en estudio a la Colegisladora para que se analice solo
en lo mencionado anteriormente; y por lo que se refiere al
resto del contenido de la Minuta, se estima procedente y
acorde su aprobación. 

Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública, con fundamento en el artículo 86 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y en el artículo 87 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados el siguiente proyecto de decreto y en
caso de aprobarse, se proceda al envío del expediente al
Senado de la República para que se estudien y dictaminen
las observaciones realizadas por esta Cámara Revisora
atendiendo a lo dispuesto en el artículo 72, inciso e) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Como resultado de lo anterior, los miembros de esta Comi-
sión de Gobernación y Seguridad Pública, proponemos al
Pleno el siguiente dictamen con proyecto de: 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DEL
SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA AD-
MINISTRACION PUBLICA FEDERAL; SE REFOR-
MAN LA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRA-
CION PUBLICA FEDERAL Y LA LEY DE
PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLI-
CO FEDERAL; Y SE ADICIONA LA LEY DE PLANEA-
CION. 

ARTICULO PRIMERO. Se expide la Ley del Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-
ral para quedar como sigue: 

Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administra-
ción Pública Federal 

TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Capítulo Unico 

De la naturaleza y objeto de la Ley 

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto establecer las
bases para la organización, funcionamiento y desarrollo del

Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados206



Sistema de Servicio Profesional de Carrera en las depen-
dencias de la Administración Pública Federal centralizada. 

Las entidades del sector paraestatal previstas en la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal podrán esta-
blecer sus propios sistemas de servicio profesional de ca-
rrera tomando como base los principios de la presente Ley. 

Artículo 2. El sistema de Servicio Profesional de Carrera
es un mecanismo para garantizar la igualdad de oportuni-
dades en el acceso a la función pública con base en el mé-
rito y con el fin de impulsar el desarrollo de la función pú-
blica para beneficio de la sociedad. 

El Sistema dependerá del titular del Poder Ejecutivo Fede-
ral, será dirigido por la Secretaría de la Función Pública y
su operación estará a cargo de cada una de las dependen-
cias de la Administración Pública. 

Serán principios rectores de este Sistema: la legalidad, efi-
ciencia, objetividad, calidad, imparcialidad, equidad y
competencia por mérito. 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Sistema: El Servicio Profesional de Carrera de la Admi-
nistración Pública Federal Centralizada; 

II. Administración Pública: Administración Pública Fede-
ral Centralizada;

III. Secretaría: Secretaría de la Función Pública.

IV. Consejo: Consejo Consultivo del Sistema;

V. Comités: Comités Técnicos de Profesionalización y Se-
lección de cada dependencia; 

VI. Registro: Registro Unico del Servicio Público Profe-
sional; 

VII. Dependencia: Secretarías de Estado, incluyendo sus
órganos desconcentrados, Departamentos Administrativos
y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal; 

VIII. Catálogo: Catálogo de Puestos de la Administración
Pública Federal Centralizada, incluyendo sus órganos des-
concentrados y los Departamentos Administrativos. 

IX. Servidor público de carrera: Persona física integrante
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal, que desempeña un cargo de confianza en
alguna dependencia;

Artículo 4. Los servidores públicos de carrera se clasifica-
rán en servidores públicos eventuales y titulares. Los even-
tuales son aquellos que, siendo de primer nivel de ingreso
se encuentran en su primer año de desempeño, los que hu-
bieren ingresado con motivo de los casos excepcionales
que señala el artículo 34 y aquellos que ingresen por moti-
vo de un convenio. 

El servidor público de carrera ingresará al Sistema a través
de un concurso de selección y sólo podrá ser nombrado y
removido en los casos y bajo los procedimientos previstos
por esta Ley. 

Artículo 5. El Sistema comprenderá, tomando como base
el Catálogo, los siguientes rangos: 

a) Director General; 

b) Director de Area; 

c) Subdirector de Area;

d) Jefe de Departamento y;

e) Enlace

Los rangos anteriores comprenden los niveles de adjunto,
homólogo o cualquier otro equivalente, cualquiera que sea
la denominación que se le dé. 

La creación de nuevos cargos en las estructuras orgánicas
en funciones equivalentes a las anteriores, sin importar su
denominación, deberán estar homologados a los rangos
que esta ley prevé. 

La Secretaría, en el ámbito de sus atribuciones deberá emi-
tir los criterios generales para la determinación de los car-
gos que podrán ser de libre designación. 

Estos deberán cumplir con los requisitos que previamente
establezcan las dependencias para cada puesto, y estarán
sujetos a los procedimientos de evaluación del desempeño,
no así a los de reclutamiento y selección que establece esta
Ley. 
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Artículo 6. Los servidores públicos de libre designación
y los trabajadores de base de la Administración Pública
Federal tendrán acceso al servicio profesional de carrera,
sujetándose, en su caso, a los procedimientos de recluta-
miento, selección y nombramiento previstos en este orde-
namiento. 

Para la incorporación al sistema del trabajador de base será
necesario contar con licencia o haberse separado de la pla-
za que ocupa, no pudiendo permanecer activo en ambas si-
tuaciones. 

Artículo 7. El Gabinete de Apoyo es la Unidad adminis-
trativa adscrita a los Secretarios, Subsecretarios, Oficiales
Mayores, Titulares de Unidad, Titulares de Organos Des-
concentrados y equivalentes para desempeñar un cargo o
comisión en las secretarías particulares, coordinaciones de
asesores, coordinaciones de comunicación social y servi-
cios de apoyo, de cualquier nivel de conformidad con el
presupuesto autorizado. 

Los servidores públicos que formen parte de los Gabinetes
de Apoyo serán nombrados y removidos libremente por su
superior jerárquico inmediato. Las estructuras de los Gabi-
netes de Apoyo deberán ser autorizadas por la Secretaría,
la cual tendrá en cuenta por lo menos los siguientes crite-
rios: 

a) La capacidad presupuestal de la dependencia, de confor-
midad con las disposiciones de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

b) La prohibición de que estos Gabinetes de Apoyo ejerzan
atribuciones que por ley competan a los servidores públi-
cos de carrera.

Artículo 8. El Sistema no comprenderá al personal que
preste sus servicios en la Presidencia de la República, los
rangos de Secretarios de Despacho, Jefes de Departamento
Administrativo, Subsecretarios, Oficiales Mayores, Jefe o
Titular de Unidad y cargos homólogos; los miembros de las
Fuerzas Armadas, del sistema de seguridad pública y segu-
ridad nacional, del Servicio Exterior Mexicano y asimilado
a éste; personal docente de los modelos de educación pre-
escolar, básica, media superior y superior; de las ramas mé-
dica, paramédica y grupos afines, los gabinetes de apoyo,
así como aquellos que estén asimilados a un sistema legal

de servicio civil de carrera; y los que presten sus servicios
mediante contrato, sujetos al pago por honorarios en las de-
pendencias. 

Artículo 9. El desempeño del servicio público de carre-
ra será incompatible con el ejercicio de cualquier otro
cargo, profesión o actividad que impida o menoscabe el
estricto cumplimiento de los deberes del servidor públi-
co de carrera. 

TITULO SEGUNDO 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS
SERVIDORES PUBLICOS DEL SISTEMA 

Capítulo Primero 

De los Derechos 

Artículo 10. Los servidores públicos de carrera tendrán los
siguientes derechos: 

I. Tener estabilidad y permanencia en el servicio en los tér-
minos y bajo las condiciones que prevé esta Ley; 

II. Recibir el nombramiento como Servidor Público de Ca-
rrera una vez cubiertos los requisitos establecidos en esta
Ley; 

III. Percibir las remuneraciones correspondientes a su car-
go, además de los beneficios y estímulos que se prevean; 

IV. Acceder a un cargo distinto cuando se haya cumplido
con los requisitos y procedimientos descritos en este orde-
namiento; 

V. Recibir capacitación y actualización con carácter profe-
sional para el mejor desempeño de sus funciones; 

VI. Ser evaluado con base en los principios rectores de esta
Ley y conocer el resultado de los exámenes que haya sus-
tentado, en un plazo no mayor de 60 días; 

VII. Ser evaluado nuevamente previa capacitación corres-
pondiente, cuando en alguna evaluación no haya resultado
aprobado, en los términos previstos en la presente Ley; 

VIII. Participar en el Comité de selección cuando se trate
de designar a un servidor público en la jerarquía inmediata
inferior; 
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IX. Promover los medios de defensa que establece esta Ley,
contra las resoluciones emitidas en aplicación de la misma; 

X. Recibir una indemnización en los términos de ley, cuan-
do sea despedido injustificadamente; 

XI. Las demás que se deriven de los preceptos del presente
ordenamiento, de su reglamento y demás disposiciones
aplicables.

Capítulo Segundo

De las Obligaciones 

Artículo 11. Son obligaciones de los servidores públicos
de carrera: 

I. Ejercer sus funciones con estricto apego a los principios
de legalidad, objetividad, imparcialidad, eficiencia y de-
más que rigen el Sistema; 

II. Desempeñar sus labores con cuidado y esmero apropia-
dos, observando las instrucciones que reciban de sus supe-
riores jerárquicos; 

III. Participar en las evaluaciones establecidas para su per-
manencia y desarrollo en el Sistema; 

IV. Aportar los elementos objetivos necesarios para la eva-
luación de los resultados del desempeño; 

V. Participar en los programas de capacitación obligatoria
que comprende la actualización, especialización y educa-
ción formal, sin menoscabo de otras condiciones de desem-
peño que deba cubrir, en los términos que establezca su
nombramiento; 

VI. Guardar reserva de la información, documentación y en
general, de los asuntos que conozca, en términos de la ley
de la materia 

VII. Asistir puntualmente a sus labores y respetar los hora-
rios de actividades; 

VIII. Proporcionar la información y documentación nece-
sarias al funcionario que se designe para suplirlo en sus au-
sencias temporales o definitivas; 

IX. Abstenerse de incurrir en actos u omisiones que pon-
gan en riesgo la seguridad del personal, bienes y documen-

tación u objetos de la dependencia o de las personas que
ahí se encuentren; 

X. Excusarse de conocer asuntos que puedan implicar con-
flicto de intereses con las funciones que desempeña dentro
del servicio, y 

XI. Las demás que señalen las leyes y disposiciones apli-
cables.

Artículo 12. Cada dependencia establecerá las tareas inhe-
rentes a los diversos cargos a su adscripción, de acuerdo
con esta Ley y su Reglamento, sin perjuicio de lo dispues-
to en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos y en las demás disposiciones la-
borales aplicables. 

TITULO TERCERO 

DE LA ESTRUCTURA DEL SISTEMA DE 
SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA 

Capítulo Primero

Consideraciones Preliminares 

Artículo 13. El Sistema comprende los Subsistemas de
Planeación de Recursos Humanos; Ingreso; Desarrollo
Profesional; Capacitación y Certificación de Capacidades;
Evaluación del Desempeño; Separación y Control y Eva-
luación, que se precisan a continuación: 

I. Subsistema de Planeación de Recursos Humanos. Deter-
minará en coordinación con las dependencias, las necesi-
dades cuantitativas y cualitativas de personal que requiera
la Administración Pública para el eficiente ejercicio de sus
funciones; 

II. Subsistema de Ingreso. Regulará los procesos de reclu-
tamiento y selección de candidatos, así como los requisitos
necesarios para que los aspirantes se incorporen al Sistema. 

III. Subsistema de Desarrollo Profesional. Contendrá los
procedimientos para la determinación de planes indivi-
dualizados de carrera de los servidores públicos, a efecto
de identificar claramente las posibles trayectorias de des-
arrollo, permitiéndoles ocupar cargos de igual o mayor
nivel jerárquico y sueldo, previo cumplimiento de los re-
quisitos establecidos; así como, los requisitos y las reglas
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a cubrir por parte de los servidores públicos pertenecien-
tes al sistema. 

IV. Subsistema de Capacitación y Certificación de Capaci-
dades. Establecerá los modelos de profesionalización para
los servidores públicos, que les permitan adquirir: 

a) Los conocimientos básicos acerca de la dependencia en
que labora y la Administración Pública Federal en su con-
junto; 

b) La especialización, actualización y educación formal en
el cargo desempeñado; 

c) Las aptitudes y actitudes necesarias para ocupar otros
cargos de igual o mayor responsabilidad. 

d) La posibilidad de superarse institucional, profesional y
personalmente dentro de la dependencia, y 

e) Las habilidades necesarias para certificar las capacida-
des profesionales adquiridas. 

V. Subsistema de Evaluación del Desempeño. Su propósi-
to es establecer los mecanismos de medición y valoración
del desempeño y la productividad de los servidores públi-
cos de carrera, que serán a su vez los parámetros para ob-
tener ascensos, promociones, premios y estímulos, así como
garantizar la estabilidad laboral; 

VI. Subsistema de Separación. Se encarga de atender los
casos y supuestos mediante los cuales un servidor público
deja de formar parte del Sistema o se suspenden temporal-
mente sus derechos; y 

VII. Subsistema de Control y Evaluación. Su objetivo es
diseñar y operar los procedimientos y medios que permitan
efectuar la vigilancia y en su caso, corrección de la opera-
ción del Sistema.

El Reglamento determinará los órganos con que la Secre-
taría operará uno o más de los anteriores procesos. 

Compete a las dependencias de la Administración Pública
administrar el Sistema en la esfera de su competencia con
base en la normatividad expedida por la Secretaría. 

Capítulo Segundo

De la Estructura Funcional

Sección Primera 

Del Subsistema de Planeación de los Recursos Humanos 

Artículo 14. La Secretaría establecerá un subsistema de
Planeación de Recursos Humanos para el eficiente ejerci-
cio del Sistema. 

A través de sus diversos procesos, el subsistema: 

I. Registrará y procesará la información necesaria para la
definición de los perfiles y requerimientos de los cargos in-
cluidos en el Catálogo, en coordinación con las dependen-
cias. La Secretaría no autorizará ningún cargo que no esté
incluido y descrito en el Catálogo; 

II. Operará el Registro; 

III. Calculará las necesidades cuantitativas de personal, en
coordinación con las dependencias y con base en el Regis-
tro, considerando los efectos de los cambios en las estruc-
turas organizacionales, la rotación, retiro y separación de
los servidores públicos sujetos a esta Ley, con el fin de que
la estructura de la Administración Pública tenga el número
de servidores públicos adecuado para su buen funciona-
miento y permita la movilidad de los miembros del Siste-
ma; 

IV. Elaborará estudios prospectivos de los escenarios futu-
ros de la Administración Pública para determinar las nece-
sidades de formación que requerirá la misma en el corto y
mediano plazos, con el fin de permitir a los miembros del
Sistema cubrir los perfiles demandados por los diferentes
cargos establecidos en el catálogo; 

V. Analizará el desempeño y los resultados de los servido-
res públicos y las dependencias, emitiendo las conclusio-
nes conducentes; 

VI. Revisará y tomará en cuenta para la planeación de los
recursos humanos de la administración pública federal los
resultados de las evaluaciones sobre el sistema; 

VII. Realizará los demás estudios, programas, acciones y
trabajos que sean necesarios para el cumplimiento del ob-
jeto de la presente Ley; y 
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VIII. Ejercerá las demás funciones que le señale esta Ley,
su reglamento y disposiciones relativas.

Sección Segunda 

Del Registro Unico del Servicio Profesional 
de Carrera 

Artículo 15. El Registro Unico del Servicio Público Profe-
sional es un padrón que contiene información básica y téc-
nica en materia de recursos humanos de la Administración
Pública y se establece con fines de apoyar el desarrollo del
servidor público de carrera dentro de las dependencias. 

Los datos personales que en él se contengan serán conside-
rados confidenciales. 

Artículo 16. El Registro sistematizará la información rela-
tiva a la planeación de recursos humanos, ingreso, desarro-
llo profesional, capacitación y certificación de capacida-
des, evaluación del desempeño y separación de los
miembros del Sistema. 

Artículo 17. El Registro deberá incluir a cada servidor pú-
blico que ingrese al Sistema.

Los datos del Registro respecto al proceso de capacitación
y desarrollo deberán actualizarse de manera permanente.
Esta información permitirá identificar al servidor público
como candidato para ocupar vacantes de distinto perfil. 

Artículo 18. El Registro acopiará información de recursos
humanos proporcionada por las autoridades o instituciones
con las cuales se suscriban convenios, con la finalidad de
permitir la participación temporal de aspirantes a servido-
res públicos en los concursos. 

Artículo 19. El Sistema, en coordinación con las depen-
dencias, registrará y procesará la información necesaria pa-
ra la definición de los perfiles y requerimientos de los car-
gos incluidos en el catálogo. 

Artículo 20. Será motivo de baja del Registro, la separa-
ción del servidor público del Sistema por causas distintas a
la renuncia. 

Capítulo Tercero 

Del Subsistema de Ingreso 

Artículo 21. El aspirante a ingresar al Sistema deberá cum-
plir, además de lo que señale la convocatoria respectiva,
los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus dere-
chos o extranjero cuya condición migratoria permita la fun-
ción a desarrollar; 

II. No haber sido sentenciado con pena privativa de liber-
tad por delito doloso; 

III. Tener aptitud para el desempeño de sus funciones en el
servicio público; 

IV. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de
algún culto; y, 

V. No estar inhabilitado para el servicio público ni encon-
trarse con algún otro impedimento legal.

No podrá existir discriminación por razón de género, edad,
capacidades diferentes, condiciones de salud, religión, es-
tado civil, origen étnico o condición social para la perte-
nencia al servicio. 

Artículo 22. Reclutamiento es el proceso que permite al
Sistema atraer aspirantes a ocupar un cargo en la Adminis-
tración Pública con los perfiles y requisitos necesarios. 

Artículo 23. El reclutamiento se llevará a cabo a través de
convocatorias públicas abiertas para ocupar las plazas del
primer nivel de ingreso al Sistema. 

Este proceso dependerá de las necesidades institucionales de
las dependencias para cada ejercicio fiscal de acuerdo al pre-
supuesto autorizado. En caso de ausencia de plazas de este
nivel en las dependencias, no se emitirá la convocatoria. 

Previo al reclutamiento, la Secretaría organizará eventos de
inducción para motivar el acercamiento de aspirantes al
concurso anual. 

Artículo 24. El mecanismo de selección para ocupar las
plazas que no sean de primer nivel de ingreso será desarro-
llado por el Comité de conformidad con los procedimientos
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establecidos en esta Ley, su reglamento y demás disposi-
ciones relativas. 

Artículo 25. Los comités deberán llevar a cabo el procedi-
miento de selección para ocupar cargos de nueva creación,
mediante convocatorias públicas abiertas. 

Artículo 26. Cuando se trate de cubrir plazas vacantes dis-
tintas al primer nivel de ingreso, los Comités deberán emi-
tir convocatoria pública abierta. Para la selección, además
de los requisitos generales y perfiles de los cargos corres-
pondientes, deberán considerarse la trayectoria, experien-
cia y los resultados de las evaluaciones de los servidores
públicos de carrera. 

Artículo 27. Los aspirantes a servidores públicos eventua-
les únicamente participarán en los procesos de selección
relativos a dicha categoría. 

En el caso de los servidores públicos provenientes de insti-
tuciones u organismos con los que se suscriban convenios
no podrán superar en número a los de carrera que se en-
cuentren laborando en esos lugares con motivo de un inter-
cambio. 

Artículo 28. Se entenderá por convocatoria pública y
abierta aquella dirigida a servidores públicos en general o
para todo interesado que desee ingresar al Sistema, me-
diante convocatoria publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración y en las modalidades que señale el Reglamento. 

Las convocatorias señalarán en forma precisa los puestos
sujetos a concurso, el perfil que deberán cubrir los aspiran-
tes, los requisitos y los lineamientos generales que se de-
terminen para los exámenes, así como el lugar y fecha de
entrega de la documentación correspondiente de los exá-
menes y el fallo relacionado con la selección de los candi-
datos finalistas. 

Artículo 29. La selección es el procedimiento que permite
analizar la capacidad, conocimientos, habilidades y expe-
riencias de los aspirantes a ingresar al Sistema. Su propó-
sito es el garantizar el acceso de los candidatos que de-
muestren satisfacer los requisitos del cargo y ser los más
aptos para desempeñarlo. 

El procedimiento comprenderá exámenes generales de co-
nocimientos y de habilidades, así como los elementos de
valoración que determine el Comité respectivo y que se

justifiquen en razón de las necesidades y características
que requiere el cargo a concursar. Estos deberán asegurar
la participación en igualdad de oportunidades donde se re-
conozca el mérito. 

Para la determinación de los resultados, los Comités po-
drán auxiliarse de expertos en la materia. 

Artículo 30. La Secretaría emitirá las guías y lineamien-
tos generales para la elaboración y aplicación de los me-
canismos y herramientas de evaluación que operarán los
Comités para las diversas modalidades de selección de
Servidores Públicos de acuerdo con los preceptos de esta
Ley y su Reglamento. 

Para la calificación definitiva, los Comités aplicarán estos
instrumentos, conforme a las reglas de valoración o siste-
ma de puntaje. 

Artículo 31. El examen de conocimientos, la experiencia y
la aptitud en los cargos inmediatos inferiores de la vacante
serán elementos importantes en la valoración para ocupar
un cargo público de carrera. No será elemento único de va-
loración el resultado del examen de conocimientos, excep-
to cuando los aspirantes no obtengan una calificación mí-
nima aprobatoria. 

Artículo 32. Cada dependencia, en coordinación con la Se-
cretaría establecerá los parámetros mínimos de calificación
para acceder a los diferentes cargos. Los candidatos que no
cumplan con la calificación mínima establecida no podrán
continuar con las siguientes etapas del procedimiento de
selección. 

En igualdad de condiciones, tendrán preferencia los servi-
dores públicos de la misma dependencia. 

Artículo 33. Los candidatos seleccionados por los Comités
se harán acreedores al nombramiento como servidor públi-
co de carrera en la categoría que corresponda. En el caso
del primer nivel de ingreso, se hará la designación por un
año, al término del cual en caso de un desempeño satisfac-
torio a juicio del comité, se le otorgará el nombramiento en
la categoría de enlace. 

Artículo 34. En casos excepcionales y cuando peligre o se
altere el orden social, los servicios públicos, la salubridad,
la seguridad o el ambiente de alguna zona o región del país,
como consecuencia de desastres producidos por fenómenos
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naturales, por caso fortuito o de fuerza mayor o existan cir-
cunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicio-
nales importantes, los titulares de las dependencias o el
Oficial Mayor respectivo u homólogo, bajo su responsabi-
lidad, podrán autorizar el nombramiento temporal para
ocupar un puesto, una vacante o una plaza de nueva crea-
ción, considerado para ser ocupado por cualquier servidor
público, sin necesidad de sujetarse al procedimiento de re-
clutamiento y selección a que se refiere esta Ley. Este per-
sonal no creará derechos respecto al ingreso al Sistema. 

Una vez emitida la autorización deberá hacerse de conoci-
miento de la Secretaría en un plazo no mayor de quince dí-
as hábiles, informando las razones que justifiquen el ejer-
cicio de esta atribución y la temporalidad de la misma. 

Capítulo Cuarto

Del Subsistema de Desarrollo Profesional 

Artículo 35. Desarrollo Profesional es el proceso median-
te el cual los servidores públicos de carrera con base en el
mérito podrán ocupar plazas vacantes de igual o mayor je-
rarquía, en cualquier dependencia o en las entidades públi -
cas y en las instituciones con las cuales exista convenio pa-
ra tal propósito. 

Artículo 36. Los Comités, en coordinación con la Secreta-
ría, integrarán el Subsistema de Desarrollo Profesional y
deberán, a partir del catálogo, establecer trayectorias de as-
censo y promoción, así como sus respectivas reglas a cu-
brir por parte de los servidores públicos de carrera. 

Artículo 37. Los servidores públicos de carrera podrán ac-
ceder a un cargo del Sistema de mayor responsabilidad o
jerarquía, una vez cumplidos los procedimientos de reclu-
tamiento y selección contenidos en esta Ley. 

Para estos efectos, los Comités deberán tomar en cuenta el
puntaje otorgado al servidor público en virtud de sus eva-
luaciones del desempeño, promociones y los resultados de
los exámenes de capacitación, certificación u otros estu-
dios que hubiera realizado, así como de los propios exá-
menes de selección en los términos de los lineamientos que
emitan los comités. 

Para participar en los procesos de promoción, los servido-
res profesionales de carrera deberán cumplir con los requi-
sitos del puesto y aprobar las pruebas que, para el caso, es-
tablezcan los Comités en las convocatorias respectivas. 

Artículo 38. Cada servidor público de carrera en coordina-
ción con el Comité correspondiente podrá definir su plan
de carrera partiendo del perfil requerido para desempeñar
los distintos cargos de su interés. 

Artículo 39. La movilidad en el Sistema podrá seguir las
siguientes trayectorias: 

I. Vertical o trayectorias de especialidad que corresponden
al perfil del cargo en cuyas posiciones ascendentes, las
funciones se harán más complejas y de mayor responsabili-
dad, y 

II. Horizontal o trayectorias laterales, que son aquellas que
corresponden a otros grupos o ramas de cargos donde se
cumplan condiciones de equivalencia, homologación, e in-
cluso afinidad, entre los cargos que se comparan, a través
de sus respectivos perfiles. En este caso, los servidores pú-
blicos de carrera que ocupen cargos equiparables podrán
optar por movimientos laterales en otros grupos de cargos.

Artículo 40. Cuando por razones de reestructuración de la
Administración Pública, desaparezcan cargos del catálogo
de puestos y servidores públicos de carrera cesen en sus
funciones, el Sistema procurará reubicarlos al interior de
las dependencias o en cualquiera de las entidades con quie-
nes mantenga convenios, otorgándoles prioridad en un pro-
ceso de selección. 

Artículo 41. Los servidores públicos de carrera, previa au-
torización de su superior jerárquico y de la Secretaría, po-
drán realizar el intercambio de sus respectivos cargos para
reubicarse en otra ciudad o dependencia. Los cargos debe-
rán ser del mismo nivel y perfil de acuerdo al Catálogo. 

Artículo 42. Los cargos deberán relacionarse en su con-
junto con las categorías de sueldo que les correspondan,
procurando que entre un cargo inferior y el inmediato su-
perior, existan condiciones salariales proporcionales y
equitativas. 

Artículo 43. Las dependencias, en apego a las disposicio-
nes que al efecto emita la Secretaría, podrán celebrar con-
venios con autoridades federales, estatales, municipales y
del Distrito Federal, y organismos públicos o privados
para el intercambio de recursos humanos una vez cubiertos
los perfiles requeridos, con el fin de fortalecer el proceso
de desarrollo profesional de los servidores públicos de ca-
rrera y de ampliar sus experiencias. 
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Capítulo Quinto

Del Subsistema de Capacitación y Certificación 
de Capacidades 

Artículo 44. Capacitación y la Certificación de Capacida-
des son los procesos mediante los cuales los servidores pú-
blicos de carrera son inducidos, preparados, actualizados y
certificados para desempeñar un cargo en la Administra-
ción Pública. La Secretaría emitirá las normas que regula-
rán este proceso en las dependencias. 

Artículo 45. Los Comités, con base en la detección de las
necesidades de cada dependencia establecerán programas
de capacitación para el puesto y en desarrollo administrati -
vo y calidad, para los servidores públicos. Dichos progra-
mas podrán ser desarrollados por una o más dependencias
en coordinación con la Secretaría y deberán contribuir a la
mejoría en la calidad de los bienes o servicios que se pres-
ten. Los comités deberán registrar sus planes anuales de ca-
pacitación ante la Secretaría, misma que podrá recomendar
ajustes de acuerdo a las necesidades del sistema. 

El reglamento establecerá los requisitos de calidad exigi-
dos para impartir la capacitación y actualización. 

Artículo 46. La capacitación tendrá los siguientes objeti-
vos: 

I. Desarrollar, complementar, perfeccionar o actualizar los
conocimientos y habilidades necesarios para el eficiente
desempeño de los servidores públicos de carrera en sus car-
gos; 

II. Preparar a los servidores públicos para funciones de ma-
yor responsabilidad o de naturaleza diversa, y 

III. Certificar a los servidores profesionales de carrera en
las capacidades profesionales adquiridas.

Artículo 47. El programa de capacitación tiene como pro-
pósito que los servidores públicos de carrera dominen los
conocimientos y competencias necesarios para el desarro-
llo de sus funciones. 

El programa de actualización se integra con cursos obliga-
torios y optativos según lo establezcan los comités en co-
ordinación con la Secretaría. Se otorgará un puntaje a los
servidores públicos de carrera que los acrediten. 

Artículo 48. Los servidores públicos de carrera podrán so-
licitar su ingreso en distintos programas de capacitación
con el fin de desarrollar su propio perfil profesional y al-
canzar a futuro distintas posiciones dentro del Sistema o
entidades públicas o privadas con las que se celebren con-
venios, siempre y cuando corresponda a su plan de carrera. 

Artículo 49. Las dependencias, en apego a las disposicio-
nes que al efecto emita la Secretaría, podrán celebrar con-
venios con instituciones educativas, centros de investiga-
ción y organismos públicos o privados para que impartan
cualquier modalidad de capacitación que coadyuve a cubrir
las necesidades institucionales de formación de los servi-
dores profesionales de carrera. 

Artículo 50. Los comités, en coordinación con la Secreta-
ría, determinarán mediante la forma y términos en que se
otorgará el apoyo institucional necesario para que los ser-
vidores profesionales de carrera tengan acceso o continúen
con su educación formal, con base en sus evaluaciones y
conforme a la disponibilidad presupuestal. 

Artículo 51. Al servidor público de carrera que haya obte-
nido una beca para realizar estudios de capacitación espe-
cial o educación formal, se le otorgarán las facilidades ne-
cesarias para su aprovechamiento. 

Si la beca es otorgada por la propia dependencia, el servi-
dor público de carrera quedará obligado a prestar sus ser-
vicios en ella por un periodo igual al de la duración de la
beca o de los estudios financiados. En caso de separación,
antes de cumplir con este periodo, deberá reintegrar en for-
ma proporcional a los servicios prestados, los gastos ero-
gados por ese concepto a la dependencia. 

Artículo 52. Los servidores profesionales de carrera debe-
rán ser sometidos a una evaluación para certificar sus ca-
pacidades profesionales en los términos que determine la
Secretaría por lo menos cada cinco años. Las evaluaciones
deberán acreditar que el servidor público ha desarrollado y
mantiene actualizado el perfil y aptitudes requeridos para
el desempeño de su cargo. 

Esta certificación será requisito indispensable para la per-
manencia de un servidor público de carrera en el sistema y
en su cargo. 

Artículo 53. Cuando el resultado de la evaluación de ca-
pacitación de un servidor público de carrera no sea aproba-
torio deberá presentarla nuevamente. En ningún caso, esta
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podrá realizarse en un periodo menor a 60 días naturales y
superior a los 120 días transcurridos después de la notifi-
cación que se le haga de dicho resultado. 

La dependencia a la que pertenezca el servidor público de-
berá proporcionarle la capacitación necesaria antes de la si-
guiente evaluación. 

De no aprobar la evaluación, se procederá a la separación
del servidor público de carrera de la Administración Públi-
ca Federal y por consiguiente, causará baja del Registro. 

Capítulo Sexto

Del Subsistema de Evaluación del Desempeño 

Artículo 54. La evaluación del desempeño es el método
mediante el cual se miden, tanto en forma individual como
colectiva, los aspectos cualitativos y cuantitativos del cum-
plimiento de las funciones y metas asignadas a los servido-
res públicos, en función de sus habilidades, capacidades y
adecuación al puesto. 

Artículo 55. La evaluación del desempeño tiene como
principales objetivos los siguientes: 

I. Valorar el comportamiento de los servidores públicos de
carrera en el cumplimiento de sus funciones, tomando en
cuenta las metas programáticas establecidas, la capacita-
ción lograda y las aportaciones realizadas; 

II. Determinar, en su caso, el otorgamiento de estímulos al
desempeño destacado a que se refiere esta Ley; 

III. Aportar información para mejorar el funcionamiento de
la dependencia en términos de eficiencia, efectividad, ho-
nestidad, calidad del servicio y aspectos financieros; 

IV. Servir como instrumento para detectar necesidades de
capacitación que se requieran en el ámbito de la dependen-
cia; y 

V. Identificar los casos de desempeño no satisfactorio para
adoptar medidas correctivas, de conformidad con lo dis-
puesto por esta Ley y su reglamento.

Artículo 56. Los estímulos al desempeño destacado con-
sisten en la cantidad neta que se entrega al servidor públi-
co de carrera de manera extraordinaria con motivo de la
productividad, eficacia y eficiencia. 

Las percepciones extraordinarias en ningún caso se consi-
derarán un ingreso fijo, regular o permanente ni formarán
parte de los sueldos u honorarios que perciben en forma or-
dinaria los servidores públicos. 

El reglamento determinará el otorgamiento de estas com-
pensaciones de acuerdo al nivel de cumplimiento de las
metas comprometidas. 

Artículo 57. Cada Comité desarrollará, conforme al regla-
mento y los lineamientos que emita la Secretaría, un pro-
yecto de otorgamiento de reconocimientos, incentivos y es-
tímulos al desempeño destacado a favor de servidores
públicos de su dependencia. 

El Comité informará en la propuesta sus razonamientos y
criterios invocados para justificar sus candidaturas. 

La dependencia hará la valoración de méritos para el otor-
gamiento de distinciones no económicas y de los estímulos
o reconocimientos económicos distintos al salario, con
base en su disponibilidad presupuestaria. Ello, de confor-
midad con las disposiciones del Sistema de Evaluación y
Compensación por el Desempeño. 

Se consideran sujetos de mérito, aquellos servidores públi-
cos de carrera que hayan realizado contribuciones o mejo-
ras a los procedimientos, al servicio, a la imagen institu-
cional o que se destaquen por la realización de acciones
sobresalientes. Estos quedarán asentados en el Registro y
se tomarán en cuenta dentro de las agendas individuales de
desarrollo. 

Artículo 58. Los Comités en coordinación con la Secreta-
ría realizarán las descripciones y evaluaciones de los pues-
tos que formen parte del Sistema. Asimismo, establecerán
los métodos de evaluación de personal que mejor respon-
dan a las necesidades de las dependencias. 

Las evaluaciones del desempeño serán requisito indispen-
sable para la permanencia de un servidor público de carre-
ra en el sistema y en su puesto. 

Capítulo Séptimo 

Del Subsistema de Separación 

Artículo 59. Para efectos de esta Ley se entenderá por se-
paración del servidor público de carrera la terminación de
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su nombramiento o las situaciones por las que dicho nom-
bramiento deje de surtir sus efectos. 

Artículo 60. El nombramiento de los servidores profesio-
nales de carrera dejará de surtir efectos sin responsabilidad
para las dependencias, por las siguientes causas: 

I. Renuncia formulada por el servidor público; 

II. Defunción; 

III. Sentencia ejecutoriada que imponga al servidor públi-
co una pena que implique la privación de su libertad; 

IV. Por incumplimiento reiterado e injustificado de cual-
quiera de las obligaciones que esta Ley le asigna. 

La valoración anterior deberá ser realizada por la Secreta-
ría de conformidad con el Reglamento de esta Ley, respe-
tando la garantía de audiencia del servidor público; 

V. Hacerse acreedor a sanciones establecidas en la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos que impliquen separación del servicio o
reincidencia; 

VI. No aprobar en dos ocasiones la capacitación obligato-
ria o su segunda evaluación de desempeño, y 

VII. Cuando el resultado de su evaluación del desempeño
sea deficiente, en los términos que señale el reglamento.

El Oficial Mayor o su homólogo en las dependencias de-
berá dar aviso de esta situación a la Secretaría. 

Artículo 61. La licencia es el acto por el cual un servidor
público de carrera, previa autorización del Comité, puede
dejar de desempeñar las funciones propias de su cargo de
manera temporal, conservando todos o algunos derechos
que esta Ley le otorga. 

Para que un funcionario pueda obtener una licencia deberá
tener una permanencia en el Sistema de al menos dos años
y dirigir su solicitud por escrito al Comité, con el visto bue-
no del superior jerárquico. El dictamen de la solicitud de-
berá hacerse por escrito, de manera fundada y motivada. 

La licencia sin goce de sueldo no será mayor a seis meses
y sólo podrá prorrogarse en una sola ocasión por un perío-

do similar, salvo cuando la persona sea promovida tempo-
ralmente al ejercicio de otras comisiones o sea autorizada
para capacitarse fuera de su lugar de trabajo por un perío-
do mayor. 

La licencia con goce de sueldo no podrá ser mayor a un
mes y sólo se autorizará por causas relacionadas con la ca-
pacitación del servidor público vinculadas al ejercicio de
sus funciones o por motivos justificados a juicio de la de-
pendencia. 

Artículo 62. Para cubrir el cargo del servidor público de
carrera que obtenga licencia se nombrará un servidor pú-
blico de carrera que actuará de manera provisional. La de-
signación del servidor público que ocupará dicho cargo se
realizará conforme a las disposiciones reglamentarias. 

Aquellos servidores profesionales de carrera que se hagan
cargo de otra función, deberán recibir puntuación adicional
en su evaluación de desempeño. 

Artículo 63. La pertenencia al servicio no implica inamo-
vilidad de los servidores públicos de carrera y demás cate-
gorías en la administración pública, pero si garantiza que
no podrán ser removidos de su cargo por razones políticas
o por causas y procedimientos no previstos en esta o en
otras leyes aplicables. 

Capítulo Octavo 

Del Subsistema de Control y Evaluación 

Artículo 64. La Secretaría con apoyo de las dependencias
establecerá mecanismos de evaluación sobre la operación
del Sistema a efecto de contar con elementos suficientes
para su adecuado perfeccionamiento. 

Artículo 65. La evaluación de resultados de los programas
de capacitación que se impartan se realizará con base en las
valoraciones del desempeño de los servidores públicos que
participaron, buscando el desarrollo de la capacitación en
la proporción que se identifiquen deficiencias. 

Artículo 66. Los Comités desarrollarán la información ne-
cesaria que permita a la Secretaría evaluar los resultados de
la operación del Sistema y emitirá reportes sobre el com-
portamiento observado en cada uno de los Subsistemas. 
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Capítulo Noveno 

De la estructura orgánica del Sistema 

Sección Primera 

De la Secretaría 

Artículo 67. Para el cumplimiento de las disposiciones
contenidas en el presente ordenamiento, el Sistema conta-
rá con los siguientes órganos: 

La Secretaría: es la encargada de dirigir el funcionamiento
del Sistema en todas las dependencias. 

I. El Consejo: es una instancia de apoyo de la Secretaría,
que tiene como propósito hacer recomendaciones genera-
les, opinar sobre los lineamientos, políticas, estrategias y
líneas de acción que aseguren y faciliten el desarrollo del
Sistema. 

II. Los Comités son cuerpos colegiados, encargados de
operar el Sistema en la dependencia que les corresponda
con base en la normatividad que emita la Secretaría para
estos efectos.

Artículo 68. La Secretaría se encargará de dirigir, coordi-
nar, dar seguimiento y evaluar el funcionamiento del Siste-
ma en las dependencias y vigilará que sus principios recto-
res sean aplicados debidamente al desarrollar el Sistema,
de acuerdo con lo establecido por la Ley, su Reglamento y
demás disposiciones aplicables. 

Artículo 69. La Secretaría contará con las siguientes fa-
cultades: 

I. Emitir los criterios y establecer los programas generales
del Sistema, para su implantación gradual, flexible, des-
centralizada, integral y eficiente; 

II. Elaborar el presupuesto anual para la operación del Sis-
tema; 

III. Administrar los bienes y recursos del Sistema;

IV. Expedir los manuales de organización y procedimien-
tos requeridos para el funcionamiento del Sistema; 

V. Dictar las normas y políticas que se requieran para la
operación del Sistema, en congruencia con los lineamien-
tos establecidos en los programas del Gobierno Federal; 

VI. Dar seguimiento a la implantación y operación del Sis-
tema en cada dependencia y en caso necesario, dictar las
medidas correctivas que se requieran, tomando las accio-
nes pertinentes sobre aquellos actos y omisiones que pue-
dan constituir responsabilidades administrativas; 

VII. Aprobar la constitución o desaparición de los Co-
mités; 

VIII. Aprobar las reglas, actos de carácter general y pro-
puestas de reestructuración que emitan los Comités de
cada dependencia para el exacto cumplimiento de las dis-
posiciones de esta Ley, debiendo señalar en su Reglamen-
to cuales son las que requieran de dicha aprobación; 

IX. Aprobar los mecanismos y criterios de evaluación y
puntuación; 

X. Resolver las inconformidades que se presenten en la
operación del Sistema; 

XI. Promover y aprobar los programas de capacitación y
actualización, así como la planeación de cursos de especia-
lización en los casos que señale el Reglamento; 

XII. Establecer los mecanismos que considere necesarios
para captar la opinión de la ciudadanía respecto al funcio-
namiento del Sistema y del mejoramiento de los servicios
que brindan las dependencias a partir de su implantación,
así como asesorarse por instituciones de educación supe-
rior nacionales o extranjeras, empresas especializadas o co-
legios de profesionales; 

XIII. Revisar de manera periódica y selectiva la operación
del Sistema en las diversas dependencias; 

XIV. Aplicar la presente Ley para efectos administrativos
emitiendo criterios obligatorios sobre ésta y otras disposi-
ciones sobre la materia, para la regulación del Sistema; 

XV. Ordenar la publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración de las disposiciones y acuerdos de carácter gene-
ral que pronuncie; 
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XVI. Aprobar los cargos que por excepción, sean de libre
designación; 

XVII. Dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas
las anteriores atribuciones; y 

XVIII. Las demás que se establezcan en la presente Ley, su
Reglamento y disposiciones aplicables.

Sección Segunda 

Del Consejo Consultivo 

Artículo 70. El Consejo es un órgano de apoyo para el Sis-
tema. Estará integrado por el titular de la Secretaría, por los
responsables de cada subsistema, por los presidentes de los
comités técnicos de cada dependencia y por representantes
de la Secretaria de Gobernación, de Hacienda y Crédito
Público y del Trabajo y Previsión Social, contará además
con un representante de los sectores social, privado y aca-
démico, a invitación de los demás integrantes. 

Son atribuciones del Consejo: 

I. Conocer y opinar sobre el Programa Operativo Anual del
Sistema en el proceso de dar seguimiento a su observancia
y cumplimiento en las áreas de la administración pública; 

II. Opinar sobre los lineamientos, políticas, estrategias y lí-
neas de acción que aseguren y faciliten el desarrollo del
Sistema; 

III. Estudiar y proponer modificaciones al catálogo de
puestos y al tabulador; 

IV. Proponer mecanismos y criterios de evaluación y pun-
tuación; 

V. Recomendar programas de capacitación y actualización,
así como el desarrollo de cursos de especialización; 

VI. Acordar la participación de invitados en las sesiones de
Consejo, y 

VII. Las que se deriven de las disposiciones de esta Ley, su
Reglamento y demás disposiciones aplicables.

Artículo 71. El consejo estará presidido por el titular de la
Secretaría y contará con un Secretario Técnico. 

Sección Tercera 

De los Comités Técnicos de Profesionalización 
y Selección 

Artículo 72. En cada dependencia se instalará un Comité
que será el cuerpo técnico especializado encargado de la
implantación, operación y evaluación del Sistema al inte-
rior de la misma. Asimismo, será responsable de la pla-
neación, formulación de estrategias y análisis prospectivo,
para el mejoramiento de los recursos humanos de las de-
pendencias y la prestación de un mejor servicio público a
la sociedad; se podrá asesorar de especialistas de institu-
ciones de educación superior y de empresas y asociaciones
civiles especializadas, nacionales e internacionales y de co-
legios de profesionales. 

Artículo 73. Los Comités son responsables de planear, or-
ganizar e impartir la inducción general y la inducción al
puesto. Para ello, podrán coordinar la realización de cursos
con instituciones de educación media superior, técnica y
superior. 

Artículo 74. Los Comités estarán integrados por un fun-
cionario de carrera representante del área de recursos hu-
manos de la dependencia, un representante de la Secretaría
y el Oficial Mayor o su equivalente, quien lo presidirá. 

El Comité, al desarrollarse los procedimientos de ingreso
actuará como Comité de Selección. En sustitución del Ofi-
cial Mayor participará el superior jerárquico inmediato del
área en que se haya registrado la necesidad institucional o
la vacante, quien tendrá derecho a voto y a oponer su veto
razonado a la selección aprobada por los demás miembros.
En estos actos, el representante de la Secretaría deberá cer-
tificar el desarrollo de los procedimientos y su resultado fi-
nal. 

Artículo 75. En cada dependencia, los Comités tendrán las
siguientes atribuciones: 

I. Emitir reglas generales y dictar actos que definan las mo-
dalidades a través de las cuales se implemente el Sistema,
conforme a las necesidades y características de la propia
institución, de acuerdo con los lineamientos de la Secreta-
ría, la presente Ley y disposiciones que de ella emanen; 

II. Aprobar, en coordinación con la Secretaría, los cargos
que por excepción sean de libre designación; 
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III. Elaborar y emitir las convocatorias de los cargos a con-
curso; 

IV. Proponer a la Secretaría políticas y programas específi-
cos de ingreso, desarrollo, capacitación, evaluación y sepa-
ración del personal de su dependencia, acorde con los pro-
cesos que establece la presente Ley; 

V. Realizar estudios y estrategias de prospectiva en materia
de productividad, con el fin de hacer más eficiente la fun-
ción pública; 

VI. Elaborar los programas de capacitación, especializa-
ción para el cargo y de desarrollo administrativo, producto
de las evaluaciones del desempeño y de acuerdo a la de-
tección de las necesidades de la institución; 

VII. Aplicar exámenes y demás procedimientos de selec-
ción, así como valorar y determinar las personas que hayan
resultado vencedoras en los concursos; 

VIII. Elaborar el proyecto de otorgamiento de reconoci-
mientos, incentivos y estímulos al desempeño destacado a
favor de servidores públicos de su dependencia; 

IX. Determinar la procedencia de separación del servidor
público en los casos establecidos en la fracción IV del artícu-
lo 60 de este ordenamiento y tramitar la autorización ante
el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, y 

X. Las demás que se deriven de esta Ley y su reglamento.

TITULO CUARTO

Capítulo Primero 

Del Recurso de Revocación 

Artículo 76. En contra de las resoluciones que recaigan en
el procedimiento de selección en los términos de esta Ley,
el interesado podrá interponer ante la Secretaría, recurso de
revocación dentro del término de diez días contados a par-
tir del día siguiente en que se haga del conocimiento, el
nombre del aspirante que obtuvo la calificación más alta en
el procedimiento de selección. 

Artículo 77. El recurso de revocación se tramitará de con-
formidad a lo siguiente: 

I. El promovente interpondrá el recurso por escrito, expre-
sando el acto que impugna, los agravios que fueron causa-
dos y las pruebas que considere pertinentes, siempre y
cuando estén relacionadas con los puntos controvertidos; 

II. Las pruebas que se ofrezcan deberán estar relacionadas
con cada uno de los hechos controvertidos, siendo inadmi-
sible la prueba confesional por parte de la autoridad; 

III. Las pruebas documentales se tendrán por no ofrecidas,
si no se acompañan al escrito en el que se interponga el re-
curso, y sólo serán recabadas por la autoridad, en caso de
que las documentales obren en el expediente en que se
haya originado la resolución que se recurre; 

IV. La Secretaría podrá solicitar que rindan los informes
que estime pertinentes, quienes hayan intervenido en el
procedimiento de selección; 

V. La Secretaría acordará lo que proceda sobre la admisión
del recurso y de las pruebas que se hubiesen ofrecido, or-
denando el desahogo de las mismas dentro del plazo de
diez días hábiles, y 

VI. Vencido el plazo para el rendimiento de pruebas, la Se-
cretaría dictará la resolución que proceda en un término
que no excederá de quince días hábiles;

Artículo 78. El recurso de revocación contenido en el pre-
sente título, versará exclusivamente en la aplicación co-
rrecta del procedimiento y no en los criterios de evaluación
que se instrumenten. 

Los conflictos individuales de carácter laboral no serán
materia del presente recurso. 

Se aplicará supletoriamente la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo a las disposiciones del presente Tí-
tulo. 

Capítulo Segundo 

De las Competencias 

Artículo 79. El Tribunal Federal de Conciliación y Arbi-
traje será competente para conocer de los conflictos indivi-
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duales de carácter laboral que se susciten entre las depen-
dencias y los servidores públicos sujetos a esta Ley. 

En estos casos, tendrá aplicación la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado y supletoriamente la Ley
Federal del Trabajo. 

Artículo 80. En el caso de controversias de carácter admi-
nistrativo derivadas de la aplicación de esta ley competerá
conocerlas y resolverlas al Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa. 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero. Esta Ley entrará en vigor a partir de
ciento ochenta días después de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. El Reglamento de la presente Ley de-
berá emitirse en un plazo no mayor a 180 días, contados a
partir de la entrada en vigor de la misma. 

El Consejo deberá estar integrado a más tardar dentro de
los 45 días siguientes a la entrada en vigor de la presente
Ley. 

Artículo Tercero. A la entrada en vigor de la Ley, todos
los servidores públicos de confianza en funciones sujetos a
la misma, serán considerados servidores públicos de libre
designación, en tanto se practiquen las evaluaciones que
determine la Secretaría, en coordinación con las dependen-
cias, para su ingreso al Sistema. 

Para estos efectos, las dependencias deberán impartir cur-
sos de capacitación en las materias objeto del cargo que
desempeñen. 

Artículo Cuarto. Cada dependencia, conforme a los cri -
terios que emita la Secretaría, iniciará la operación del
Sistema de manera gradual, condicionado al estudio que
se realice sobre las características, particularidades, con-
diciones, requisitos y perfiles que conforman la estructu-
ra de la dependencia respectiva, sin excederse del plazo
máximo establecido en el párrafo siguiente. 

El Sistema deberá operar en su totalidad en un periodo que
no excederá de tres años a partir de la iniciación de vigen-
cia de esta Ley. 

Una vez publicado el Reglamento todos los cargos vacan-
tes deberán ser asignados a través de concursos públicos y
abiertos en tanto el Registro no opere en su totalidad. A
partir del siguiente año fiscal a su publicación se convoca-
rán en los términos de esta Ley los concursos a primer in-
greso. 

La contravención a esta disposición será causa de respon-
sabilidad del servidor público que haya autorizado nom-
bramientos sin apegarse al proceso de ingreso contenido en
la presente ley y motivará su nulidad inmediata. 

Artículo Quinto. Los servidores públicos de las depen-
dencias que a la fecha de entrada en vigor de la presente
Ley tengan en operación un sistema equivalente al del Ser-
vicio Profesional de Carrera que se fundamente en disposi-
ciones que no tengan el rango de ley, deberán sujetarse a
este ordenamiento en un plazo de 180 días contados a par-
tir de la iniciación de su vigencia. 

A efecto de no entorpecer la implantación y operación del
Sistema, los Comités de cada dependencia podrán funcio-
nar temporalmente sin personal de carrera de la dependen-
cia, hasta que se cuente con estos servidores en la propia
dependencia. 

Artículo Sexto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico hará las previsiones necesarias en el proyecto anual
de Presupuesto de Egresos de la Federación para cubrir las
erogaciones que deriven de la aplicación de esta Ley con
cargo al presupuesto de las dependencias. 

Artículo Séptimo. Se derogan las disposiciones que se
opongan al presente decreto. 

Se abroga el Acuerdo por el que se crea la Comisión Inter-
secretarial del Servicio Civil como un Instrumento de Co-
ordinación y Asesoría del Ejecutivo Federal para la Instau-
ración del Servicio Civil de Carrera de la Administración
Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 29 de junio de 1983 y el Reglamento Interior de
la Comisión Intersecretarial del Servicio Civil publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 19 de junio de
1984. Las referencias a esta Comisión se entenderán reali-
zadas a la Secretaría de la Función Pública. 

ARTICULO SEGUNDO. Se reforma la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal en sus artículos 26 y 31
fracciones XIX y XXIV; se adiciona el artículo 37 con una
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fracción VI-bis, XVIII-bis y XXVII; y se modifican sus
fracciones XVIII y XXVI para quedar como sigue: 

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden ad-
ministrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con
las siguientes dependencias: 

Secretaría de Gobernación

Secretaría de Relaciones Exteriores 

Secretaría de la Defensa Nacional

Secretaría de Marina

Secretaría de Seguridad Pública

Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Secretaría de Desarrollo Social

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

Secretaría de Energía

Secretaría de Economía

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación

Secretaría de Comunicaciones y Transportes

Secretaría de la Función Pública

Secretaría de Educación Pública

Secretaría de Salud

Secretaría del Trabajo y Previsión Social

Secretaría de la Reforma Agraria

Secretaría de Turismo

Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal

Artículo 31. A la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I a XVIII... 

XIX. Coordinar y desarrollar los servicios nacionales de
estadística y de información geográfica, así como estable-
cer las normas y procedimientos para su organización, fun-
cionamiento y coordinación; 

XX a XXIII... 

XXIV. Ejercer el control presupuestal de los servicios per-
sonales y establecer normas y lineamientos en materia de
control del gasto en ese rubro, y 

XXV...

Artículo 37. A la Secretaría de la Función Pública corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I a VI... 

VI-bis. Dirigir, organizar y operar el sistema de Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-
ral en los términos de la Ley de la materia, dictando las re-
soluciones conducentes en los casos de duda sobre la inter-
pretación y alcances de sus normas;

VII a XVII...

XVIII. Aprobar y registrar las estructuras orgánicas y ocu-
pacionales de las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal y sus modificaciones; 

XVIII-bis. Establecer normas y lineamientos en materia de
planeación y administración de personal; 

XIX a XXV... 

XXVI. Establecer las políticas generales en materia de los
servicios de informática de las dependencias y entidades de
la administración pública federal, y 

XXVII. Las demás que le encomienden expresamente las
leyes y reglamentos.

TRANSITORIOS 

Artículo Primero. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público realizará lo necesario a efecto de asegurar la trans-
ferencia de los recursos presupuestarios destinados al pago
de los sueldos, prestaciones y demás percepciones que de-
ban cubrirse a favor de los servidores públicos que por

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003221



virtud del presente decreto pasarán a depender de la Secre-
taría de la Función Pública. 

Artículo Segundo. Aquellas disposiciones que hagan
mención a la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Ad-
ministrativo se entenderán referidas a la Secretaría de la
Función Pública. 

Artículo Tercero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

ARTICULO TERCERO. Se adiciona un tercer párrafo al
artículo 9o. de la Ley de Planeación para quedar como sigue: 

Artículo 9o... 

... 

El Ejecutivo Federal establecerá un Sistema de Evaluación
y Compensación por el Desempeño para medir los avances
de las dependencias de la Administración Pública Federal
centralizada en el logro de los objetivos y metas del Plan y
de los programas sectoriales que se hayan comprometido a
alcanzar anualmente y para compensar y estimular el buen
desempeño de las unidades administrativas y de los servi-
dores públicos. 

TRANSITORIOS 

Artículo Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

ARTICULO CUARTO. Se reforman los artículos 19,
fracción III; 33 párrafo primero, 34 y 48 párrafo primero de
la de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público
Federal, para quedar como sigue: 

“Artículo 19. El proyecto de presupuesto de egresos de
la federación se integrará con los documentos que se re-
fieran a: 

I a II...

III. Estimación de ingresos y proposición de gastos del
ejercicio fiscal para el que se propone, incluyendo el mon-
to y clasificación correspondiente a las percepciones que se
cubren en favor de los servidores públicos. 

Dichas percepciones incluyen lo relativo a sueldos, presta-
ciones y estímulos por cumplimiento de metas, recompen-
sas, incentivos o conceptos equivalentes a éstos; 

IV a IX...

Artículo 33. La Secretaría de la Función Pública será res-
ponsable de llevar un registro de personal civil de las enti-
dades que realicen gasto público federal y para tal efecto
estará facultada para dictar las normas que considere pro-
cedentes. 

...

Artículo 34. Salvo lo previsto en las leyes, el Ejecutivo Fe-
deral, por conducto de la Secretaría de la Función Pública,
determinará en forma expresa la procedencia general de la
compatibilidad para el desempeño de dos o más cargos,
empleos o comisiones, con cargo a los presupuestos de las
entidades, sin perjuicio del estricto cumplimiento de las
metas, tareas, proyectos, horarios y jornadas que en su ca-
so correspondan. En todo caso, los interesados podrán
optar por el cargo, empleo o comisión que les convenga. 

Artículo 48. La Secretaría de la Función Pública podrá dis-
pensar las responsabilidades en que se incurra, siempre que
los hechos que las constituyan no revistan un carácter de-
lictuoso, ni se deban a culpa grave o descuido notorio del
responsable, y que los daños causados no excedan cien ve-
ces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal. 

TRANSITORIO

Artículo Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Dado en el Palacio Legislativo.— San Lázaro, México, DF,
a 13 de marzo de 2003.— Por la Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública.— Diputados: Armando Salinas Torre
(rúbrica), Presidente; José A. Hernández Fraguas (rúbri-
ca), Víctor M. Gandarilla Carrasco (rúbrica), Tomás Co-
ronado Olmos (rúbrica), Luis Miguel G. Barbosa Huerta
(rúbrica), secretarios; Manuel Añorve Baños (rúbrica),
José Francisco Blake Mora (rúbrica), Jaime Mantecón Ro-
jo, Omar Fayad Meneses, Arturo Escobar y Vega, Federi-
co Granja Ricalde, Lorenso Rafael Hernández Estrada
(rúbrica), Efrén Nicolás Leyva Acevedo, Miguel Angel
Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles Pérez, José Narro
Céspedes, Roberto Zavala Echavarría, Ricardo A. Ocampo
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Fernández, María Teresa Gómez Mont y Urueta, Germán
Arturo Pellegrini Pérez (rúbrica), José de Jesús Reyna
García, Gabriela Cuevas Barrón (rúbrica), Eduardo Rive-
ra Pérez (rúbrica), Jorge Esteban Sandoval Ochoa, César
Augusto Santiago Ramírez, David Augusto Sotelo Rosas
(rúbrica), Ricardo Torres Origel (rúbrica), María Guadalu-
pe López Mares (rúbrica), Néstor Villarreal Castro (rúbri-
ca) y Beatriz Paredes Rangel (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Para fundamentar por la comisión el dictamen, en los tér-
minos del artículo 108 del Reglamento Interior, tiene el uso
de la palabra hasta por 10 minutos, el diputado Tomás Co-
ronado Olmos.

El diputado Tomás Coronado Olmos: 

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados: 

El dictamen que hoy se presenta por la Comisión de Go-
bernación, es el genuino resultado de un trabajo de plurali-
dad y de responsabilidad democrática. 

En el Senado de la República, los grupos parlamentarios de
Acción Nacional, por conducto del senador César Jáuregui
y por parte del Revolucionario Institucional el senador Car-
los Rojas, presentaron, en su momento, sendas iniciativas
de ley para crear en la Administración Pública Federal el
servicio profesional de los servidores públicos, iniciativa
que se enriquecieron con las visiones de las comisiones
dictaminadoras de nuestra colegisladora y aprobada por
unanimidad en el Pleno a finales del año pasado.

Finalmente, aunque no menos importante...

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Me permite el orador.

Solicito a los señores diputados y a las señoras diputadas,
guardar la compostura que nos demanda el recinto. 

Continúe, señor diputado.

El diputado Tomás Coronado Olmos: 

Finalmente, aunque no menos importante, la diputada
Magdalena Núñez, del grupo parlamentario del PRD, pre-

sentó una iniciativa en el mismo sentido en esta Cámara de
Diputados, aportando elementos valiosos que se concluye-
ron en el dictamen final de esta nueva ley, junto con las ob-
servaciones que presentaron oportunamente los diputados
y compañeros de los diferentes grupos parlamentarios.

Para el estudio y discusión y posterior dictamen en esta ini-
ciativa, el Senado de la República llevó a cabo un foro so-
bre profesionalización del servicio público en el que parti-
ciparon los directores del Servicio Federal Electoral, de
Servicio Exterior Mexicano, del Servicio de Administra-
ción Tributaria, de la Unidad de Servicio Civil de la Secre-
taría de Hacienda e inclusive de la Presidencia de la Repú-
blica.

En este foro se analizaron a profundidad los impactos y los
beneficios de las iniciativas que se habían presentado; pos-
teriormente las condiciones de Gobernación y de Estudios
Legislativos en el Senado, tuvieron una sesión en la que
comparecieron expertos internacionales y miembros de
servicio civil de países como Canadá, Gran Bretaña, Esta-
dos Unidos y con el fin de reflexionar sobre las experien-
cias y los resultados del servicio civil en los países donde
existe desde hace muchos años.

Adicionalmente se recibieron comentarios de la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económico del
Banco Interamericano de Desarrollo de los Gobiernos de
Francia e Inglaterra y de 17 países de América Latina. Re-
sultado de este esfuerzo serio y responsable de todos los
grupos parlamentarios, la iniciativa que crea el Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública Fede-
ral, fue aprobada por todos los grupos parlamentarios en el
Senado de la República, asumiendo a la trascendencia de
una institución democrática por excelencia como es el Ser-
vicio Profesional de Carrera.

Llegada la minuta a esta Cámara de Diputados, los miem-
bros de la Comisión de Gobernación, nos dimos a la tarea
de reflexionar y revisar cada uno de los documentos, las
experiencias tanto nacionales como internacionales y de
los impactos que tendría esta legislación, no sólo en la Ad-
ministración Pública Federal, sino en la construcción de un
sistema democrático y trabajamos intensamente para hacer
las aportaciones a la minuta que pudieran enriquecer el
proyecto buscando siempre los acuerdos y los consensos
entre todos, conscientes de la importancia y trascendencia
de esta ley, no sin atender y escuchar a quienes sobre este
tema podrían aportar para llegar hoy al documento final
que ponemos a su consideración.
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Esta ley, que sabemos que es sujeta a perfeccionarse con el
ejercicio y la experiencia de su aplicación, estoy seguro
que será sin duda un detonador para desterrar prácticas que
han dañado severamente a la administración pública mexi-
cana y al mismo tiempo permitirá la máxima eficacia en la
aplicación de políticas públicas, permitiendo programas de
profesionalización de los servidores públicos y de calidad
de los mismos, que hoy nos demandan los mexicanos con
mayor eficiencia, transparencia y eficacia.

Además de estas ventajas el sistema de carrera para la ad-
ministración pública es fundamental para hacer al gobierno
más eficiente y, por consecuencia, aumentar la competiti-
vidad general del país, tanto como si tomáramos en cuenta
que en México es de los pocos países en el mundo que no
cuentan con ese Servicio Civil de Carrera, y estamos de
acuerdo que esta ley es acorde a nuestra realidad histórica.

La Ley de Servicio Profesional de Carrera que se presenta
hoy, será sin duda un elemento de la mayor importancia
para contar con un gobierno eficiente, transparente, profe-
sional y de calidad, características que se requiere cual-
quier buen gobierno que sea del signo que sea.

Igualmente promoverá que la ciudadanía tenga mayor con-
trol y supervisión del ejercicio público, ya que junto con la
recién aprobada Ley de Transparencia de Acceso a la In-
formación, la sociedad contará con gobiernos más transpa-
rentes en su funcionamiento y rendición de cuentas.

México está demandando un gobierno profesional, más
allá de los intereses de quienes quisieran seguir controlan-
do las políticas de administración de recursos humanos,
para no perder sus fueros de poder.

Más allá de la controversia política, ofrezcamos a los me-
xicanos, la oportunidad de un servicio de carrera de sus
servidores públicos, conscientes de las virtudes de un tra-
bajo plural y responsable, daremos nuestro voto a favor del
presente dictamen, y convencidos como lo estamos todos
de que México requiere de un gobierno profesional y trans-
parente, donde sus funcionarios puedan tener reglas claras
para el ejercicio de su desempeño y éstas le permitan cre-
cer humanamente y profesionalmente para brindar a los
mexicanos el servicio que los ciudadanos sin duda de-
mandan.

Por este conducto también me gustaría poner a su conside-
ración de la Asamblea, a partir de las observaciones de in-
tegrantes de la comisión y de compañeros diputados, llega-

mos a un acuerdo la Mesa Directiva, para someter a consi-
deración de este pleno, las siguientes modificaciones  al
dictamen. Me gustaría que el Secretario leyera las modifi-
caciones del dictamen que hoy se presenta y está a discu-
sión, para ver si se aprueba por la Asamblea.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Solicito a la Secretaría dé lectura a las propuestas de modi-
ficación por parte de la comisión.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. La
junta directiva de la comisión a partir de las observaciones
de diversos integrantes de la misma, hemos llegado al
acuerdo de remitir al Presidente de la Mesa Directiva para
someter a consideración del Pleno de esta honorable Asam-
blea, las siguientes modificaciones al dictamen que se so-
mete a consideración:

Respecto del artículo 1o. del proyecto de decreto relativo a
la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Adminis-
tración Pública Federal, en el artículo tercero transitorio, se
propone adicionar un tercer párrafo que diga: “ningún ser-
vidor público de confianza en funciones sujeto a la presen-
te ley, podrá ser considerado servidor público de carrera
antes de dos años a partir de la entrada en vigor de esta ley.
Asimismo, respecto del segundo artículo del proyecto de
decreto que se dictamina relativo a las reformas a la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, se propone
lo siguiente: únicamente sobre el artículo 37 fracciones
XVIII y XXVI, el dictamen dice: artículo 37 fracciones
XVIII y XXVI a la Secretaría de la función pública corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:

“Fracción XVIII. Aprobar y registrar las estructuras orgá-
nicas y ocupacionales de las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal y sus modificaciones.”

“Fracción XXVI. Establecer las políticas generales en ma-
teria de los servicios de informática de las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal.”

Se propone que diga:

Artículo 37. A la Secretaría de la función pública corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:
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“Fracción XVIII. Aprobar y registrar las estructuras orgá-
nicas y ocupacionales de las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal y sus modificaciones,
previo dictamen presupuestal favorable de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.”

“Fracción XXVI. Promover las estrategias necesarias para
establecer políticas de gobierno electrónico.”...

Es cuanto a la propuesta de modificación, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Consulte la Secretaría a la Asamblea en votación económi-
ca, si se aceptan las modificaciones propuestas por la co-
misión.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si son de aceptarse las pro-
puestas de modificación hechas por la Mesa Directiva de la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Se aceptan.

En consecuencia está a discusión en lo general con las mo-
dificaciones propuestas por la comisión y aceptadas por la
Asamblea.

Se han registrado para fijar su posición de los grupos par-
lamentarios y sus partidos políticos, los siguientes diputa-
dos: José Manuel del Río Virgen, José Antonio Calderón
Cardoso, Norma Patricia Riojas Santana, Arturo Escobar y
Vega, Magdalena Núñez Monreal, María Guadalupe López
Mares y Víctor Manuel Díaz Palacios. 

Todos por cinco minutos.

Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos, el di-
putado José Manuel del Río Virgen.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados:

Las democracias persiguen fines profundos que llevan im-
presos los ideales de libertad, justicia, derecho, eficacia,
transparencia y rendición de cuentas; en sí, eficacia en las
instituciones del país.

Las elecciones libres y democráticas sirven también para
que el andamiaje institucional funcione a cabalidad en be-
neficio de los ciudadanos con una burocracia capaz y sen-
sible a las demandas de servicios eficientes, ágiles y expe-
ditos, pero hay casos de burócratas que empañan la función
pública.

Una de las instituciones indispensables de la democracia es
la del servicio profesional de carrera, bajo este régimen los
ciudadanos ejercen su derecho democrático a trabajar en el
Gobierno con base en la competencia, el mérito y en igual-
dad de oportunidades. Si el acceso a los empleos públicos
que no son otorgados mediante un procedimiento electoral,
no son ejercidos bajo estas premisas, en la práctica anula y
cancela el ideal democrático de libertad, eficacia y justicia
administrativa que implica la libertad ante la ley.

El servicio civil de carrera, compañeras y compañeros le-
gisladores, es una vieja demanda de todos los sindicalistas,
de todos los trabajadores que han dejado su vida por las
instituciones del país. Esta vieja demanda se ha cristaliza-
do desde hace muchos años desde una central burocrática,
que es la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Ser-
vicio del Estado. 

Sindicatos institucionales, como les llama; sindicatos de-
mocráticos, como también se les denomina, han luchado
porque el servicio civil de carrera que tiene su justifica-
ción a todas luces cuando este servicio civil de carrera sir-
ve para mejorar las instancias burocráticas en el país.

¿Qué requerimos los mexicanos? Requerimos que el servi-
cio profesional de carrera se consolide y se pueda profun-
dizar a través del servicio civil de carrera todos los cambios
en la burocracia nacional.

Nosotros creemos que cabe destacar en esta nueva ley la
separación oportuna que se hace de los funcionarios públi -
cos de los políticos; porque con ello no dejamos a la dis-
crecionalidad de alguien, que ostente un poder público que
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algunos cargos torales para el buen funcionamiento de la
Administración Pública vayan a ser utilizados como botín
político. 

Es decir, aquellas personas con ambiciones políticas deben
participar en los partidos políticos y las interesadas en ser
profesionales de la Administración Pública, deben formar-
se para concursar y constituir un cuerpo políticamente neu-
tro dentro del Estado, capaz de servir a cualquier gobierno,
surgido de cualquier partido. 

Tendrá una función muy importante en la Secretaría la fun-
ción pública. Esta responsabilidad será mayúscula. Espera-
mos que cumpla su cometido con capacidad, con eficiencia
y con responsabilidad. 

A nosotros nos queda muy claro, compañeras y compañe-
ros, que debemos darle un voto al Servicio Civil de Carre-
ra y nos queda muy claro que éste es un reconocimiento a
los sindicalistas verdaderos de México y es un reconoci-
miento a todos los trabajadores que formaron las institu-
ciones de este país. Para eso trabajaron; para eso formaron
estas instituciones y ahora serán los mismos hijos de los
trabajadores y nuevos burócratas en todo el sentido de la
palabra, los que dignifiquen la función pública. 

¡Que sea para bien de México! 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra el diputado José Antonio Calde-
rón Cardoso, en los mismos términos. 

El diputado José Antonio Calderón Cardoso: 

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros diputados:

Si bien una transición política implica un cambio en la for-
ma de ejercer el poder, es claro que ello acarrea una nueva
forma de ejercer la Administración Pública al hacerla efi-
ciente, competitiva y principalmente ética, en donde la re-
lación gobierno-gobernado sea una relación de coopera-
ción y de reconocimiento al esfuerzo personal. 

Mientras no exista una convergencia entre ética y política
en el quehacer público, no se estará atacando el problema
de una Administración Pública eficiente. La manera de en-

frentar la política al enfrentarse a la sociedad actual, ha
dado lugar a que la primera sea calificada de obsoleta y ca-
duca. Hoy día el aparato gubernamental debe responder a
las expectativas ciudadanas y dejar de ser un cuerpo buro-
crático, ineficiente y anacrónico. 

Por ello es de destacarse y aplaudirse que en el dictamen se
señalen programas de preparación y capacitación continua;
ya que éstos son los cimientos para resolver un problema
difícil pero no insorteable. 

El Servicio Profesional de Carrera es innegablemente un
instrumento de desarrollo nacional mediante el cual los ser-
vidores públicos tendrán la posibilidad y el derecho a me-
jorar su desarrollo profesional en cuanto a la preparación
académica. 

Ofrecer mejores servicios públicos a la ciudadanía es una
exigencia social acorde a la nueva realidad económica y
política que vive el país. El Servicio Profesional de Carre-
ra es ante todo un instrumento democrático, ya que será el
beneficiario de éste, aquel ciudadano que demuestre no
sólo eficiencia, sino interés en prepararse profesionalmen-
te y mejorar con ello su desempeño profesional. 

Es encomiable que los ascensos a los servidores públicos
preocupados por la excelencia de su desempeño se lleven a
cabo conforme a una normatividad clara y en donde no
exista el más mínimo aviso de discriminación. 

Así también esperamos que la reglamentación correspon-
diente sea una norma que facilite los objetivos de esta ley
y no se convierta, por el contrario, en un obstáculo para la
misma. 

Amiguismo, discrecionalidad y corrupción, son actitudes
que a la fecha han deteriorado la imagen de la burocracia,
en donde el servirse a uno mismo ha sustituido al servir a
los demás, objetivo último de la Administración Pública. 

La Ley del Servicio Profesional de Carrera para la Admi-
nistración Pública es un primer paso para dar a la Reforma
del Estado el impulso que necesita para hacer de los go-
biernos entes que busquen el bien común. 

Cambio de gobierno en todos sus niveles dejará con esto de
ser un periodo de incertidumbre y pasará a ser un periodo
de alternancia responsable y profesional al margen de todo
interés partidista. Sin duda la profesionalización de los ser-
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vidores públicos es el inicio de un mejor Gobierno que a fin
de cuentas es lo que demanda toda sociedad democrática. 

Mientras no exista una convergencia entre ética y política
en el quehacer público, no podrá darse lugar a un gobierno
competitivo raíz de una sociedad de iguales características.
La calidad de la Administración Pública depende de la ca-
lidad de los servidores públicos en el sistema político na-
cional y, como es sabido, la calidad sin competencia es una
cualidad que no se alcanza, ya que no existe el entorno que
impulse la existencia de tal desarrollo positivo. Si no hay
competencia, la calidad se rezaga, con lo cual la mediocri-
dad instaura su imperio.

La defensa de los principios y valores democráticos no ter-
mina con la toma del poder. Es aquí donde realmente em-
pieza, en donde los hombres enfrenten a sus ambiciones
humanas y en donde realmente se establezca si se busca el
poder para servir y no para servirse.

Por las anteriores razones Alianza Social votará a favor de
este dictamen, con la seguridad que impulsará no sólo el
desarrollo nacional, sino el desarrollo de la actividad pú-
blica y en particular burocrática. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Gracias, señor diputado.

La diputada Norma Patricia Riojas Santana tiene el uso de
la tribuna, hasta por cinco minutos.

La diputada Norma Patricia Riojas Santana:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros legisladores: 

En el Partido de la Sociedad Nacionalista estamos conven-
cidos de que un principio que debe de regir en la Adminis-
tración Pública es que sólo las personas más capaces y me-
jor calificadas lleguen a ocupar los puestos adminis-
trativos.

Si bien es cierto que la profesionalización y la construcción
de los servicios civiles de carrera en nuestro país es un área
limitada y poco explorada, también es cierto que hoy la
profesionalización del servicio público es uno de los temas
más importantes en el que debemos trabajar, ya que la res-

tricción presupuestal, los problemas de legitimidad guber-
namental y las tendencias económicas mundiales obligan a
los órganos del Estado a contar con servidores públicos
preparados, comprometidos y responsables con la función
pública que cumplen de cara a la nación.

Finalidad a la que podemos contribuir en la medida que
otorguemos a la Administración Pública un marco jurídico
que establezca los mecanismos idóneos para contar con
personal calificado, capaz y eficiente que tenga servicio de
calidad a la altura y exigencia que demanda la sociedad
mexicana.

El día de hoy esta Asamblea tiene la oportunidad de dotar
a la Administración Pública de una ley-marco que garanti-
ce la profesionalización del servicio público. De aprobarse
el decreto por el que se expide la Ley Federal del Servicio
Profesional de Carrera de la Administración Pública Fede-
ral sentaremos las bases de un servicio de carrera que ase-
gure que el ingreso, la formación, la evaluación, la promo-
ción, las sanciones y la separación de los servidores pú-
blicos se realice con base en el mérito a la evaluación de
sus capacidades, de sus habilidades profesionales y la ob-
tención de buenos resultados de quienes se desempeñan en
el servicio público, como bien lo establecen los artículos
2o., 10, 11, 13, 60, 65 y demás relativos.

Con la aprobación de esta ley eliminaremos de una vez por
todas que el compadrazgo, la corrupción, la discrecionali-
dad y el arribismo sean los factores que determinen el in-
greso y la permanencia de los servidores públicos.

Para los nacionalistas, los del Partido de la Sociedad Na-
cionalista, el voto favorable a esta ley significa otorgar cer-
tidumbre laboral a los servidores públicos, garantizar la
igualdad de oportunidades en el acceso de la función pú-
blica, la transparencia y la rendición de cuentas. 

Darle continuidad a los programas y políticas del Gobierno
fomentará la credibilidad ciudadana en estas instituciones.

Sin embargo, los nacionalistas nos manifestamos a favor
de acotar las atribuciones de esta Secretaría, quitándole
las facultades fiscalizadoras que actualmente tiene y que
en un futuro deben recaer exclusivamente en el Poder Le-
gislativo.

Ahora bien, a los nacionalistas nos resulta apropiado, por
un lado, la visión de un párrafo tercero al artículo 9o. de la
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Ley de Planeación, para que el Ejecutivo Federal establez-
ca un sistema de evaluación y compensación, ya que de es-
ta forma se evaluará de manera objetiva el cumplimiento
del Plan Nacional de Desarrollo.

Por otra parte, las dependencias de la Administración Pú-
blica Federal. Por otro lado es oportuno sustituir el nom-
bre de la Secretaría de Programación y Presupuesto, por
el de la Secretaría de la Función Pública, en los artículos
33, 34 y 48 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gas-
to Público Federal, en virtud de que dicha Secretaría ya
no existe y sus facultades ya son desempeñadas por otra
Secretaría. 

Por las anteriores consideraciones, los integrantes del Par-
tido de la Sociedad Nacionalista votaremos en lo general a
favor del dictamen con proyecto de decreto que expide la
Ley Federal del Servicio Profesional de Carrera de la Ad-
ministración Pública Federal, las reformas a la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal y a la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, así co-
mo la adición a la Ley de Planeación.

De esta forma contribuiremos a que los servidores públicos
operen bajo los principios de legalidad, eficiencia, objeti -
vidad, imparcialidad, equidad y nacionalismo en el ejerci-
cio de su función para el desarrollo nacional y el engran-
decimiento de nuestra patria, recordando en todo momento
que la patria es primero.

Gracias, señor Presidente:

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra el diputado Arturo Escobar y Ve -
ga, del Partido Verde Ecologista de México, hasta por cin-
co minutos.

El diputado Arturo Escobar y Vega:

Gracias, señor Presidente:

Con la reforma que hoy nos plantea la Comisión de Go-
bernación y Seguridad Pública, se consolidará la añeja as-
piración de la ciudadanía y por supuesto de los servidores
públicos de México para instaurar una Administración Pú-
blica eficaz, ajena a los vaivenes políticos y personales y
con ello sea capaz de servir profesionalmente a todos los
mexicanos.

La instauración de un servicio profesional de carrera en la
Administración Pública Federal, es establecer las bases de
un ejercicio gubernamental eficiente para atender las di-
versas necesidades de la población, la cual es exigida hoy
por los usuarios de los bienes y servicios públicos.

Para que los servidores públicos sean capaces, eficientes y
profesionales, es necesario el establecimiento de un siste-
ma integral de actualización y formación del servidor pú-
blico que propicie la creación de la carrera administrativa,
así como el fomento a la vocación del servicio del perso-
nal. 

Objetivos que no se podrán cumplir sino mediante una mo-
tivación adecuada que pueda evaluar la agilidad, el funcio-
namiento de la Administración Pública y la eficacia en los
servicios que proporciona.

La Administración Pública representa parte importante del
desarrollo de un país por las actividades y responsabilida-
des que tiene encomendadas, por lo que un servicio profe-
sional que permita darle continuidad a los programas sus-
tanciales de gobierno, independientemente de los cambios
políticos en el país.

Como lo expone el dictamen en comento, este Servicio
Profesional de Carrera permitirá atraer a los mejores ele-
mentos del servicio público, eliminando consideraciones
de tipo subjetivo en su reclutamiento y selección, lo que re-
dundará sin duda en una Administración Pública Federal
que opere bajo los principios de igualdad, legalidad, efi-
ciencia y competencia por mérito.

Con la Ley del Servicio Profesional de Carrera que hoy se
pone a consideración de esta soberanía, se pretende cortar
de tajo con vicios tan añejos y dañinos para la presentación
del Servicio Público Federal como son: la incapacidad, la
negligencia, el burocratismo, el tráfico de influencias y la
corrupción.

Parte importante de la reforma planteada es la prohibición
expresa de discriminar por razón de género, edad, capaci-
dades diferentes, condiciones de salud, estado civil, reli-
gión, origen étnico o condición social.

La aprobación de la ley significa un gran paso en la bús-
queda de un servicio público de calidad y de excelencia y
a la par de esto brindará por primera vez a los trabajadores
al servicio del Estado, la posibilidad de tener estabilidad en
sus relaciones laborales, así como el poder acceder a car-

Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados228



gos de mayor responsabilidad y retribución a través de pro-
cesos de selección y evaluación, dotados de legalidad y
transparencia, con lo que sin duda redundará en una ade-
cuada atención a la problemática de la sociedad y a la re-
cuperación de la confianza en las instituciones actualmen-
te tan fracturada.

Intentos anteriores de profesionalizar los mecanismos de
reclutamiento, selección, contratación y capacitación del
personal de servicio público no han dado los frutos espera-
dos. Por tanto, el marco jurídico sobre los recursos huma-
nos de la administración requiere ser actualizado.

En virtud de lo anterior, el grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México votará de manera afirmativa el
dictamen in comento.

Gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Muchas gracias, diputado.

Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos, la di-
putada Magdalena Núñez Monreal, del Partido de la Revo-
lución Democrática.

La diputada Magdalena del Socorro Núñez Monreal:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros legisladores:

A nombre de la fracción parlamentaria del Partido de la
Revolución Democrática deseo manifestar nuestro recono-
cimiento por el dictamen de la Ley Federal del Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública que se
ha presentado y espero sea aprobada por esta soberanía y
que constituye, sin duda, un gran avance para modernizar
la administración pública en México.

Históricamente la izquierda en nuestro país ha luchado por
lograr una separación entre la administración pública y las
actividades políticas y el uso partidista de los recursos pú-
blicos. Por ello, lo anterior representa para nosotros un
avance significativo en esta añeja aspiración.

Sin embargo, reconociendo estos avances consideramos
que el dictamen in comento no es un instrumento conclui-
do por lo que deberemos insistir en avanzar en algunos de

los temas centrales que han desvirtuado el ejercicio de la
función pública.

Desde nuestra fracción parlamentaria y por mi conducto
presentamos una propuesta alterna que incorpora aspectos
esenciales para erradicar toda posibilidad de politizar el
ejercicio de la administración pública y cerrarle el paso a la
corrupción y al otorgamiento de puestos a personalidades
políticamente afines, independientemente de que cubran
requisitos mínimos de profesionalismo y probidad.

Consideramos que nuestra propuesta contiene elementos
básicos que no fueron tomados en cuenta en el dictamen y
que representan un vacío en el avance que México deman-
da en esta materia.

La finalidad de la ley es construir experiencias exitosas de
gobierno fincadas en una nueva cultura de administración
basada en el mérito, la responsabilidad, la honestidad, la
transparencia, la ética y el conocimiento. Son estos los ele-
mentos conceptuales que ambicionamos para un mejor
desarrollo en esta administración.

Me referiré a tres temas centrales: al catálogo de puestos, a
la estructura y atribuciones del órgano responsable del ser-
vicio y a la participación ciudadana.

Mientras la iniciativa presentada por el grupo parlamenta-
rio del PRD considera la inclusión de las oficialías mayo-
res de las secretarías de Estado en el Servicio Profesional,
el dictamen no lo considera. La diferencia es relevante y
trascendente si se toma en cuenta que las funciones asigna-
das a tal área son fundamentales y requieren de personal no
sólo capacitado, sino con solvencia e independencia del ti-
tular de la dependencia, más aún si los fines que se persi-
guen es combatir la corrupción y la discrecionalidad en el
manejo de los recursos públicos, así como despolitizar el
ejercicio de la función pública. Sabemos, por las funciones
a cargo de las oficialías mayores, que es una de las áreas
más susceptibles para el manejo discrecional de los recur-
sos públicos.

En segundo lugar, el dictamen a discusión prevé una es-
tructura jerárquica similar a la presentada por nuestra ini-
ciativa, es decir, un consejo y la Secretaría de la función
pública. Sin embargo, las atribuciones del consejo son li-
mitativas y su alcance es sólo de opinión y consideramos
necesario dotar de mayores atribuciones a dicho consejo.
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Por último, el dictamen prevé mecanismos de participación
ciudadana para captar la opinión de la ciudadanía respecto al
funcionamiento del sistema y del mejoramiento de los servi-
cios que brindan las dependencias a partir de su implantación.

Nuestra propuesta planteó la instauración de instrumentos
de participación ciudadana, que permitan diseñar y realizar
acciones políticas para mejorar el sistema.

Como puede verse, entre una y otra redacciones existen di-
ferencias conceptuales sustanciales. No tiene los mismos
alcances preguntar a la gente si está funcionando algo, no
es suficiente encuestar. Hace falta, como propone el PRD,
instrumentar mecanismos de participación, esto es, de inte-
gración, de involucramiento en las políticas diseñadas,
pero también en la rendición de cuentas, en la claridad de
las acciones desarrolladas. 

Se trata de recoger experiencias y no sólo de captar la opi-
nión de la ciudadanía. Sin embargo, a pesar de estas dife-
rencias, en relación a la iniciativa presentada por el grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
reconocemos que este dictamen representa un avance sig-
nificativo que debe contar con el apoyo decidido de todos
los grupos parlamentarios e iniciar una nueva etapa en el
ejercicio de la administración pública, dejando atrás el
amiguismo, el compromiso por afinidad política, las deci-
siones cupulares e inaugurar la etapa de la capacidad y pro-
fesionalismo para acceder a la administración pública, la
eficiencia, institucionalidad y el mérito como elementos de
promoción y asignación de puestos y construir una expe-
riencia y eficiencia en la administración pública en benefi-
cio de nuestra nación.

Por todo ello, votaremos a favor de este dictamen. 

Gracias. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Muchas gracias, señora diputada. 

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos, la dipu-
tada María Guadalupe López Mares, por el Partido Acción
Nacional. 

La diputada María Guadalupe López Mares:

Muchas gracias, señor Presidente; señoras y señores dipu-
tados:

El dictamen que hoy se presenta es un paso importante en
la Reforma del Estado.

En el grupo parlamentario del PAN nos congratulamos de
que una propuesta en la que Acción Nacional ha insistido
constantemente desde su primera plataforma política en
1943 y en esta Legislatura, dentro del paquete para el for-
talecimiento al Poder Ejecutivo, en el marco de la Reforma
del Estado, esté muy cerca ya de convertirse en ley. 

El PAN siempre ha propuesto que se implemente el Servi-
cio Profesional de Carrera. Ese claro que la Administración
Pública Federal ha sufrido cambios y reformas, que sexe-
nio tras sexenio cambia el personal conforme al vaivén po-
lítico, por lo que el Partido Acción Nacional en congruen-
cia con seis décadas de participación política, reitera su
compromiso con México y asume la responsabilidad de
responder a la creciente demanda de la sociedad de buscar
y proporcionar servicios públicos de calidad con eficiencia
y eficacia. 

Existe la convicción compartida por muchos sectores de la
sociedad de que una administración debe ser eficiente e im-
parcial y que contribuya a fortalecer el Estado de Derecho. 

Es necesario organizar y coordinar el desarrollo adminis-
trativo integral de las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, con nuevas actitudes y apti-
tudes para dar un servicio óptimo y adecuado para la
ciudadanía.

Se debe conseguir un servicio civil de carrera que permita
a la función pública el desarrollo de un mejor sistema de
ingreso, capacitación y evaluación del desempeño, que en
suma permita profesionalizar el servicio público.

México ha cambiado, los legisladores mexicanos tenemos
la gran responsabilidad de prolongar el cambio hacia los
nuevos horizontes que los ciudadanos nos han marcado. 

Estoy cierta que los diputados podemos trabajar de manera
plural y velar por los intereses del país. Este dictamen es un
claro ejemplo del trabajo con responsabilidad democrática
que esta legislatura ha desempeñado. 

En el Partido Acción Nacional estamos seguros que este
dictamen de ley tendrá trascendencia en la forma de servir
al ciudadano desde la Administración Pública Federal. El
grupo parlamentario del PAN coincide en que el Servicio
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Profesional de Carrera debe regirse por los principios de
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia.

Esta ley garantiza el ingreso a través de la competencia
abierta con base en el mérito y en la igualdad de oportuni-
dades, prevé la formación y capacitación de los funciona-
rios, establece su movilidad no sólo en la dependencia co-
rrespondiente sino en toda la Administración Pública
Federal e incluso a través de convenios en prácticamente
todo el mercado laboral.

De igual forma, prevé sistemas de evaluación del desem-
peño basado en los resultados de su trabajo, calificados por
el ciudadano, haciendo a un lado las evaluaciones cerradas
y burocráticas entre servidores públicos. 

Esta ley también reglamenta la separación de los funciona-
rios públicos del servicio por distintas razones, evitando así
cualquier discrecionalidad y establece los mecanismos de
impugnación y resolución de controversias. 

Esta ley es un bien para México, permite que los gobiernos
entren y salgan por el mínimo trastorno y la máxima efica-
cia. Un Servicio Civil de Carrera es una exigencia de todo
buen político y de todo buen ciudadano mexicano. Es por
el bien común, es por el bien de México.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Tiene el uso de la palabra para fijar la posición del Partido
Revolucionario Institucional, hasta por cinco minutos, el
diputado José Antonio Hernández Fraguas.

El diputado José Antonio Hernández Fraguas:

Con permiso, señor Presidente; compañeras y compañeros
diputados:

El grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional desea destacar que ha sido una aportación funda-
mental de nuestra organización política construir un país de
instituciones. 

Efectivamente, la concepción del Estado mexicano que co-
bra origen, vigencia y fuerza en la Constitución de 1857
con la figura señera de Benito Juárez, se ratifica en la vi-
sión del Constituyente de 1917 al concebir el Estado como
una República Federal con tres poderes.

Se establecieron las bases de la institucionalidad mexicana
que ha dado estabilidad política a este país en el curso del
Siglo XX. En esa corriente de institucionalización, se ins-
cribe el dictamen que hoy somete a la consideración de to-
dos ustedes la Comisión de Gobernación. 

La existencia de un Servicio Profesional de Carrera conso-
lida esta visión institucional de la que nuestra organización
política ha sido precursora y nos permite, en el México
contemporáneo de la alternancia democrática, garantizarle
a la sociedad por encima de vaivenes partidistas, que los
funcionarios públicos actuarán con su desempeño confor-
me a criterios básicos de profesionalización y eficacia.

Prestigiar a la Administración Pública, reconocer que la
función de servicio al Estado enaltece a quienes tienen esa
responsabilidad y lo hacen con honradez y compromiso, es
un propósito que anima a los grupos parlamentarios que
apoyamos esta ley y a nuestros colegas de partido que pre-
sentaron la iniciativa. 

Pretende también estimular el trabajo serio, eficiente, ho-
nesto y garantizar certidumbre de continuidad profesional
a quienes son buenos servidores públicos.

En concordancia con el fondo de esta iniciativa, secunda-
mos las iniciativas de los compañeros diputados para que a
la nueva Secretaría de la Función Pública correspondan las
tareas de optimización del servicio público y que las de fis-
calización pasen al Organo Superior de Fiscalización sien-
do consistente con el fortalecimiento de los poderes. 

Por estas razones, compañeras y compañeros diputados, a
nombre del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, les pedimos su apoyo con su voto favora-
ble para el dictamen que la Comisión de Gobernación pre-
senta el día de hoy a la consideración de ustedes. 

Muchas gracias, por su atención. 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Consulte la Secretaría a la Asamblea, si el dictamen se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general. 

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea, en votación económica si el dictamen se encuentra
suficientemente discutido en lo general.
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Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Suficientemente discutido. 

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
pregunta a la Asamblea si se va a reservar algún artículo
para discutirlo en lo particular, especificando de qué ley se
trata.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico de vo-
taciones hasta por 10 minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular, de los artículos no impug-
nados; es decir, se abra el sistema electrónico por 10 minu-
tos para que en un solo acto se apruebe o se deseche en lo
general y en lo particular.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Abrase el siste-
ma electrónico por 10 minutos para proceder a la votación
en lo general y en lo particular de los artículos no impug-
nados, conjuntamente con las modificaciones aceptadas y
propuestas por la comisión.

(Votación.)

Se emitieron 374 votos en pro; cero en contra; seis absten-
ciones.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto con las modificaciones propuestas por 374 vo-
tos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto
de decreto por el que se expide la Ley del Servicio Pro-
fesional de Carrera en la Administración Pública Fe-
deral; se reforma la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal y la Ley de Presupuesto,
Contabilidad y Gasto Público Federal y se adiciona la
Ley de Planeación.

Pasa al Senado para los efectos del artículo 72, inciso e),
constitucional.

Proceda la Secretaría a dar lectura al orden del día de la
próxima sesión.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada María de las Nieves García 
Fernández:

«Segundo Periodo Ordinario de Sesiones.— Tercer Año.—
LVIII Legislatura.

Orden del día

Jueves 27 de marzo de 2003.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite copia del oficio del subsecretario de
Transporte de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes y el Informe Semestral del Proceso de Liquidación
de Ferrocarriles Nacional de México. (Turno a comisión.)

Por el que se solicita el permiso constitucional necesario
para que el ciudadano Abel García Guzmán, pueda prestar
servicios en la Embajada de Estados Unidos de América en
México y comunica que han dejado de prestar servicios los
ciudadanos Leticia Nájera Ayala y José Miguel García M.,
en el Consulado en Monterrey, Nuevo León en México,
respectivamente. (Turno a comisión.)

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.» 

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado Armando Salinas Torre
(a las 16:13 horas):

Se levanta la sesión y se cita para la próxima que ten-
drá lugar el día jueves 27 de marzo a las 10:00 horas.

Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados232



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de marzo de 2003233

RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 5 horas 30 minutos.

• Quórum a la  apertura de sesión: 294 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 350 diputados.

• Comisiones reglamentarias y protocolarias: 1.

• Diputada que solicita licencia: 1.

• Diputada suplente que se incorpora: 1.

• Oradores en tribuna: 31
PRI-14; PAN-5; PRD-4; PVEM-3; PSN-2; PAS-1; CDPPN-1; Dip.Ind.-1.

Se recibió:

• 2 comunicaciones de los congresos de los estados de Chihuahua y Puebla;

• 1 comunicación de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal;

• 3 comunicaciones de la Junta de Coordinación Política, con las que se informa de cambios en la in-
tegración de comisiones legislativas;

• 1 iniciativa de senador del PAN;

• 3 oficios de la Secretaría de Gobernación en relación con puntos de acuerdo aprobados por la Co-
misión Permanente;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación en relación con punto de acuerdo aprobado por la Cámara
de Diputados;

• 4 iniciativas del PRI;

• 1 iniciativa del PAN;

• 1 iniciativa del PRD.

Dictámenes de segunda lectura:

• 1 de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que reforma el artículo 222 de la Ley General
de Salud;

• 1 de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que reforma los artículos 114, 115, 210 y 212
de la Ley General de Salud;
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• 1 de la Comisión de Comercio y Fomento Industrial, con proyecto de decreto que reforma, adiciona
y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor;

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de decreto por el que se expide
la Ley Federal del Servicio Profesional de Carrera de la Administración Pública Federal; se reforman
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto
Público Federal y se adiciona la Ley de Planeación.
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• Agundis Arias, Francisco (PVEM). . . . . . . . . . . . . . 

• Amador Leal, Narciso Alberto (PRI) . . . . . . . . . . . . . 

• Beaurregard de los Santos, Lorena (PRI) . . . . . . . . . . 

• Calderón Cardoso, José Antonio (PAS). . . . . . . . . . . . 

• Coronado Olmos, Tomás (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . .

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN). . . . . . . . . . . 

• Escobar y Vega, Arturo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Escobedo Zoletto, Salvador Neftalí (PAN). . . . . . . . . 

• Fayad Meneses, Omar (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Fayad Meneses, Omar (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Flores Chávez, Francisco Javier (PAN) . . . . . . . . . . . 

• Graniel Campos, Adela del Carmen (PRD) . . . . . . . . 

• Granja Ricalde, Federico (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández Fraguas, José Antonio (PRI). . . . . . . . . . . 

• Hernández Raigosa, Alfredo (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Leines Barrera, Eduardo Abraham (PRI) . . . . . . . . . . 

• López Mares, María Guadalupe (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Núñez Monreal, Magdalena del Socorro (PRD). . . . . 

• Riojas Santana, Norma Patricia (PSN). . . . . . . . . . . . 

• Riojas Santana, Norma Patricia (PSN). . . . . . . . . . . . 

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 186, 191, 193

Artículo 72 Constitucional: 121

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 187

Administración Pública Federal: 226

Administración Pública Federal: 223

Administración Pública Federal: 225

Administración Pública Federal: 228

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 147

Ley del Servicio Aduanero Mexicano:
46

Ley Aduanera: 131

Artículo 27 Constitucional: 90

Ley General de Salud: 126

Ley General de Salud: Administración
Pública Federal: 138

Administración Pública Federal: 231

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 181

Ley de Profesiones: 95

Administración Pública Federal: 230

Administración Pública Federal: 229

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 178

Administración Pública Federal: 227

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Rocha Díaz, Salvador (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Rodríguez Lozano, Amador (Dip.Ind.) . . . . . . . . . . . 

• Silva Beltrán, Reyes Antonio (PRI). . . . . . . . . . . . . . 

• Tapia Bahena, María Teresa (PAN). . . . . . . . . . . . . . . 

• Zamora Cruz, Adolfo (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 189, 194, 196, 197

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 186

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 183, 192

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 179

Ley Federal de Protección al Consumi-
dor: 175


